De las Causas j Haterías contenidas en el loma noveno. 



Acuerdo tic la Suprema Corle nombrando conjueces para el 
ano de 1 87 7 « ............ 

Acuerdo relativo al fallecimiento del Sr. Presidente de la Su- 
prema Corte de Justicia Federal, Dr. D. José Narros Pazos 6* 

CAUSA LXXXll 

D. Pedro Tarabotlo, contra el Consulado General de Italia, 
sobre devolución de un espedíante. 

Sumario. — i" Los Tribunales Argentinos no son competentes 
para declarar en quó casos Ioü Cónsules y Agentes Consulares 
pueden obligar, por sus actos oficiales en país eslrnngero, la res- 
ponsabilidad de sus gobiernos» respecto de sus nacionales. 

á" No considerando el Tribunal temeraria una demanda no 
puede condenar en costas á quien la deduce 1 

CAUSA LXXXll! • 

ü» Manuela Garrido, contra D. Mariano H. de Mendoza, sobre 
desalojo. Inciden l \ sobre compelencia. 

SltíñariO. - 1° E» un mismo tiempo y en un mismo escrito el 
demandado debe proponer todas las excepciones dilatorias que 
tenga, formando articulo previo. 
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l*»|IO... 

2» No haciéndola asi, solo podrá usar de las excepciones que 
bu alegase, cu» testando la demanda y ellas solo podrán sustan- 
eiarse y fallarse conjuntamente con el asunto principal. 

3* Esta disposición tiene por objeto evitar dilaciones y perjui- 
cios á las parles , \ £ 13 

CAUSA LXXXIV 

D. Domingo Mendoza, contra D. José María de la Torre, por 
cobro de pesos. Sobre jurisdicción. 

Sumario. — i 8 La acción ejecutiva procedente de una cosa 
juzgada puede entablarse ante el Juez del domicilio del deudor, 
aunque no sea el que dictó la sentencia. 

2» Si las partes son ciudadanos vecinos de distintas provincias, 
el actor puede ocurrir á la Justicia Nacional .„.,.., 18 

CAUSA LXXXV 

El Fisco Nacional con el representante del vapor <rSilei », por 
omisión en el manifiesto de Aduana y comiso. 

Sumario. — La omisión de frutos en el manifiesto general de 
Aduana, da lugar a la pena de comiso, que el Administrador Ge- 
neral conmuta en la de dobles derechos 21 

CAUSA LXXXVI 

D* Rosa Gutiérrez de Arzac, contra la Provincia de Sanla-Fé, 
por indemnización de dauus y perjuicios. Sobre competencia. 

Siwníirto. — 1° El juicio radicado ante los Tribunales de Pro- 
vincia, debe ser sentenciado y fenecid-i en la jurisdicción Provin- 
cial, salvo el recurso á la Suprema Urle eu los casos del articulo 
H déla ley de Setiembre de 18ti;t, sobre jurisdicción de los Tri- 
bunales Nacionales. 

2 o El dueño de una escribanía para todo lo concerniente á ella, 
se reputa domiciliado y residente en el lugar donde se desempeña 
su servicio. 

3 u La Corle Suprema no es competente para no conocer en 
causa suscitada contra una Provincia por uno de su? propios 
reinos 
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CAUSA LXXXYII 

Varios espendcdores de leche en el Municipio de Rueños Aires, 
reclamando de una Ordenanza Municipal. 

Sumario. — Cuando ante el Poder Judicial de una Provincia 
no se ha puesto en cuestión una cláusula de la Constitución Na- 
cional ni una ley del Congreso y la resolución no se baila en 
ninguno de los casos del articulo 14 de la ley de jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales, no puede apelarse para 
anle de la Suprema Corte Nacional , 29 

* 

CAUSA UXXVÍ1I 

El Fisco Nacional contra liuscheweyh y O, sobre comiso. 

Sumario* — La Aduana no puede imponer penas por infracciones 
a sus reglamentos, que hayan pasado desapercibidas al tiempo 
del despacho de las mercaderías, cuando estas hayan salido de 
su jurisdicción 3t 

CAUSA LXXX1X 

D. Fernando Bourdieu, contra D. Fortunato Cíchero, por cobro 
ejecutivo -le pesos. 

Sumario. — No puede existir li lis-pendencia cuando las partes 
y la acción de uno y otro pleito son distintas „ . 35 

CAUSA XC 

Contienda de competencia negativa entre el Juez de Sección y 
el del Crimen de la Provincia de Salta f en la causa por heridas 
inferidas á D. Cielo Diaz. 

Sumario. — El delito de heridas i*o metido con ocasión de elec- 
ciones nacionales, en la noche anterior al dia designado á aquellas, 
no corresponde al conocimiento de la Justicia Nacional 39 

CAUSA xa 

D» Mari* Gaitan de Retamal, contra D. Domingo Balugera j D. 
Eustaquio Retamal, por tercería de dominio. 

Sumarh. — Los bienes poseidos por la mujer se consideran 
de la sociedad conyuga! , si no se prueba que pertenecen a aquella 

t. ix. 34 
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CAUSA XCII 

D. Luis Barralis, contra la Provincia de Corrientes, por cobro 
de pesos. 

Sumario, — Reconocida la obligación de indemnizar, sin po- 
derse establecer por pruebas ó por juramentos tn Mem el im- 
parte preciso de la indemnización, debe aceptarse la que ofrece 
el deador 47 

CAUSA XCIÍI 

D. Enrique Hall, contra D. Fétix Deliino, sobre eihorto pan 
suscitar contienda de competencia. 

Sumario.— El Juez que ha dictado la sentencia pasada en cosa 
juzgada, es competente para entender en la ejecución de elia... # 51 

CAUSA XCIV 

* 

ftowsen, Ilofsman y O, contra D. J. M. Sílges, por cobro de 
pesos. 

Sumarió. — 1° La disolución de una sociedad comercial no 
produce efecto respecto de terceros, cuando no es por la espira- 
ción del termino sino por mutuo convenio, sinó desde que es ano- 
tado en el registro y se publica en su domicilio. 

i* Liquidada y disuelta una sociedad cada uno de los socios 
responde solidariamente de las deudas sociales sí los socios han 
sido solidarios. 

3 o Es solidaria la obligación de un socio cuyo nombre ligura 
en la razón social. 

4* Cuando un tercero paga un derecho afianzado á socios soli- 
darios puede dirijir su acción contra cualquiera de ellos 56 

CAUSA XCV 

V. Casares é hijos, contra D. J. G. Ni ti ta H, sobre lanehages. 

Sumario, — 1° Habiéndose alegado hechos no consentidos por 
la contraparte, debe recibirse la causa A prueba. 

*• No habiéndose procedido asi en t* Instancia, la Suprema 
Corte puede devolver los autos para que se produzca la prueba de 

juicio do 1a néccs^riA , m m # 4 . É t ********* flt , * * » 60 
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CAUSA XCVI 

D. Santiago Amábalo, contra D« Micaela M. de Moran, sobre rei- 
vindicación de un campo. 

Sumario- — i 9 La posesión continua de un campo por mas de 
treinta anos con liuetia fé yjuslo titulo transferido por un poseedor 
de mas de treinta años á titulo hereditario, hato prescribir cual- 
quier derecha que alegue un tercero. 

2 o El tratado de la República con España, no lia modificado la 
legislación general sobre prescripción CD 

CAUSA XCVII 

Contienda de competencia entre el Juez de Comercio y el de 
Sección de la Provincia de Buenos Aires en los autos ejecutivos 
seguidos por el Banco de Italia contra los ¡propietarios del vapor 
• Northi. 

Sumario. — i* Toda cuestión relativa á la declaración de quie- 
bra y a los juicios universales de Concurso, corresponde al cono- 
cimiento de los jueces de Provincia. 

2* Declarada en quiebra una Sociedad en participación, la eje- 
cución dirijida contra un buque que forma el único bien de la 
misma, debe ser tramitada ante el Juez del Concurso. 

3° Ante el mismo deben ventilarse también las dudas que se 
suseílen sobre la legalidad de la declaración de quiebra 10 

CAUSA xcvm 

D. Federico Miró, contra D. Miguel Mussey, por cobro ejecu- 
tivo de pesos; sobre excepción de inhabilidad del titulo. 

Sumario. — La excepción de inhabilidad del titulo, lo mismo 
que la de falsedad, debe probarse en algún vicio que afecte Ja 
forma o el fondo del contrato, y no la ejecución del mismo 77 

CAUSA XCIX 

D. Solano Torres y otros, contra la Provincia de Córdoba, por 
reivindicación. Sobre incompetencia. 

Sumario.— \° La causa que se promueve sobre unas tierras 
por los que se consideran herederos, de su concesionario después 
que otros, considerándose con el mismo carácter, lian iniciado 
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igual gestión ante los Tribunales de Provincia, debe considerarse 
como radicada ante estos. 

2° Tanto por esta rozón, como por la de traLir.se de derechos 
hereditarios sobre una sucesión ó mejor derecho á ella, los Tri- 
bunales Federales no tienen jurisdicción para conocer de la 
causa. 

3° Tampoco la tienen, si la causa ha sido traida á los Tribu- 
nales Federales por la distinta nacionalidad o vecindad de las 
parte», y esta razón no comprende á uno de los actores . . 7 f J 

CAUSA C 

El Dr. D. Angel F. Costa, contra D. Juan Marshall, por cobro 
de pesos. 

Sumario. — 1° No puede bab^r donación de clase alguna sin 
tradición de parte dpi donante, y sin la posesión actual de la cosa 
donada por parle del donatario. 

t* El ofrecimiento que un cliente hace á su abogado de darle, 
á mas de los honorarios, la inilarí de Jn que pueda sacarse por 
uno de los capítulos deducidos en juicio, ai una promesa de donar, 
y no una donación. 

3 o El objeto de ese acto jurídico es prohibido por las leyes, por 
ser un pacto de cuotalitis ; y por consiguiente dicha promesa de 
donar es nula , 85 

CAUSA Cl 

El Capitán Giudice del vapor - Cisne », contra D, Nicolás Ca (Te- 
rata, dueño del pailebot cRio Corrientes », sobre nulidad y re- 
ducción uu laudo. 

Sumario. — i» Los argumentos que atacan el lundo y no la 
forma de un laudo, no pueden fundar el recurso de nulidad. 

2 a Las nulidades procedentes de vicios de forma deben res- 
tringirse, y no pueden aplicarse sin ó cuando sean sancionadas 
por la ley con cláusula irritante. 

3" Loa arbitros en cuestiones de hechos, tienen por la ley mu- 
cha amplitud en la apreciación de ellas, y fallan válidamente apli- 
cando los principios generales del derecho, leyes análogas y la 
costumbre. 
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4* El recurso de reducción se funda eu el perjuicio notable, 
inferido á alguna de las partes por malicia ó engato de los ar- 
bitros. 

5» No aprobándose la existencia de un perjuicio, ni su importe, 
no puede haber lugar á la reducción de u;i laudo 91 

CAUSA CU 

D. Diego Pérez, contra Torres y Echagiic, por cobro de im- 
puestos provinciales. • 

Sumario, — El caso en que un proveedor de fuerzas nacionales 
es demandado anle los Tribunales de Provincia por un recaudador 
de impuestos provinciales, cobrándole el correspondiente á los 
ganados de la Proveeduría, no es de los que en última instancia 
pueden llevarse á la Suprema Hurle Nacional Í03 

CAUSA GUI 

D. Juan C. Herirán, contra D. Santiago Bengolea, por cobro 
de pesus; sobre e\cepcion de no contestar. 

Sumario. — 1° No son admisibles en el juicio ordinario mas 
excepciones dilatorias que las designadas en el articulo 73 de la 
ley de Procedimientos. 

a° Entre ellas no se incluye la de compensación. 

3» Las excepciones que no son dilatorias deben alegarse al con- 
testar la demanda MW 

CAUSA CIV 

El Capitán Bokman de la barca i líandrup* contra el Capitán 
Hornos del vapor «Tromp», por abordaje; sobre lianza de 
arraigo. 

Sumario. — 1° El juicio relativo á un choque entre dos buques 
de pabellón eslrangero, sucedido en aguas de jurisdicción estraña, 
y siendo un puerto eslratijero el del deslino del buque averiado, 
no pertenece á los Tribunales de la República. 

2° En ese cano, no hay contrato ú obligación que deba cum- 
plirse en ella, ni hecho ocurrido dentro de su jurisdicción, ni 
circunstancia alguna que obligue al Capitán del buque que ha 
causado el daño á seguir un juicio ante estos Tribunales, ni á dar 
lianza por sus resultas .......*.. 410 
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CAUSA GV 

Pifinn 

D. José Barris contra D. Ladislao Martínez, sobre cobro de 
pesos. 

Siiiiifino. — I o Convenida la construcción de un edificio por 
un precio separado para cada uno de los detalles del trabajo, j 
establecido el pago por terceras partes, debiendo la segunda cuota 
ser pagada al recibirse el propietario del edificio, concluido á 
satisfacción, con arreglo a la medición y conforme puesto por el 
arquitecto; el hecho del ptgo de la segunda cuota hace presumir 
que el constructur ha cumplido con su obligación y que se ha 
verificado la prévia medición del arquitecto. 

2* Esta presunción se robustece por el hecho de existir al pié 
de la cuenta del constructor el conforme del arquitecto, y de 
hallarse el propietario en posesión de la casa. 

3 o La declaración posterior y singular del arquileclo de que el 
constructor le instó con tenacidad para que pusiera el conforme 
á la cuenta, no basta para probar que dicho conforme fué ub te- 
nido ron engaño, máxime cuando el mismo arquitecto declara 
que la medición fué realmente hecha, y no se prueba que no sea 
exacto el resultado de ella, que presenta la cuenta. 

4° Dados estos hechos, y no justificándose que el propietario 
haya hecho reserva alguna al pagar las dos primeras cuotas, el 
constructor tiene el derecho de exigir el pago de la tercera en el 
liempo establecido para él , 113 

CAUSA CVI 

Sivori y Schíaffino, D. Adolfo Modet y D. J. de Boer contra el 
Capitán Drapaniotis de la barca griega * Taxiarchis i , sobre pre- 
ferencia de crédito y adhesión 4 la apelación. 

Sumario. — I» La apelación interpuesta por un acreedor do Ja 
parle de ta sentencia de grados que no afecta & otro acreedor, 
no 4a a este «I derecho para adherirse á aquella. 

2* La adhesión i la apelación tiene lugar cuando el recurso 
deducido afecta a) derecho que la sentencia acuerda a) que intenta 
adherirte. 

3* El contrato de préstamo a ta gruesa es nulo como tal, si 
recae sobre fletes no devengados; y por consiguiente no puede 
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impedir la compensación que se opera entre la deuda del Hete 
y los créditos líquidos y reconocidos del deudor del mismo 118 

CAUSA CVH 

0, Victoriano Gallo, contra D. Bernardo Perona, sobre cum- 
plimiento deuíi contrato. 

Sumario. — El vendedor debe entregar al comprador la mer- 
cancía que le ha vendido según los términos üel con trato, y el 
interés del dinero que baya pagado por ¿I ton motive del contrato 
desde el dia del pago hasta el de la completa entrega de la mer- 

CAUSA CVIÍI 

Felles y C* contra la Aduana Nacional, sobre aforo de merca- 
derías. 

Sumario. — La resolución de las diferencias que se susciten 
entre un comerciante y un Vista sobre aforo de mercaderías corres- 
ponde á la Dirección General de Rentas, y en su defeclu al Poder 
Ejecutivo 120 

CAUSA CIX 

D. Antonio Oliva y U. Han lisia Cáudia, contra D. Avelino Váz- 
quez y D. Prájedes Quiruga, sobre el valor de un órgano, y lucro 
cesante. 

Sumario. — Cuando un daño se ha ocasionado sin intención 
dolosa ni ánimo deliberado de dañar» no se condena al autor al 
pago del lucro cesante ni en las costas 132 

CAUSA CX 

Pérez j Rodríguez contra Alinee y Quiroga, por cobro de pesos. 
Sumario, — No mejorándose la apelación en el término del 
emplazamiento, se declara desierto el recurso á la primera rebel- 
día que acusa el apelado. 135 

CAUSA CXÍ 

El Banco de Mendoza, contra D. Francisco llegucira, por cobro 
de pesos. 
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Sumario.— i* Todo delito, ¿ea del derecho civil ó criminal, 
constituye á sus autores y cómplices en la obligación de indemnizar 
solidariamente el daño que por él se hubiese causado, aun cuando 
110 sea en provecho propio. 

2» Tratándose de hechos voluntarios, pero lícitos, que causan 
daño á otro, el autor responde de todas sus consecuencias inme- 
diatas; de las mediatas, cuando han podido preveerse, y aun de 
las'casuales, cuando ellas han debido resultar según las miras 
que se tuvo al ejecutar aqutl. 

3" tratándose de actos ilícitos ó reprobados por la ley, la res- 
ponsabilidad se estiende & las consecuencias puramente casuales. 
4° La responsabilidad en este caso comprende también los in- 
• lereses y las costas del juicio. 

CAUSA CX1I 

D. Julián de Buslin», el Dr. D. Nicanor G. del Solar, D. Anjel 
R. García j el Gobierno de SaoU-Fé, sobre eviccion. 

Sumario. — Habiendo el vendedor, citado de eviccion, declara- 
do que no salo á Ja defensa en juicio del comprador, el Juez debe 
conocer y resolver en el fondo de la causa, dejando al comprador 
su derecho a salvo contra el vendedor 141 

CAUSA CXÍII 

El Fisco Nacional contra D, José García González y D. Vicente 
Ocampo y O, por cobro de pesos. 

Sumario. — i" El cesionario no puede tener mejor derecho ni 
mayores privilegios que los que tenia el cedente. 

2° Tratándose de letras de Aduana, el descontador ó endosa- 
tario no tiene derecho de cobrarlas por sJ ejecutivamente del 
deudor. 

3» Su derecho, vencido el plazo de la letra y no cubierto su 
importe por el deudor ó su fiador, está limitado i protestar ta 
letra y presentarla dentro de tercero dia, á la Aduana que la des- 
contó, quien deberá cubrir á la vista su importe y gastas de pro- 
testo y cobrarla por su cuenta. 

4* Los derechos de Aduana pueden abonarse en oro ú su equi- 
valente en plaza en boliviano. 
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5° Por equivalente debe comprenderse el corriente en el mer- 
cado en el común de las operaciones comerciales 147 

CAUSA CXIV 

D. Guillermo Gath contra D. Adolfo Bullrich y O, sobre cobro 
de pesos. 

Sumario. — El pago hecho por el mandatario sin autorización 
del mandante a un acreedor de este, queda ratificado, si en la 
rendición de cuentas, el mandante otorga recibo del sobrante por 
saldo (fe cítenlas . 153 

CAUSA CXV 

D. Juan Torres contra D. José Torres, sobre recurso de res- 
cisión. 

Sumario. — La incompetencia del Juez no alegada, ni com- 
probada oportunamente, no puede por sí sola fundar el recurso 
de rescisión •*«• < ........... » ......... ,,,,, 157 

CAUSA CXVI 

£1 Banco Nacional contra D. Francisco Villanueva, por cobro 
de pesos. Incidente sobre competencia. 

Sumario. — 1* La ley de 5 de Noviembre de 1872, al crear el 
Banco Nacional, no tuvo en visto un establecimiento particular de 
comercio sino una institución de otro carácter y que respondiera 
a fines de mucha mayor trascendencia, usando el Congreso de la 
facultad que le confiere el articulo G7, inciso 5' de la Constitu- 
ción. 

S° El conjunto de atribuciones, exencionas y privilegios que 
tiene el Banco, no responde i la idea de un establecimiento priva- 
do, sinó á la de una institución pública creada ex profeso para 
fines de administración nacional. 

3° Si al mismo tiempo se le autoriza para negociar con parti- 
culares y hacer toda clase de operaciones bancarias, no es sino 
como medio indispensable de dar vida á la institución y habili- 
tarla para llenar cumplidamente sus fines. 

4 a U Constitución no exige que el Congreso funde un Banco 
rigorosamente de litado, dirigido por los Poderes Públicos de la 
Nación. 
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5* Confiriendo la autorización sin determinación de furnia ni 
sistema, la Constitución tía dejado la elección al prudente arbitrio 
del Congreso. 

6 a El Congreso, eligiendo el sistema de una gran compañía 
por ««iones, no ha hecho mas que seguir los cynsejus de la 
ciencia y los ejemplos mas caracterizad ns. 

7* Todas las cuestiones que dimanen de los actos y operacio- 
nes del Banco Nacional, son de la jurisdicción nacional luá 

CAUSA CXVU 

D. Jticobo y D. Juan Spangenberg, sobre mensura de un campo. 

Sumario. — La petición de mensura no importa un caso con- 
tencioso, y no corresponde, por lo mismo, al conocimiento de los 
Tribunales Federales . ■ . • . - >■••••>■■*••.••»••••■■••■■•••■> 1 * ^ 

CAUSA CXVIII 

D. Alejandro Darbié contra D. Bernardo Peña y I). Daniel 
tioytea, por reivindícaciun de ínulas; sobre falta de personería. 

Sumario* — 1* El hecho esencial que constituye la comisión y 
la distingue del mandato, es que la operación ¡le comercio de- 
terminada en el mandato, se haga y concluya A nombre del comi- 
sionista. 

2* El comisionisU queda obligado hacia las personas cotí quie- 
nes contrata, sin que esl"-* tengan acción alguna directa contra el 
comitente, ni este contra aquellas 183 

CAUSA CXJX 

El Dr. D. Salustiano J. Zavalia contra D. Amador C. Aceval 
por cobro ejecutivo de pesos. Incidente sobre competencia. 

Sumario. — 1° La excepción de falla de personería en el de- 
mandado no esta entre las dilatorias que reconoce el articulo 78 
de la ley de enjuiciamiento. 

2° Ella constituye ana verdadera defensa que, á justificarse, 
concluiría con la acción. 

3' Establecida la competencia del Juzgado Federal por la dis- 
tinta nacionalidad de las partes, cualquier modificación en sus 
derechos recíprocos no puede alterar aquella. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



499 



4» SoloaUuez le corresponde verificar si el documento que " 
se le présenla Irae fuerza ejecutiva 190 

CAUSA CXX 

Tercería escluyenle de D. Juan B. Randle en la ejecución del 
Fisco Nacional cunira I). Ladislao Rodríguez. 

Sumario. — Cuando en un juicio hay hechos sustanciales con- 
trovertidos, el Juez debe recibir la causa á prueba ... m 

CAUSA CXXI 

El Dr. D. Noberlo Quirno Gusta, contra el Dr. D. Severo Fer- 
nandez, por cobro de pesos; sobre incompetencia. 

Sumario.-— La justicia Federal no es competente para conocer 
en la demanda por cubro de honorarios y costas causadas en un 
" io de imprenta 



CAUSA CXXÍI 

El Fisco Nacional contra ñeriite* é hijo, por cobro ejecutivo de 
pesos. 

Sumario. — i" Los documentos auténticos estraidos de las ofi- 
cinas fiscales, traen aparejada ejecución. 

2° Un juicio seguido cunta *l gerente -te un saladero por de- 
rechos de esponacion del mismo, no puede declararse nulo por 
el hecho de presentarse el propietario m 

CAUSA CXXÍII 

Criminal , contra los conjueces titulares y suplentes de la mesa 
escrutadora de votos en la Rioja; sobre infracción de la ley nacio- 
nal de elecciones. 

Sumario. — La apertura de las asambleas electorales después 
de la hora legal, la traslación de la mesa de un lugar á otro y de 
loa votos de una urna ¿ otra, practicadj durante la elección 
constituyen una infracción de la ley nacional da elecciones, j 
someten á pena á los conjueces de la mesa escrutadora , ... 205 

CAUSA CXXIV 

D. Jorge Kothsteal contra D. Alberto Seeber, por cobro de pesos. 
Sr*»wr¿o.— El parlo de espera contra la ejecución de una letra 
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de cambio solo puede ser probado por documento escrito ú por 
confesión de parte - 214 

CAUSA CXXV 

D. Luis Dagnino de Antonio contra D. Cirios Castaldi, sobro 
cobro de comisión j fletes. 

Sumario— i° El consignatario del buque no puede cobrar al 
armador ó fletante mas gastos, ni comisión que la convenida. 

4* El mismo debe pagarle todo el flete estipulado, aunque no 
baje podido cobrar lo que adeudan todos los cargadores, si estos 
han subíletado el buque á Igs fletadores ■ 217 

CAUSA CXXVl 

El Procurador Fiscal de la Rioja contra D. Vicente Rearte y D. 
Juan Sanas Arias, por infracción á la ley de elecciones. 

Sumario.— i» La falla de asistencia sin causa justificada de los 
conjueces en las meus escrutadoras en tas elecciones nacionales, 
se pena con doscientos f de multa ó prisión por un mes. 

2» La escusa por enfermedad debe ser probada 223 

CAUSA CXXVII 

D. Deoclesio García contra D. Prudencio Capetillo, por rendición 
de cuentas \ sobre competencia. 

Sumario*— Corresponde ales jueces de sección el conocimien- 
to y decifion en primera instancia de Jas causas civiles en que 
sean parte un argentino y un extranjero, aunque se trate de accio- 
nes sociales «... •••• *■■* 

CAUSA CXXVIII 

Los señores Daceo y Basigalupe y O contra Fisco. 

Sumario.— fio mejorándose la apelación en el término del em- 
plazamiento, se declara desierto el recurso á la primera rebeldia 
que aenie el «pelado - . . 230 

CAUSA CXX1X 

Contienda de competencia entre el Juez Federal y el de Comer- 
cio de la Provincia de Buenos Aires, en el juicio seguido por i). 
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Aguslin Merello contra D. Juan Melís, sobre cobre de pewsé hi- 
poteca de un buque. 

Sumario.-Corresponde privatoriament* i la justicia nacional 
el conocimiento de las causas que versan sobre hipoteca del casco 
de un buque 232 

CAUSA CXXX 

D» Tránsito Herrera, cou f>. Francisco Calle, sobre rescisión 
de un contrato. 

Sumario.— No mejorándose la apelación dentro del término 
del emplazamiento, se declara desierto el recurso á la primera 
rebeldía que acusa el apelado .......... 

CAUSA CXXXI 

La Sociedad Italiana de Seguros Mutuos Fluviales, contra D. 
JuanHelis, sobre cobro de pesos. 

Sumario, — 1° En las sociedades anónimas, la suprema ley son 

sus aslalulos. , 

f ' Estableciéndose en estos que corresponde al Consejo Direc- 
tX la aprobación de las cuentas de los socios cesantes» estos 
deben pagar el importe de las aprobadas por el Consejo. 

3» La omisión déla foliatura y rúbrica délos libros sociales no 
puede ser invocada en su defensa por un socio 2J6 

CAUSA CXXXII 

D. Abelardo Barbié, contra D. Bernardo Peña, por reivindicación 
de unas muías ; sobre gastos de entrega 

Sumario- — i p El gasto de la invernada de animales correspon- 
de á su dueño, por ser una mejora Útil ó una imperiosa necesaria. 

%o El dueño puede en su caso repetir el importe de esa eroga- 
cion contra quien la causó sin necesidad 239 

causa cxxxin 

D. Enrique Hoilriguee LarreU contra los Sres. Moreno Unos. 
Fusont y MaverofT, por tercería de dominio; sobre competencia. 

Sumario.— Las demandas contra un fallido corresponden al co- 
uücHi.ienlo del Juez del Concurso, sea que la quiebra haja sido 
declarada untes 6 después de iniciadas.. *** 
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CAUSA CXXXIY 

El Dr. D. Miguel AUrcon contra D. José H. Sosa y í). Juan A. 
Silva, sobre tercería da dominio. 

Sumario. — Para adquirir el dominio de bienes muebles no bos- 
ta el título de compra, si esta no es seguida de la tradición Í45 

CAUSA CXXXV 

El Dr. D. Nicolás Avellaneda, contra D. Guillermo Matti, por 
cobro de pesos ; sobre artículo de no contestar. 

Sumario. — Las excepciones que afectan el feudo de la deman- 
da no pueden fundar un articulo de no contestar ■ * . 241 

CAUSA CXXXVI 

El Procurador Fiscal, contra la viuda de Berlonnet, sobre cobro 
ejecutivo de pesos. 

Sumario. — El haber un comerciante obtenido despachos poste- 
riores, no hace presumir el pago de derechos adeudados con ante- 
rioridad é <■■■ •»♦* *■* 

CAUSA CXXXV1I 
D. Francisco Uriburu, contra el Banco Nacional, sobre con- 
signación. 

Sumario.— i* Las letras de cambio deben pagarse en las mo- 
nedas que ellas indican. 

2c Una letra girada a pesos Tuertes no puede pagarse con bi- 
lletes de Banco que no son convertibles á la vista en numerario y 
á los que uinguna lev dá el carácter de curso legal ó forzoso. 

3° Para que la consignación surta los efectos de pago, es nece- 
sario que sea de la misma cosa debida ♦ • 351 

CAUSA CXXXV1H 

D. Antonio López, y C» co Ura el Banco Nacional, sobre devolu- 
ción de un depósito 

Sumario— 1 ! El depositario está obligado cuando el depósito 
es irregular, a restituir otro tan tu del diaero depositado, con tal 
que sea de la misma especie. 

9« Una cédula de depósito espedida por el Uauco .Nacional es 
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un instrumento público, respecto al acto jurídico que condene, y 
trae aparejada ejecución. 

3° No siendo convertibles los billetes de un Banco, ni teniendo 
el cara c le r de curso forzoso, no pueden ser impuestos en pago de un 
depósito hecho en pesos fuertes. . 256 

CAUSA CXXXIX 

D. Pedro Velazco, contra D. Saturnino Reináis, sobre cobro de 
un caballo ó su valor. 

Sumaria. — En las causas de menor cuantía, las sentencias de 
los juzgadas federales de sección son inaplicables 859 

CAUSA CXL 

D. José Pagano con Ü. Federico Moreno; incidente sobre recu- 
sación del Juez. 

Sumario, — 1* El haber el Juez manifestado opinión sobre el 
punto de derecho á resolver, es causa de recusación, 

2 U Si el Juez no se reconociese impedido en mérito del hecho 
alegado para recusarlo, debe abrirá prueba el incidente y iesol- 
ver en seguida con arreglo á derecho 2G3 

CAUSA CXLI 

Don Luis Solá contra Don Rafael Cárdenas, sobre cobro de 
pesos. 

Sumario — El mandato cuya rclriburijti se alega ser niavor de 
200 f debe ser probada por prueba escrita , ... 265 

CAUSA CSL1J 

D. Félix Bernal y otros, contra el líanco Nacional, por cobro de 
pesos. 

Sumario. ~ I o La ley de ó de Noviembre de 1872, al crear el 
Banco Nacional no tuvo en vista un Hslablecimienlu particular de 
comercio sino una i islilucion de otro carácter que respondiera á 
lines di; mucha mayor trascendencia, ufando el Congreso de la 
facultad que le couliere el articulo ü7, inciso 5 déla Constitución. 

2" El conjunto 'Se atribuciones, exenciones y privilegios que 
l íeue el Hunco, no responden á la idea de un establecimiento prí- 
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vado, sino á la de instilación pública creada ex profeta para fines 
de adminiilracioa nacional. 

3* Sí al mismo tiempo se autoría para negociar con particula- 
res y hacer toda cine de operaciones barí carias -, no es sino como 
medio indispensable de dar lida & la institución y habitarla para 
llenar cumplidamente sos fines. 

4* La Constitución no exige que el Congreso funde un Banco 
rigorosamente de Estado, dirigido por los Poderes Públicos de la 
Nación. 

9* Confiriendo la autorización sin determinación de forma ni 
sisteu», la Constitución ba dejado la elección al prudente arbitrio 
del Congreso. 

6* £1 Congreso, eligiendo el sistema de una gran compañía por 
acciones» no ha becho mas que seguir los consejos de la ciencia y 
loe ejemplos mas caracterizadas. 

7 a Todas las cuestiones que dimanen de los actos y operaciones 
del Banco Nacional, son de la jurisdicción nacional . . 2G8 

CAUSA CXLIU 

La Municipalidad de Buenos Aires contra Don Juan B. Cotta por 
indemnización de daños j perjuicios ; sobre suspensiones de tér- 
mino. 

Sumario. —Las diligencias probatorias pedidas dentro del tér- 
mino y no evacuadas, no pueden suspender la prosecución de juicio ; 
pero deben ser tomadas en consideración si se espiden en tiempo 
oportuno....* 274 

CAUSA CXLIV 

El procurador Fiscal, contra los señores Ceballos, Zaraiia y C» 
j otros comerciantes de Salta, sobre cobro de pesos. 

Sumario.— Estando conforme el Señor Procurador General de la 
Nación con la sentencia apelada por el procurador fiscal en repre- 
sentación del Asco nacional, la Suprema Corte debe devolver el 
proceso al Jueg d qno* » - 

CAUSA CXLV 

El Fisco Nacional contra el Banco Argentino, por cobro ejecuti- 
vo de pesos. 
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Plffin 

Sumario.— I o Las esperas en lo comercial son una délas for- 
mas del concordato. 

2<> Para que los acreedores privilegiados queden sujetos al con- 
cordato es menester que hayan partir ¡nado en las deliberaciones 
de losjolruf. acreedores, 

3* El Fisco por sus créditos no tiene obligación de entrar en 
concurso ni sufrir moratorias 28 1 

CAUSA CXLVI 

D. Leonardo Nicolorich, contra los Sres. Malbraa y Cbayla so- 
bre cumplimiento de cosa juzgada 

Sumario. —La cosa juzgada debe cumplirse, según sus tér- 
minos .»<»••■.,. ....... ( , .... . . . , , ..,,..,,,,». 28o 

CAUSA CXLVH 

Diego Dowse contra D. Antonio Camogli y D. Jorge Dowse, so- 
bro tercería de dominio. 

Sumario.— I o Probado el dominio del tercero sobre cosas em- 
bargadas, debe levantarse el embargo. 

2 a El privilegio ó híputecaque el ejecuUnto pueda tener sobro 
ellas, no obsta al levantamiento del embargo. 

3* £1 puede darle derecho para demandar al propietario 

CAUSA CXLVIII 

La sucesión del Dr. D. Genaro Granados contra D. Gervacio 
Sueldo, por cobro de pesos. Incidente sobre nombramiento de un 
tutor especial. 

Sumario. — Estando en colisión los derecbos litigiosos del pa- 
dre con su hijo menor, debe nombrarse un tutor especia) 290 

CAUSA CXLIX 

El Banco de Lóndres y Mío de la Plata contra ü. José Uarcia 
González por cobro de pesos. 

Sumario. — i° Todd letra de cambio debe ser pagadas en la mo- 
nedas que ella indica, ó en las monedas que tengan curso legal en 
el lugar del pago. 

2" Nadie puede ser obligado a recibir en pago moneda présen- 
la de la circulación legal en la República 294 

t. ir. 35 
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CAUSA GL 

Pl|tHi 

D. Nicasio Orólo contra Aldao y Cullen, sobre arbitramientos. 

Sumario. — Estando ejecutoriada una resolucicfn en que se de- 
clara que el asunto debe ser decidido por jueces arlii tractores y cadu- 
cada la jurisdicción de los nombrados, deben ser nombrados 
nuevos jueces 301 

CAUSA CLI 

D. Estraton Juárez contra D. Juan Vicentúii, sobre cobro ejecuti- 
vo de pesos. 

Sumario. — La excepción de compensación en juicio ejecutivo 
no es admisible si no consiste en cantidad liquida y exigible — 304 

CAUSA CLH 

D. José LavaretlOj conlraD. Tomás Pielraneray D. Angel Basso, 
por daños y perjuicios; sobre exoneración de la demanda. 

Sumario,— Ño pagándose por una de las partes las costas que 
le corresponden antes de dictarle la sentencia definitiva, lo que 
corresponde es pediré) mandamiento de pago, y no !a exoneración 
déla demanda * 307 

CAUSA CLIII 

D. Prudencio Rodríguez, contra los Sres. Días Ramírez y l> 
sobre indemnización de daños y perjuicios procedente de ca- 
lumnia. 

Sumario. — La acción civil por daños y perjuicios procedentes 
de acusación calumniosa es independiente de ta criminal, y el que 
se dice calumniado puede deducirla ante su propio Juez 30'J 

CAUSA CLIV 

Badaraco é hijos contra Willam y Cicliera, por cubro de pesos. 

Stíinrirto.— 1° Para que queden estinguidos los privilegios 
especificados en el Código de Comercio, artículos 1,031 á 1,203 es 
necesario que el buque vendido haya navegado bajo el nombre y 
por cuenta del nuevo propietario, durante sesenta dias coulados 
desde la salida del puerto. 
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2° El movimiento de un buque hasta la Canal del Eslerior y el 
Tigre no es salida de puerto de Buenos Aires... . „ 312 

CAUSA CLV 

El Fisco Nacional con A. Devoto y hermanos, sobre comiso. 

Sumario. — Lus efectos que se trasborden sin intervención del 
Resguardo, si constan en el manifiesto del buque, pagan dere- 
chos como introducidos & plaza , 3(0 



CAUSA CLV1 

D. Bautista Reali, contra Matti y Piera, por cobro de pesos. 
Incidente promovido por sobre embargo do un buque. 

Sumario. — Se supone la propiedad de un buque en quien tie- 
ne títulos de tal, y lo posee y administra 322 

CAUSA CLYÜ 

D. Salvador Mussolino contra la Municipalidad de la ciudad de 
Buenos Aires, por cobro de pesos. 

Sumario. —1* Un presupuesto de obra* firmado por el Prén- 
dente de la Municipalidad, el Secretario, un Ingeniero de la mis- 
ma y el contralista, constituye un contrato por escrito. 

2» Realizado un contrato de obras en una parta y rescindido 
en la otra por voluntad de uno de los contratantes, se debe el 
valor de lo concluido y el valor de los gastos hechos y utilidad 
que pudo reportar la obra si el contrato se hubiese consumado 
pur completo 'i& 

CAUSA CLVJII 

El Banco Nacional, contra el Dr. I). Juan A. García, por cobro 
de pesos. Incidente sobre competencia. 

Sumario, — I o La ley de 5 de Noviembre de 1872, al crear el 
Banco Nacional, no tuvo en vista un establecimiento particular de 
comercio sino una institución de otro carácter y que respondiera 
a fines de mucha mayor trascendencia, usando el Congreso de la 
facultad que le confiero el articulo 67, inciso 5- de la Consti- 
tución. 
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El «oujunlo de atribuciones, exenciones y privilegios que 
tiene el Banco, ro responden á la idea de un establecimiento pri- 
vado, si nó á la de una institución pública creada ex profe»o para 
Gnes de administración nacional . 

3* Si al mismo tiempo su le autoriza para negociar con parti- 
culares y hacer toda clase de operaciones nanearías, nu os sin ó 
como medio indispensable de dar vida á la institución y habilitar- 
la para llenar cumplidamente sus linos. 

4° La Constitución no exige que el Congreso Tunde un Banco 
rigurosamente de Estado, dirijidu por los Poderos Públicos de 
la Nación. 

5° Confiriendo la automación sin determinación de forma ni 
sistema, la Constitución ha dejado la elección al prudente arbitrio 
del Congreso. 

6* El Congreso, eligiendo el sistema de una gran compañía 
por acciones, no ha hecho mas que seg^r los consejos de la cien- 
cia y los ejemplos mas caracterizados, ■ 

7° Todas las cuestiones que dimanen de los actos y operacio- 
nes del Banco Nacional, son de la jurisdicción nacional 329 

CAUSA CLLX 

D. Marcelino Yañes contra D, Sebastian Carrion y D, Cárlos 
Walroud, sobre tercería de dominio, 

Sumario. — En la ejecución de un fundo por cobro de mejo- 
ras, no puede el que lo ha comprad", después de hechas las me- 
jores, oponerse á su embargo, máxime si la compra venta del 
fundo no se halla eu| forma, y la escritura es posterior al ein- 

CAUSA CLX 

D. Casiano Paunero contra D. Alfredo Cosson, por cobro de 
pesos. 

Sumario. — I o El que alega debérsele una comisión por servi- 
cios prestados en virtud de un contrato, debe probar la existencia 
de este y de los servicios. 

2» Sin esa prueba, no puede cobrarse aquella, máxime si exis- 
ten indicios que los servicios no fueron prestados con ánimo de 
lucrar, sino con el de beneficiar á aquel á quien se prestaron. 



DE JUSTICIA RACIONAL 509 

púgil** 

3" El articulo 13G, titulo De la tocación, cu ta parte que man- 
ila remunerar los servicios que no fuesen relativos a la profesión 
de quien tus presta, supone la preexistencia «leí convenio de lo- 
cación, aunque no ilel importe de la remuneración 336 

CAUSA CLXI 

El Fiscal General de la Provincia tle Dueños Aires contra el 
Naneo Nicioual, por cubro de impuestos. 

Sumario. — \" El Hinco Nacional lia sido creada por Jey del 
Congreso en virtud de autorización espre^a de la Constitución pa- 
ra fines de administración pública y de prosperidad general. 

2* Ksri por lo tanto sujeto eselusivamer.Le á la jurisdicción de 
las autoridades nacionales y íuera del alcance de la jurisdicción 
de las provincias. 

3* La facultad que tienen las provincias para imponer contri- 
buciones, se limita a todo aquello que existe bajo su autoridad ó 
que es de su propia creación. 

i* Lo dispuesto en el artículo 25 de la ley organiza del Banco, 
eximiéndolo de toda contribución ó impuesto sea nacional ó pro* 
viudal es una consecuencia tle los principios precedentes. 

5» El Banco Nacional no está sujeto al impuesto de sellos de 
lis provincias» » ■ ■ ■ 4 * 4 1 i , . * >.•*#• f 4 * ^ «i-iO 

CAUSA CLXII 

El Banco Nacional con el Gobierno de la Provincia de San 
Juan, sobre exoneración de impuesto. 

'Sumario. — 1» El Banco Nacional ba «ido creado por la ley del 
Congreso en virtud de autorización espresa de la Constitución 
para li ríes de administran. >n pública y de prosperidad general. 

2* Está por lo tanto sujeto esdiisivamento á la jurisdicción de 
las autoridades nacionales y fuera del alcance de la jurisdicción 
de las provincias. 

3° La facultad que tienen las provincias para] imponer contri- 
buciones, se limita á todo aquello que existe bajo su autoridad ó 
que es de su propia creación. 

4* Lo dispuesto en el articulo ¿5 de la ley orgánica del Banco, 
eximiéndolo de toda contribución ó impuesto sea nacional ó pro- 
vincial es una consecuencia de los principios precedentes 315 
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CAUSA CLXHI 

El Fisco Nacional'contra D. Saturnino Soage y O. sobre con- 
trabando. 

Sumario. — 1° Aunque es verdad que la pena impuesta al de- 
lito de contrabando y defraudación de realas, puede ser asimilada, 
en algunos de sus efectos, á una reparación civil del perjuicio 
causado al Tesoro público ; no es menos verdadero que ella con- 
serva su carácter penal, puesto que salvos los casos de excepción, 
dicha reparación es personal, y no debo ser exigida de los here- 
deros del contraventor, cuando este ha fallecido antes que la con- 
denación hubiese sido pronunciada. 

2* La disposición del art. 1100 de las Ordenanzas de Aduana, 
no importa la extinción de toda acción para perseguir el delito 
de contrabando cuando este no ha sido descubierto al tiempo dn 
practicarse, sinó lijar solamente el límite en que las Aduanas po- 
drán imponer penas administrativamente, sin restringir en mane- 
ra alguna las facultades ordinarias de los Tribunales Nacionales. 

3° El delito de contrabando, simulando un reembarco de mer- 
caderías, se castiga con mulla ¡guaPal valor de las mercaderías,. 350 

CAUSA CLXIV 

D, Patricio Murlinei contra D. Manuel Cires, sobre nulidad de 
un contrato de arriendo. 

Sumario. — i" Las facul lades conferidas al mandatario nunca 
deben entenderse en sentido contrario al interés y derechos del 
mandante. 

i° La facultad dada al mandatario de arrendar una casa por el 
precio y rendiciones que crea convenientes, con la cláusula de 
comunicarla al poderdante que debía firmar la escritura debe 
entenderse en el sentido de que el mandante se reserva el dere- 
cho de aprobar el contrato, y que sin su firma no puede este 
existir 3Ü0 
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CAUSA I 

El Banco Nacional contra D. Enrique C. Bccker, por cobro eje- 
cutivo de peso». 

Sumario. — No esponiéndose excepciones en la citación de 
remate del juicio ejecutivo, debe este llevarse adelante. .... 365 

CAUSA II 

D. Pedro L. Ramayo, contra I». Juan D. Maradona, Incidente 
sobre competencia. 

Sumario. — El fuero de un pleito entre mandante y mandata- 
rio, surge de la vencidad de las partes ; y siendo estos de distin- 
tas provincias corresponde á la jurisdicción federal 3G7 

CAUSA III 

El Banco Nacional contra D. José M. Lagos, incidente sobre 
competencia. 

Sumaria.— Todos los asuntos en que el Banco Nacional es 
parte, corresponden á la jurisdicción federal — 3G9 

CAUSA IV 

El procurador Fiscal contra los Cunjucces de la mesa receptora 
de votos del Departamento de Arauco, (por infracción de la ley üe 
elecciones. » 

Sumario. — En las infracciones de ta ley Nacional de Eleccio- 
nes, la lalla de intención culpable exime de pena a los acusados, 
y aún á aquel que propuso, sin probarla, una excepción de otra 
clase 371 
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CAUSA V 

D. Cárloa San Román, contra varios vecinos de la Rioja, por 
infracción de la ley nacional ríe elecciones. 

Sumario. — No probándose los hechos eit que se funda una 
acción, el acusado debe ser absuelto con cusías al acusador. .... 375 

CAUSA VI 

Clavel y Dejean, contra la Municipalidad de Buenos Aires, so- 
bre indemnización de dsñns y perjuicios. 

Sumrio. — i» La concesión de un radío hecha á una Empresa 
de Mercado por la Municipalidad, sin haberse esta obligarlo á 
mantener por s( el libre goce de ese radio, tiene que ser hecha 
valor por la Empresa Concesionaria. 

2 o Esta no puede hacer cargos a la Municipalidad, por razón 
de no haber quedado libre el goce del radio durante la concesión, 
sinó en el caso de alegar y probar que tal cosa ha sucedido por 
algún acto propio ó imputable á la Municipalidad 380 

CAUSA VII 

Devoto Hermanos contra D. Jaime VValsli, Capitán del Bergan- 
tín inglés «Zuteila», por daños procedentes de averias en la carga. 

Snmariv. — I o En los daños <' la carga, se presume la culpa 
del Capitán, y á él incumbe h prueba de las excepciones, menos 
vu el caso en que el cargador afirme que la causa de la averia 
consiste en el mal esla.lo del buque, para navegar. 

2" En este caso la prueba de dicha afirmación correspondo al 
carga lor, máxime cuando el capitán tiene el certificado de una 
compañía de esperto* del pnerio de procedencia de haber estado 
el buque en buen estado de navegar. 

3 o El informe de la Camira Sindicil ée h Eblsa, que á los cer- 
tificados del Lloyd Americano no se ¡i cuerda en esta plaza la mis- 
ma fé que á oíros, p.ira buques con destino á Europa, no desvir- 
túa 1 el mérito de aquellos para buques con destino á este puerto. 

4 9 l'ara desvirtuarlo, debe probarse que el buque ha navegado 
sin contratiempos de mar, ó que los defectos del buque no pu- 
dieron ser notados por los peritos del Lloyd Americano. 

5» El informe pericial al respecto, no ordenado, ral ratificad" 
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Pifia» 

judicialmente, y en oposición al cual existe una protesta del Ca- 
pitán ante el Cónsul Inglés de accidentes de mar sufridos en ta 
•**avesia t no puede constituir dicha prueba 386 

CAUSA VIII 

Rocco Piaggio & hijos, contra Jaime Lavallol é hijos, por reco- 
nocimiento de obligación: sobre incompetencia y defecto legal 
en la demanda. 

Sumarte. — 1« El capitán ó armador puede demandar al car- 
gador ante el Juez de su domicilio para que reconozca la obliga- 
ción de pagarle el flete de la carga que no embarcó, según con- 
trato, una vez llegado el buque á su destino. 

2' La discusión sobre si bastan[al objeto del demandante ciertos 
documentos, sin acompañar la póliza del (letamenlo, pertenece al 
fondo de la cuestión y no puede dar lugar 4 una excepción dila- 
toria. 391 

CAUSA IX 

D. Juan Garlevaro, con el Fisco Nacional y D. José Carie van» , 
sobre tercería do dominio y revocación de enagenacion. 

Sumario. — De la petición del ejecútame que á la acción rei- 
vindicatoría de un tercero opone el fraude de la enagenacion 
pidiendo su revocación, debe darse traslado & este, so pena de 
nulidad 394 

CAUSA X 

0. José Pando con D. Modesto llarañao, sobre desistimiento de 
compra. 

Sumario. — i° Perfeccionada h compra, queda el comprador 
obligado al pago del precio, yirn puede resUlit-lo, á menos de te- 
ner mulivos fuinlados por la reivindicación de un tercero. 

•2 El que poséc una cosa como dueño, tiene título bastante 
para venderla. 

3" Vendiendo una cosa en remate sin condición alguna el 
rompradur queda obligado, salvo su acción contra el martiliero, 
si no espuso el neg»njio con verdad j claridad. 

4 o ESI Juzgado de Sección uo puede aceptar un juicio sobre la 
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legalidad de una declaratoria de heredero hecha por »n Juez de 
. Profincia , , 399 

CAUSA XI 

Jorge Calonich y oíros contra Malti,y Piera, por cobro de sala- 
rios; sobre fianza de arraigo. 

Sumario — i* Los estraogerus que no son transeúntes no 
están obligados á arraigar el juicio que enlabian. 

2* No son Ules los que ejercen en el pnis una profesión, arte 
ú oficio 403 

CAUSA XII 

Don Juan Ranjcl con D. Daniel Bar re Ja, por cobro de ppsus. 

Sumario. — Si el apelante no empresa agravios en el término 
de la ley, se declara desierta la apelación á la primera rebeldía 
que acuso el apelado lOíi 

CAUSA XIH 

Don Francisco Cheppi contra Doña Gertrudis L. de Lozada, por 
cobro de pesos. 

Sumario. —Sí el apelante no espresa agravios en el término 
legal, se declara desierta la apelación á la primera rebeldía que 
acuse el apeJado . . ; , , , w , 1 1 407 

CAUSA XIV 

D. Laureano Gordon contra D. Pablo Buyona, por cobro de 
pesos ; sobre competencia. 

Sm<trÍQ. — El cobro de honorarios y comisión procedentes de 
un couvenio particular, no puede considerarse cerno un incidente 
del juicio i que ello» se refieren , 408 

CAUSA XV 

D. José Badaracco é hijo contra 0. Andrés Vj guale, pur cobro 
de pesos; sobre competencia. 
Sumario. — No puede deducirse declinatoria de jurisdicción 
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CAUSA XVI 

[>. Lorenzo Facie contra D. Domingo Iparraf uirre, por cobro 
de pesos. Incidente sobre pruebas. 

Sumario. — No puede interponerse recurs-* alguno del auto 
revocatorio ó confirmatorio recaído sobre solicitudes de reposi- 
ción de las providencias puramente inlerlocutorias 411 

CAUSA XVII 

Los Doctores D, Paulino Llambi Campbell y D. Jacinto Susviela 
contra D. Pascual Quesnel é hijo, por cobro de honorarios. 

Sumario. — i° El que alega la excepción de pago debe pro- 
barla. 

2° No es una prueba la confesión del acreedor de haber recibi- 
do algunas cantidades á cuenta de otros créditos. 

3 o So es facultativo en el deudor imputar una entrega á una 
deuda ilíquida de fecha posterior cuando habia oirá anterior 41 3 

CAUSA XVIII 

D. Antonio Si. Suarez, contra D. Juan P. López, por cobro de 
pesos. Incidente sobre competencia. 

Sumario. — En las acciones personales el Juez competente es 
el del domicilio del reo, y sieii.ío l is partes vecinos de distintas 
provincias, lo es el de Sección. - 415 

CAUSA XIX 

D. Joaquín Romero, contra D. Pedro Várela, por cobro de pesoa. 
Incidente sobre competencia. 

Sumario.— i° Protestado por falla de pigo á su vencimiento un 
pagaré al portador, no es transmisible siuá j>.<r cesión. 

2» Para surtir el fuero federal es necesario que el derecho que se 
dispula pertenezca originariamente y tío por cesión ó mandato & 
ciudadanos estrangeros ü vecinos de otras provincias respectiva- 
mente ■ ■ 410 

* 

CAUSA XX 

Don Luia Cinollo y C« contra Zimerman, Fair y C\ y Hoorey 
Tudor, por cobro de pesos. Incidente sobre arraigo del juicio. 
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Paj.tm. 

Sumario.— La excepción de arraigo <V1 juicio no puede dedu- 
cirse conlra un come re i ante eslranyero domiciliado en la misma 
ciudad donde reside el demandado V2:i 

CAUSA XXI 

Barloli y Díaz, contra D. Juan Invernizzi, sobre falsificarlo» de 
procedimientos patentados. 

Sumario. — I o Una patente de invención no puede entenderse 
concedida por cada uno de los procedimientos en {«anicular em- 
pleados para la elaboración de un producto, sitió por el conjunto 
de ellos que es toque forma el sistema y constituye el invento. 

2° Para hacer uso de los derechos que acuerda la ley de paten- 
tes contra terceros, es necesario demostrar que se empican los 
mismo procedimientos *S0 

CAUSA XX» 

Don Basilio Cilladini contra la Sociedad del periódico «L'Ope ra- 
jo Italiano», por cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — 1° Las sociedades anónimas no autorizarlas no tienen 
personería jurídica, y por ellas son personalmente responsables sus 
Administradores. 

2* Siendo eslranjeros estos, no pueden ser demandados por otro 
estrangero ante la Justicia Nacional -WÍ 

CAUSA XXIII 

D, Roque Cainzo contra D. Miguel Banralarí por cobro de pesos. 

Sumario.— La excepción de inhabilidad del titulo opuesta con- 
tra una escritura pública de plazo vencido que contiene cantidad 
liquida en moneda corriente, base cierta para su reducción h me- 
tálico, es infundada aunque se alegue que sus cláusulas se prestan i\ 
diversas interpretaciones I¡I5 

CAUSA XXÍV 

El Dr. D. Antonio Batlilana, conlra l>. Angel Cijinolelti, por co- 
bro de pesos. 

Sumario.— La Suprema Córte no puede conocer en apelación 
de las demandas por menos de 200 pesos fuertes líJI 
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CAUSA XXV 

PtfiMI 

ÍL Alfonso Terribilc, contra Nevares, Casares y Sania Colora», 
par cobro de pesos. Incidente sobre embargo. 

Sumario.— No nuriíemlu cumplirse una providencia del Juez de 
Sección deque se ha apelado, la apelación quedo sin efecto 439 

CAUSA XXVI 

Don Adrián Cazus conlra Don Angel Brugo hijos, sobre cum- 
plimiento de un contrato ó indemnización de perjuicios. 

Sumaria.— 1* Si un contrato de locación de servicios no puede 
cumplirse por fuerza mayor empleada por el locatario conlra el lo- 
cador, aquel es responsable de los perjuicios que ocasionan á este. 

2» La indemnización comprende en osle «aso el valor déla obra 
ejecutada, los materiales preparados y las ganancias y utilidades 
que se podía prometer del contrato. 

3* Los ducumenlos privados son prueba conlra quien los pre- 
senta y no contra el contrario que loa contradice. 

4° Uoa detención arbitraria se indeinnixa con una cantidad cor- 
respondióme a la totalidad de ganancias que cesaron para el pa- 
ciente hasta su completa libertad 441 

CAUSA XXVII 

D. Máximo Parftil, contra la Municipalidad del Rosario de SanU- 
Fc, por cubro de pesos . 

Sumario. ■ -\° Las reglas de buena interpretación prohiben dar 
h un domínente, obligatorio una que conduzca á dej:ir á voluntad 
del deudor la época de cumplirla. 

2 o Un documento se interpreta no solo por los términos en que 
está concebido, sin* por los demás documentos y antecedentes con 
que guarda relaciou y de que emana. 

CAUSA XXVIlf 

». José Siseo contra la Compañía Argentina de Seguros, sobre 
abandono del buque «Filántropo» y cobro de seguro. 

Sumario.— i* En los seguros, la póliza es la ley de los contra- 
tantes. 

±> 1¿I contenido «lela protesta hecha por el Capitán sobre las 
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: de un naufragio tiene 4. su favor la presunción de verdad, 
máxime si es ratificado por el Capitán y testigos. 

3* Ha; lugar al abandono del buque asegurado, cuando se prue- 
ba que no se halle en estado de navegar 

4° La prueba de que puede ponerse a fióle gastando menos de 
las tres cuartas partes del valor asegurado, esta á cargu del ase- 

|f UfftdOI* »***ft*.ii**-*.i«i***tft*i«* H . «a-.». picata* at 1-ÍJ í 

CAUSA XXIX 

Don Hermógenes Ponüs contra D. Manuel Villalobos, sobre ren- 
dición de cuentas y cobro de pesos. 

Sumario.— \° El depositario de bienes embargados en causa 
criminal en la que se ha sobreseído en virtud de ley posterior 
de amnistía, tiene derecho á que se le abonen sus honorarios y los 
gastos conservatorios hechos, contra el dueño de los bienes. 

2° El mismo depositario es responsable solamente del cuidado 
de la cosa depositada y no de la que esta pueda producir con un 
trabajo especial, 

3° El está autorizado ademas á vender lo indispensable para 
sufragar los gaslos necesarios de conservación, siempre que la 
venta sea hecha á los precius corrientes ó mejores 457 

CAUSA XXX 

El Banco Nacional contra D. Luis G. Baicarce, por cobro de 
pesos, inciden le sobre competencia. 

Sumario.— 1° La justicia federal es competente para entender 
en toda acción contra ó en favor del Banco Nacional. 

2» Del auto pronunciado por el Juez de Sección en una excep- 
ción de incompetencia, hay siempre apelación para anle la S u pro- 
nú Corte 403 

CAUSA XXXI 

D, Mauricio Ambrosetli, contra Pedro Servo y otros, sobre so- 
borno y falsa declaración. 

Sumario.— Solo en el caso en que la declaración de un testigo 
ofrezca indicios graves de falsedad ó de soborno, debe ordenan* 
su prisión.... 405 
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CAUSA XXXH 



n. Eugenio Carreras, conlra Massa y liernasconi sobre falsifi- 
cación do patente de invención. 

Sumario.— i* Concedida patente de invención por el uso ei- 
dusivu de un aparato para obtener un resultado determinado, no 
puede él ser empleado por otros con el mismo fin. 

2* Otra patente espedida con posteridad por el mismo aparato 
es nula. 

3° SÍ el medio empleado con posterioridad constituyese un per- 
feccionamiento del patentado antes, puede ser conservado por un 
certificado de adición. 

4 o Habiendo la Oficina de Patentes concedido la segunda pre- 
vio examen y sosteniendo con posterioridad que no eiiste analo- 
gía entro Jos dos aparatos patentados, no es soslenible que los 
que obtuvieron patente con posterioridad hayan procedido de mala 
Té y que deban ser condonados como falsificadores Wl 



CAUSA XXXIII 

W. Paals y C 1 contra D. Bruno Quintana, por cobro de pesos. 

Sumario.— Manifestando el deudor ile una letra de cambio en el 
acto de protesto que esta dispuesto a pajar en una clase determi- 
nada de moneda, y hecha cnnsignacion al notificársele el auto 
de solvendo en esa misma especie, que acepta después el acreedor, 
las cusías judiciales sou á cargo de este 



CAUSA XXXIV 

D Sozauo Gom i contra D. Antonio Taboada, por acción civil 
de hurlo. 

Sumario.— l u El conocimiento de una causa por acción civil de 
hurlo deducida por un vecino de una Provincia contra un vecino 
de otra f corresponde á ta jurisdicción federal. 

2» El valor de liociendas consumidas por fuerzas movilizadas en 
servicio rio lu Nación, si bien puede importar un cargo contra el 
Gobierno Nacional no lo es conlra al Jeie de esas fuerzas que no 
procedió con fraude ni encubiertamente, ni lucro con ellas 419 
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CAUSA XXXV 

D» Manuela Cretd contra D. l'edro Perissé, por cobro de pasos. 
Incidente sobre personería. 

Sumario.— Una caria de lianza sobre alquileres de una casa 
se «Hiende eslendidaá favor del propietario y no de quien Gruía 
por él exigiéndola. * • • - * • 

CAUSA XXXVI 

D. Cándido Todros contra el Lloyd Suiio, por seguro ; sobre 
pagr J i la suma asegurada. 

Sumario.— El pago comprendido en el art. 4393 del Cód. de 
Cora, se refiere al capital de la suma asignada, y no á sus intere- 
reses y costas. 
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Acuerdo nombrando vonjuecea para el atlo 1877 

En la ciudad de Buenos Airea á nueve de Enero del año 
mil ochocientos BCtenia y siete, reunidos en el salón de acuer- 
dos los Señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
Federal, abajo firmados, con el objeto de nombrar conjueces 
para el corriente ano, de conformidad á lo dispuesto en el ar- 
tículo veintitrés de la ley de procedimientos; acordaron nom- 
brar a los señores Doctores: Don Miguel Esteves Saguí, Don 
Rufino de Elizalde, Don Domingo Pica, Don Basilio Salas, 
Don 'Víctor Martínez, Don Félix Sanche?, de Zeliz, Don Fe* 
Upe Coroncll, Don Daniel M. Cazón, Don Delün B. Huergo t 
Don Eduardo Carranza Viamont, Don Eduardo Costa, Don Jo- 
sé Antonio Ovan tos, Don Juan Manuel Terrero, Don Antonio 
E. Mnlaver, Don Amando Pardo, Don Ceferino Araujo, Don 
Manuel Oburrio, Don Satustiano J, Zavnlia, Don Honorio 
Marte I, Don .losé Francisco López, Don Juan José Romero, 
Don Wenceslao Pacheco, Don José Maña Moreno, Don Fran- 
cisco Alcobendas y Don Rafael Buiz de los Llanos. Todo lo 
cual dispusieron y mandaron, ordenando se rejistrase en el 
Libro correspondiente y que se publicara, firmando ante mi: 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J. R. GOROSTIAGA. 
— J. DOMINGUEZ. 



N. Rojo, Secretario. 
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Acuerdo relativo al fallecimiento del señor Presidente do ¡a 
Suprema Corteje Jmticia Federal, Dr. D. Josfi Barros Pasos. 

En Buenos Aires, A los veinticuatro dias del mes de Noviern- 
bre del año mil ochocientos setenta y siete, reunidos extraordi- 
nariamente en el Salón de Acuerdos, los señores Ministros de 
\* Suprema Corte de Justicia Federal Dr. D. José Benjamín 
Gorostmga Dr. D, José Dominóes, Dr. D, Saturnino Muria 
Luspmr y Dr 1). (> liesiimí L c ., ÍMBMIBt dijera: q w liabUím , 
tenido lugar la muerte del Presidente de la Suprema Corte 
Dr. D, José Barros Pazos, y debiendo honrar la memoria de 
este marrado que tan importantes servicios ha prestado á 
la República en el desempeño de sus rumiones, dehian ft( . or . 
dar y acordaban : se diera noticia oíiciul de tan lamentable 
acontecimiento al 'señor Presidente «le la República, para que 
se sirva dictar las medidas convenientes al efecto de honrar , 
la memoria del ilustre finado ; se asista por la Suprema Co>lc 
en dos cochea enlutados A la inhumación del cadáver, invitán- 
dose á los señores Jueces de Sección y Procurador Fi icft | de 
esta Provincia; y que se pase una carta de ptísame A la señora 
viuda del Dr. D. José Barros Pazos, sifrnificándole el profundo 
sentimiento que ha causado y causa á los Miembros de ti Su- 
prema Corle la pérdida de tan digno y recto Magistrado ; de- 
biendo al mismo tiempo procurarse ios medios para obtener 
. un retrato de aquel para colocarlo en la Sala de Acuerdos del 
Tribunal. Todo lo cual dispusieron y ordenaron mondando 
se registraren el lihro de Acuerdo* y se publicase firmando 
ante mí; 

J. 0. HOfiOSTTAGA. — S. M. I.ASPIUH.— 
J. DOMINGUEZ.— O. LEGIJZAMOK. 

Antonio 
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- 

CONTINUACION DEL Ato 1876 



CAVIA LXXXII. 



D. Pedro Tarabollo, contra el Consabido General de Italia, 
sobre devolución de un espediente. 

Sumario.— i° Los Tribunales Argentinos no son compe- 
tentes para declarar en qué casos los cónsules y agentes 
consulares pueden obligar, por sus actos oficiales en país es- 
trangero, la responsabilidad de sus gobiernos, respecto de 
sus nacionales, 

2* Ko considerando el Tribunal temeraria una demanda 
no puede condenar en costas á quien la deduce. 
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Caso.—D. Pedro Tarabotto, Italiano, se presentó ante el 
Juez de Sección en Buenos Aires, esponiendo: que en 1861 
el Gobierno de la Confederación le otorgó testimonio de unas 
actuaciones seguidas para obtener el pago de daños y per- 
juicios que había sufrido con motivo de la guerra que díú 
por resultado la batalla de Cepeda. Que mas tarde, aco- 
jiéndoso á la ley de Octubre de 1862, sobre consolidación de 
la deuda flotante de la Confederación, se presentó al Go- 
bierno Nacional con su reclamo, el cual estando para terminar- 
se y pagarse, tuvo que ausentarse de Buenos Aires el espo- 
líente, dejando depositado el espediente en el consulado Ge- 
neral de Italia, pagando la correspondiente Comisión de 
depósito, según todo consta del recibo que acompaña. Que 
vuelto á esta ciudad, y queriendo proseguir y terminar su ges- 
tión, pidió al Consulado la devolución del depósito, lo cual 
no se ha verificado, por cuanto, según se espresa en el do- 
cumento que tamílico acompaña, el espediente no lia podido 
encontrarse. 

Fundado en estos antecedentes é invocando el art, 2" inci- 
so 3" de la ley de i* Setiembre de 1803 sobre jurisdicción 
de los Tribunales Nacionales, entabló demanda contra el Cón- 
sul General de Italia, pidiendo fuera condenado á la entrega 
del espediente ó en su defecto al pago de los daños y per- 
juicios que estima en ocho mil pesos fuertes, ron los inte- 
reses y las costas. 

Corrido traslado, el Conde Antonio Marassi, gerente del 
Consulado General de Italia, promovió artículo, declinando 
la jurisdicción del Juzgado. Dijo que el depósito se hizo en 
el Consulado y fué autorizado por el Conde Bartolomé de la 
Ville, Cónsul General, en 1863, ferha del depósito, no sien- 
do por tanto un asunto particular del Conde de la Ville. si- 
nó un negocio ofleial del Consulado. Que si hubiese sido 
un negocio del Conde de la Ville, á él se habria deman- 
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dado y no al espolíente. Que tratándose de na negocio 
olioial del Consulado, ei Juez no podía ser competente en 
virtud del art. 2 o , inciso 3 o de la ley sobre jurisdicción na- 
cional, sinó que mas bien podría considerarse comprendido 
en la prescripción del art. 1°, inciso I o , ó como no justi- 
ciable por los Tribunales Argentinos, puesto que so trata 
de un contrato celebrado entre un subdito estrangero y una 
autoridad cstrangera, en una Oficina que puede considerarse 
como territorio estrangero. 

Corrido traslado del artículo, Tarabotto pidió se rechasara 
con costas y se urdeiiasu al Cónsul contestar dentro del 
término legal. 

Que et contrario interpreta mal el inciso 3" del articulo 
2 n de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales; que para interpretarlo bien es preciso te- 
ner en cuenta que el inciso 4" del artículo anterior atri- 
buye jurisdicción privativa á ¡a Suprema Corte para conocer de 
asuntos que versen sobre los privilegios y eseepciones délos 
Cónsules y Yice-Cónsulcs, y que en consecuencia el inciso 
3" del art, 2?¿ al hablar de negocios particulares, no ha que- 
rido decir precisamente negocios personales, siuó negocios 
de un Cónsul Tice-Cónsul, ó de un Consulado 6 Vice-Con- 
sulado, del género de aquellos que pueden hacerse también 
por particulares; ú mas bien dicho, que el inciso 3 o com- 
prende todas las causas en que baya por medio un Cónsul 
6 un Consulado, y en que sin embargo, no se discutan pri- 
vilegios ó eseepciones, como sucede en el caso actual. Que 
la demanda es contra el Consulado, sea cual fuese la per- 
sona que se halb' á su frente, porque es con el Consulado y 
no con la persona del Cónsul con quien trató, en cuyos li- 
bros se asentó la constancia del depósito, y á quien pagó la 
prima ó derechos del depósito. 
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Falle del Jues de ftecelen. 

Baenoft Aires. Marzo 23 de iSTfi. 

Tistos: en estos autos seguidos poT D. Pedro Tnrahotto con- 
tra el Consulado de Italia, por devolución de un depósito, j es- 
pecialmente en el incidente sobre incompetencia promovido 
por el Sr. Cónsul, y considerando : 

I o Quel el certificado de depósito que se hace valer, es por 
su forma y por su fondo un documento oficial del Consulado 
Italiano, espedido por uno de los antecesores, del Sr. Conde 
Antoni Marazzi, que lo ¡desempeña actualmente, y por con- 
siguiente es negocio del Consulado y no particular del Cónsul, 
siendo estos últimos únicamente de los que corresponden co- 
nocer á los Jueces de Sección. 

2 o Que al poner bajo el amparo de la Justicia Federal los 
negocios particulares de los Cónsules y Vice-Cónsules no 
se ha pretendido por los legisladores, mas que acordar ma- 
yores garantías de las que comunmente se reconocen por el 
derecho de gentes a estos funcionarios, que las consideracio- 
nes que se acuerdan á los mismos fueran, en cuanto es po- 
sible, estensivas á su patrimonio, negocios particulares, y en 
este sentido es de interpretarse el inciso 3° del art. 2- de 
la ley sobro jurisdicción y Competencia de los Tribunales 
Nacior files. 

3 o Que en las funciones en su carácter de Cónsul están 
estos sujetos al Soberano á quien sirven y de quien reciben 
su mandato. 

Pot estas consideraciones fallo, declarando incompetente á 
este juzgado para entender en la presente causa. Hágase saber 
original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 
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La Suprema forte paTa mejoT proveer dió vista al Sr. 
Procurador General, quien se espidió como sigue: 

Buenos Aire*, Junio 8 de 1878, 

Suprema Corte: 

Las casas de los cónsules por el Dcrcho de Gentes no 
gozan de extraterritorialidad, y nunca pueden decirse terri- 
torio estrangero. 

El depósito do papeles ejecutado por Tarabotto on la 
Oficina del Consulado Italiano, ha sido pues ejecutado en 
territorio argentino, y sujeto bajo este aspecto ú sus leyes 
y Tribunales, 

Podría muy bien el acto ser considerado oficial, porque el 
papel en que se consignó, está firmado por el Cónsul y 
V ice-Cónsul. 

Pero desde que no tiene relación con sus privilegios ni 
escepciones, está fuera de la jurisdicción federal. 

Podría también ser considerado oficial en relación con su 
Gobierno, pero nunca con el Argentino, ó los Jueces del ter- 
ritorio. 

Kl acto bajo ote aspecto ha sido perfectamente particular. 

Tarabotto, en ve?, de una oficina pública, prefirió depo- 
sitar sus papeles en manos del Cónsul, que quizo admitir- 
los como cualquier particular y nada mas. 

Pero un depósito supone por las leyes civiles persona res- 
ponsable, y esta responsabilidad no es de naturaleza capaz 
de pasar al sucesor de una oficina. 

Esa responsabilidad si fuera posible caería en definiti- 
va sobre el rey ó tesoro de Italia; y los Tribunales Argen- 
tinos, ni provinciales, ni nacionales tienen el derecho de de- 
clararla. 

La Cqrte debe por lo tanto confirmar la no competencia 
pronunciada por el Juez de Sección. 
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rallo dr Ift Nuprriti C'orlr. 

■ 

Bueno» Aires, Julio 1) do 1876, 

Vistos: resultando que el depósito voluntario del espediente 
que Don Pedro Tarabotto solicita se le devuelva, ó que en su 
defecto se le indemnice de los daños é intereses causados eon 
su perdida, fué hecho en el Consulado de Su Magostad el 
Hey de Italia, establecido en esta ciudad, id día nueve de Fe- 
brero de mil ochocientos sesenta y tres, y autorizado por 
el Cónsul General, conde Bartolomé de la Ville, según consta 
de la acta que en testimonio corre á foja dos. 

Y considerando: Primero. Que el demandado, conde An- 
tonio Marassi, Více-Cónsul y actual Gerente del Consulado 
General de Italia en Buenos Aires, no puede ser responsable 
de las obligaciones particulares ni oficiales contraidas por su 
antecesor en el Consulado, conde Bartolomé de la Vüle, por 
no ser actos propios, ni obligaciones solidarias. 

Segundo, Que los Tribunales Argentinos, no son, por otra 
parte, competentes para declarar en qué casos, los Cónsules 
y agentes consulares pueden obligar, por sus actos oficiales 
en país estrangero, la responsabilidad de sus Gobiernos, res- 
pecto de sus nacionales. 

Por estos motivos, y de conformidad con lo espuesto y 
pedido por el Señor Procurador General, se confirma la 
sentencia apelada de foja veinte y tres vuelta; sin hacerse 
lugar á la condenación en costas que se pide, por no juzgarse 
temeraria la demanda interpuesta. Satisfechas en consecuencia 
las costas de esta instancia, y repuestos los sellos, devuélvanse 
los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B GO- 
ROgTlAGA. — J. DOMINGUEZ, — S. 
H. LASPtUR. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



ÍA11A LISXIII. 



Ir Manuela (¡arrido contra D, Mariano H. de Mendoza* sobre 
desalojo. Incidente sobre competencia 



Sumario. — i° En un mismo tiempo y en un mismo escrito 
el demandado debe proponer todas las cscepciones dilato- 
rias que tenga, formando artículo prívio. 

2 o No haciéndolo así, solo podrá usar de las escepciones 
que no alegase, contestando la demanda y ellas solo podrán 
sustanciarse y fallarse conjuntamente con el asunto prin- 

3 o Esta disposición tiene por objeto evitar dilaciones y 
perjuicios a las partes. 

Caso. — En Abril de 1873, D" Maria Manuela Garrido, 
viuda de D, Pedro Sarmiento, se presentó ante el Juez de 
Letras en Salta, esponiendo: — Que siendo propietaria de 
la casa en que vivia, permitió por carino i su hija Petrona 
que el esposo de esta D. Mariano H. de Mendoza viviera con 
su familia en uu departamento que le alquilaba en diez pesos 
mensuales. —Que Mendoza, para su comodidad y espontá- 
neamente lo aseó y arregló viviendo en él mas de cinco 
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años. — Que últimamente se había mudado dejando cerradas 
las piezas que ocupó y negándose a entregarle las llaves. 

Pidió que en el día se le notificase el desalojo y la 
entrega de las llaves. 

Acompañó a La demanda un título del que resulta que la 
demandante compró la finca en cuestión en Agosto de 1863, 
y tomó posesión en Noviembre del mismo año. 

Corrido traslado, D. Mariano H. de Mendoza promovió 
articulo de incompetencia alegando que él era ciudadano pe- 
ruano y la demandante argentina, por lo que el caso corres- 
pondia á la jurisdicción nacional. 

Corrido traslado del artículo, la demandante asintió en 
que los autos pasaran al Juzgado de Sección. 

El Juzgado de Provincia» de conformidad de partes se 
declaró incompetente y mandó entregar los autos á la actom 
para que ocurriese donde correspondiera. 

En Agosto de 1875, D* Maria Manuela Garrido reprodujo 
su demanda ante el Juez de Sección. 

Corrido traslado, Hurtado de Mendoza contestó qne la 
casa era poseída por é\ t desde ocho años antes, a título de 
dueño, porque fué trabajada esclusivamente á sus espensaa 
y dirección, habiendo el sitio sido donado á su esposa por 
sus padres, á vista do quienes empezó ú edificar la casa y 
quienes lo ayudaron eficazmente en cuestiones que tuvo con 
los colindantes para que no lo interrumpieran" en la cons- 
trucción. 

Pidió se rechazara la demanda con costas. 

En seguida se puso la causa i prueba, debiendo versar la 
de testigos sobre la comprobación por parto del demandado 
que la casa cuyo desalojo se solicita, fué construida á sus 
espensas, y que el sitio en que esta construida fué adqui- 
rido en propiedad por la esposa, durante el matrimonio. 

Vencido el térmiuo de la prueba sin que ninguna se hu- 
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Mese producido, Hurtado de Mendoza ©apresó que aun cuando 
había declinado la jurisdicción provincial, amparándose en 
su fuero de estrangero, debia rectificar el error padecido, 
y restituir el conocimiento del asunto al fuero provincial. 
Que fallecido el padre de su esposa sin hacer testamento, se 
inicio el juicio de sucesión y división de herencia en el que 
fué inventariada y tasada la casa en cuestión; que la viuda, 
que no es albacea ni ¡idjudicataria de esa casa, no puede pedir 
el desalojo á su hija. Que por esta circunstancia y por la 
disposición del artículo 12 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863 la causa debe discutirse y fallarse en la jurisdicción 
provincial, siendo la nacional improrogable en casos como el 
presente. 

Pidió al Juzgado que se declarase incompetente para conocer 
de la causa que debia remitirse al Juez de la testamentaria. 

Corrido traslado, D. Juan de la Cruz Martiarena, por la 
señora Garrido» contestó que el error de derecho alegado por 
Mendoza, ni eTa escusable ni podia servirle para alegar incom- 
petencia cuando la causa estaba en estado de sentencia ; que 
la causa pasó i la jurisdicción federal no por la voluntad de las 
partes sinó porque una sentencia del Juez de Provincia 
declarándose incompetente, así lo ordenó; Y finalmente, que 
en el término de la prueba Mendoza ha debido justificar quo 
estaba pendiente el juicio de división de herencia y que a ella 
correspondía' la casa en cuestión. 

Pidió no se hiciera lugar al artículo con costas. 

Falla del Jues •> Seeelan. 

Salla, Noviembre 26 de 1*75 1 
Vistos : D. Mariano H. de Mendoza, natural y ciudadano 
del Perú, demandado por su suegra D* Maria Manuela Garrido, 
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Argentina, sobre desalojo de una casa ante el Juez ordina- 
rio de Provincia, declinó de jurisdicción, alegando su calidad 
de estrangero. 

Traída la demanda i este juzgado, el demandado contestó 
¿ iil!a, sosteniendo: que la casa de que se le pretendía de- 
salojar era suya, trabajada á sus espensas y bajo su dirección 
en un sitio que su mujer recibió de sus padres, como parte de 
su lejitima. 

Recibida la causa á prueba y vencido el termino proba- 
torio, el demandado declinó también de la jurisdicción nacio- 
nal, fundado en que en el Juzgado ordinario de Provincia está 
radicado al juicio de inventario y partición de la Testa- 
mentaría de su finado suegro, en que tiene participación 
su mujer y en que debe ügurar el sitio cu que fué cons- 
truida la casa cuyo desalojo se solicita. 

La demanda traída á este Juzgado es sobre desalojo, y no 
sobre inventario ó liquidación de ninguna testamentaria. La 
acción es deducida directamente contra D* María H. de Men- 
doza, y tanto este como la demandante alegan derechos 
propios, fundado el uno en haber construido la casa á sus 
espensas y dirección, y la otra en la escritura pública cor- 
riente á f. 16. El juicio de Testaméntela á que se refiere 
el demandado, sean cuales fueren los derechos que en él puede 
tener su esposa, ninguna conexión tiene con el juicio de 
desalojo, promovido en este juzgado. Las leyes que se in- 
vocan no tienen, pues, ningún a aplicación al caso; y en su 
consecuencia no ha lugar con costas á la declinatoria de juris- 
dicción. Repóngase esta foja. 

Federico Ibarguren. 



De este auto apeló en relación Hurtado de Mendoza. 
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F*llo de la Sup^mt Corte 

Bueno* Aires, Julio Jl de 1875. 
Vistos y Considerando: que por los artículos setenta y dos 
y setenta y cinco de la ley Nacional de Procedimientos, está 
dispuesto a«een un mismo tiempo y en un mismo escritoel de- 
mandado deberá proponer todas las excepciones dilatorias que 
tuviere, formando artículo previo á la contestación de la de- 
manda; que no haciéndolo asi solo podrá usar de las que no 
alegare, contestando á esta; lo que importu establecer que 
tales escepciones nuevamente alegadas solo podrán sustanciar- 
se y fallarse conjuntamente con el asunto principal; que 
esta disposición tiene evidentemente por objeto evitar dila- 
ciones y perjuicios á las partes, que en el presente caso, 
habiendo sustanciado el Juez Nacional el asunto principal 
envuelto en la demanda, lia limitado su fallo á la escepcion 
que le ha sido puesta después de vencido el término de prueba, 
faltando asi a lo proscripto por los artículos antes citados! 
que no obstante esta falta, resultando ser competente no soló 
por los fundamentos del auto apelado sino en virtud de la 
escritora pública de propiedad acompañada por la demandante, 
y por no haber presentado vi demandado prueba alguna do 
sus defensas. 

Por estos fundamentos se confirma el auto apelado de foja 
cincuenta y cuatro vuelta y se devuelve el espediente al 
Juez de Sección para que falle sobre el asunto principal 
como ha debido hacerlo al mismo tiempo que sobre la escep- 
cion alegada en el auto recurrido, previa satisfacción de costas 
y reposición de sellos. 

JOSÉ BAUflOS PAZOS. — J. B. GOROSTIACA. 
— J. nOMlSCÜEZ. - S. ti. LASPItlt. 
T. IX. g 
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CAUSA LXXXIV. 



D. Domingo Mendoza contra D. Jote María de la Torre, por 
cobro de pesos. Sobre jurisdicción. 

■ 

Sumario. — \ u La acción ejecutiva procedente de una cosa 
juzgada puede entablarse ante el Juez del domicilio del 
deudor, aunque no sea el que dictú la sentencia. 

2* Si las partes son ciudadanos vecinos de distintas pro- 
vincias, el actor puede ocurrir á la justicia Nacional. 

Caso. — D. Domingo Mendoza, argentino, vecino de Santa 
Fé, obtuvo sentencia dictada por el Juez Nacional de Cór- 
doba contra D. José M. de la Torre, vecino de San Luis, 
siendo este condenado al pago de una suma de pesos. 

La Torre pagó una parte do la suma, 

IV el resto de ella, Importante 2050 pesos fuertes 50 
ctvos., Mendoza cntablú contra La Torre acción ejecutiva 
ante el Juez Nacional de tían Luis, 

r»ll« del Jn« de 9eeel*m. 

San Luis, Febrero 10 de 1876. 
Vistos y considerando: I o Que las sentencias cuyo cumpli- 
miento se pide por el ocurrente han sido pronunciadas por 
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el Juez Federal de la Provincia de Córdoba; 2 fl Que la 
ejecución de una sentencia corresponde al Juez que ta dictó, 
no obstante de que aquella se solicita ante el Juez del 
domicilio de la persona contra quien so ha espedido (salvo 
el caso do ser requerido por el Juez originario) según lo 
Tesuelvcn las leyes 19, tít 22; 1 y 2, tft. 27, P¿¡ 3; 1 y 5, 
tít. 17, Lib. 1 i, Novísima Recopilación, y de acuerdo con estas 
disposiciones legales Hevio líolaños, Curia Filípica, segunda 
parto juicios ejecutivos, párrafos XI T núm. 2 y Escrih, 
Diccionario de Legislación, palabra * Instrumentos ejecu- 
tivos»; 3 o que el fallo que se invocó de la Suprema Curte 
no es aplicable al caso de que se trata, ni ha decidido por 
consiguiente cosa alguna contra lo prescrito por las dis- 
posiciones citadas; y -i° que la jurisprudencia establecida 
por la Córte se encuentra antes bien en armonía con aque- 
llas disposiciones, seflis se deduce del fallo pronunciado 
cu 27 de Febrero de 1808 contenido en el tomo 5 o , pág. 
H5, de la publicación que las contiene. Por estas consi- 
deraciones no se hace lugar á la demanda entablada, pudiendo 
el solicitante ocurrii á donde corresponda. Hágase saber. 

Juan de Arredondo. 

La SupTena Corte para mejor proveer dió vista al Sr. Pro- 
curador General, quien se espidió como sigue : 

Suprema Corte: 

Buenos Aires, Julio 13 úe ItfTfi, 

Por la ley las causas civiles en que son parte un vecino de 
la Provincia en que se suscita el pleito, y un vecino de otra, 
corresponde en general á los JuoCes Nacionales de Sección. 
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Según esta disposición, demandado, ordinaria ú ejecutiva- 
mente, un vecino de San Luis, por otro de Córdoba, compete 
al Juez de Sección el conocimiento; sin perjuicio do examinar 
cuidadosamente, en el caso de acción ejecutiva, el instrumento 
con que se deduce; y no hacerse lugar, sinú lo bailase bastante. 

La resolución pues que en este espediente ba maudadu 
ocurrir donde corresponda, debe ser revocada. 

Carlos Tejedor. 
Valí* «> la Suprema Carie 

Bueno* Aires, Julio ló de 1876. 

Vistos; de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
señor Procurador General en su precedoute vista, se revoca 
el auto apelado de foja noventa y tres vuelta y satis- 
fechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse los autos 
para que el Juez proceda cun arreglo á derecho. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J. B. GOROS- 
T1ACA. — J. DOMINGUEZ. — S. M. 
LASMUR. 
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«AUNA LXXXV 



FJ Fisco .\acianal ron el representante del vapor « Sílex » por 
oinision en eí manifiesto de Aduana tj comiso. 

Sumario. — La omisión de frutos en el manifiesto general 
de Aduana, dn lugar á la pena de comiso, que o! Administrador 
(1 enera i conmuta en la de do Id es derechos. 



f aso. — En el manifiesto general dado por el ' añilan del 
vapor e Sílex », se omitió la partida de irnos frutos del país. 

Elevado el parte al administrador de Aduana, después de 
las indagaciones correspondientes, se dictó la 

RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE RENTAS. 

Buenos Aires. Junio 31 de 1875. 

Usando de la facultad que acuerda el artillo |J*á de 
las Ordenanzas de Aduana, se conmuta la pena de comiso 
por la de dobles derechos. 

Hágase saber y fecha pase ú Contaduría y Tesorería á 
sus efecto^ rt—^ 

Anuir re. 
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Apelada esta resolución» el Procurador Fiscal sostuvo <po 
no había sido interpuesto el recurso en tiempo, y debía 
declararse consentida. 



ral!» del Ium ftettloN*!. 

Buenos Aires. Abril 19 de lffTfl, 

Vistos resultando estaT dentro del término el recurso 
interpuesto, se conGrma la resolución de Aduana de f. 16 
y, en su consecuencia, devuélvanse los autos, prévia reposi- 
ción de sellos, en el oficio de estilo* 

Andrés Cgarrha. 

Se apeló por el agente del * Sílex* a la Suprema Corto. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL, 

Suprema Corte: 

Buenos Aires, Julio 14 d<> 1870» 

Del espediente no consta que la contención para ante la 
Justicia Federal, se hubiese beeb saber en tiempo al adminis- 
trador, el auto pues de f . 10 estaba consentido, y ha sido inde- 
bida la concesión del recurso, pero suponiéndolo preparado 
en forma, dieba resolución y sentencia conforme del Juez 
Seccional, son arregladas á las disposiciones vigentes en 
esta materia, y deben ser siempre confirmadas. 



Cárlos Tejedor, 
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Falla a> la Kan re uta Verte > 

Duojios Aires, Julio 15 de 1&76. 

Be conformidad con lo espuesto y pedid-i por el señor Pro- 
curador General en su precedente vista, se conürma el auto 
apeludo de foja treinta y cuatro; satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ NARROS PAZOS. — J- R- GOROSTIAGA. — 
i. DOMINGUEZ- — S. H. LASP1UR. 
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/>. Rosa Gutiérrez de Arzac contra ta Provincia de 
Santa / V, por indemnización de daños y perjuicios. 
Sobre competencia. 



Sumario. — I n El juicio radicado anto los Tribunales de 
Provincias debe ser sentenciado y fenecido en ia jurisdicción 
Provincial, salvo el rtvurso á la Suprema Corte en los casos 
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del artículo 14 de la ley de Setiembre de 1863 sobre juris- 
dicción de los Tribunales Nacionales. 

S° El dueño de una escribanía para todo lo concerniente ¡í 
ella se reputa domiciliado y residente en el lugar donde se 
desempeña su servicio, 

3 o La Corte Suprema no es competente para no conocer 
en causa suscitada contra una Provincia por uno de sus pro- 
pios vecinos. 

Caso, — I). Luis M. Arzac espuso quo el Gobierno de la 
Provincia do balita Fe había quitado á tina escribanía de 
propiedad de su esposa establecida en el liosario el derecho 
de actuar, y ordenado la entrega de los espedientes que se 
hallaban tramitando á una Secretaria creada para servir 
los Juzgados Civil y Comercial . 

Espuso que á mas de esto, mandó trabar embargo sobre la 
misma escribanía, so protesto de acciones ejecutivas por co- 
bro de pesos. 

Dijo que todo esto importaba un despojo y una violación 
de las garantías constitucionales respecto de la propiedad, 
trabajo é industria; y demandó á la Provincia de Santa Fé 
para que fuera condenada al resarcimiento de los daños y per- 
juicios que estas medidas inferían a su esposa. 

La Suprema Curte confirió vista de la demanda al Sr. Pro- 
curador Cíen eral, quien se espidió como sigue: 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Buenos Aires, Noviembre 2^7 de 1875. 
La presente demanda contra la Provincia de Santa Fé se 
dirijo á obtener la declaración de que la disposición de que 
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se reclama t importa un despojo y una violación de la las ga- 
rantías acordadas por la Constitución Nacional á la pro- 
piedad, al trabajo, y á la industria. » 

Esta manera de presentar la demanda bastaría por sí sola 
para rechazarla. 

La justicia Nacional solo ejerce jurisdicción en los casos 
centenciosos en que es requerida ¿ instancia de parte, y no 
puede ni debe hacer declaraciones de ese jénero. 

Según la misma demanda, esa declaración se solicita por- 
que el Gobierno de Santa Fó * ha rechazado y no permitido 
llevar á cabo > el arrendamiento de una escribanía de que se 
dice propietaria la recurrente «embargando la Oficina, y 
depositándola en otra persona » que no era quien la tenia á su 
cargo so pretesto de acciones que ha mandado deducir por el 
Agente Fiscal del Rosario. 

Se trataría pues de abusos cometidos por los Poderes Pú- 
blicos de Santa f¿, procesables únicamente un arreglo á sus 
leyes propias y por las autoridades establecidas al efecto; 
porque de lo contrario los Tribunales Nacionales interven- 
drian en el Gobierno interior de la Provincia y sus magis- 
trados no serian los agentes de un poder independiente y 
soberano. 

Olvidaríamos por un momento todo esto, y en la naturale- 
za misma de la demanda, encontraríamos motivos suficiente* 
para no darle entrada. 

Según se deduce de los mismos documentos presentados, 
desde mil ochocientos sesenta y cinco existe en Sante Fé una 
ley qne prohibe la enagenacion de estos oficios. 

La escribanía pues de que se trata es de las antiguas, cuya 
transferencia ó enagenacion no podía hacerse sin ciertas for- 
malidades, so ucna de caducidad, y en este caso, la Escriba- 
nía fué simplemente ejecutada por deudas fiscales, reca- 
yendo en el rematador Arzac, ó su esposa. 

TU 3 
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Por todos estas consideraciones, el Procurador piensa que 
esta demanda debe ser desechada ín iiniine. 

i 

Conferido traslado de la demanda, el representante de la 
Provincia de Rauta Eé opuso, entre otras, la escepcion de 
incompetencia: i« porqne el escribano D. Luis M. Arzac ha- 
bía incurrido en multas por infracciones en su oficio de Es- 
cribano por la suma de 5i,06I $ fs. 30 centavos, por cuya su- 
ma el Agente Fiscal babia deducido acción ejecutiva ante 
los Tribunales de Santa Fe\ y el pleito en que se habla orde- 
nado el embargo se hallaba radicado en la jurisdicción 
provincial ¡ 2 a porque el propietario 6 propietaria de una es- 
cribanía no podia considerarse respecto de los asuntos refe- 
rentes á ella sino como vecino y residente en el lugar donde 
se halla la escribanía; y por consiguiente la demanda Ter- 
saba en cuestión entre una Provincia y un vecino de ellu, 
cuyo caso no era de competencia de los Tribunal^ <1e la 
Nación. 



rMl* *« 1* ftu|ir#»mM « arte. 

Buenos Aires, Julio 18 d> 1«7(3. 

Vistas : estos autos promovidos por Don Luis María Ame 
en representación de su esposa Doña Rosa Gutiérrez de Ar- 
zac, contra la Provincia de Santa Fé, sobre aotos « que im- 
portan un despojo, y una violación de las garantías acor- 
dadas por la Constitución Nacional á la propiedad, al trabajo, 
y á la industria 

Y considerando: Primero ,quü el embargo d<¡ la Escribanía 
de la propiedad de Don Luis Maria Arzac, ó de su espora 
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Doña liosa Gutiérrez de Arzac establecida en la ciudad del 
Rosario, Provincia de Santa Fé, que ha originado la presente 
demanda, ha sido orinado por el Juez de la Civil de aquella 
ciudad, en juicio que ante él se sigue por el Agente Fiscal 
contra dicho Don Luis Maria Ame, por cobro de cincuenta 
y un md sesenta y cinco pesos fuertes, y treinta centavos, pro- 
venientes de multas impuestas, por infracciones en su oficio 
de Kscnhano, según consta de los documentos fehacientes 
presentados de fojas veinte y nueve á treinta y tres; 

Segundo, Que el mismo Don Luis Maria Arzac, confiesa en 
su último escrito a foja sesenta y seis, haberse presentado por 
medio de su apoderado Don Zacarías Gil, ante el Superior 
Tnbunal de Justicia de la Provincia de Santa ¥é t reclamando 
do la imposición de dichas multas, y que ese recurso se 
halla todavía pendiente ; 

Tercera. Que conforme i lo dispuesto por el artículo ca- 
torce de Ja ley sobre jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales Nacionales, cuando uu juicio ha sido radicado ante 
los Tribunales de Provincia, debe ser sentenciado y fenecido 
en la jurisdicción provincial, y solo puede apelarse á Ja Cor- 
e Suprema, de las sentencias definitivas pronunciadas por 
los Tribunales Superiores de Provincia, y en los casos que 
en dicho artículo se determinan ; 

Cuarto. Que el presente caso no se halla ademas compren- 
dido en ninguno de los que especifica dicho articuló- 
la. Que por último, es jurisprudencia establecida por 
esta Suprema Corte ( causa ciento sesenta y uno de sus fallos 
tomo tercero, página doscientos ochenta) <que la propiedad 
de una escribanía supone necesariamente la residencia con 
domicilio, en el lugar donde se desempeña su servicio- sin 
que el propietario por el hecho permitido ó tolerado d¡ au 
sentarse, dejando un tercero que haga sus veces, pierda este 
domicrtio, ni, aunque lo intente, pueda trasladarse á otra 
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parte; porque el es una condición inherente si dominio que 
procede de la concesión Fiscal, j porque el representado para 
los efectos del derecho, se considera siempre presente en el 
lugar donde se ejerce su representación; * y que siendo, por 
consiguiente, el domicilio legal de Don Luis María Arzac ó el 
de su esposa Doña Rosa Gutiérrez de Arzac, para este asunto, 
la Provincia de Santa Fé, no puede ser esta demandada con 
arreglo á derecho, por sus propios vecinos ante esta Supre- 
ma Corte. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo espuesto 
y pedido por el Señor Procurador General, no ha lugar con 
costas á la presente demanda interpuesta por Don Luis Ma- 
ría Arzac, en representación de su esposa Doña Rosa Gutiér- 
rez de Arzac, contra la Provincia de Santa Fé; satisfechas las 
costas, y repuestos los sellos, archívense los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — I. B. GO- 
ROSTLAGA . — i, DOMINGUEZ.- 
S. M. LASPIUH. 
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CAUSA LXXXVII 



Vanos expendedores de teche en et Municipio de Humos Aires, 
reclamando de una ordenanza Municipal. 



Sumario. — Cuando ante el Poder Judicial de una Provin- 
cia no se ha puesto en cuestión una cláusula de la Consti- 
tución Nacional ni una ley del Congreso y la resolución no 
so halla en ninguno de los casos del artículo 14 de la ley 
de jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, 
no puede apelarse para ante de la Suprema Corte Nacional. 



Caso. — En 5 de Enero de 1875 la Corporación Municipal 
de la Ciudad de Buenos Aires dictó una ordenanza, regla- 
mentando las funciones de la Oficina química Municipal, en 
la que se dispuso que los Tendedores de leche ú otras sus- 
tancias, comestibles o bebidas se inscribiesen en un registro 
especial y prestasen al mismo tiempo una fianza de tres mil 
pesos, máxímun de la multa impuesta para el caso de venta 
de sustancias adulteradas ó nocivas. 

En Agosto del mismo año, el Dr. D. Enrique Quintana por 
varios espendedores de leche ocurrió ante la Suprema Corte 
de Justicia de la Provincia, alegando que la ordenanza en la 
parte referida era contraria á los artículos, 8, 25 y 46 de la 
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Constitución de la Provincia, y pidiendo en consecuencia que 
so declarase que sus poderdantes no estaban obligados á cum- 
plirla. 



FALLO DE LA SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA 

Bueno* Aires, Octubre 27 de 1875. 

Considerando : 1* (¿ue la ordenanza municipal, orí jen de 
a demanda foja 3, fué promulgada en 5 de Enero del año cor- 
riente, según aparece del mismo impreso acompañado. 

%° Que, con arreglo a las leyes vij entes entonces» los soli- 
citantes debian baber ejercido su derecho en la forma pre- 
venida en el artículo 31 de la ley de Noviembre 8 de 1875, 

3 o Que no habiéndolo verificado en el modo y dentro de 
los términos legales, no pueden hoy deducir la jestion referida. 

Por esto no ha lugar á ella, y archívese. Vi liegas. — 
Escalada. — González. — AVer. — Sometiera. — Ante mí; I . 
Prado. 

Notificado, el Dr. Quintana pidió revocatoria ó apelación 
para ante la Suprema Corte Nacional, invocando para este 
último recurso el artíuulo 23 de la ley de 16 de Octubre de 
1862 y el inciso 2 a del artículo li de la de 14 de Setiembre 
de 1863 sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales. 

La Suprema Corte de la Provincia no hizo lugar á la re- 
vocatoria, y en cuanto á Ja apelación ordenó que la parte 
ocurriese ante la Corte Nacional, como lo hizo. 

La Suprema Corte dió vista al señor Procurador General, 
quien espuso : 
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Suprema Corte: 

Buenos Aírcs, Mayo 23 do 1876. 

Este recurso debe ser rechazado, porque no esta ajustado, 
en la forma ni un el fondo, á lo dispuesto por el articulo 1 i 
de la ley de 1803. 

C. Tejedor, 
rail* de 1» «uprenia Carie. 

Unenos Airea. Julio 18 di* IfíTli. 

Vistos: Resultando que en la queja interpuesta por los 
recurrentes ante la Suprema Corte de la Provincia no se ha 
puesto en cuestión ni una cláusula de la Constitución Nacio- 
nal, ni una ley del Congreso : y que la resolución recurrida no 
se halla en ninguno de los casos descriptos en el artículo 
«'¡Ltorec de la ley de jurisdicción y competencia, pues se limita 
á declarar que los recurrentes no reclamaron en tiempo opor- 
tuno contra la ordenanza municipal de cinco de Enero de mil 
ochocientos setenta y cinco; por estas Tazones y de conformidad 
con el señor Procurador General no ha lugar al recurso de- 
ducido, y devuélvanse con el correspondiente oficio, previo 
pago de costas y reposición de sellos, 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. tiOROR- 
T1ACA. — S. M. LASPILH. 
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CAUSA LXIXVIII 



El Fisco Nacional contra fíuscheweyh y p, sobre comiso. 



Sumario, — La Aduana no puede imponer penas por in- 
fracciones á sus reglamentos, que hayan pasado desapercibidas 
al tiempo del despacho de las mercaderías, cuando estas hayan 
salido de su jurisdicción. 



Caso. — En Noviembre de !872 t un ayudante de depósitos 
de Aduana, dió cuenta al Alcaide que en Setiembre de 1870 
había pasado nn parte haciendo saber que al entregar 50 bar- 
ricas azúcar introducidas poT Buscheweyh y C*, manifestadas 
con peso neto de 9,930 Ibs. ; había notado que en 45 barricas 
babia H.147 lbs,, por lo que retuvo las cinco restantes. 

Elevado este parte, el Administrador mandó levantar nn 
sumario en el que el representante de la casa introductora 
declaró que el exceso denunciado por el ayudante de depósito, 
provino de que las barricas en cuestión tenían una tara mucho 
mayor que la ordinaria y que constatado este bocho se mandó 
sobreseer en la causa y se lo entregaron tas cinco restantes. 

Con los informes de la Contaduría y de la Alcaidía, se 
pronunció este 



DE JUSTICIA RACIONAL 



33 



FALLO DEL ADMINISTRADOR 

Buenos Aire», Mano 31 de 1875. 
Resultando de los informes que preceden que el exceso pasa 
de la tolerancia ; se declara caído en comiso : hágase saber, 
y fecha pase á Contaduría y Tesorería á sus efectos, 

Aguirre. 

Habiendo apelado para ante el Juez de Sección, el intro- 
ductor alegó que constatado el peso bruto no hubo exceso, 
por lo que se le entregaron las cinco barricas detenidas; 
que no habiendo mercaderías en Aduana ni dádoso fianza, 
no podia haber causa pendiente, y entónces, sejrun el artí- 
culo H00 de las Ordenanzas, la Administración carecía de 
derecho para suscitar nuevo asunto. 

El Procurador Fiscal contestó que la resolución del Admi- 
nistrador debia confirmarse por sus fundamentos. 

Fetllo «*}| Jura dr Seeelon. 

Buenoa Aire», Ago»to 12 de 1875. 
Por lo espuesto por el Procurador Fiscal en su precedente 
vista se confirma la resolución de Adunna de f. 7 t en su con- 
secuencia, devuélvanse los autos, prévia reposición de sellos. 

Ugarriza. 

Habiendo apelado el introductor, la Suprema Corte, para 
mejor proveer, dio* vista al Sr. Procurador General quien 
espuso : 

Suprema Corte : 

Bueno» Airea, Julio 16 de 1876. 
Si se detuvieron por razón de esceso cinco barricas de 
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azúcar, ellas fueron después entregadas libremente, como re- 
salta de las anotaciones del manifiesto de despacho, y de no 
constar en Contaduría fianza alguna. 

Con estos antecedentes, creo injusto revivir este asunto, y 
pido por tanto revocación de las sentencias reclamadas. 

Carlos Tejedor. 
Fallo Je la ttoprem* Carte. 

Buenos Aires, Julio 20 de 1876. 

Vistos: do conformidad con lo dispuesto en el artículo mil 
cien de las Ordenanzas de Aduana, y con lo expuesto y pe- 
dido por el Señor Procurador General en su precedente vista, 
se revoca el auto apelado de foja veinte y ocho ; satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSfc BARROS PAZOS. — J. B. CO- 
HOST1AGA. — J. DOMINGUEZ. — S. 

». LASPivn. 
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CAUSA LXXXU, 



fh Fernando Uottrdicu contra D. Fortunato Cíchero, por cobro 

ejecutivo de pesos. 



$um$rÍo.—Xo puede existir litis-pendencia cuando lúa 
partes y la acciou de unu y otro pleito son distintas 

faso.— En Mayo de 1872, D* Catalina lierando de | a 
Xutta, alquiló á 1). Antonio Uordano y I). Santiago Midena 
una casa de su propiedad ubicada en la calle San Juan 
numero* 142 y 144 por id precio de 1,200 ps. m/c. mensua- 
les, y con la lianza de 1). Fortunato Cubero. 
En Julio 31 de 1874, fichero ürniú el siguiente : 
* Vale por doce meses de alquiler de la caea que ocupaba 
e D * Antonio Uordauo, los cuales como iiador según el con- 
* trato, estoy obligado á pagar. 

Buenos Aires, Julio 31 de i«7H. 

/. bichero. 

Pedido y obtenido el reconocimiento de estos dos documen- 
tos, y justiücada la jurisdicción nacional por ser argentino 
liourdieu y estrangero Cichero, este ocurrió al Juzgado de 
Sección, deciendo que era incompetente para conocer de lu 
causa por mas que el demandante fuera argentino y 01 ei- 
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tranjero* Que D* Catalina Lanatta se había presentado 
ante el Juez de Faz de San Telmo, demandando á (Jorriano 
por los alquileres y que ante él estaba pendiente el juicio 
relativo i ellos ; qne por consiguiente había litispendencia 
ante el Jnes de Provincia y no podía ocurrirse por tanto á 
la jurisdicción nacional por el mismo asunto. 

Corrido traslado, D. Tomás Salvadores por Cichero, con- 
testó: que no había llegado la oportunidad de oponer escep- 
oiones. Que aunque cuando fuera cierto que D* Catalina 
Lanatta hubiera demandado á üordano por cobro de alqui- 
leres, esto no constituiría una litispendencia para este caso 
porque ni el juicio seria sobre idéntico objeto, ni las per- 
sonas de uno y otro serian las mismas. Que su repre- 
sentado, tenedor de un titulo de crédito al portador, demanda 
á su deudor con prescinde tic ia de toda otra persona. 

El Juez de Sección no hizo lugar á lo solicitado por Ci- 
chero, por no haber llegado la oportunidad de oponer cseep- 
ciones. 

El juicio ejecutivo se tramitó hasta la citación de remate, 
en cu jo estado D. LisandroGordillo, por Cichero, opuso las 
escepciones de incompetencia, de litispendencia y de inha- 
bilida ddel título. 

Dijo: que habiéndose iniciado y seguido el juicio sobre 
cobro de alquileres ante el Juez de San Telmo, y siendo el 
caso de jurisdicción prorogabie según el artículo 4 o de la Ley 
de Jurisdicción y Competencia de los Tribunales Nacionales, 
debe el pleito continuarse y concluirse donde se inicié. Que 
en el vale con que se ejecuta se dice, que el firmante lo otor- 
gó como fiador de arrendamientos. Que poT consiguiente, la 
fianza no puede considerarse poT separado de la obligación 
principa), por mas que el vale haya sido dado i nombre in- 
determinado, debiendo en todo caso tomar en cuenta el es- 
tado del juicio sobre la obligación principal. Que el deudor 
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principal fué demandado y ese juicio aun no ha concluido; 
que por lo tanto y siendo él fiador civil, no puede ser eje- 
cutado mientras no se vea que el deudor principal carece de 
bienes, lo que no puede suceder porque el deudor principal, 
dtó bienes á embargo para que el acreedor los vendiera y se 
hiciera pago de los arrendamientos vencidos. 

Pidió se rechazara la ejecución con expresa condenación 
en costas al ejecutante. 

Corrido traslado, el ejecutante contestó: que en el juicio 
ejecutivo no pueden oponerse mas ©acepciones que las enu- 
meradas en el artículo 270 de la Ley de Procedimientos, entre 
las que no están incluidas la incompetencia, ni la litispenden- 
cia. Que el esponente, tenedor de un vale á la vista por can- 
tidad determinada y firmado sin restricción alguna, nada 
tiene que ver con las relaciones ó compromisos que Cichero 
tenga con otras personas. Que si fuera cierto lo que Cichero 
alega respecto á bienes dados á embargo ante el Juez de Paz 
de San Telmo, no habria firmado el vale haciendo suya es- 
elusivamente y sin condiciones, la obligación que pesaba so- 
bre otra persona y cuyo pago judicial estaba próximo. 

Pidió se rechazaran las escepoiones opuestas, con espresa 
condenación en costas, y se dictara la sentencia de transe y 
remate. 



M Ju«i d« »««*!•■». 

Buenos Aires, Mayo 6 de 1976. 

Y vistos : resultando que la escepcion que bajo el nom- 
bre de litispendencia declinatoria de jurisdicción é inhabili- 
dad del título se opone á la acción ejecutiva de D. Fer- 
nando Bourdieu, es la misma que se dedujo á f. 14, fun- 
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dándola en que aiistia pendiente ante el Juzgado de Va?. 
de San Tolmo, una demanda de D*. Catalina Berardo con- 
tra D. Antonio Jordán por alquileres de la misma casa á 
que se refiere el Tale de f. 1. Y considerando: que la ex- 
cepción deducida queda destruid • por la misma esposicion 
de la paTte, no pndiendo existir litis-pendencia, cuando tan- 
to la acción como las partes son completamente diferentes, 
siendo, en este caso, el título de ejecución el vale de f. 3 y 
no la obligación contraída por Jordán á favor de D" Cata- 
lina Berardo ; llévese delante la ejecución, precediéndose ¡í 
la venta en remate público de los muebles embargados, por 
los martilieros 31assot y Martínez, condenándose en costas 
" al ejecutado, todo de acuerdo con los artículos 277 y 28-Í 
de la Ley de Procedimientos. Hágase saber y repón- 
ganse los sellos, 

Andrés I tjarrisiu 
o de ¡ti Nii|irrnm Cor!*. 

Buenos Aires, Mío 20 de 1876. 
Vistos: por sus fundamenta se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja setenta y una vuelta, satisfechas los 
(le la instancia y repuesto los sellos, devuélvanse. . 

JO sí; RAMIOS PAZOS. — J. b. gohostia'ca . 
— J. DOMINGUEZ. — S. 31. LASPIL'K. 
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Contienda de competencia negativa mire el Juez de Sección 
!/ H del Crimen de la l'rovmcia de Salta en ta causa 
¡mr heridas inferidas n 11. Cleto Hiaz. 



Sumario. — El delito de hundas cometido con ocasión de 
elecciones nacionales, en la noche anterior al dia designado 
á aquellas, no Corresponde al conocimiento de ta Justicia Na- 
cional, 



Caso.— Kn el pueblo de Cerrillos en la Provincia de Salta, 
fué herido en la noche del 5 de Febrero de Í870 el ciudadano 
n. Cleto Díaz. 

Bel sumario qu> se levantó, parece que los autores de las 
heridas fueron algunos ciudadanos del partido político con- 
trario al de Díaz, en el calor de las disputas que lo. dos 
partidos tenian respecto de las elecciones de Diputados Na- 
cionales que debían tener lugar el día siguiente 6 de Febrero, 

AUTO DEL HEZ DEL CítÍMEN 

SatU, Febrero 23 de 1*76, 
ion lo espuesto por el Fiscal y considerando: 1- Que de 
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ta interior sumaria resulta que la cansa denunciada es re- 
lativa i hechos que han tenido lugar en el Departamento 
de Cerrillos, en la noohe del & del corriente mes con ocasión de 
elección de Diputados Nacionales. 2 o Que en tal mérito el 
inc. 3 e , art. 3 o de la ley nacional de 1863» citada por el 
Ministerio Fiscal es aplicable al caso, porque es lógico in- 
ferir que los actos criminales de ciudadanos reuuidoB en 
ejercicio (ú ocasión) del derecho sagrado del sufragio nacional 
no pueden importar Binó impedir, estorbar 6 falsear aquellas 
elecciones. 3* Que las atribuciones designadas en el inc. 3 o 
citado, son privativas á los Tribunales Nacionales, por dis- 
posición espresa del artículo tí de la misma ley de jurisdicción 
y competencia á que pertenece dicho inciso. 

Por lo espuesto, se declara este juzgado sin jurisdicción 
en la cansa, ordenándose se remitan las obradas al Sr, Juez 
Federal de la Provincia con nota de atención, dejándose copia 
de esta providencia en el libro respectivo del juzgado con es- 
presion de la causa á que pertenece. 

Mariano Maíienzo. 



Valla del Su*u «e Seeelaa. 

Salta, Mayo 23 de 1876. 

Vista la sumaria levantada con motivo de las heridas in- 
feridas a Cleto Diaz la noche del 5 de Febrero en el pueblo de 
Cerrillos, visto lo resuelto por el Juez del Crimen de la Provin- 
cia, declinándola jurisdicción, fundado en el artículo 3, inc. 3? 
de la ley Nacional del U Setiembre de 1863, visto lo espuesto 
por el Procurador Fiscal en la vista precedente y considerando: 
que según resulta del sumario, las heridas que motivan este 
proceso, fueron el resultado de una pelea que tuvo lugar en 
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la Plaza pública de Cerrillos la noche antes de ta elección 
de Diputados al Congreso Nacional entra partidarios de dis- 
tintas candidatura* y con motivo de estas : que dicha pelea 
no estorb6 ni falseó la elección que se hizo al dia siguiente 
quieta y pacíficamente : que, siendo esto así, el inc. 3*, art. 3 a 
de la ley citada en que el Juez Provincial, h. de su 
declaratoria, no tiene aplicación al caso : que para que esta 
cayera bajo la jurisdicción nacional, seria necesario que los 
autores de las heridas se hubiesen presentado armados en 
los comicios públicos ó hubiesen penetrado armados en al- 
gún colegio electoral, abusando así de sus armas, según ter- 
minantemente lo dispone el artículo 35 de la ley nacional de i 4 
de Setiembre de 1863, designando los crímenes c yo juz- 
gamiento corresponde á los Jueces de Sección : que nada de 
esto resulta del proceso. 

Por estas consideraciones declaro que este juzgado es in- 
competente para conocer en esta causa, en su consecuencia 
devuélvase original al Juzgado del Crimen de la Provincia 
con el correspondiente oficio. 

Federico Ibarguren. 

AUTO DEL JUEZ DEL CRIMEN. 

Salta. Abril 18 de 1856. 

Con lo espuesto por el Fiscal y en consideración: que el espí- 
ritu del inciso 3°, artículo 3 de la citada ley de jurisdicción y 
competencia en cuanto se rcticre á elecciones nacionales, no 
puede ser para único caso del mismo dia de votaciones ó solo 
para cuando ya estén formadas las mesas receptoras; pues bien 
puede estorbarse ó falsearse con crímenes del dia ó días an- 
teriores, estando los ciudadanos reunidos para aquel sufragio 
r ix 4 
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y ya en choques sus facciones políticas ; porque obvio es 
que triunfando el dia ó «oche anterior de aquellas elecciones 
uno de loe partidos, ya sea con la fuerza, el temor, ó ame- 
drentando á los otros puede oportunamente el triunfante darle 
todo el diBfras del orden en el momento mismo ó dia solo de las 
elecciones ; para, así, el sufragio como es lo que se trasluce del 
sumario anterior, resalta estar ya falseada ó estorbada la elec- 
ción de un gran número ó tal vez en el mayoría de los ciudada- 
nos rotantes. Y esta es la verdad y el fondo que ha debido 
averiguar el Juez Federal de la Provincia en prueba de su 
competencia directa en la causa, 6 de averiguación á fin de no 
dejar fraude alguno en las elecciones Nacionales. 

El sentido espresado es propio y natural al espíritu filo- 
sófico del inciso citado, que es de ley relativo á un Estado 
republicano, Ubre y federal; pues que de otra manera los go- 
biernos absolutos estarían en mejores condiciones que los que 
se llaman independientes; apoyados en lo soberanía del pueblo 
y para el pueblo. 

Por lo cspueato elevóse los autos i la Corte SupTema Na- 
cioual que dirimirá la competencia suscitada, dándose cono- 
cimiento al Sr. Juez Federal de la Provincia á fin de que eleve 
á su superior inmediato los antecedentes que tuviere relativos 
á la causa. 

Mariano Matienzo. 

VISTA DEL ftEflOR PROCURADOR JEHERAL 

Suprema Corte: 

Bueno* Aires, Julio 15 ds 1976. 
Es inadmisible la doctrina de que todo delito cometido con 
ocasión de las elecciones Nacionales establece la competencia 
de sus Tribunales* 
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La ley enumera en general, entre los delitos de su com- 
petencia los hechos tendentes á estorbar ó falsear las elecciones, 
palabras qne suponen claramente hechos del día mismo de 

la elección. 

Designando después la ley especial los delitos del Fuero 
Nacional, enumera como reos de desacato contra las auto- 
ridades. 

1° Los que causasen tumultos en algún comicio electoral 
para empleados de la Nación. 

2 o Los que falsificasen en alguna elección Nacional las 
listas de votos. 

3° Los que se encontrasen armados en los comicios públi- 
cos ó se presentasen armados en un colegio electoral, para los 
nombramientos de empleados Nacionales. 

La ley particular confirma Ja regla general. Ninguno de 
esos casos comprende el que es materia de este proceso. 

Importa ademas que así sea. 

Si pudiera estenderse la jurisdicción nacional á protesto 
de la ocasión, infinitos serian los hechos de la justicia común, 
que podría aquella absorber, contra el espíritu de las ins- 
tituciones federales. 

La competencia, pues, debe declararse en favor del Juez 
del Crimen de Salta, 

Carlos Tejedor. 

n 

F*ll« 4* |» Suprema Vmrt*. 

Buenos Aires, Julio 30 de 1877. 

. Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
Señor ProcuradorGeneral en su precedente vista, se declara 
que el conocimiento de esta causa corresponde al Jnei del 
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Crimen de U Provincia. Remítasele, en consecuencia, loa 
Mtos, préria pago de costil y reposición de sellos y hágase sabeT 
por oficio al Ju« de Sección. - 

JOSt BARROS PAZOS.— J B. C0R08TIAGA. 
— j. DOKWCUEI.— 8. W. LASPIUR- 



CAUSA XCI 

p .... w 



i)* Jfaría Caiían líe fleíamai, coníra 0. Domi'níro Balugera y 
D, £w*íaguw /leíamaí, j>or íercería <(e dominé 



Sumario. — Loa bienes poseídos por la mnjer se consideran 
de la aociedad conyugal, si no se prueba que pertenecen & 
aquella esclusivamente. 



Caso. D* Domingo Balugera en juicio ejecuto contra 

D. Eustaquio Retamal obtuvo el embargo de 250 animales 
vacunos, 

D. María Gaytau esposa de Retamal dedujo tercería de do- 
minio alegando que esos animales le pertenecían como bienes 
dótales. I 
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Sustanciada la tercería, y producida la prueba que se examina 

en la sentencia, se dictó el siguiente 

■ 

■ 

Pirana. Harto 13 de 1876. 

VistOB : que en el presente juicio de tercería esclnyente 
dedncida por D a María Gaitan de Retamal en la ejecución 
pendiente contra su esposo D. Eustaquio Retamal por deuda 
de cantidad de pesos, reclamada por su ejecutante D. Do- 
mingo Balugera, no resalta de la prueba presentada por la 
Sra. Gaitan de Retamal que baja aportado bienes dótales al 
matrimonio en el momento de su celebración ni después de 
contraído, por no presentarse documento alguno escrito ni 
prueba testimonial que lo justifique ; que si bien de la decla- 
ración de f. 26, de ü. Romualdo Aldana, recibida en ilegal 
forma aparece aseverar dicho testigo que él había visto la 
donación que el padre de la Sra. Gaitan hiciera á esta, de dos- 
cientos animales Tacaños, doscientos lanares y como cuarenta 
o cincuenta yeguarizos, este mismo aserto, único y singular, 
tampoco se encuentra apoyado por el otro testigo, presentado 
por la Sra. Gaitan, t>, Juan Cabrera* cuya declaración se 
recibió en igual forma, como aparece de la foja citada ; que 
ademas llamada la Sra. Gaitan á absolver posiciones, se 
negó á hacerlo sin justificar como correspondía el motivo de 
su escusa, como le fué ordenado por providencia de f. 39 vía,; 
que por otra parte, de la prueba producida por el ejecutante 
de f. ú f. , aparace que los ganados existentes hoy en 
la estancia, cayo dominio esclasivo se alega por la Sra. Gaitan, 
han llevado y llevan la marca de Retamal, esposo de aquella, 
y la llevan sin que hayan sido contramarcados, lo cual viene 
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á acreditar que dichos ganados han pertenecido á la sociedad 
conyugal, como bienes gananciales, y de qne ha sido admi- 
nistrador el marido. Por tales antecedentes definitivamente 
juzgando, declaró: que no ha lugar á la tercería de oposición 
escluyente deducida por D' María Gaitan de Retamal en el 
juicio ejecutivo seguido contra su esposo D. Eustaquio Reta- 
mal, por D. Domingo Balugera ; con costas, debiendo llevarse 
adelante la ejecución suspendida en caso de no apelarse en 
el término designado por la ley. 

Antonio Zarro. 

Falle 4e I» Suprema Corte, 

Bueno» Aires, Julio 30 de 1876. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja cincuenta vuelta, con costas ; satisfechas las de 

la instancia y repuestos los sellos devuélvanse. 

* 

JOSÉ BAR ItOS PAZOS. — J. B. GOROSTIAGA. — 
J. DOMINGUEZ. — S. M. LASPLUR. 
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CAUSA XCII. 



D. Luis Barraíis contra la Provincia de Corrientes por 

cobro de pesos. 



Sumario,— Reconocida la obligación de indemnizar, sin 
poderse establecer por pruebas ó por juramento iti iitem el 
importe preciso de la indemnización, debe aceptarse la que 
ofrece el deudor. 



Caso. — Durante la epidemia de la fiebre amarilla en Cor- 
rientes, la Comisión Municipal nombrada por el Gobierno 
para proveer á las necesidades de la salud pública abrió dos 
boticas que se encontraban cerradas. 

Una de estas era la botica italiana que perteneció antes á 
D. Luis Barraíis, que este vendió á D. Amadeo Adami, y que 
volvió en seguida al dominio de Barraíis, 

Dicha botica estaba cerrada por haber fallecido Adami ; y 
abierta por la citada Comisión, se tomaron de ella medica- 
mentos durante un mes próximamente. 

Barraíis pidió al Gobierno de Corrientes la suma de 3,1*0 
ps. 39 cts. fuertes por indemnización, haciendo el siguiente 
cálculo. 

El habia vendido la botica á Adami por 6,000 ps. fuertes 
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con 1a condición de que esto le pagase el precio á plazos, 
debiendo siempre tener en la botica una existencia igual al 
valor de la deuda. 

A la muerte de Adami, la deuda era de 4,762 ps. 50 cts. 
fuertes. Cuando se entregó la botica á Barralis el valor de 
las existencias era de 1,418 ps, 11 cts, fuertes; por consi- 
guiente el valor de las medicinas tomadas por la Comisión 
debía ser de 3,344 ps. 39 cts. fuertes. AgTegada á esta 
suma la de 90 ps. fuertes por tres meses de alquiler, resul- 
taba la deuda de 3,440 ps. 39 cts. fuertes. 

El Fiscal de la Provincia de Corrientes ú quien el Gobier- 
no paso en vista la petición de Barralis, después de agre- 
gados varios informes y cuentas, dijo; que la base del re- 
clamo era inadmisible porque se apoyaba sobre la suposición 
del cumplimiento de las obligaciones de Adami que no po- 
dían afectar al Gobierno; que no había pruebas sobre el 
importe de las existencias de la botica, y según los infor- 
mes y cuentas agregadas parecía indudable que fuera mucho 
menos del supuesto de 4,762 ps. 50 cts. fuertes; que sin 
embargo constando el hecho de la ocupación de la botica, 
no podía negarse la obligación del Gobierno ue abonar el 
importe de los med i crimen tos que se espendieron ; y que no 
pudie.ido precisarse era de opinión de dar Á Barralis en com- 
pensación la suma de 1,500 ps. fuertes: ofrecida esta suma, 
Barralis ño quiso aceptarla. 

El Gobierno pasó la solicitud de Barralis :í la Legislatu- 
ra, y esta so declaró incompetente. 

Barralis entónces demandó á la Provincia de Corriente * 
ante la Suprema Corte por la sumo que pretendía. 

Resuelto un incidente de competencia por fallo de 2 de 
Marzo de 1&76, y sustanciada la demanda se dictó el si- 
guiente 
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Falla le I* Siifrewa Corte 

Buenos Aires, Julio 27 de 1676. 

Vistos: estos autos promovidos por Don Luis Barralis, 
italiano, contra la Provincia de Corrientes por cobro del 
importe de medicinas consumidas de la Botica denominada 
t Italiana », durante le epidemia de fiebre amarilla, que se 
declaró en la capital de dicha provincia en el ano de mil 
ochocientos setenta y uno. 

X considerando: Primero, — Que consta en autos y apare- 
ce reconocido por el Gobierno de Corrientes, que la < Botica 
Italiana » hallándose cerrada cu Enero de dicho año mil 
ochocientos setenta y uno, fue abierta por una Comisiona 
autorizada al efecto, á fin de proporcionar los medicamentos 
necesarios á la población aflijida por la epidemia. 

Segundo* — Que de este hecho nace incuestionablemente la 
obligación de satisfacer al propietario del establecimiento el 
justo valor de los artículos tomados ó espendidos. 

Tercera. — Que esta obligación ha sido francamente reco- 
nocida por el Fiscal y el Gobierno de la Provincia demandada; 
y la presente cuestión versa solo sobre la cantidad que el 
reclamante tiene derecho á exigir. 

Cuarto. — Considerando que la cuenta que ha formado el 
actor y corre i foja ciento veinte y seis parte de una base 
inadmisible; porque no puede hacerse cargo á la Provincia 
de Corrientes, sobre lo que realmente existiera al tiempo de 
ser ocupado el establecimiento por la Comisión de salud pú- 
blica; y porque, aunque en esa oportunidad no se hubiese 
hecho un inventario formal y perfecto, en los libros y pa- 
peles de Adami debería constar cual era el estado de la 
casa, y no es culpa de la Provincia ni de su Gobierno que 
así no haya sucedido. 
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Quinto. — Que alas cantidades abonadas en descargo en 
dicha cuenta hay que agregar los trescientos diez y siete 
pesos fuertes entregados á Barralis, según recibo de foja 
ciento veinta vuelta, y los quinientos ochenta y nueve fuer- 
tes noventa y cinco centavos en créditos que á petición suya 
y como pertenencia de la botica se la mandaron entregar á 
foja ciento veinte, previa tasación que aparece á foja cien- 
to veinte y dos. 

Sesto.— Que habiendo estado abierta la botica menos de 
an mes solamente ( fojas ciento sesenta y vinco, ciento se- 
senta y nueve y ciento setenta y tres ) y no habiendo oca- 
sionado con motivo de la apertura mas alquileres que los 
que pagaba y siguió pagando después el establecimiento, es 
infundado el cargo que por esta razón se hacía. Por estos 
fundamentos, y teniendo presente la imposibilidad recono- 
cida por ambas partes de establecer fijamente el valor de 
las existencias de la Botica al tiempo de la ocupación; y 
que no es del caso diferir al juramento del reclamante, por 
que no se trata de hechos suyos propios, sinó de hechos de 
Adami, que el no ha podido conocer, y mucho menos pue- 
de afirmar, se falla y declara que la cantidad de mil qui- 
nientos pesos fuertes ofrecidos por el Gobierno de Corrien- 
tes es suficiente compensación por las medicinas consumidas 
en los pocos dias de la apertura ; y que la Provincia de- 
mandada debe pagar dicha suma á Barralis en dinero efec- 
tivo, dentro del término de diez dias á contar desde la fe- 
cha de la notificación de esta sentencia, sin especial con- 
denación en costas. 

JOSfc SARROS PAZOS. — J. R. COROS- 
TUGA. — J. DOHIRGCEZ. ~- S. M. 
LASP1UR. 
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CAUSA XCIII. 



D. Enrique Hall contra D. Félix Del fino; sobre exorto para 
suscitar contienda de competencia. 



Sumario. — El Juez que ha dictado la sentencia pasada en 
cosa juzgada, es competente para entender en la ejecución 
de ella. 



Caso. — D. Enrique Hall fué condenado por sentencia del 
Juez de Sección de Corrientes, confirmada por la Suprema 
Corte á la devolución de unos cueros, y á la indemnización 
por las desmejoras que hubiesen sufrido, á favor de D. Félix 
Delfíno. 

D, Enrique Hall devolvió á Delfino parte de los cueroB ; y 
por el resto de ellos y por las desmejoras, fué demandado 
por dicho Delfino ante el mismo Juez de Sección de Corrientes. 

Hallándose Hall en Buenos Aires, el Juez de Sección di- 
rijié exhorto de emplazamiento, que fuó diligenciado por 
medio de cédula, 

Hall ocurrió al Juez de Sección de Buenos Aires pidiendo 
que suscitara contienda de competencia al de Corrientes, por- 
que residiendo éi en Buenos Aires, Delñno debía seguir en 
este punto el juicio entablado. 
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El Juez de Sección pidió informe por medio de oficio, que 
no fui librado, por no haber suministrado Hall el papel 
sellado necesario, según lo informó el actuario. 

Después de mas de un año, Hall volvió ú pedir el libramiento 
del oficio, diciendo que el Juez de Corrientes había diotado 
sentencia, y que esta era nnla por falta de jurisdicción. Se 
reiteró el oficio. 

INFORME DEL JUEZ SECCIONAL DE CORRIENTES. 

Corríanles. Abril 31 de 1876. 

El que suscribe, evacuando el informe que V. S, se sirvo 
pedirle por el exhorto de fecha 30 del pasado, á fin de resolver 
lo que sea de justicia sobre la solicitud de D. Enrique Hall, 
para que V, 8. forme competencia á este juzgado, para cono- 
cer en la causa entre el solicitante y D. Félix Del fino, ra- 
dicada ante este Juzgado, á Y. s. dice : Que en el año de 1865, 
D. Félix Delfino, vecino de Bella Vista, jurisdicción de esta 
Provincia, demandó á i). Enrique Hall, estranjero, domiciliado 
en el mismo punto, por una partida de cueros de su propiedad, 
que dicho Sr. Hall habia comprado á los paraguayos que 
invadieron esta Provincia, y seguida la causa por todos sus 
trámites, Delfino obtuvo sentencia favorable, tanto en pri- 
mera como en segunda instancia, según consta de los autos 
que existen en ese Juzgados. 

La Suprema Corte, en sentencia que corre 4 f. 133, dice ; 
« Se confirma el auto apelado de f. 78 {que condena á Hall 
á la devolución de los cueros) ron tal que no se oponga a la* 
siguientes declaraciones ¡ 1* Que D. Enrique Hall debe pagar 
las costas de este pleito ; 2 o Que debe asimismo indemnizar 
á D. Félix Delfino de la desmejora que hubiere sufrido el 
valor que tenían los cueros el dia de la demanda, ya pro- 
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venga de su deterioro durante el juicio, ya de una baja on el 
precio el dia de la ejecución de cate auto». En virtud de 
esta sentencia, D. Josó Sivori, en nombro de Hall, devolvió i 
Del fino paTte do loa cueros a que ella se reíiere según el acta 
de f. 209 ante el Juez de Paz de Bella- Vista j testigos. 

En Agosto del año 67 Delfino demandó á Hall por los cueros 
que faltaban y las desmejoras durante el juicio délos recibidoB, 
cuyo litis después de tramitado, fué declarado nulo por este 
Juzgado porque lo siguieron los apoderados para el juicio or- 
dinario» cuyos poderes habían terminado por la sentencia, en 
vista de lo cual Delfino confirió nuevo podeT A D. Desiderio 
Unieva, quien dedujo nuevamente la demanda contra el Sr. 
Hall, quien fué emplazado por exhortos reiterados al Juzgado 
de V. S. ( hasta que fué devuelto diligenciado, el que se libró 
con fecha de Agosto 21 del uño 74, fijando cedulón en la puerta 
de la casa por haberse negado las personas que habian en 
ella á recibir, según consta de las diligencias del actuario de 
ese Juzgado, que corren á f. ii ¡ seguida la causa eu rebeldía, 
este Juzgado pronunció la sentencia de que ha sido notificado 
Hall y en virtud de la que se libró ejecución, trabándose 
embargo de una finca que Hall posee en Bella- Vista, juris- 
dicción de esta Provincia, siguiéndose el juicio con un de- 
fensor de ausentes que se nombró de oficio por haber espuesto 
la parte de Delflno, que Hall se había ausentado para Europa 
y se ignoraba su paradero, y su estado es el de tasación de 
la finca embargada para proceder á su venta en remate pú- 
blico. . 

Relatados los hechos, V. S. no puede menos que desestimar 
la solicitud del Sr. Hall para formar competencia á este Juz- 
gado, fundado en que se halla svceindado en Buenos Aires, 
como si el domicilio del demandado fuese el único modo de 
surtir fuero, error gTave, que no se puede ocultar á V. S. 

Cuando el Sr. Hall fué demandado por el Sr. Delfino para 
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la devolución de los cueros ¡legítimamente comprados al ene* 
migo, se hallaba avecindado en esta Provincia, y, como tal 
vecino, siguió el juicio en dos instancias ; y es por demás claro 
que esta jurisdicción no dejaba de ser competente por el hecho 
de que al demandado se le ocurriese cambiar de domicilio, 
después que el pleito fué fallado y aún ejecutoriada la sen- 
tencia en parte. 

La ley i, tít. 37, P. 3", dice : « Cumplir deben los juicios, 
aquellos que son valederas, aquellos mismos juzgadores que 
los dieron ». La sentencia condenatoria fué pronunciada por 
este Juzgado y confirmad^ por la Corte Suprema y el nuevo 
juicio entablado por Beífino, fallado en rebeldía, es, sobre 
ejecución de dicha sentencia; por consiguiente este Juzgado 
es competente, según la* terminante disposición de la ley. 

Es cuanto tengo que informar á V. S,, haciéndole saber 
al mismo tiempo para conocimiento de la parte de Hall que 
este Juzgado continuará la vía de apremio hasta la venta de 
la finca embargada y pago del acreedor, siempre que este 
lo exija, pues V. S. solo le ha pedido informes y no ha for- 
mado competencia. 

Cárlos Luna. 

■ 

«tal Ja es ■e«el«B»l. 

Buenos Aire», Nano 30 de 1876. 

Resultando del contesto del auto de f. 2 vta. que aunque 
se dedujo la incompetencia é que se refiere el solicitante, y el 
Juzgado se limitó únicamente & pedir informe al Juez de 
Sección para en su vista pronunciarse; 

Y que ni este mismo informe solicitó antes del pronun- 
ciamiento de la sentencia, y que por otra parte esta se ha 
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pronunciado antes del recibo del segundo exhorto en que se 
entabla la competencia; y no habiendo, por tanto, objeto 
hábil para decidirla, no ha logar á lo solicitado por esta 
parte. 

Albarracin. 

■ 

Palla de I» Suprema Ce ríe. 

Buenos Airei, Julio 29 da 1876. 

Vistos: por los fundamentos del infonne de foja diez y 
nueve y los concordante! del auto de foja veinte y siete, se 
confirma este, con costas, y satisfechas y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOHÜSTIACA. 
t. DOMINGUEZ. — S. H, LASP1DR. 
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CAUSA XCIV. 

flotwew, Rofsman y C. «mira 0. J. Af. SitgeSrpor cobro de 

pesos. 



Sumario. — i" La disolución de una sociedad comercial uo 
produce efecto respecto de terceros, cuando no es por la 
espiración del término sinó por mutuo convenio, sinó desde 
que es anotado en el registro y se publica en su domi- 
cilio. 

2° Liquidada y disuelta una sociedad cada uuo de los sócios 
responde solidariamente de las deudas sociales ai los socios 
han sido solidarios. 

3 o Es soIidarÍR la obligación de un sóeio cuyo nombre 
figura en la razón social. 

4° Cuando un tercero paga un derecho afianzado á sucios 
solidarios puede dirigir su acción contra cualquiera de ellos. 



Caso. — RowBen, Hofsman y C\ fiadores, en la aduana de 
Buenos Aires, de Azchbaeh y Silges, pagaron por estos 390 5 
51 cts. que debía por derechos atrasados y demandaron en 
seguida ante el Juez de Sección al sucio D. J. M. Silges 
por el reintegro. 

Silges se excepcionó alegando que la razón demandada se 
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habia liquidado y estinguido siete anos atrás, habiéndose 
llenado las formalidades de derecho para su disolución, y 
quedando el sócio Azchbach con el activo y pasivo, hecho 
de que los demandantes había tenido conocimiento. 

En el termino de la prueba, Kilges probó que en Octubre 
de 1867 se publicó un aviso haciendo saber al comercio la 
liquidación de la casa por convenio recíproco y que el 
activo y pasivo quedaba á cargo del sócio Azchbach. 

Falle 4*1 ¿uei ««- Betrloii. 

buenos Aires. Marzo 3 de 1878. 

Vistos estos autos seguidos por Rowsen, Hofsman y ('■. 
contra ,T. M, Silges por cobro de una lianza y de que re- 
sulta: 1 o que para el despacho de mercaderías de la Aduana 
venidas á la casa de Azchbach, Kilges y C B por ti buque 
«Echo» en 1867, los Sres. Rowsen, Hofsman y < \ firmaron 
como fiadores en la Aduana;— 2" que no habiendo satis- 
fecho esos derechos la sociedad introductora, y á requisición 
de la Aduana, los Sres. Rowsen, Hofsman y C*. tuvieron que 
pagar por dicha lianza en Aduana la cantidad de trescientos 
veinte pesos fuertes y cincuenta ;/ un centaros en Febrero 
de 1874; 3* que en vista de que D. J, M. Silges era sócio 
solidario de la dicha sociedad Azchbach, Silges y C*¿ es 
demandado por el pago en su totalidad ; 4 o que corrido tras- 
lado de la demanda la parte de Silges resiste el pago, alegando 
que la sociedad de que formaba parte se disolvió en 1867, 
quedando á cargo de Azchbach el activo y el pasivo de la 
misma, de lo que tuvieron conocimiento los demandantes: 
5° que en este estado se recibió á prueba la causa sobre sí 
la sociedad deudora había sido liquidada en forma, y si los 
t. ix. & 
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de mandantes tuvieron conocimiento de esa liquidación; -de cuya 
prueba resultó el certificado del actuario á f, 53 en que consta 
por publicaciones en los diarios La «Tribuna» y «El Nacio- 
nal » del 27 de Octubre de 1867, que se publicó un aviso ha- 
ciendo saber al comercio que poT convenio recíproco, aprobado 
judicialmente, se disolvía la Sociedad de saladeros de Azchbaoli 
Silges y O", quedando el activo y pasivo á cargo del primero 
cuyo hecho confirman los testigos presentados por el de- 
mandado. 

V considerando: — 1" Que la disolución de una sociedad 
imnercial no produce efectos respecto de terceros cuando no 
es, como en el cuso ocurrente, por la espiración del término 
sinú por mutuo consentimiento de los socios, sinú desde que 
es anotado en el rejistro y se publica en el lugar donde 
tenga su domicilio, y aunque se ha probado esta ultima 
circunstancia, no lo ha sido de haberse rejistrado la disolu- 
ción en el Rejistro de Comercio, y por tanto no puede 
alegarse esa disolución contra tercero; 

2° Que auu cuando se hubiese probado el lu-eho de haber- 
se disuelto en forma le<¡dl, no habiéndose probado, como 
uo se lia probado, que á los demandantes se les hubiese 
dado conocimiento de que el activo y pasivo de la Sociedad 
qiifdnlian á cargo de Azehbach, nn pueden los demás sócios 
como el demandado Silges hacer valer este arreglo, para 
exonerarse de responsabilidades contra tercero, que no lo 
han conocido, ni por tanto consentido f artículo 496, G. de 
Comercio ) ; 

3° Que liquidada y disuelta lu sociedad, cada uno do los 
sócios responde solidariamente de las deudas sociales, si 
han sido sócios solidarios, como aparece en este caso, desde 
que el nombre de Silges figuraba en la Tazón social de- 
mandada; pues como lo confiesa el demandado no hay 
•sistemias sociales f artínilo 506 del C. de Comercio); 
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«i» centavo, fW* ^ * ™n*e pesos, rincnent» v 

Isidoro Mhannrm. 
ffíbiendo apelado Sil^, R , tii ^ ^ 



J** J* S,,S *™*«™»to* so confirma, wm ,,„ tíls el 
*m .peUdu de faja setenta y siete; , tttí ,fec„a> las d i 

y repuesta. | os w „ w , , Wm , lvan ^ J " 

JOSÉ RAHROg PAZO».— J. D0-LV 
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Y. Casares é hijos contra II (i. J. Xuitalh sobre lanchaos. 



Sumario, — ¿ fl Habiéndose ulegadu hechos no consentidos 
por la contraparte, debe recibirse la causa á prueba. 

Xo habiéndose procedido así en 1* Instancia, la Suprema 
forte puede devolver los autos para que se produzca la prueba 
de ellos, juzgándola necesaria. 

■ 

Caso. — V, Casares ó hijos demandaron á ü. O. J. Xuttall 
por cobro de 10.001 ps. tt% por saldo de lanchajes de tiran- 
tes de berro venidos á su consignación. 

Nuttall opuso falta de personería, por no haber £1 encargado 
dios Kres. Casares la descarga* cuyo lanchaje cobraban. 

Los Sres, Casares contestaron que Nuttall habia ya pagado 
ú cuenta de ellos la suma de 29.000 ps., con cuyo hecho habia 
reconocido su personen *. 

ALIO DEL JUEZ SECCIONAL. 

Huellos Aire», Xoiiembrfl 35 de UT73. 

Vistos : estos autos seguidos por los Sres. Vicente Casares 
v hijos contra 1). O. J. Nuttall por cobro de cantidad de pesos, 
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importe do la descarga de tres mil doscientos ocho tirantes 
" de fierro venidos por el « Richard Colldon * y resultando : 

\° Que consta de autos, por confesión del demandado, en su 
último escrito, que ha abonado ú cuenta de la descarga es- 
presada mas de veinte y siete mil pesos moneda corriente; 

2 ft Que el demandado ha opuesto la falta de personería en 
los demandantes por no haber contratado con estos la citada 
descarga, 

Y considerando: i" Que rl hecho do haber el demandado 
abonado una cantidad, cualquiera que fuere y especialmente 
si es considerable, ¡i cuenta de la descarga, sin intermedio ó 
intervención de los consignatarios del buque, importa haber 
admitido la personería de los lancheros para todo lo que se 
referia á la descarga de los tirantes de fierro, A cuya cuenta 
se entregó la cantidad; 

2* Que las obligaciones se contraen ó por hecho anterior 
ó por hecho posterior al auto del cual proceda una obligación, 
y por consecuencia abonada por Nuttall parte del precio al que 
prestó el servicio, de cuya retribución se trata, debe enten- 
derse que aquel que ha sido beneficiado por ese acto ó ser- 
vicio, aprueba su ejecución por la persona á quien entregó 
una cantidad á cuenta, y reconoce ipgo fttrh la obligación de 
abonar lo que fuese la justa remuneración del servicio pres- 
tado ; 

3 o Que por consecuencia no tiene derecho el demandado para 
negar la personería de los demandantes Vicente C asares é 
hijo, que hicieron la descargado que se trata en estos autos, 
aunque no hayan contratado, como no contrataron la descarga 
dicha. 

Por estos fundamentos fallo, no haciendo lugar á la escep- 
eíon de falta de personería en los demandantes, Vicente Ca- 
sares é hijo, opuesta por el demandado D. O- J. Nuttall. á 
quien se intimará conteste á la demanda dentro del término 
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de la ley con declaración de ser a cargo de dicho demandado 
las coatas del artículo. "Repóngase los sellos y notifiquese con 
el original. 



Kjecutoriado este auto, Nuttall se escepciouó contra la de- 
manda alegando varios hechos, que so detallan en los fullas 



Vistos: estos autos seguidos por 1). Vicente Tasares é hijos 
contra D. <1. J. Nuttall por cobro de lanchaje y acarreo de 
tiranteado fierro de a bordo del «Richard Collden» y con- 
tra-demanda de estos últimos por indemnización de perdida* 
en la carga y de que resulta : 

I o Que habiendo arribado el «Richard Collden* con car- 
gamento de tirantes do fierro para el Sr. Nuttall, consignado 
:í D. Vicente Casares é hijos con la facultad de proceder « 
la descarga de cuenta de los llenadores, dichos señores pro- 
cedieron á veri Mearlo, y habiendo pasudo su cuenta, les fue 
entregado una parte de su importe ; 

2* Que en vista de ello y no habiendo mediado convenio, 
los Sres. Casares demandaron para que les sea pagado íntegra- 
mente dicha cuenta, alegando que los precios cobrados son los 
usuales en el comercio de esta plaza, por ritscarg» y acarreo 
de tirantes de fierro ¡ 

3 o Que el Sr. Nuttall resiste el pago, aleando que aunque 
no ha habido convenio, los Hres. Casares fueron avisados pur 
ñ de que los lancheros Garay hacían la descarga y acarn-.i 
por ciento diez pesos la tonelada ; y que pidieron la órden para 



Manuel Ztwateta. 




sigientes: 



runo 4*1 Jhh «ir »*rrl»n 



Bueno* Aire». lt*yo ¿ uV 



de jl sucia saóoíui es 

la descarga, Ja que no les futí entregada por lo* Sres. Casares, 
quienes procedieron á la descarga en su ■ jsencia ; 

4" Que á mas de esta consideración no se creían obligados á 
pagar por los tirantes de fierro otro flete de descarga y de 
acarreo, que el que está fijado por la tarifa para el íierro en 
barra, y que es el qne han cobrado los lancheros Garay. 

Y considerando : 1° Que en el auto recaído en la excepción 
de personería deducida por Xuttall á f. se halla resuelto 
y consentido que tanto por el pago parcial del flete hecho 
por Xuttall como por las facultades que tenían los consig- 
natarios Casares para la descarga del vapor * Richard CoNden » 
estos últimos habían procedido con derecho á verificar esa 
descarga, y por tanto Xuttall estaba obligado á pagar el flete 
que correspondiera por la descarga y acarreo, cuando no había 
acuerdo entre los interesados ; 

2 U Que en este caso el flete de descarga es el que se halla 
establecido por la práctica y uso del puerto ; 

3* Que según el informe de la Cámara Sindical de Comercio 
corriente áf. ,*M práctica comercial es cobrar un Hete su- 
perior al qne los Sres, Casares han lijado y cobran en su 
cuenta de f. i, y este informe hace autoridad en cuanto á la 
declaración de las prácticas y usos comerciales romo ha sido 
declarado en r<-netidas decisiones délos Tribunales; 

4 o Que aunque se halla igualmente declarado que la tarifa 
de precios corrientes de lanchas, suscrita por los principales 
lancheros, debe tenerse también como Ja espresion de los usos 
comerciales en cuanto á esos fletes, no se halla previsto ni 
determinado en ella el que corresponde á los tirantes de fierro, 
y no puede comprenderse en el fijado al fierro de barra, como 
lo pretende Xuttall, tanto porque sería ir contra el sentido 
genuino de las palabras y práctica y uso comercial de que 
rlá fiel informe de la Cámara Sindical, como porque no pned* 
confundirse la materia con la obra elaborada con ella, y á la 
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mayor responsabilidad del conductor, debe corresponder mayor 
indemnización en el flete; 

5" Que en cnanto á la contTartemandtv, habiendo los Sres. ra- 
sures convenido en la indemnización desde que les sea reque- 
rida por la Comisión del Lazareto f convenido en hacer el 
abono al precio equitativo. 

Por estas consideraciones fallo, que D. G. J. Nuttall pague 
á los Sres. Vicente Casares é hijos, á los diez dias de notifi- 
cado el valor de lanchaje que se consigna en la cuenta de f. t. 
con deducción de lo que estos señores confiesan haber recibido 
á cuentn, con los intereses a estilo de plaza desde !a demanda, 
y dejando «í salvo á la Comisión del Lazareto ó á quien cor- 
responda su derecho por la indemnización de los tirantes per- 
didos ti que se refiere la contrademanda. 

Isuioro Albarrarin. 

Fallo •> I* Nupremi» Corte. 

Bauiios Aires, ArosIo 3 de 1876. 

Vistos: atento lo dispuesto por los artículos ochenta y 
nueve, noventa y uno y doscientos siete de la ley de Proce- 
dimientos. 

Y considerando, que para resolver esta causa, es necesaria 
la pnieba de los siguientes hechos alegados, y no consentidos 
ó confesados por las partes : 

Primera. Que los Señores Vicente C nares i< hijos reci- 
bieron órden de los consignatarios del vapor « Richard Coll- 
den » para efectuar su descarga ; 

Segundo. Que dichos consignatarios fueron autorizados por 
los cargadores de los tirantes de fierro reñidos á la órden de 
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Don G. J. Nuttall, para designar los lancheros que en este 
puerto habían de hacer su descarga; 

Terrero. Que es de práctica constante en esta plaza, que los 
ronsignatariosde] buque en que viene la cargo, sean los que elijan 
y den la órden al lanchero que ha de efectuar la descarga; 

Vuarto. Que los Señores Vicente Tasares í hijos descargaron 
del «Richard Colld en *, los referidos tirantes de ñerro, sin 
autorización}' contra la espresa voluntad de Don O. J. Nuttall; 

Quinto, Que este tenia contratada la descarga de dichos 
tirantes con los Señores J. y P. Caray, al precio de ciento 
diez pesos moneda corriente por tonelada ; 

Sesto. Que este precio era el usual y corriente en plaza en 
aquella fecha ; 

Sétimo. Que es de práctica, aplicar al fierro en tirantes, 
el mismo lanchaje quo líjala tarifa para el fierro en barra; 

Octavo. Que los veinte y siete mil ochocientos treinta y 
cuatro pesos moneda corriente pagados por el Señor Nuttall 
á los Señores Vicente Casares e* hijos, en siete y diez y ocho 
de Octubre de mil ochocientos setenta y tres, fueron por saldo 
do cuenta corriente de toda negociación hasta esa fecha, in- 
cluso el trasporte de dichos tirantes; 

Noveno. Que en la descarga bau faltado cinco tirantes; y 

Décimo, Que \ i precio de mil pesos que el Señor Nuttall 
robra poT cada uno de ellos, no es justo, sino tres veces mayor 
del que puede valer. 

Se revoca por estos motivos la sentencia apelada de foja 
cuarenta y siete, y devuélvanse los autos al Juez de Sección, 
previa satisfacción de costas y reposición de sellos, para que 
reciba la causa á prueba, y la sustancie y resuelva con ar- 
reglo á derecho. 

JOSÉ ltAUKOS PAZOS. — J. R. CO- 
ROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — S. 
Si . LASP1VR. 
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CAVIA ICVI. 



■ 

T). Santiago Afilábalo contra íí* Micaela Jf. de Moran, sobre 
reivindicación de un campo. 

* 

Sumartti. — i° La posesión continua de un campo por ma* 
de. treinta años con buena fé y justo título transferido por 
un poseedor de mas de treinta años á título hereditario, hace 
prescribir cualquier derecho que alegue un tercero. 

4 o £1 tratado de la República con España no ha modificado 
la legislación general sobre prescripción. 



Caso, — La discusión de esta causa esta esplicada en el 
Falla del Jn« de flvrelvn. 

Paran!, Abril 3 de 1S76. 

Vistos: que la demanda entablada por D. Luis Goenaga, 
apoderado de D. Santiago Amábalo, oesionaTio de los here- 
deros de D. José Ormacbea, contra la señora viuda de I). 
Gregorio Moran, D* Micaela Moreno de Moran, versa sobre 
la reclamación por título de mejor derecho al campo ti amad u 
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c Calera de Ormachea» que dicha señora posen en el Depar- 
lamento de (íualeguay ; aleándose por los escritos de f. 83 
y f. 66 á 6ÍI y por los documentos presentados de f. 1 á f. 85 
que el referido rampo pertenece á los herederos mencionados 
y que se hulla indebidamente ocupado por aquella, lo que 
importa demandar la recuperación ú reivindicación de un de- 
recho real ; Que contestada la demauda por eí hijo de la Sra. 
de Moran, D. José Vítente Moran, con poder en forma, se 
contraría la acción interpuesta, alegándose igualmente derecho 
de propiedad real y posesoria sobredicho campo con los títulos 
que aparecen de f. 8<> ú f. 109 adjuntos al escrito de t 110. 

Y considerando : Que por los comprobantes traído por el 
demandado, resulta la escritora de la compra del campo hecha 
el año de 1841 por D. Gregorio Moran á D, Juan Francisco 
Ormachea, r. 100 á f. 101 ; el testamento por el cual este 
era poseedor y dneuo del enunciado campo como heredero ins- 
1 Unido por D. Francisco Grmaehca en el año de 1810, f. 102 
¡i f . 105; unu iu formar ion producida el año de 1834 por la 
que aparece que dicho 1). Juan Francisco Ormachea era po- 
seedor en esa época del citado campo con ganados en él, 
f. 106 á f. 109. 

Que por tules documentos n-sulta igualmente hallarse im- 
probada la buena fé, el justo título y la posesión continuada 
de mas de treinta años, eon que la parte Moran es poseedora 
\ propietaria del campo reclamado ; como asimismo también, 
que por mas de treinta años fué igualmente dueño y poseedor 
del mismo campo, por título hereditario, el vendedor de él á 
Moran, D. Juan Francisco Ormachea. LL. 12,16, 18 y 21, 
tít. 2», FarL 3", concordantes con las disposiciones que al res- 
pecto consigna el Código Civil Argentino en el cap. 3», tít. I o , 
>ec. del libro <t". 

Y considerando también : que por los documentos presen- 
tidos por el demandante para justificar el mejor derecho de 
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propiedad por título hereditario, solo aparecen el de f. 12 
A f, 15, que hace constar que D. Juan Francisco Orruachea, 
por testamento otorgado en Buenos Aires el 17 de Noviembre 
de 1768 í nombró albacea á su sobrino D. Francisco Antonio 
Ormachea, «cláusula 25» con las facultades que en ella se 
determina de enajenar, vender, etc. y que igualmente le nom- 
bró heredero á dicho D. Francisco Antonio, «cláusula 26 », 
con los demás sobrinos del testador, mencionados en dicha 
cláusula, y la certificación de f. 41, traida para acreditar que 
el campo reclamado fué de la propiedad de 1). José Ormachea, 
pero que, á pesar de esto, no se produce ni ¡=e justifica motivo 
alguno por el cual en el tiempo corrido desde el año citado 
de 1768 baste el año de 1810, en que todavía hacían parte 
estos pueblos de los dominios españoles, sin causa que estor- 
bara sus relaciones con la España, se hubiese dejado de Te- 
clamar en todo ese lapso de cuarenta y dos aíio por los cohere- 
deros en España de I). Francisco Antonio, la parte de herencia 
que este lea debía entregar como albacea testamentario de 
D. José ; pues que si á este efecto se presentan las actuaciones 
de f. 44 i f- 55 por los que aparece que los bienes de I), 
Francisco Antonio Ormachea fueron secuestrados por el Go- 
bierno el año de 1813 como bienes de español, y se trae 
también á f, 65 para oponer al curso de la prescripción el 
tratado impreso celebrado entre la República Argentina y la 
España, poT lo que dice en el artículo 3 o , que declara libres 
y espeditosá los argentinos y españoles para reclamar reci- 
procamente derechos adquiridos ya en España ó ya en estos 
pueblos, etc. ; resulta, que del eximen de dichas actuaciones 
no aparece que el secuestro de los bienes de D. Francisco 
Antonio Ormachea hubiese trabádose sobre otros bienes fuera 
de los que tenia en Buenos Aires, y que de lo acordado por 
el artículo 3 o del tratado con la Espaaa, tampoco hay derecho 
para deducir lo que el demandante arguye, especialmente en 
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el i-aso presente ; pues que, aún suponiendo que no hubiese 
habido tiempo hábil para reclamar, antes de la celebración 
del tratado, lo que no es exacto, y que el sentido del artí- 
culo fuese también el que le da el demandante, entonces 
mismo, no repitiéndose la acción contra D. Francisco Antonio 
Ormachea ni contra D. Juan, ni contTa los herederos de este, 
sinó contra un comprador de buena fé que ha poseido y posee 
el bien con justo título por mas de treinta años, adquiriendo 
un derecho que por mas de cien años ha sido abandonado, por 
el que recién después de esa época viene á reclamarlo, alegando 
mejor derecho, entonces mismo, se repita, la acción no sería 
atendible. 

Pot tales antecedentes y sin considerar fundada la oposición 
que también se hace por el demandado á la personería de los 
herederos ceden tes de 1). Santiago Amánalo, por aparecer 
comprobada con el árbol genealógico que corre á f. 40; y por- 
fíe ademas para reclamar derechos que se adquieren ó se 
trasmiten por sucesión hereditaria correspondiente á los pa- 
dres, frasta salo acreditar la calidad de hijo, á no ser que 
se oponga documentes, que no obstante esa calidad, contraríen 
el derecho do representación ó de sucesión, que por ella cor- 
responde, definitivamente juzgando; fallo, no haciendo lugar 
á la acción de mejor derecho interpuesta por el apoderado de 
D. Santiago Amábalo, cesionario de los herederos de D. 
José Ormachea contra la Kra. viudad de T>. Gregorio Moran, 
reclamando la reivindicación del campo llamado * CaleTa de 
Ormachea > ocupado por dicha señora, con costas y reposición 
de sellos; desglósense los documentos solicitados por el escrito 
de f. 110 y entréguense quedando constancia en autos. 

Antonio Zarco. 

Habiendo apelado el demandante, se dictó este 
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i 

Buenos Aira*. Agotlo 3 rte 1876, 

• Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, U 
sentencia apelada de foja doscientos treinta y tres, satisfechas 
las de li instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ B AÜROS PAZOS. — J. B. GOROSTlAGA 
— J. DOMINGUEZ. - S. *. LASHUK. 



tAVIA It'fll. 



Contienda de competencia entre el Juez de Comercio ij el de 
Sección de ta Provincia de Humos Aires en tos autos ejecuti- 
vos seguidos por el Honro de Italia contra tos propietnroa 
de vapor * Xorth ». 



Sumario. — I o Toda cuestión relativa á la declaración de 
quiebra y a los juicios universales de Concurso, corresponde al 
conocimiento de los jueces de la Provincia. 

2° Declarada en quiebra una Sociedad en participación, la 
ejecución dirigida contra nn buque que forma el único bien de 
la misma, debe ser tramitada ante el Juez del Concurso. 



' pe justicia mam u 



3 a Ante el mismo deben ventilarse también las dudas que 
*p susciten sobre la legalidad de la declaración de quiebra. 



Caso. — Los señores D, Juan José Méndez, D. Ambrosio P, 
Léxica, D. Anacarsis Lanús, D. Bernardo Iturraspe, D. Cán- 
dido Galvan r Dr. D, Bernardo Irigoyen y D, José B. Salas for- 
maron una sociedad para esportar ganados por medio de buques 
construidos por un sistema inventado por el Sr. Méndez. 

La Sociedad autorizó al Sr. Méndez para abrir un crédito en 
un Banco, y en virtud de dicha autorización el Sr. Méndez tomó 
del Banco de Italia la suma de 38,875 $fts. á nombre de la So- 
ciedad, y 20,022 #fts. á su cuenta particular, hipotecando el 
vapor « Xorth », de propiedad de la Sociedad, 

El Banco de Italia demandó primeramente a los sócios por 
el pago de la deuda hipotecaria, y, cu seguida, habiendo sido 
declarado en quiebra D. Juan .T. Méndez, limitó la demanda á 
ta acción real hipoteraria contra el vapor «North*. 

Intimado el pago, la Sociedad esportadora de ganados fut' 
declarada en quiebra por el Juez de Comercio, y á solicitud del 
Síndico, dicho Juez pidió al de Sección la remisión de loa autos 
ejecutivos. 

El Banco de Italia, alegando que no existia legalmente la 
rifada Sociedad esportadora de ganados, y por consiguiente, 
que no había podido ser declarada en quiebra, y fundado en 
que su demanda era contra todos los sócios y por la acción 
real sobre un buque, resistió la remisión solicitada. 

UTO DEL HEZ SECCIONAL 

- 

Bueno* Aire». Marco 33 de 1676. 
Resultando de autos que ante este Juzgado no se ha deman* 
dado ú ta Sociedad «Exportadora de Ganados en pie*»» que lia 
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sido declarada en quiebra, hecho que autoriza la competencia 
alegada por el Juez de Comercio, y que se niega ante el 
Juzgado la formación de dicha Sociedad, sosteniéndose que se 
persigue solidariamente á los individuos nominalmente espre- 
sados y no á la mencionada Sociedad ; y estando por otra parte 
establecida la jurisdicción por razón de la materia, el Juzgado, 
de conformidad con lo espuesto y por lo alegado por la parte 
en cuanto se acuerda con estos fundamentos, resuelve sosteneT 
su competencia, avisándose así al Sr. Jnez de Comercio por 

■ 

oficio en que se transcribirá en cópia el presente y el escrito 
de la parte, instándole por la contestación que es de derecho.— 
Repóngase el sello. 

álbarracin. 

■ 

OFICIO HE!. IUEZ DE COMERCIO 

Bueno» AiniS, Abril 23 de 187<¿. 

El infrascripto, en contestación ú su nota fecha 24 de Marzo 
del corriente año, en que se declara competente para seguir 
entendiendo en la ejecución que sigue el Banco de Italia y Rio 
de la Plata contra la Sociedad exportadora de ganado, tiene el 
honor de trascribir el segundo párrafo del escrito presentado 
por el Síndico del Concurso formado á dicha Sociedad, con mo- 
tivo de la espresada nota, y la parte pertinente del auto recaído 
en él, cuyo tenor es el siguiente; f d f, A corre el contrato de la 
Sociedad, celebrado entre los Sres Lezica, Lanns, Iturra&pe, 
Cralvan, Irigoyen, Salas y Méndez, contrato que según consta 
de autos, ha sido debidamente reconocido. Citados reiteradas 
veces loa firmantes de ese documento con motivo de los escritos 
de los Sfndicos de uno de los socios, á fin de que dieran esplica- 
ciones sobre los negocios de la Sociedad, no comparecieron, 
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siendo declarada en quiebra ia Sociedad por auto de f. y pro- 
veyéndose al concurso de los representantes que la ley ¿éter- 
mina, sin que uno solo de los socios pidiera la revocatoria de 
ese auto y lejos de eso, aceptándole espesamente como se des- 
prende del escrito que presentaron á f. y dd jllicio ver . 
mi que concurrieron. Ahora bien, el Gerente del Banco 
italiano .osticne ante ,1 Juez Federal que el eontrato de Socie- 
dad no es tal contrato de esa clase y que V. S, „ ha declarado 
en quiebra a los 6 nn antes M documento, por lo que entiende 
<|ueV. y. cree que se trata de tina sociedad anónima, que no 
ha existido. Aceptado el auto de declaratoria de quiera por 
<* SMoa, la estension que él puede tener ú que ha de darse 
7 rwt **V™*" « V. S. y [os acreedores de la Soldad colee- 
t.va o anónima tienen que ocurrir al Ju?» ai \ it Provincial á 
jcstionnr su derecho. Por otra parte, el argumento que se haee 

Ti T ,a y0CÍe<lad M " n6n ™ W Por m 1.0 
ha declarado á los socios en q„¡ P } frrt es destituido de todo fun- 

Jaineuto. puesto ,,„,. ¡ üS aul „ s declaratorios de quiebra de- 

Harén la de tal 6 ctial Sociedad sin determinar el nombre de 

ios asociados : y los efectos del auto lo, produce la lev sin 

*30 del í 64igO de Comercio dice que : la declaratoria de quie- 
m,de una Socieda, colectiva, importa la quiebra de todo, los 
f 108 ' ^ UC 1,1 * tmM «portadora no es anónima está fuera 
de cuestión, desde que para ello no se han llenado los requisé 
Fcscnptos por la ley. Pero colativa ó anóuima, la Sociedad 
exportadora, esta, son cuestione. q„, Jos acreedores deben ven- 

culo ^30, la declaración de quiebra atrae al Tribunal de Co- 
mercio todos los negocios judiciales del fallido v todos los 



- mutuo y lOaOS los 

» "»«™ * Italia siguo por ante 




N consecuencia de una hipoteca. En el 
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lítalo mismo con que se ejecutan se menciona la Sociedad, 
siendo por esto incomprensible que ahora se desconozca su 
existencia, mucho mas cuando también se menciona la So- 
ciedad en la libreta que corre en autos del mismo Hunco Ita- 
liano, es verdaderamente sorprendente la conducta de ese esta- 
blecimiento- Inició su ejecución contra Méndez, Ü. Juan José, 
y declarado este en quiebra, resistió ante la Justicia Federal 
la remisión del espediente. Vencido en el incideute sobre com- 
petencia, dirigió su acción contra todos los sócíos de la Socie- 
dad esportadora. Declarada esta en quiebra, resiste también 
la remisión del espediente, liaHendo hecho travar embargo 
sobre el vapor *North», cuyos títulos corren en autos. El 
Banco Italiano quiere embrollar esto asunto, Sr. Juez, y la 
razón de tal proceder es que hay acreedores privilegiados á él. 
Tales son : el saldo que adeuda al constructor del buque, los 
sueldos del capitán y tripulación, el crédito del Banco de la 
Provincia que tiene hipoteca sobre el mismo buque de fecha 
anterior a la del Banco Italiano, como consta de la anotación 
en los títulos y Jo que le adeuda al Banco Nacional. Pero hay 
mas, Señor Juez, desconiiando el representante del Banco Ita- 
liano del éxito de su resistencia, pretende ampararse en el 
inciso 10, art, 2" de la Ley de Competencia de los Tribunales 
Federales, que atribuye á los Jueces de Sección el conocimiento 
de las causas que versen sobTe hipoteca del casco de los bu- 
ques, olvidando que tal disposición se refiere á un juicio espe- 
ciales, pero no á los juicios universales, expresamente eseep- 
tuadoa del conocimiento de los jueces de Sección, y atribuidos 
a la Justicia Provincial, seerun la terminante disposición del 
artículo 12 de la misma ley, que esceptua de lo dispuesto en el 
artículo 2 o los juicios universales de concurso de acreedores y 
partición de herencia, aunque se deduzcan acciones fiscales de la 
Nación. Por último, el Juez de Sección no es juez de los actos 
de V. S. *n las cuestiones de su competencia. V. S. ha decía- 
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rudo en quiebra á una Sociedad, y, bien ú mal liecha esta de- 
claratoria, la quiebra bu sido declarada por Tribunal compi - 
tióte, sin que ningún socio ó acreedor haya objetado lo mas 
mínimo. Así pues demostrada, como queda, la competencia de 
\. S, para conocer del espediente seguido cuntra los socios (li- 
la Sociedad exportadora, que tramita por el J uzgado de. Sec- 
ción,}' en el cual se ba ordenado el embargo de un bien del 
concurso, cual es el vapor «Nortli», cuyos títulos y tasación 
corren en los presentes nuUs, V. S. se ba de servir dirigirse 
nuevamente al Sr. Juez, insistiendo sobre la petición anterior, 
coalas consideraciones que V. S. crea oportunas. ^ 



Dueño.* Aires. Aliril 10 de I87ü, 

Y vistos : Considerando el Juzgad» arregladas ó derecho las 
conclusiones del precedente escrito, en cuanto se refieren al 
incidente sobre competencia, resuelve que se dirija el corres- 
pondiente oíieio al Señor Juez de Sección en contestación al 
«*«? fs debiendo transcribirse este auto en su parte per- 

tinente, y el segundo párraf o de aquel escrito en dicho oficio, 
haciéndole sabi-r en consecuencia que este Juzgado insiste en 
sostener su competencia y que se lo comunica á lin de que se 
sirva remitir ios autos ¡i la Suprema <'ortr para la resolución 
ijue corresponde. 

Dios guarde ,í V. S. 

Juan Antonio itero. 

Klevados los autos á la Suprema Corte para la resolución Je 
la con* nda. se espidió la siguiente : 
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VISTA DEL SESíVR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Varíe : 

filíenos \ires. Julio M de 187B. 

Bu este incidente se trata de una Sociedad en participa- 
ción, que no está sujeta ú formas, que no tiene mas bienes que 
un buque, y que un Juzgado de provincia Ka declarado en 
quiebra, al mismo tiempo qne el Banco <Ie Italia la ejecutaba 
¡míe el Juez Federal. 

Correspondiendo por !a ley ;i los jueces de provincia conocer 
en los juicios universales de concurso y partición de herencia, 
toca al líanco de Italia acudir allí ;í defender sus derechos de 
cualquier genero, incluso !a declaración fie ilegalidad de la 
Sociedad y ele l;i quiebra. 

Es pues improcedente la competencia que sostiene el .Tac* 
federal y debe e<rta forte fallarlo así. 

f\ Tejedor. 
I-hIIo df I» Miiiirrmii (orlr. 

Buenos Ainís. Afoito 3 df 1876, 

Por tus fundamentos cu ji signad os en el oficio del Juez de 
< omereio de la Provincia, corriente á foja ciento setenta y dos 
•le los autos obrados ante el Juez de Sección, y de conformidad 
con lo pedido por el Señor Procurador (¡cucral en su prece- 
dente vista, se declara que el conocimiento de esta causa cor- 
responde á dicho Juez de Provincia: y en su consecuencia 
remüárisele los autos, previo pago de costas y reposición di' 
¿ello-, y hágase saber por olíeto del Juez de Sección. 

JOSfc 11ARROS PAZOS. J, 11. GOKOSTIAGA. 

i. DOMINGUEZ. S. 51. LASPIL-H. 



nt JCSTICIA NACIONAL 



C'Al'S A \« VIII 



/>. Fcdenco Hiró cmUrti h. títtjitet Wtíiey, por cobro ejet 
de pem ; wbre excepción de inhabilidad M ti tufa. 



Sumario,— 1.a ¿acepción tli- i 11 luí di ¡dad d»d titulo, (i, mismo 
*1 1M " la iU ' fallad, «U-Im- [.miarse m al S nn vicio que ,,f,> e te la 
ferina ú H foiidu del contrato, y no la ejecución del mjxnin. 



fVi*». I), Federico Miró, argentino, dvmnutlú ejceuiivamen- 
* !í - MifíiiH Mussey, es trainero, pi,r H paiío de lv ¡, ltL . mi j 
ÍHWOt correspondientes al arriendo anual de un campo de 
propiedad de aquel, rito en el Partido de Ranchos. 

hitado de remate el demandado, este opuso la excep- 
ción de iuhal.ilidad del título, fundándolo en que no halda 
podido unipar todo id ár.-a de campo arrendado, por no 



opuesto los linderos á la ocupación. 

Que él habla payado el arriendo adelantado hasta Junio 
du 1856, y que poT la razón wpuosta era mas bien acreedor 
de Slíró, que su deudor, 

Miró negó los hechos en que se fundaba la escepcioii. 
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r«ll* del Sun ««rlonal. 



BaenQl Airea, Junio 7 de 1H7«. 



Vistos: estos autos ejecutivos seguidos por 1). Federico 
Miró contra I>. Juan Mussey, por cubro de arrendamiento 
y especialmente en la («posición deducida de inhabilidad del 
título, y considerando: i" que las observaciones que se hacen 
al arrendamiento no se refieren ni á su forma ni al fondo 
del contrato, sinó íí la ejecución del mismo, sosteniendo que 
él ha recibido en arrendamiento una área de terreno menor 
que la {(cerdada, lo que daría derecho á la reducción del 
arrend amiento .'. la resección por la vi a ordinaria, pero no 
invalida el titulo, 

2" Que ii" siiMi'l'i .dinisildi' el juicio ejecutivo siim las 
excepciones enumeradas en el artículo l JT0 de la Ley de 
Enjuiciamiento, v constando entre estos * la falsedad* é * ¡u- 
hahilidad del titulo- en una misma linea se comprendo 
que tanto para la falsedad huiio para la inhabilidad del 
título ha de atenderle ú las condiciones mismas del instru- 
mento y M I l¡i ejecuciun drl acto ú contrato, con tan tu 
mas razan cuanto que estas exeepeíones, como la lesión, que 
se. diee haber tenido In^ar en su ejecuci no eran admisi- 
bles en jurisprudencia común, sin.» cuando no se consideraban 
limitadas las escepcjuiKs, rumo lo están por los términos 
ilet artículo citado. 

l'or estas consideraciones fallo, no haciendo lupr á la 
excepción alegada y ordenando se lleve adelanta la ejecución, 
hasta el efectivo pago del arrendamiento cobrado, intereses 
y costas. Repónganse los sellos y nntil¡i|iiese con el ori- 



ginal. 



hidoro Mhnrariít 



DE JL'STICIA SACIOJUI, 

falla df I* Suprema Carie 
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It tiróos Aire». Agosto 5 de de ltí76. 



Vistos: por sus fundamentos roniirma con costas el ¡luto 
apelado de foja cuarenta vuelta, satisfechas las de la instancia 
5 repuestos los sellos, devuéhanse. 



ti Solano Tttrrm 1/ litros, mnlrn tu t'rorinritt de CóMm, 



Sumario, - i" La causa que se promueve sobre unas tierras 
por Jos que se consideran herederos de sn concesionario, 
después que otros, considerándose con el miamo carácter, han 
iniciado igual gestión ante los Tribunales de Provincia, debe 
considerarse como radicada ante estos. 



JOSÉ IIAimoS PAZOS. — I. B. ttOROS- 
TiAGA. — J. DOH1NU FZ. — S, M. 
USPIUR. 
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2" Tanto por ust:i ruana, romo por la de tratarse de de- 
rechos hereditarios, sobre una sucesión ó mejor derecho á cllu, 
los Tribunales Federales uo tienen jurisdiccioR para conocer 
de la causa. 

:í° Tampoco la tienen, si ]¡i eausa ha sido traída á los 
Tribunales Federales por la distinta nacionalidad ó vecindad 
de las partes, y esta razón no comprende á uno de los actore 



Ctts».— D. Solano Torres, D* Teodora Torres de. Spelussi, 
lJ' Ailcla Torres do Yiunaeei, D' l sol i na Turros fie 7, a va lia 
y D* Carolina Torres do Moreno, alteando ser vecina» di 1 
Buenos Aires, demandaron ú la 1'rnvincia d<> Córdoba para 
la restitución de unas tierras que poseyó el General I*. tíe- 
rónimo Luis de labrera, de quien los actores dijeron ser 
descendientes en línea recta. 

Kl representante de |;l Provincia di' Córdoba opuso tre- 
escepcioues dilatorias, la *!*• iu ■ompetem ia. la de falta di- 
personería, y la de defecto bnral en la formi dn la demanda. 

Respecto á la eseeprinn de incompetencia que e^ la i|iie 1:i 
Suprema ('orti- tomó en con sideración, dijo: I" <¿tie *e trataba 
de una cuestión de derecho-; anteriores á la i 'iiiilVdcr.irion 
V á la creación de l;i Justicia Nacional. l¿u" se trataba 
de derecho' hereditario-; sobre bienes raices situado- en la 
Provincia, ii" Que 1). Solano Torres, uno de los actores, era 
vecino de Córdoba, -i" Que I>' Adela y D* Carolina Torres 
eran vecinas de (V * día, cuando recayó en ellas la sucesión 
de su señora Madre, cuyos derechos representaban en i 
pestion; 5" <¿ue los actores pedían la totalidad de las tier- 
ras, y por consiguiente asumían la representación de he- 
demos coherederos de su Señora Madre, entre los cuales hahi i 
otros dos, que eran vecinos de Córdoba, á saber, D. líafitel 
y D. Manuel Torres. 
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Los actores contestaron : I" i¿»e la ley, en virtud fie la 
cual promovieron la demanda ante la Suprema forte, no r¡ j 
el derecho, sinó su ejercicio ó sea la jurtdi< ciou y trámite 
del juir-in. y por consiguiente es ella la aplicable, sin nue 
por esto pueda decirse que se le dá efecto retroactivo; 2" 
Que no so trataba de pedir la posesión de tierras vacantes 
sino de rerindicar las usurpadas por ei Gobierno de Córdoba; 
3 D Que I). Solano Torres se hallaba accidentalmente en Cór- 
doba en un fctoMj é 9 (¿ne cuando tuvo lugar en 1872 la 
usurpación de las tierras, tanto I». Solano Torres como D* 
Adela f I)' Carolina Torres eran ya vecinas de Buenos Aires; 
y 5 o uno los actores gestionaban un derecho propio, y ño 
estaban obligados á asumir la representación de sus cohere- 
deros, pudiendo el demandad o pedir lo correspondiente á su 
(i «rucho para garantirse respecto de ellos. 



VISTA IIE!. Sil. ['ROCUlVnOll (iCNEUAL. 



Sttprrtnti í tirtr: 

ttuenm Aire*, Marín f] tte 

De la lectura de este espediente resulta: 

(¿lie lí. tierónimo L. de Cabrera ¡Htswa unas tierras en 
la Provincia di' Córdoba (escrito de demanda.) 

(fin- estando las tierras indicadas en su m ivor partí' situa- 
das en la Pampa Tné imposible nm-ervar su posesión (Escrito 
eitad'i) y ii" 'vameate á t*. 115 v. (Jue así siguieron las cosa < 
hasta estos últimos años por la i| i limitad de acreditar hechos 
acaecidos dos siglos antes de la revolución patria, la falla de 
Rejistros, etc. (Escrito citado de la demanda.) 

El representante de la Provincia por su parte ha opuesto 
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tres escepciones dilatorias, y fundándolas manifiesta ron ta 
conformidad de tos demandantes: 

Que el Monasterio de las Catalinas de La Ciudad de Córdoba 
i en representación > de los derechos de Cabrera* como acree- 
dor hipotecario, dice la contestación á f. 95 v. poseyó cerca 
de dos siglos * la parte poblada y la mas importante de las 
tierras demandadas, * en las inmediaciones del Rio 4 U , á ana 
y otra márgen del Arroyo de Santa Catalina, enagenandn 
« porciones considerables de dichas tierras de diversos pro- 
pietarios. » 

Que el arlo 61 un D, luis Montano, sucesor de tos dere- 
chos det convento, pidió la mensura de parte de las tierras, 
y la obtuvo; pero que habiendo pedido después la de todas 
se opuso el Fisco, y Montarlo fué vencido en juicio (en tres 
instancias, en 31 de Mayo de 1872, dice el escrito de los 
demandantes de f. 05 v.). 

Ha habido, pues, sobre estas tierras antu las Tribunales, 
d autoridades de Córdoba un pleito anterior, que ha radi- 
cado el asunto ante ellos, malquiera que fuese su fuero 
por las personas ó la materia. 

Ademas en 1862 la Lejislatura dictó una ley por la quu 
se declaran de propiedad pública todos los tern-nus que. 
estando comprendidos dentro de los límites de la Provincia, 
y no fuesen entonces de propiedad particular, 6 estuviesen 
poseídos con buena fe* y justo título por un espacio de tiempo 
no menor de treinta anos; y se ordenó al P. K. la venta 
en subasto pública, artículos 1 y 2, V. ln Recopilación de leyes 
A. 2, p. 223, E. de 18*0.) 

Si alguno tiene pues que reclamar ante esta ley, ó exigir 
hu aplicación en la parte favorable, es también ante los 
Tribunales ó autoridades de la Provincia que debe hacerlo; 
porque en semejante cuestión no se hallaría interesada la 
Constitución ni ley alguna nacional. 
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Üo las tierras en tin enajenadas en todo ó en parte por 
Montano ó por el Gobierno de la Provincia, k reivindicación 
tiene que ser contra los poseedores en la Provincia donde 
están situadas, y ante sus Tribunales, los cuales en todo 
caso á solicitud del comprador citarían de eviccion a! ven- 
dedor; sin poderse comprender restitución de. tierras, por quien 
ya no los tiene según los mismos demandantes. 

Por estas Tazones, mi opinión es que esta Suprema Corte 
se declare incompetente. 

C. Tejedor. 

Tasado?* los autos al relator, el representante do la Pro- 
vincia dr Córduba hizo presentí 1 , ron el juramento de ley. 
que babia sabido «pie la familia Salinero pretendía las mismas 
I ierra*, alegando el título dcjierederos de D. (Jerónimo Imi* 
de í 'ubrera, y que mu gestión al n-spectii iniciada el año de 
fSCíl, se hallaba aun pendiente ante id Tribunal Civil do 
1* Nominar ion de la Ciudad de Córdoba. 

La Suprema Coito pidió informe sobre este punto, y sobre 
él de ser 1), Bobino Torres vecino de Córdoba. Con los 
informes afirmativos se dictó el siguiente: 

tnll» de I* Huprrm* C«rle 

ItilfiM-» Aires. AjíosIo ó de lS7fi 

Vistos y considerando: Primero. Que del informe del Juez 
de primera Nominación en lo Civil de la Ciudad de Córdoba, 
a foja ciento veinte y una, resulta que los sucesores de 1). 
Cerónimo Salguero de Cabrera y «abn-ra se presentaron anto 
t i Juez. Civil de segunda Nominación, en cuatro de Mayo 
de mil ochocientos sesenta y seis, jestionando la propiedad 
de las tierras de que se trata en el presente juicio, cotice- 
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didas en merced al General D. Gerónimo l,uis de Cabrera, 
en virtud de ser ellos herederos en línea recta de dicho (Je- 
neral, y que esta jeation está pendiente aun; lo que importa 
estar ya radicado el asunto ante los Tribu nulo* de la Pro- 
vincia de Córdoba, y tratarse además de derechos herede- 
tarios sobre una sucesión al parecer pro indi riso, y sobrr? 
mejor derecho á ella. 

Segundo: Que del informe del Juez Nacional de Sección, tí 
foja ciento vcinto y cuatro, recita que 1). Solano Torres 
y Cabrera uno de los actuales demandantes ante este Corte 
ha justificarla ser natural y vecino di- la Provincia de Cór- 
doba en un juicio que allí f-Jgiif contra la Sociedad Agustín 
Casa y compañía, siendo reconocido en tal carácter por auto 
de veinte y seis de Julio de mil ochocientos setenta y cinco; 
no pudiendo, por lo tanto, demandar ante la justicia nacio- 
nal á la misma Provincia de su vecindad. (Artículo cien de 
la Constitución.) 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido 
por el He. ñor Procurador '¡enera!, y con lo dispuesto por 
los artículos diez y doce/incido primero, y cartorec de la 
de la ley nacional de jurisdicción, se declara incompetente 
cita Suprema Corte para conocer de la presente demanda 
con costas. Satisfechas estas y repuestos los sellos archívense. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J. FL COKOSTlACA,— 
J. UOMINCL'EZ. — S. M. I.ASP1LK. 
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CAUSA < 



El Ür. ¡t. iüjfl r\ t\ata contra U, Juntt Miinhali, por cobro 

de pesos. 



Sumario. - \" So puede haber donación de clase alguuu sin 
tradición de partí- del donante, y sin la posesión actual de la 
cusa donada por parte del donatario. 

2" VA ofrecimiento que un cliente hace á su abogado de 
darle, á mas de los honorarios, la mitad de lo que pueda 
sacarse por uno de los capitulas deducidos eu juicio, es una 
promesa de donar, y no una donación. 

3 o Kl objeto du ese acto jurídico es prohibido por las leyes, 
por ser un pacto de euotalitis: y |ior consiguiente dicha pro- 




Caso. — Kl l)r, 1). AnjH F. <V¡ta patrociné como ahogad» 
á I). Juan Mar -ball cu una CUL-Htion con la Sociedad ■ Pro- 
greso * sobre cumplimiento de un contrato de construcción 
de buques, y multas determinadas para 1o^ que faltaran á las 
estipulaciones di-I contrato, 

Pendiente el juicio, D. Juan Marshall dio al Dr. í'osta 
el siguiente documento: 

t Derla ta que no creyendo pueda -sacarse ninguna cantidad 
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por razón de la multa del contrato en el litis que sigo con la 
Sociedad c Progteao > he ofrecido espontáneamente al Dr. 
rusta la mitad de lo que se saque de ella, sm perjuicio de 
abonarle las honorarios qut legítimamente te correspondan 
}>or sus buenos servicios y trabajos profesionales, \j para su 
resguarda tú consirjno por la presente en Hítenos Aires ó 5 de 
Octubre de 4H7H* Juan Manhall, 

La causa fue* sometida i\ Arbitros, estipulándose en el com- 
promiso arbitral una muí tu de 8000 fuertes? contra el que se 
¡tizara del laudo. 

Los árbitros condenaron á Ja Sociedad * Progreso * al pago 
de una suma y al de la multa estipulada en el contrato. 

La Sociedad «Progreso* se alzó del laudo y pagó la multa 
de 8000 fuertes. 

Marsball cedió sus acriolles á D. Julio Vonviller, y este 
prescindiendo del abogado. Dr. Costa, tranzó las cuestiones 
con el Sr. Meabc representante de la Sociedad « Progreso * 
por la suma de 24000 fuertes, renunciando á la multa dd 
contrato reconocida por el laudo que consideraba no debérsele, 
asi comu el Sr. Meabe renunciaba á toda acción que pudiera 
tener contra Marshall. 

El Dr. Costa sostuvo que esta transare ion liabia sido lieeha 
con el propósito de defraudarle la mitad de lu que Marshall 
sacaba por la multa del contrato! que, en efecto» habiendo 
recibido Marshall 8000 fuerte*, citando la Sociedad se alzó 
del laudo, y no pagando la suma de 10100 fuertes de la que 
se había reconocido deudor, resultaba que Marsball renuncia- 
ba al cobro do la multa del contrato por la suma de 18100 
fuertes, de lo que hubia debido pagar la mitad ; y en su 
consecuencia, dedujo demanda por la smua de ifáOü pesos 
fuertes, sus intereses y costas. 

La contestación de Vonviller se halla relacionada en **1 
siguiente : 
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r*n« 4*1 jan ftmlan»l* 

Uneiiua Aires, Kebrcra 25 de ltftf. 

Vistos: testos autos seguidos por el Dr. D. Anjel Floro 
Costa, contra D. Juan Marshall, por la ejecución de una 
donación de parte de una multa y de que resulta: 

I o Que pendiente un litis entre Marshall y la Sociedad 
* Progreso » , en que se trataba del cumplimiento de un con- 
trato de construcción de buques, con multas determinadas 
para los que faltaren á sus estipulaciones, D. Juan Marshall 
Urmó al Dr. D. Anjel Floro Costa el documento de f. 2 
por el que promete darlo la mitad de la multa, á mas de 
sus honorarios, en que pudiera ser condenada la Sociedad 
«Progreso*, reconociendo y declarando, no obstante, que no 
cree que pueda sacarse ninguna multa á dichu Sociedad, según 
se ve por el documento mencionado de f. 2; 

2 o Que no obstante esta declaración, la multa fué reconocid tt 
por el arbitramento de f. y del que no había recurso alguno 
sino se pagaba antes una otra multa de 8000 patacones, 
recurso que se interpuso, sin embargo, prério el pago á 
Marshall de la precitada cantidad. 

3° Que en este estado del juicio, Marshall, por su cesionario 
Vonviller, tranzó la cuestión coa la Sociedad «Progreso», 
representada por Mcabe, sin la dirección de su abogado Dr. 
Cosra y admitiendo por toda indemnización la suma de 24000 
$ fts, haciendo cesión de la multa que le estaba reconocida 
en el laudo, que consideraba no debérsele ; y dando por cedi- 
da ó estíngnida Ja parte de Meabe todos los créditos ó accio- 
nes que pudiera tener contra Marshall ; 

4" Que estando comprendida en esta cesión á Marshall 
tOÍOO que había reconocido ¡i Mcabe por la Kociedad «Pro- 
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greso» y los 8000 $ fts. que este último pagó i Marshall para 
poder reclamar del lando que había condenado á pagar mayor 
cantidad al Sr. Mea be, era evidente que Marshall había 
cedido su derecho ú la multa que le reconocía el laudo por la 
suma de 18400 H fts. que se le debia por pago; 

5 o Que habiendo en esta transacción el propósito de defraudar 
sus derechos, y establecido, como so asienta en el prece- 
dente resultando, que esa defraudación importaba la suma 
de 18400 jjf fts. el Dr. Costa demandó por 9200 f> fts. qne 
alega haberle correspondido como mitad de la multa que 
ha reconocido Meabe en la transacción y que se han aplica- 
do al pago de lo que debia Mar sha 11 ; 

6 o Que corrido traslado de la demanda, Vonviller, cesio- 
nario de Marshall, pretende no estar obligado al cumpli- 
miento de la obligación que se contiene en el documento de 
donación de f. i: i° por ser esta obligación proveniente de 
un pacto cuota-litis prohibida por la ley; 2° porque es de- 
liciente en cuanto á su forma, no habiéndose firmado si nú 
un solo ejemplar del compromiso; 3" porque aun declarada 
su validez, ha tenido derecho Marshall á tranzar, y la transac- 
ción ne puede ser conceptuada como fraudulenta desde que 
ha procedido al hacer abstracción de la multa con el con- 
sejo de abogados notables en el foro; 4° porque en esa transac- 
uon no se reconoce cantidad alguna por multa, dándose por 
cedido ó compensado el derecho que pudiera tener sobre ella, 
y debe estarse á esa declaración hasta que no se compruebe 
la intención dolosa ó fraudulenta; 5'* que la transacción se 
celebró sin la dirección del Dr. Costa porque la parte contra- 
ria habia declarado que no lo baria mientras este señor 
dirigiera al Sr. Marshall ; 

I o Que en este estado el Juzgado recibió la causa ií prueba, 
V sobre sí la transacción celebrada por el Sr. Vonviller era so- 
bre la base de la que no se quiso aceptar propuesta por el Dr. 
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Costa por 42000 pesos próximamente; 2" sobre si la cesión de 
ilarshall, á Vonviller y la separación de Costa como abogado 
de la causa se hicieron sin darle aviso a este último; 3 o sobre 
la clandestinidad y fraude con que se lia procedido al celebrar 
la transacción; A* 1 sobre si la transacción se celebró previa la 
consulta ú que se refiere el 'lemandado; 5 U si el demandado 
ignoraba la existencia del documento de fs. 1 y 6, si el l)r. 
Costa era un obstáculo para que se realizara la transacción 
aconsejada; 

8" Que se ha producido de parte del Dr. Costa el espediente 
acompañando la prueba "té^fhfíeniada de fs.87 vta. il 100 y 108 
a" 114, las posiciones de f. 106 y reconocimiento de f. 120 vta. 
y por la parte de Vonviller la testimonial que corre á fs. 1 1 i, 
1 il y 143 vta. y posiciones de f. 131 vta. 

Y considerando: 1" Que el dorumentodc f . 2 en que se con- 
signa que la cesión de la mitad de la multa que se cobra, se 
Iiace al Dr. Costa, á mas de sus honorarios, se desprende que 
es una donación gratuita, y por tanto no es un pacto sobre 
honorarios, la que ademas se halla confirmada por las reitera- 
das confesiones del demandante que calilica el acto como ta! 
donación; 

2" Que consigiuhulose en el mencionado documento que 
esta donación se le hace por sus buenos servicios profesiona- 
les y alegando el Dr. fusta que la inejecución de la donación 
importaría ingratitud y desconocimiento de osos servicios, se 
ve claramente que la donación no fué una mera liberalidad, 
sino una donación de las que se llaman remuneratorias; 

3" Que la donación, como uno de los contratos, se perfec- 
ciona por la aceptación, la que debo prestarse antes de 
que el donante se haya retractado ó no esté en condiciones de 
cumplirla, y en la forma prescrita por la ley; lo que no sucede 
en este caso» que aparece aceptada implícitamente cuando el 
Uoiiantc Marshall había cedido ya á Vonviller el objeto de 
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la donación, que era la esperanza de obtener una multa por 
sentencias ; 

A a Que las donaciones remuneratorias deben ser hechas 
oñ escritura pública en la forma ordinaria de los contratos, 
bajo pena de nulidad (art. 22, tít. «De las Donaciones», C. 
Civil) y aceptadas en la misma forma j y no se juzgarán pro- 
badas sin la exhibición de la* escrituras exigidas, según los 
dos artículos siguientes, requisitos que faltan en el caso 
actual; no habiendo mas constancia de la donación que el 
documento privado de f. 2 y siendo la aceptación implícita, 
consideraciones que son mas atendibles cuando se trata di- 
donaciones de cantidades de importancia. 

Por estas consideraciones fallo absolviendo tí don Julio 
Vonviller de la demanda interpuesta por el Dr. Costa, .ou 
costas á este último. Repónganse los sellos y notifiques* 
con el original. 

Isidoro Albnrracm. 



«Ir ln auprem* tíorte. 

Rueiioa Airea, Agosto 10 de 187fi. 

Vistos: no siendo la obligación contenida en el docu- 
mento de foja dos, y cuyo cumplimiento se reclama en este 
juicio, una donación gratuita, como sostiene el demandante 
ni tampoco remuneratoria como lo establece la sentencia 
apelada, desde que no hay tradición por parte del donante 
ni posesión actual de la cosa donada por parte del donatario 
como lo requiere la ley para que haya donación (artículo 
uno y doce título de las « Donaciones • y notas a los artí- 
culos tres y doce del mismo título), sinó una simple promesa 
de donar, que valdría «orno un acto jurídico, si versase sobre- 
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objetos permitidos por derecho. Per» prescribiendo el artí- 
culo diez del título de los «Acto* jurídicos» que son nulos; 
aquellos cuyo objeto esté prohibido por las leyes y siendo el 
objeto del presente la misma cosa litigada, lo que lo cons- 
tituye u ii pacto de cuota-litis entre el abogado y su clienK 
expresamente prohibido como nulo por las leyes catorce, 
título seis, partida trrcero, y odio, título diez y seis, líhro do.<. 
Recopilación. Por estos fundamentos se confirma el auto 
apelado en cuanto absuelve de ]¡i demanda el demandado, y se 
reforma la condonación en costas que contiene; satisfechas 
las de la instancia y repuestos los sellos devuélvanse. 

josé ii a unos pazos.- j. b. gokostiaca. 

- J. DOMINGUEZ. - s. H. LASPJtU. 
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El Capitán (i huí ice r/c/ vapor E Cisne» contra I). Xkuiát 
Ctiffemta danto del pailebot ■ Hk Corrientes*, sobre jw- 
líttati // reducción de un lauda. 



• 



Sumario.— i* Los argumentos que atacan el fondo y iuj 
la forma de un laudo, no pueden fundar el recurso de nu- 
lidad. 
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2 o Las nulidades procedentes de vicios de forma deben 
restringirse, y no pueden aplicarse si nú cuando sean sancio- 
nadas por la ley con cláusula irritante. 

3 o Los áTbitros en cuestiones de hechos, tienen por la ley 
mucha amplitud en la apreciación de ellas, y fallan vál ida- 
mente aplicando los principios generala del derecho, leyes 
análogas y la costumbre. 

4* El recurso de reducción se funda en el perjuicio nota- 
ble, inferido á alguna de las partes per malicia ó engaño 
de los arbitros, 

5 Q No probándose la existencia de un perjuicio, ni su im- 
porte, no puede haber lugar á la reducción de un huido. 



Caso. — El caso se halla esplieado en el siguiente : 

LAUDO DEL ARBITRO AUBITKADOtt. 

Vistos : los presentes autos seguidos por D. Nicolás 
Cafferata herm¡iuos, representados por D. Alejandro J. Cer- 
nadas contra los Sres. Von Btay, dueño del Vapor «Cisne» que 
delirieron su representación y personería en el Capitán del vapor 
1 1). Santiago Giudice » como representante legal del buque, 
escrito de f. 45, y esta en 1). José M. Huergo por poder f. 
i8, por indemnización de daños y perjuicios ocasionados al 
Pailebot «Rio Corrientes» por choque del vapor «Cisne». 

Y resultando :— 1° Que la demanda se funda en los hechos 
siguientes: I o Que el Pailebot « Rio Corrientes » navegaba 
con carga en la noche del 24 de Mayo de 1873 por el Paraná 
de las Palmas, aguas arriba, llevando en su costado derecho 
luz encendida. 2* Que á la altura de San Antonio en una 
vuelta del rio, que se llama el Remanse, fué envestido el 
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Pailebot en su costado izquierdo por el vapor * Cisne », rom- 
p ¡Ondule sus palos y causándole averias de consideración. 
3* Que ese hecho ocurrido pnr impericia ó negligencia del 
Capitán del «Cisne », lo puso al Pailebot en la imposibili- 
dad de continuar viaje, y fué regresado á remolque con la 
carga por cuenta de Cufferata, desde el lugar del suceso al 
puerto de San Femando. í? Que por tales hechos, y no 
habiendo podido arreglar amigablemente la indemnización 
de los perjuicios sufridos, proponía demanda en forma, acom- 
pañad R de la correspondiente protesta para que se le con- 
denara al pago de dichos perjuicios. 

2 o Que conferido Inislado de la demanda, y después de 
algunas tramitaciones; que no hay objeto en consignar, el 
Sr. Huergo la contestó reconviniendo á f. Gi, y sostuvo: 
i u Que debía rechazarse la demanda, condenando á los de- 
mandantes á indemnizar las averías causadas al vapor e Cis- 
ne » ; 2" Que los hechos averiguados en la demanda eran in- 
ciertos, salvo el dia en que se dice tuvo lugar el choque y 
el de haber sido este en el Paraná de las Palmas ; 3° Que 
en vez de ser envestido el Pailebot fue* este quien envistió 
al vapor por su culpa y por no llenar las prescripciones del 
caso ; 4 o Que los hechos tuvieron lugar tal como se consig- 
na en la protesta de f. 57, que se reproduce; 5 o Que lejos 
de haber tulpa é impericia por parte de su representado, 
la hubo por la del Pailebot, que no cumplió con las pres- 
cripciones del Reglamento ; o Que tanto la protesta del 
Capitán del « Cisne > como la certificación de algunos pa- 
saderos, prueban suficientemente el derecho de su parte para 
reclamar la indemnización, y destruyen los fundamentos del 
contrario; 7 o Que por talos razones deduce reconvención 
ea forma para que los propietarios del Pailebot sean conde- 
nados al pago de las averias sufridas por el vapor. 

3 o Que los demandantes replicaron á la reconvención, f. 
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123, sosteniendo que la esposieion dü la protesta do f. 57 
estaba contradicha y destruida por las posiciones absueltas 
á f . HO; y que la declaración de pasageros carecían de todo 
valor por no haber sido dadas ni ratificadas ante autoridad 
competente. 

4? Que en esta situación se mandó por auto, f. 125 vta. 
que este juicio fuese proseguido ante arbitros, de conformi- 
dad con el artículo 1,429, 0. de Comercio» y fué nombrado el 
infrascrito por acta de f. 134. 

5 o Que por auto de f. i tí se abrió termino do prueba* 
lijando los puntos que debían comprobarle respectivamente, 
sin que dura te él se haya producido alguna. 

Y considerando; I o (Jue hay un hecho cierto, y es el déla* 
avenas sufrida* por el Pailebot y vapor « Cisne >, lasque 
lian sido reconocidas y apreciadas por peritos, según consta 
á f. 20, 21, 32 y 58, sin que las partes las hayan negado ni 
destruido ul mérito de esos reconocimientos. 

2" Que el punto principal ¡i determinar, es : si el choque 
fué casual» y en caso contrario, cuál de los buques di ó lugar 
al suceso, sea por sus malas maniobras, por su mala direc- 
ción ó cualquier otra causa procedente de infracción de los 
Reglamentos de Navegación lluvial. 

. 3* Que aun cuando ¡í este respecto no se han presen ta 'lo 
testigos ni otras prueba^ durante el termino señalado, e\is- 
ten en autos las declaraciones de testigos presentadas por 
los demandantes, antes de la apertura del término, y en ca- 
lidad de (tt(-f)> , r¡tfliutm, y en ese concepto fueron admitidas» 
además de otros medios de inducción cuyo valor se apre- 
ciará. 

4-° Que el demandado rechaza esas declaraciones por no 
haberse pedido su ratificación durauteel término probatorio, 
ó al menos, que se tuvieran como prueba : pero esta obje- 
ción es insostenible por cuanto ni la ratificación ni el pedi- 
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mentó mencionado son necesarios, desde que esas declara- 
ciones futro» recibidas con todas las formalidades legales, 
por .Juez competente, en presencia y con intervención de 
esta parte, quien uso de sus derechos de lacha, vn calidad 
de pruebas, debiendo además tenerse presente la disposición 
del im-is*i 1"'. arlínilu 55 de la Ley ■ Prm-dunienU» i$ dad* 
se reservara para su tieiupu * que es de prueba. 

5° Que examinando el mérito y calidad de los testigos, 
consta por confesión de las mismos declarantes darlos Agen, 
f. 75, José Ferro, í. 78. José liugione, f. 91, Segundo Üon- 
zales, f. 04, Jusé li^gieio, !'. 101 y Miguel l'ier, f. UHi, que 
todos ellos eran marineros y tripulantes del Pailebot, estan- 
do por consiguiente al servicio y sueldo ó interés de los 
dueños de dicho Pailebot ; y que además, con eseepeion del 
último, llebavan yux su i ueuta una pacotilla por valor de 
doscientos pesos fuertes, que fué anejada al agua á COnsc- 
cuencia del eduque, por cuya razón fueron tachados, por el 
Ür. Huergo, Agen, Ferro y tiugiutie; peni subsistiendo la 
misma causa contra todos no pueden ser testigos hábiles. 
(Ley 18, tít. 10, P. 3). 

(1° Que püT consiguiente solo queda en Subsistencia la de- 
claración de 1). José Lavare 11 o. que por sí sola no puede 
hacer plena prueba {ley 32, tít, lli, J?. ed.); pero si se tendrá 
presente su mérito, conjuntamente con los demás medios 
de inducción permitidos al arbitradur. 

7 o Que entrando á investigar la marcha, costado y luces 
que llevaba cada buque, se viene al resultado siguiente: 1» 
Que el Pailebot navegaba por su costado derecho. Esto 
resulta de la declaración de Lavarello f. 8G y- de las posi- 
ciones f. 110, cuarta pregunta, pues si el choque tuvo lugar 
sobre la costa derecha, no puede decirse que el Pailebot 
navegaba por la izquierda; y también porque el choque fué 
á su izquierda; 2? Que llevaba una luz precisamente al 
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lado izquierdo, lo que debía hacerle mas visible por el va- 
por, si venia por su deTorhn, posiciones y declaraciones cita- 
das; 3 o Que el vapor navegaba por medio del ltio y con 
sus íueea respectivas. 

8 o Que en cuanto al choque procede sin iluda do mala 
maniobra, pues siguiendo su curso ambos buques, si se hu- 
biera producido un choque debia sufrirlo el Pailebot en la 
izquierda y también el vapor ; pero resulta que este lo su- 
frió a la derecha, lo cual demuestra que al embestir viró 
su proa para evitar mayores estragos y tocó con su derecha 
cerca de proa (informe, f. 58). 

9 o Que ninguna de las partes ha presentado prueba contra 
esto; y aun cuando el Sr. Huergo sostuvo que el Pailebot llevaba 
la izquierda, navegaba sin luz, lo que está contradicho por el 
Capitán Giudice, y no observaba los Reglamentos de Nave- 
gación, ninguna pnreba ha presentado do tales afirmaciones, 
ni tampoco de la culpa, impericia ú negligencia del patrón 
del Pailebot. 

10. Que aun cuando cu su informe új-twe sostuvo que 
el pailebot viendo al vapor trató de tomar la derecha, y al 
atravesar sufrió el choque, tampoco está probado con dato 
alguno, estando mas bien establecido lo contrario por las 
pruebas antes mencionadas. 

11. Que tampoco puede hacerse cargo al Pailebot por no 
haber arriado sus velas y parado su maniobra, porque esto 
era mas fácil y realizable al vapor que podía desviarse á 
voluntad. 

12. Que por lo tanto solo puede comprendere que el va- 
por embestía por mala dirección al pail-bnt, y apercibido, 
ruando ya era inevitable el choque, desvió su proa ocasio- 
nándose el suceso en la forma que se ha dicho, 

13. Que á pesar de esto, no estando plenamente compro- 
bada la culpabilidad de parte riel capitán d< 1 vapor, no 
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puede condenársele al pago de todos los daños causados ú 
loa dueños del pailebot, sinú que debe tomarse una base 
equitativa, cuando por otra parte tampoco han sido compro- 
bados los daños y gastos que se mencionan en el escrito 
de f. I8<>, en el término oportuno. 

1i. Que aun en el caso de que so considerasen dudosas 
las causas del abordaje» si se adoptara la regla del artículo 
1 T 49*», Código de Comercio, siempre pesaría á cargo del va- 
por una indemnización proporcional á su mayor valor y me- 
nor avería. 

Por estas rozónos fallo condenando á la parte del Sr. 
lluurgo a! pago de los ♦'■finta y seis mil pesos moneda cor- 
riente en que, según el informe de f. 32, fueron aprecia- 
dos las daños y perjuicios sufridos por el pailebot. Asi lo 
resuelvo en liuenos Aires á trece de Agosto do i87i, debiendo 
reponerse los sellos. 

1. de la Haza, 
Fallo del Jurz Seccional. 

Rueños Aires. Marzo 28 d« 1876. 

Y victos; los autos seguidos por D. Nicolás Cafterata contra 
el capitán del vapor <- Cisne » por indemnización de perjuicios, 
resulta lo siguiente: 1" que cu la noche del 21 de Mayo 
de 1873 navegaba de bajada el vapor < Cisne » y de subida 
el paitabot «Bio Corrientes* en el Paraná de bis Palma»', 
choca mío en la punía d* Sao Antonio un un punto deno- 
minado el « Heñíanse >, causándole á este las averias enumera- 
das cu el informe de f. 20, avaluadas en 3G000 S m e. á f. 
32; 2" que para obtener el pago de esta suma instauró 
í añerata la demanda, f. 4, contra Mattí y Piera, cuya de- 
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manda por auto de f. 16 y f. 45 vta. se entendió con el 
capitán Giudice como representante legal del buque ; 3° que 
por el acta de f. 133 Tta. se nombra al Dr. Plaza, único 
Arbitro para que decida en la cuestión pendiente prescin- 
diendo de los nombramientos parciales, que Be habían efec- 
tuado antes : y aceptado el cargo, el Arbitro recibió la causa 
á prueba á f. 141 ; 4* que por parte del capitán G índice se 
presentaron los marineros del vapor c Cisne», y aunque cita- 
dos, no tuvo efecto su comparendo, ni pudo obtenerse la 
suspensión del término probatorio por ausencia de los tes- 
tigos; 5 o que desistido de la apelación y revocatoria deduci- 
das, presentados los alegatos de fs. 186 y 196, las posiciones 
de f. 214 y señalado dia para informar in vare, se pronunció 
el laudo de f. 223, en que se declara que el capitán d índice 
debe pagaT la cantidad de 36000 S m c. por los perjuicios 
originados al «Bio Corrientes», absolviéndole de los demás 
cargos; 6 o que notificada la sentencia á las partes el capitán 
Oiudice dedujo en tiempo y forma á fs. 231,238, 287 y 
265 los recursos de nulidad y reducción contra el laudo, y 
funda la nulidad en lo siguiente: I o que la prueba es defi- 
ciente para condenar al demandado; 2 o que los resultandos 
están en contradicción con la parte dispositiva de la sentencia. 

Que esto se prueba: I o porque la materia de la prueba 
no ha versado sobre que el choque fué casual, como se afirma 
en el laudo, sinú sobre que ha sido culpable: que siendo 
la prueba necesaria, y no habiéndose rendido ninguna des- 
pués del auto de prueba, no se le puede obligar á pagar 
la cantidad que espresa la demanda: que la única prueba dé 
que se hace referencia en los considerandos 5 y 6; es la 
declaración de Lavarello que no sena mas que semiplena : 
que en las posiciones de f. 119 está confesado que el pailabot 
navegaba por la costa de su izquierda, y que no tomó el 
barlovento al encontrarse en la misma vía con el vapor. 
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faltando á los reglamentos fluviales: que esto se deduce de 
haber confesado Cafferata que ignoraba sí el pailabot nave- 
gaba por su costado derecho, razón bastante para que se 
le tenga por confeso habiendo sostenido este hecho en la 
demanda; 2° que los hechos rstan mal apreciados: que no 
hay constancia de que el pailabot ejecutara su maTcha por 
el costado derecho, puesto que no hay mas que la declara- 
ción singular de Lavarello; que no estando bien esclarecido 
cuales han sido las man ¡obras de que se habla en el con- 
siderando 8", no puede hacerse responsable al vapor, no 
sabiéndose si han sido buenas ó malas: que no está com- 
probado que la marcha del vapor fuera por medio del rio 
ni la culpabilidad del capitán se encuentra acreditada de 
una manera inequívoca; 3 o que en cuanto a la forma del 
fallo se ha faltado ¡i las condiciones legales, que exigen 
lis leyes para su validez: que el artículo 1742 del Código 
de Comercio conmina con la pena de nulidad toda sentencia 
que pronunciada por los arbitros ó por los Jueces ordina- 
rios, no cite los artículos que han servido de base para su 
pronunciamiento: que el artículo 1420 del mismo código 
exige, que siempre que se trate de un daño causado se diga cuál 
es el causante: que ademas de estas infracciones, la sen- 
tencia no cita ningún reglamento y que el pailebot, en el 
momento de la colisión, infrinjió los reglamentos, navegaba 
ion una luz, no tomó el barlovento y llevaba su marcha 
por la izquierda; y á pesar de esto, no se hace mención 
alguna de este requisito. 

Funda la reducción en que es irritante la condenación al 
pago de todas las averías, cuando no ha habido prueba ple- 
na; que las infracciones de los reglamentos no dan derecho 
ii cobrar avería: que lejos de eso, el pailebot debía haber 
sido condenado á reparar los daños inferidos al vapor, ó por 
lo menos debía de haber compensación entre ambos. 
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Comunicado traslado de ambos recursos ocurrieron varios 
incidentes relativos ai cumplimiento de la sentencia, man- 
dándose enterar la cantidad, que había sido materia de la 
sentencia urbitral; $ pasado el tiempo necesario para con- 
testar, se pronunció el auto de f. 312, mandando separar 
de los autos el escrito de contestación de Cuííerata, después 
de cuyo incidente se pidieron autos para sentencia. 

Y considerando ; 1* Que los argumentos que se hacen contra 
la validez de la sentencia, necesidad de la prueba, materia 
sobre que ha recaido, mérito ó importancia legal que le 
corresponde, son consideraciones que por justas que se le 
bu ponga y aunque hubieran de quedar en pió, solo proba- 
rían la conveniencia de un recurso de apelación pero jamás 
alcanzaria A demostrar una causal de nulidad contra la sen- 
tencia, doctrina reconocida y practicada p >r la Suprema Cor- 
te en estas palabras, declarando el articulo 233 de la ley do 
enjuiciamiento, que, el vicio de nulidad procedí- solo de la 
violación de la forma, y la apreciación de la prueba perte- 
nece al fondo, (tomo \'\ pag. 232, Fallos.) 

2° Que la mala apreciación que se alega haberse hecho en 
la sentencia de los hechos que constan do autos y de los 
argumentos basados en esa mala apreciación de la prueba, 
en la contradicción de los hechos ó en las consecuencias 
que de ello se desprenden; y no constituyen nulidad, en- 
volviendo ellas apreciaciones dirijidas al fondo de la cues- 
tión de que han conocido los arbitros « que no bastan para 
declarar la nulidad de un laudo espedido con las condicio- 
nes legales. (Páj. 322, tom. 3", Seo. 2', Fallos. ) 

3" Que no es verdad que en el laudo se haya omitido 
la mención es presa de los artículos del Código de Comercio 
aplicable al caso presente, pues en él consta que se han 
invocado los que reglan el abordaje, siendo ademus de to- 
marse en cuenta que las nulidades resultantes de vicios de 
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furnia tu la sentencia dfben restringirse en cuanto sea po- 
Siblí*, y ti inajistrado no puede aplicarlas si:ió matulo ba- 
ya una chíustila irritante de la ley, que los establezca; 
guardando siembre lu may.ir cautela, procurando interpre- 
tar ta ley favorablemente á la validez de las actos- 

4" Que aunque son ciertas las citas que se hace de los 
¡irtículos 1742 y «Id Código de Comercio, estas dispo- 
siciones están líniitaihs ademas por el articulo 21 de la ley 
de jurisdicción y del artículo i-i título preliminar del Código 
Comen- ial, que establece que se pueda fallar por los princi- 
pios je ñera les del derecho, por los fu nd amentos de leyes 
análogas y por las costumbre, sin que pueda decirse que 
el laudo carece de estos fundamentos. 

5 U Que la posición en que se encuentra un Juez arbitro, 
por la propia naturaleza de la materia sobre quí versa su 
nombramiento, le da mas amplitud en sus apreciaciones y 
mas campo al arbitro judicial en ausencia de pruebas y en 
los iludusits que puedan ocurrir, mayormente tratán- 

dose de cuestiones de hecho en que la ley le supone una 
aptitud especial para apreciarlas, 

0" Que el hecho que aparece fuera de la discusión es el 
abordaje, que puso en e4ado de Ennavegabilidad al pailebot 
y* que reuniendo todas las circunstancias que se han tenido 
en consideración arrojan presunciones precisas y concordan- 
tes en favor del Pailebot ; ya por ser mas pequeño, tener 
menos rapidez en los movimientos y navegar contra la cor- 
riente, obrando á -u favor algunas razones de equidad ; y en 
este sentido no puede d'-cirse que haya faltado prueba, des- 
de que en materia civil bastan las presunciones concordantes 
paTa proceder, 

7° Y finalmente, que el recurso de reducción se funda en 
el perjuicio que se puede haber inferido á alguna de las par- 
tes, y que este perjuicio sea notable, procedente de malicia y 
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engaño de los arbitradores y en ninguno de los casos se alega 
hallarse el laudo de que se trata, ni se especifica el monto 
del daño.— Fallo no haciendo lugar á la nulidad ni al recurso 
de reducción deducidos, con costa. Repongan^ los sellos 
y notífiquese con el original. 

Isidora Mbarracin. 

¡ 

Falto de la Saprenm Corte* 

Biifinoí Aires, Agosto 12 de 1876. 

Vistos: por sus fundamentos, so confirma con costas, la 
süntencía apelada de foja trescientos diez y seis; satis- 
fechas las de la instancia y repuestos los sellos, devuílranse. 

J. B. GOROSTIAGA. — S. M. USf'Rlt.— 
J. DOMINGUEZ. - — O. LEGUlZAMOK, 
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U. Diego Pérez contra Torres y Echagüe, por cobro de 
impuestos provinciales. 



Sumario. — El caso en que un proveedor de fuerzas nacio- 
nales es demandado ante loa Tribunales de Provincia por un 
recaudador de impuestos provinciales, cobrándole el corres- 
pondiente á los ganados de la proveeduría, no es de los que 
en última instancia pueden llevarse á la Suprema Corte Na- 
cional, 

Caso. — D. Diego Peres rematador del impuesto sobre ma- 
taderos en la Ciudad de Santa Fé, demandó ante el Juez de 
i" Instancia de la Provincia, íi los Sres. Torres y Echagüe, 
proveedores de fuerzas nacionales, el derecho y la multa cor- 
respondiente á 020 cabezas introducidas para la proveeduría 
do dichas fuerzas, fundando la demanda en la ley provincial 
de impuesto de 30 de Octubre de 1872. 

Torres y Echagüe contestando, pidieron se rechazara la 
demanda con especial condenación en costas. Dijeron, que 
la ley invocada se referia á las haciendas introducidas al mu- 
nicipio para el consumo público, y no á las introducidas para 
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la provisión del ejercito nació nal. Que otra interpretación 
conduciría á gravar al Tesoro Nacional con un impuesto ó 
contribución provincial. Que si el alcance de la ley fuero el 
que pretende darle el demandante; esa ley seria inconstitu- 
cional. 

Los Tribunales de la Provincia condenaron á Torres y 
Echagüe al pago de lo demandado, y estos ocurrieron ante 
la Suprema Corte. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 



Buenos Aires. Agosto 5 do 1876. 

Eb indudable que las provincias no tienen derecho para im- 
poner contribuciones á las cosas ó bienes de la Nación, porque 
de lo contrario no existiría la Soberanía Nacional. 

Si el Gobierno JeneraJ, pues, tuviese ganados propios, y 
proveyese por sí mismo ó sus ajenies á las fuerzas moviliza- 
das, seria iguatmeuto indudable que podrían recorrer libre- 
mente el territorio de la Kcpública, sin que nadie tuviese el 
derecho de gratarles con impuestos de cualquier jíucro ó 
denominación. 

La cuestión tiene su oríjen en otra parte. 

El Gobie'uo hace un contrato de proveeduría, con un par- 
ticular, dueño de ganados ó comprador de ellos para cumplir 
su compromiso. 

Las fuerzas no se hallan en territorio Nacional, sinó en 
el de una provincia, donde la ley impone un gravamen 
«obre toda cabeza de ganado que se introduce para el consumo. 

¿Los proveedores espresados deben ser exentos de ese im- 
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puesto, porque no es del consumo público de que so trata, sino* 
del ejército o fuerzas movilizadas? 

¿El destino que tienen esos ganados, el recargo que cu 
d Mi ni ti va podía sufrir el erario nacional, es suficiente mo- 
tivo para dejar de percibir la provincia los impuestos que sus 
leyes han establecido, sobre cosas sujetas á su jurisdicción? 

Pienso que no. 

La proveeduría no es un hecho como el de un Banco Nacio- 
nul, ó de títulos emanados del Poder Nacional, ó de estable- 
cimientos fundados y costeados por él dentro de los territo- 
rios provinciales. 

El mismo provseditr no puede decirse ájente del Gobierno 
Nacional, sino simplemente un contratante, que se propone 
un lucro, y que puede lucrar 6 perder como en todo acto de 
comercio. 

Y otro tanto puede ron el contratista provincial. 

Ninguno es ájente autorizado, 6 comisionado, siu/i el uno 
como el otro negociantes de intereses opuestos, cuyos actos 
enteramente privados están sujetos íí las leyes de la localidad 
en que se ejecutan. 

Por otra parte, los tribunales provinciales que juzgaron y 
fenecieron este pleito, tampoco han puesto en duda con sus 
decisiones una ley nacional, que no existe, eximiendo á los 
proveedores, ni autoridad ó comisión ejecutada en nombre 
de la Nación, que están aquellos lejos de revestir. 

En la ley provincial, cuya inteligencia ha sido declarada 
por ellos, nada hay en fin de repugnante directamente á la 
Constitución ú leyes del Congreso, que autorizase por esta 
Corte ta revisacion de sus sentencias. 

No es pues el caso del recurso concedido por los artículos 
14 y 15 de la ley de 1863, y debe por lo tanto ser rechazado 
el deducido á su nombre. 

C. Tejedor. 

T. !£. 8 
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■ ■' ■ 
t'«ll* de la Snprent» C*rte. 

Buenos Aires. Agostu 13 de 1876. 

Vistos: No hallándose este asunto comprendido en ningu- 
no de los casos que enumera el artículo catorce de la ley de 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, y 
en los que se autoriza el recurso de apelación para ante esta 
Suprema Corte de las sentencias definitivas pronunciadas por 
los Tribunales Superiores de Provincia; y de conformidad 
con lo capuesto por el señor Procurador General en su pre- 
cedente vista, no ha hipar el recurso interpuesto. Satisfechas 
en consecuencia las costas y repuestos los sellos, archívese 
este espediente y devuélvase el remitido t omo informe por el 
Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Santa Fé, con 
el correspondiente oficio, en el que se transcribirá esta senten- 
cia y la vista del señor Procarador General. 

JOSE BARROS PAZOS. — J. B. 00- 
R0ST1AGA. — J. DOMINGUEZ. — S, M . 
LAbPlUR. 
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CAUSA CIII. 

* 

fí. Juan G. Bertrán, contra /). Santiago Bengolea, por cobro 
ríe pesor, sobre excepción de no contestar. 

.9 

Sumario. — I o No aon admisibles en el juicio ordinario mas 
escepciones dilatorias que las designadas en el artículo 73 de 
la ley de Procedimientos. 

2* Entre ellas no su incluye la de compensación. 

3* Las escepciones que no son dilatorias deben alegarse al 
contestar la demanda. 



Caso. — D. Guillermo Bertrán, estranjero, demandó ante el 
Juez Federal en Buenos Aires a D. Santiago Bengolea, argen- 
tino, la suma de 33.804 ps. m/ Cl que decia adeudarle prove- 
niente de un contrato que había existido entre ellos por el 
cual Bertrán se habia obligado á adelantar fondos y correr 
con )a venta de los frutos del Saladero de Bengolea en San 
Nicolás de los ArToyos, bajo el interés del 7 % anual sobre 
las cantidades que le adelantara y un 2 u de comisión sobre 
tos frutos que vendiera en plaza. 

Coirido traslado, B. Santiago M. Bengolea, por su señor 
padre, promovió artículo de previo pronunciamiento diciendo 
que por el mismo Juzgado se tramitaba un pleito que Ben- 
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golea sostenía con Manas y Montes, proveniente de un con- 
trato de carnes, celebrado por el consignatario Bertrán y en 
que se cobraba una suma cuyo monto ascendía mas ó menos al 
saldo de esta demanda. Que ese pleito es uno de los legados 
perjudiciales que Bertrán le babia dejado á consecuencia del 
contrato, pleito en que el Juez debía declarar si Macias y 
Montes estaban 6 no obligados ú pagar la suma que Bengolea 
le cobraba. Que en el caso de ser absueltos Macias y Montes, 
la responsabilidad de Bertrán por la suma demandada sería 
ineludible, según los artículos 3(50 y 382 del Código de Co- 
mercio. Que mientras esa cuestión no su resuelva, no puede 
arreglar definitivamente sus cuentas cou Bertrán. 

Corrido traslado del articulo, Bertrán contestó i que él 
nada tenia que Ter en la cuestión con Macias y Montes en 
que no era parte. Que el contrato con estos fué hecbo direc- 
tamente por Bengolea con intervención del esponente. Que 
su misión de interventor á nada lo obliga estando el contrato 
firmado por Bengolea corno contratante. 

Pidió se rechazara con rostas la articulación deducida. 

Buenos Airei, Julio 14 de 1876, 

Vistos : en el incidente promovido por 1), Santiago M, Ben- 
golea para no contestar la demanda promovida por D. Gui- 
llermo Bertrán, hasta que no se resuelva un juicio pendiente 
entre el demandado y los Sres. Mactas y Montes, en que 
Bertrán aparece como comisionista. 

Y cmsiderando : I a Que no son admisibles en el juicio 
ordinario mas escepciones que las dilatorias y de estas las 
especificadas en el artículo 73 de la Ley de Enjuiciamiento, 
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entre las que no se enumera la de compensasíon que parece 
perseguir la parte de Bengolea, desde que pretende que en 
caso de no pagarse á alacias y Montes, el demandante Ber- 
trán sería reconvenido por esa deuda ; 

2* Que no puede tampoco decirse litis-pendencia lo que alega 
desde que en ol juicio con Maclas y Montes ni es parte 
Bertrán ni se litiga el crédito que este cobra ¡ y por último 
la acción misma que se invoca poder tener que es subsidiaria. 

Fot estas consideraciones fallo, no haciendo lugar á la es- 
cepcion alegada por la parte de Bengolea y ordenando en con- 
secuencia conteste directamente á la demanda. Hágase saber 
original y repóngase los sellos. 

htdnro Alharracin, 



Fallo o> 1» Supremo Corte. 

Buenos Aires, Agosto 1? de 1876. 

Vistos : no siendo escepcion dilatoria la opuesta por la parte 
de Bengolea y debiendo oponerse las demás al contestar la de- 
manda, con arreglo al artículo setenta y cinco de la Ley de 
Procedimientos, se confirma con costas el auto apelado de 
foja veinte y tres ; satisfechas las de la instancia y repuesto» 
los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ d Anuos PAZOS.— J b. gorostiaga. 

I. DOMINGUEZ. — S. M LaSVIUR. 
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■ 

El Capitán Bokman dr ta barra «llandrup» contra et Capitán 
Hornos fhl ÜQpémTrompy , por abordaje, sobre fianza de 

arraigo. 

Sumario. — I o El juicio relativo i un «boque entre dos 
buques de pabellón estrangero, sucedido en aguas de juris- 
dicción estraiia, j siendo un puurto cstranjero el del destino 
del buque averiado, no pertenece á los Tribunales de la Re- 
pública. 

2° En ese caso, no hay contrato ú obligación que deba cum- 
plirse en ella, ni hecho ocurrido dentro de su jurisdicción, ni 
circunstancia alguna que obligue al Capitán del buque que 
ha causado el daño á seguir un juicio ante estos Tribunales, 
ni á dar lianza por sus resultes. 



Casa. — Ja baTca sueca «Bandrup* con destinad Valpa- 
raíso chocó en las aguas de Montevideo con el vapor estranjero 
« Tromp» con destino A Buenos Aires. 

Kt capitán de la «Baudrup» demando ante el Juzgado Fe- 
deral de Buenos Aires al del vapor «Tromp» por abordaje, y 
pidió que este, bajo la responsabilidad del Cónsul sueco afian- 
zara el juicio, embargándose en el Ínterin el viaje del vapor. 
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El Juzgado de Sección ordenó la fianza de arraigo, y el 
embargo provisorio. 

El capitán del «Tromp* pidió revocatoria del auto relativo, 
apelando in subsülium, después de haber obtenido el desem- 
bargo del buque por medio de una fianza provisoria. 



rallo o>l Jun a*e«lon»l. 



Buenos Airea, Faltrero 8 ile 187Ü. 
Vistos: nstos autos seguidos por I). Cristian Bokman, ca- 
pitán de la barca Noruega « JJuudrup», contra % B. Hornos, 
capitán del vapor holandés < Tromp * y especialmente el in- 
cidente sobre revocatoria de un auto de embargo y conside- 
rando: <" Que el embargo de que so reclama, no ha sido 
acordado para garantir del crédito o acción intentada, sinú 
como un medio de hacer efectivo el arraigo, á cuyo hecho no 
se refieren ni pueden referirse los artículos citados del Có- 
digo de Comercio 1029, 1030 y \0M que al consagrar la 
inmunidad del embargo por ciertas deudas han tenido en vista 
que los acreedores no sufrieran sino un retardo temporario ó 
local en la ejecución, pero que no puedo prevalecer ni hacerse 
aeTvir para entorpecer tal mandato de los Tribunales, 

2* Que el arraigo solicitado se hallaba legitimado tanto 
por haber sido solicitado bajo la responsabilidad del deman- 
dante, cuanto porque se habían acompañado pruebas feha- 
cientes del hecho que motivaba la responsabilidad qua se 
perseguía y no siendo el vapor «Tromp» de la matricula de 
este puerto, era de presumir que se ausentaría de él, con- 
cluido que hubiera el objeto que lo trajo ; y entre otros casos se 
halla autorizado este procedimiento en la causa 100 de los 
Fallos de la Suprema Corte, tomo 3" de la 1* serie i desde 
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que el articulo B5 que allí se declara no hace ni puede hacer 
distinción entre las obligaciones proveniente de contrato, ó 
de cuasi contrato, y deben por tanto comprenderse unos á 
otros. 

3 o Que aunque por el artículo 1029 del Código de Comercio 
no es permitido el embargo de un buque en otro puerto que 
no sea el de su matricula, si no es por crédito que sean prhi- 
legiados, el crédito sin obligación qne se persigno es de esta 
categoría desde que por lo dispuesto en el título XI, libro 3° 
del Código de Comercio sobre choques 6 abordages, ta respon- 
sabilidad por ese hecho aun por las faltas del capitán se 
entiende al buque mismo. 

4 Ú Que ai bien es cierto que en el artículo 1020 se hace una 
enumeración de créditos privilegiados contra el buque y no se 
menciona el que provenga de a^rdage, no lo es ménos que 
esa enumeración es de créditos privilegiados en el caso de 
venta ; como lo dice espresamente, y no incluye todos los que 
se contraen par el bnque con motivo de la espedicion. 

Por estas consideraciones fallo, no haciendo lugar á la re- 
vocatoria solicitada y considero la apelación interpuesta en 
relación. Repónganse los sellos y notifiqnese con el original, 

hidoro Átbarracm. 
Falle úm 1» Ka*r«M» C»r*e. 

Bueno* Airea, Agosto 12 de 1876. 

Vistos: y considerando que el juicio iniciado procede de 
un choque entre el vapor * Tromp * y la barca i Bandrup • 
ambos de pabellón estrangero : que el hecho tuvo lugar fuera 
de la jurisdicción argentina: que el buque averiado arribó en 
Mguida al puerto de Montevideo, y allí formalizo el capitán 
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sa protesta é hizo practicar el reconocimiento de las averias 
sufridas: que el puerto de su destino era el de Valparaíso; y 
que por consiguiente, no hay contrato ú obligación que deba 
cumplirse en la República ni techo ocurrido dentro de su 
jurisdicción, ni circunstancia ninguna que obligue al capitán 
del Tromp á seguir un juicio ante estos Tribunales y dar lianza 
de arraigo para sus resultas, se revoca el auto apelado de foja 
cuarenta, y satisfechas las costas y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

JOSÉ IÍA nttOS PAZOS? — J. B. GO ROSTIA- 
LA. — J. DOMINGUEZ. — S. M. USPILK. 



CAUSA i'V. 



U. José Barrís contra D. Ladislao Martines, sobre cobro de 

pesos. 



Sumario. — i° Convenida la construcción de un edificio 
por un precio separado para cada uno de los detalles del tra- 
bajo, y establecido el pago por terceras partes, debiendo la se- 
gunda cuota ser pagada al recibirse el propietario del edificio, 
concluido á satisfacción, con arreglo ú )a medición y conforme 
t. a. 9 
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puesto por el arquitecto ; elliecho del pago de la segunda cuota 
hace presumir que el constructor ha cumplido con su obliga- 
ción y que Be ha verificado la prévia medición del arquitecto. 

2 o Esta presunción se robustece por el hecho de existir al 
pié de la cuenta del constructor el conforme del arquitecto, y 
de hallarse el propietario en posesión de la casa. 

3 o La declaración posterior y singular del arquitecto de que 
el constructor le instó con tenacidad para que pusiera el con- 
forme á la cuenta, no basta para probar que dicho conforme 
fué obtenido cou engaño, máxime cuando el mismo arquitecto 
declara que la medición fué realmente hecha, y no se prueba 
que no sea exacto el resultado de ella, que presenta la cuenta. 

I o Dados estos hechos, y no justificándose que el propieta- 
rio haya hecho reserva alguna al pagar las dos primeras cuotas, 
el constmetor tiene el derecho de exigir el pago de la tercera 
en el tiempo establecido para él. 

Caso. — El casóse halla esplicado en el siguiente 
tallo «el Jues Seccional 



Baenos Aires, Mano 4 de 1876. 

Y vistos : Estos autos iniciados por demanda ordinaria por 
la paTte de D, José Barris contra D. Ladislao Martínez por 
cobro de cantidad de pesos procedente de construcción de una 
casa hecha por el demandante, en virtud de un contrato cele- 
brado coa el demandado, y. resultando; i° Que la demanda 
del actor se funda en que, habiéndose convenido por el contrato 
de f. 1 la construcción de un edificio, asignándose precio sepa- 
rado por cada uno de los detalles del trabajo ; por lo que el 
precio total debia resultar de la medición y conforme del arqui- 
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tecto nombrado por D, Ladislao Martínez, se ejecutó todo de 
acuerdo por el maestro Barris, procediendo en seguida á la me- 
dicion i inspección de los trabajos con intervención del arqui- 
tecto D. Cárlos Kilberg, ascendiendo su importe á la cantidad 
de ciento ochenta y tres mil ciento setenta y cinco pesos mo- 
neda corriente, según todo consta del detalle de la cuenta de 
f. 3 y conforme al pié del arquitecto ; 2° Que á cuenta de este 
importe entregó Martines ochenta y ocho mil pesos, qoe repre- 
sentan próximamente las dos terceras partes con deducción del 
quince por ciento, que debian formar las dos primeras entregas 
que, según lo estipulado en el referido contrato, debian tener 
lugar, lapnmera después de techado el edificio y la segunda 
después de concluido el trabajo ; 3° Que la tercera entrega 
que le formaba la última t,rcera parte acrecida por el quince 
por crento, deducido de las anteriores, debia entregarse cuatro 
meses después de la precedente, cuya entrega, importante no- 
venta y emeo mil ciento setenta y cinco pesos, se negó á hacerla 
el demandado; * Q ue el demandado, en su contestación, sin 
rechazar los hechos aseverados por la demanda, dedujo las es- 
copetes de plus pe! it ion y de dolo, fundando esta última en 
el hecho de haber Barría obtenido con engaño el conforme del 
arquitecto que se encuentra al pié del documento de f. 3 ■ y 
W Que recibida la causa á prueba sobre el punto espresado'en 
W auto de f, 33 na, se ha presentado por el demandado la carta 
<ie f. 35, con la declaración del arquitecto de f. 41 vta y las 
posiciones fs. 75, y por el actor las posiciones de fs. 52 vta 
y 57 vta, reconocimiento caligráfico de fs 60 

Y considerando: i- Que, según el articuló J9 del contrato 
de fs 1, los pagos debian hacerse por terceras partes, exigién- 
dose la medición y conforme del arquitecto para las dos pri- 
meras entregas, por cuanto estas debian tener lugar la nri- 

rr- tT't los techos dei edificí °< * 18 *** &¿ 

terminada la obra y recibido de ella el propietario, no estable- 
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riéndose esta circunstancia ni ninguna otra respecto á la ter- 
cera entrega; por cuanto, debiendo tener lugar cuatro meses 
después de recibida la obra, no era necesario ningún requisito, 
habiendo precedido ya la entrega y recibo del propietario y 
conforme de este y del arquitecto ; 2" Que el hecho aseverado 
en la demanda y no contradicho por el demandado, de haberse 
entregado y recibido por cuenta de esta obra ochenta y ocho 
mil pesos, que forman próximamente las dos terceras partes, 
con la deducción del quince por ciento de las primeras entre- 
gas, hace presumir con mucho fundamento que i estas entregas 
ha debido preceder la medición y conforme del propietario y 
arquitecto, por ser así estipulado el artículo 19 del contrato ; 
3* Que el conforme que tiene al pié el documento de fs. 3 prueba 
evidentemente que se ha verificado esta operación, estando 
constatado por la diligencia de f, 66 y establecido en las po- 
siciones de fs. 75 que la firma es auténtica de D. Cárlos Kil- 
berg, y consentido por el demandado que este fue el arqui- 
tecto designado para el efecto ; 4 o Que las escepciones deduci- 
das por el demandado, la de plus petition no ha sido debida- 
mente establecido en que consiste, sinó como una consecuencia 
de la de dolo, que según el demandado consiste en haber 
obtenido Barris con maquinaciones y engaños el conforme 
del arquitecto; 5° Que en cuanto á esta última, no ha sido 
suficientemente probada, ni bastarían para fundarla los he- 
chos que se aseveran; es insuficiente la prueba, pues solo 
consiste en la declaración singular de D. Cárlos Kilberg ; y, 
aun siendo ciertos los hechos aseverados, de ella solo resultaría 
que Barris instó con tenacidad para que pusiese su conforme 
el arquitecto, y que este cedió al fin i sus instancias sin 
engaño alguno, pues en la misma carta de t 35 se esta- 
blece que la medición tuvo lugar efectivamente y no era con- 
dición del contrato ni podrá serlo, que el propietario manifes- 
tare su conformidad con el resultado de la medición ; y 6 o Que 
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aun establecida la existencia del dolo en cuanto al conforme de 
f. 3, seria solamente incidental y ningún perjuicio le habría 
ocasionado al demandado, desde que este en ninguna parte del 
juicio ha sostenido que el resultado de la medición que pre- 
senta la cuenta de f s. 3 no sea excato. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que el actor D. José 
Barris ha probado su acción, no habiéndolo hecho el deman- 
dado D. Ladislao Martínez con los escepciones; en su conse- 
cuencia condénase á este ultimo al pago de la cantidad deman- 
dada de noventa y cinco mil ciento setenta y cinco pesos, 
intereses al seis por cirnto desde la fecha de la demanda ordi- 
naria, los que se liquidarán por el actuario, y costas del juicio, 
cuyo pago deberá verificar en el término d« diez (lias á contar 
desde el de la notificación. Hágase sabir y repónganse los 
sellos. 

Andrés i'garnza. 
rail* a> la Snpmn» f »r«* 

Buenos Aire*, Agoito 19 de 1876. 

Vistos: No habiéndose presentado los recibos mandados 
exhibir, ni justificádose que el demandado haya hecho re- 
serva alguna al verificar el primero y segundo pago, y estando 
por el contrario establecido en el contrato que la entrega de 
estas dos primeras cantidades será con una orden del arqui- 
tecto que esprese estar el trabajo concluido y á satisfacción, 
por estos motivos y por los fundamentos del auto apelado de 
foja noventa y cuatro, se confirma este con costas y satisfe- 
chas, y repuestos los sellos devuélvanse. 

JOSÉ B AHHOS PAZOS. — Ji B. GOROSTIAGA. 
- J. OOMIÜCÜBZ. — S. H LASNUB. 



fallo» üe u mmm corte 



CAUSA CVI 



Sioori y Sehiaffino, D. Adolfo Modeí y fl. J, de Roer contra 
et Capitán Drapanioivt de la barca griega <Ta.viarrhtíi* t 
sobre preferencia de crédito \j adhesión á ta apelación. 



Sumario. — i° La apelación interpuesta por un acreedor de 
la parte de la sentencia de grados que no afecta á otro acreedor, 
110 da á este el derecho para adherirse á aquella. 

2 o La adhesión á la apelación tiene lugar cuando el recurso 
deducido afecta al derecho que la sentencia acuerda al que 
intenta adherirse. 

3* El contrato de préstamo á la gruesa es nulo como tal, 
si recae sobre fletes no devengados ; y por consiguiente no 
puede impedir la compensación que se opeTa entre la deuda 
del flete y los créditos líquidos y reconocidos del deudor del 
mismo. 



Coso.— Llegada & Buenos Aires la barca griega *Taxiarckis* , 
se iniciaron contra su capitán Drapaniotis varios juicios. Uno 
por Sivori y Sehiaffino, por la Cuja Marítima de Génova, por 
préstamo i la gruesa sobre los fletes de Marsella á este puerto; 
otro por D. J. de tfoer por la Sociedad Helénica el < Fénix > 
por préstamo á la gruesa sobre buque y flete ; otro por D, 
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Unto, sobre el flete, etc., y otro por la tripulación ^ ¿ 
Los acreedores convinieron en la venta del buque v en ,1 

«rtLT» reCOn0 r r0n los caitos qne 

d ciT /JT IÜ djüíCÍ ° profese» j gra- 

duación, se dictó el siguiente: 



■ 



Hucnoj Aires, Noviembre 10 de 1875. 

Vistos : esto, autos soplidos contra el Capitán Drapaniotis 
de . barca griega . Ttóarcbis ,, b * precio P do ^ °" 

r?do f„ ;, d ;f "' " C °">1«™ V-Ü . La Féni* „ T 
U- Adolfo Modet, y do que resulta : ' 

Duque meneado so conviuo en reunión de los acrecdore8 
«» . capitna, proceder i « venta (f. „ vta . dcl es ™ 
do Rohiaffino con Drapauiotis acompañado) y depo^ita^u ¡m 
porte a W r;sultss deI jllicio de UrcLVT^ ^ el* 

* Que convenidos los cúrrente» en que con el «recio d, 
al "Tita» y Wffibldn ^ 
■ufe. necios por el buque en esta rada, y colados t IZ 
*¡m bordaron 4 f. 8e tuv¡ „ sn ¿ ^ 

réditos ,„e se cobran p„ SÍTOri , Schiaffi P oo » 
respectivos espedientes. sus 
3' Que deduciéndose nuevas reclamaciones por otros crí- 
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ditos por el Sr. Modet, se falló en definitiva no haciéndose 
lugar al reconocimiento que solicitaba, y consentida esta y 
habiendo alegado las partes sos respectivas preferencias, se 
han llamado autos para definitiva. 

4» Que el crédito reconocido á favor de la Compañía «Fénix» 
lo constituye un préstamo á la gruesa, fechado en Atona.* 
4 9 de Majo de 1872, sobro el buque, por 8928 francos, 57 
céntimos; los que se reclaman por el Sr. Scniaffino, son 
dos letras á la gruesa sobre el flete, de 10 y 13 de Setiembre 
de 1873, en Marsella, inportando 0600 francos la primera, 
y 5000 la segunda, y ios que reclama el Sr. Modet lo cons- 
tituyen tres letras, una á la gruesa sobre el casco del buque 
de 28 de Noviembre de 1873 por 20.000 francos, y las otras 
dos de fecha 46 y 28 por valores tomados para reparar y apro- 
visionar el buque por valor de 21 JO francos la primera y 
de 2380 la segunda con mas la cuenta de f. 1, qoe comprende 
las siguientes partidas: I a , 10,750 francos por adelantos sobre 
el flete; 2*, 3000 francos por indemnización de perjuicios 
acordados al fletante ; 3\ 6400 francos mandados pagar al 
fletante por el Tribunal de Comercio de Marsella, por senten- 
cia confirmada por el Tribunal de Asis; 4", 580 francos, 
comisión de corretaje de 2 % sobre el flete que correspondía 
pagar al capitán por el (letame uto ; 5", 601 francos y 50 cén- 
timos por costas judiciales pagadas por cuenta del buque : 
6*, 965 francos, gastos por estivar el buque en Marsella. 

Y considerando : 1" Que reconocida ta legitimidad de los 
créditos especificados en el anterior considerando, tanto por 
el capitán como por los terceros, que se presentan como 
acreedores al valor de venta del buque 7 al del flete, no pueden 
hacerse observaciones á su contenido y forma, que afecten á 
su valides; y mucho ménos cuando entre estas obligaciones 
no los hay que importen una nulidad absoluta de orden pú- 
blico, sinó nulidades relativas que pueden y han sido sub- 
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sanadas poi [a ratifleaoion del reconocimiento prestado, y por 
tanto los créditos que se persiguen tienen que ser apreciados 
en la forma y condiciones con que han sido presentados ; 

2 a Que los créditos presentados, unos tienen por garantía 
el buque y otros el flete, y por tanto un privilegio especial 
sobre cada ano de estos objetos separadamente (inciso j¡f del 
artículo i 698 é inciso 2" del artículo 1309, Código de Comercio), 
y debe por tanto establecerse dos órdenes de preferencia. 

3 o Que concurriendo como en el caso ocurrente, varios prés- 
tamos á la gruesa sobre el buqne, deben ser preferidos los 
últimos en fecha sobre los primeros, como gastos refaccio- 
narios 4 de conservación, bíu los cuales no existirían los 
primeros (artículo 1306 del Código de Comercio), y por tanto 
los que se contrajeron para el último viaje á este puerto desde 
Marsella deben preferirse sobre los que contrajo el « Taiiar- 
chis » hasta Marsella, con mas razón cnanto que se hallaba 
vencido el termino del préstamo anterior. 

A° Que concurriendo préstamos á la gruesa con gastos para 
aprovisionamientos y reparaciones del buque, deben seT pre- 
feridos estos sobre aquellos (artículo 1618, inciso 7% Código 
de Comercio ), en la forma y modo prescritos en el artículo 1021 
del mismo Código; y en estas categorías deben comprenderse las 
letras de Modet, fs. Sy 3, de las que debe responder el buque 
ó so precio encaso de venta (artículo 1025 del Código de 
Comercio) con la sola escepcíou de las costas judiciales que 
se prefieren á las anteriores ; 

5' Que operándose la compensación por ministerio de la ley, 
tan luego como la demanda y la acreencia co-eiisten entre 
las mismas personas y habiendo reunidos en los créditos de 
Modet por adelantos de fletes (1- partida de su cuento) y 
por indemnización al fletante ( 2* partida de la misma ) y la 
tercera y quinta del mismo origen, las condiciones prescritas 
por el articulo 969 del Código de Comercio, el importe del 
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flete para los efecto» de* las preferencias, debe estimarse con 
deducción de esas partidas que producen la disminución del 
flete en tanto como es sn monto, sin que pueda oponerse que 
la compensación no puede verificarse en perjuicio del tercero 
qne haya hecho préstamos a la gruesa sobre el flete, tanto por- 
que el Código de Comercio (artícolo 968) solo dá efecto á la 
compensación qne se tace contra los derechos adquiridos, y no 
lo ea el del prestamista á la gruesa sobre el flete, sinó una vez 
que han cesado los riesgos, y los créditos son anteriores a la 
llegada del « Taxiarchis » ; cuanto porque la estipulaoion de 
no tomar mas préstamos ni disminuir el importe del flete á 
que se Tefiere Schiaffino, obligan al tomador 4 responder per- 
sonalmente, pero no pueden menoscabar los derechos del 
tercero, que legítimamente podia pagar lo que debía. 

Por estas consideraciones, fallo: i" Qne del precio de venta 
del buque, deducidos los pagos hechos, se han de pagar primero 
los gastos judiciales; 2 o Las letras de Modot por valor de dos mil 
ciento diez y dos mil trescientos ochenta francos de su espe- 
diente; 9 o la de veinte mil del mismo; A* La de Boer por 
la Compañía « Fénix » por ocho mü novecientos veinte y ocho 
francos y cincuenta y siete céntimos; 5* Las partidas cuarta 
y sesta de la cuenta de Modet, por gastos de estiva y comi- 
sión de corretaje: y del importe del flete, deducida la com- 
pensación en la forma que se contiene en el quinto conside- 
rando han de ser pagados al 8r. Schiaffino por la caja ma- 
rítima de Génova ; y para su liquidación, consentida 6 no 
recurrida que fuera la presente, comparezcan á nombrar el 
contador ó contadores. Hágase saber con el original y repón- 
ganse los sellos. 

Isidoro Álbarractn. 

Sivori y Sohiaffino apelaron de la parte de la sentencia que 
admite la compensación de la deuda del flete á favor de Modet 
por las partidas »■ y 5* de su cuenta, por no importar eré- 
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ditos tan privilegiados, como lo es sobre el flete el préstamo 
á la gruesa, y porque Ja compensación no puede realizarse en 
perjuicio de un crédito de privilegio y entre créditos y deudas 
que no sean de igual naturaleza. 

Tramitada la apelación, D. J. de Boer se adhirió á ella, 
sosteniendo que el crédito del < Fénix » debía ser el primero 
sobre el buque y flete. 

Los demás interesados objetaron al derecho de Boer para 
adherirse á la apelación, y negaron sus pretensiones. 

Modet sostuvo la justicia de la sentencia apelada. 

Fallo de I» Suprema Cart* 

Buenos Airea, Agoslo 22 de 1876. 
Vistos: considerando que la presente cuestión de prefe- 
rencia de créditos, ha tenido lugar entre Duu Adolfo Modet, 
J. de Boer en representación de la compañía helénica de 
seguros c El Fénix >, y Sivori y Schiafriuo á nombre de la 
c Caja Marítima de Genova » t teniendo por liase el reconoci- 
miento de los créditos respectivos, hecho en el juicio verbal 
de foja ciento treinta y cuatro ; que este pleito fué fallado por 
la sentencia de foja doscientos cincuenta y cuatro, estable- 
ciéndose en ella cuáles créditos y en qué orden y grado debian 
ser pagados con el precio de la barca griega « Taxiarchis > y 
cuáles con el importe del flete ganado por dicho buque en su 
viaje de Marsella á este puerto ; que esa sentencia fué apelada 
solamente por la parte de Sivori y Schiaffino, en cuanto á 
la distribución que hace del flete t es decir, en cuanto admite 
la compensación de las partidas seguuda, tercera y quinta de 
la cuenta de Modet, con lo que por flete adeuda este como 
consignataria del < Taxiar his » ; que la primera parte, en que 
se halla comprendido el crédito de la Compañía « El Fénix » r 
ha sido espresamente consentida por Sivori y Schiaffino y 
por Modet; y no ha sido apelada en tiempo pOT el represen- 
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Unta de la compañía; que no habiendo comunidad ninguna 
de interés entre estay la «Caja Marítima de Genova » y 
siendo limitada la apelación interpuesta por la última á la 
parte de la sentencia qne no se refiere á la espresada Com- 
pañía, no pnede aprovecharle esa apelación, según las reglas 
establecidas por la ley cinco, título veinte y dos, partida 
tercera ; qne la adhesión no tiene lugar sinó cuando el recurso 
deducido afecta al derecho que la sentencia acuerda al que 
intenta adherirse, lo que no sucede en este caso ; y por con- 
siguiente, debe la resolución tenerse por firme á su respecto, 
y contraerse el fallo de la Corte a los puntos designados en 
el recurso de Sivori y Schiaffíno : Considerando i este res- 
pecto, que reconocidos como han sido con la cuenta de Modet 
las partidas segunda, tercera y quinta por gastos judiciales 
y por indemnizaciones acordadas al cargador por los Tribunales 
de Marsella*, reúnen las condiciones necesarias para ser com- 
pensadas con el flete, compensación que tiene lugar aún en 
caso de quiebra, según el artículo mil quinientos cuarenta y 
cinco, con arreglo á los artículos novecientos cincuenta y nueve 
y novecientos sesenta del Código de Comercio ; que a esto no 
puede obstar el crédito de la Caja Marítima de Génova, por- 
que aún cuando se le considere como nn préstamo á la gruesa 
en virtud de sus cláusulas, este contrato es nulo como tal, 
siempre qne recae sobre fletes no devengados, y queda redu- 
cido á un préstamo ordinario, según el artículo mil trescientos 
once, á cuya terminante disposición debe subordinarse la in- 
teligencia del artículo mil trescientos nueve y demás que se 
refieren á los fletes; por estos fundamentos, se confirma con 
costas la sentencia de fojas doscientos cincuenta y cuatro en 
la parte apelada ; satisfechas las de la instancia y respuestos 
los sellos, devuélvanse. 

JOSt BARROS PAZOS.— J. B. COROSTIAGA.— 
I.DOMIKGCEZ.-S. M. LA8P1UH. 
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CAVUA CfH. 



D. Victoriano Gallo, contra />. Bernardo Perona, sobre 
cumplimiento de un contrato. 



Sumario, — El vendedor debe entregar al comprador la 
mercancía que le ha vendido según loa términos del con- 
trato, y el interés del dinero que haya pagado por él con 
motivo del contrato desde el üia del pago hasta el de la 
completa entrega de la mercadería. 



El caso está prolijamente relacioando en el siguiente 

■ 

Falle del Jan See*len«|« 

S»n Juan, Vino 16 d» 1976. 

Vistos: entre D. Victoriano Gallo y D. Bernardo Perona, 
demandando el primero al segundo el cumplimiento de un 
contrato de compra trigos celebrado entre ambos con fecha 3 de 
Diciembre del año de 1874, que corre á f . 1 de los autos; con 
lo alegado y probado por las partes, y considerando por su 
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1° Que Gallo demanda á Perona el cumplimiento de su obli- 
gación contraída en el contrato de f . i , de entregar en la era 
en Canéete hasta el 15 de Abril del año próximo pasado la 
cantidad de 578 fanegas de trigo, buena clase, limpio y sin 
llovido; á razón de 3 pesos fanega, lo cual no ha cumplido - 
Perona hasta la lecha de la demanda que fué el 15 de Oc- 
tubre del año próximo pasado, no obstante haber recibido 
anticipadamente la cantidad de 1734 S, que se espresa en 
el documento de f, 2 que tiene la fecha del 30 de Diciembre 
del aüo anterior, el cual t siendo afianzado por Gallo, fué 
pagado y cancelado por él en 30 de Abril del ano pasado, 
¿egun consta en la nota del Gerente de dicho Banco, pues 
está en el mismo pagaré. 

En cuya virtud el actor pallo pide que el demandado le 
t-ntregue en un término breve las fanegas de trigo, que le 
tiene compradas ó bien su importe al precio corriente en plaza, 
á menos qoe se le autorice ú emplearlo de su cuenta, y ademas 
le indemnice de los daños y perjuicios originados, con los inte- 
reses devengados del dinero que pagó por él al Banco de Cuyo 
y las costas del juicio. 

2 o Perona contestando á la demanda espone, que esta es 
maliciosa, pues ha entregado á Gallo por cuenta del contrato 
de f.... 570 fanegas de trigo, según constado recibos que posee, 
no presentándolos en el momento por habérsele perdido, 
cuando fué á casa de Gallo dispuesto á hacer A arreglo de 
sus cuentas, y que en cuanto á las 8 fanegas que faltan, 
existén en su poder y prontas á entregarse en el momento 
que Gallo mande por ellas, como también los intereses del 
dinero tomado del Banco, los cuales se computarán desde 
el 30 de Diciembre del año 1874, hasta el 15 de Abril del 
año entrante en que Gallo tenia recibido todo el trigo que 
le obra, 

3* Que abierta la causa ú pmeba sobre los hechos per^ 
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tinentes y contradices, las partes han producido las que 
correa en los autos, y de las que constan loe hechos si- 
guientes: 1° Que antes de la celebración del contrato de f. 1 
existía un otro contrato anterior, celebrado entre las partes 
sobre compra-venta de trigo con fecha 25 do Octubre del 
año 1874, el cual correa f. 64, y por el que consta que Pe- 
rona recibió de Gallo diversas partidas, 375 3 pot cuenta de 
trigos, que a razón de 3 pesos fanega debía entregarle Pe- 
rona en el plazo de cuatro meses 6 sea el 25 de Febrero 
de 1875 y con el interés de 1 */. 7- mensual, en el caso 
de no entregar el trigo al vencimiento; 2° Q ue Perona ha 
hecho entrega á Gallo de tres partidas de trigo, las dos 
primeras el 19 de .Marzo del año pasado de 96 fanegas cada 
ü«a, y la tercera el 23 del mismo mes, de 40 fanegas, cons- 
tando las primeras de los recibos corrientes á fs. 54 y 55 
reconocidos por Gallo, y la última de las declaraciones con- 
testes dosde f. 39 vuelta basta 43, que destruven el conte- 
nido del recibo de f. 56, negado por el acor, el cual aparece 
claramente falsificado en cuanto al núm< ro de fanegas que 
espresa; 3* Que estas partidas de trigo aan sido entregadas 
por cuenta de ambos contratos, según lo confiesa el mismo 
Perona contestando ála primera pregunta de las posiciones 
absueltas por él f. 29 de los autos. 

4° Que en este concepto, estando cancelado el primer 
contrato del 25 de Octubre con \%> fanegas, resulta entregadas 
107 restantes por cuenta del segundo, celebrado en 30 de Di- 
ciembre, y quedando sin pagar 471 fanegas que Perona debio" 
entregar á Gallo el 15 de Abril del año próximo pasado, 
según lo espresa en el artículo 3* del contrato de f . 1, que- 
dando por su falta de cumplimiento sugeto Á las responsa- 
bilidades legales. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten. 
Fallo definitivamente juzgando y declaro ; 1* Q ue D. Ber- 
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nardo Perona es deudor de D. Victoriano Gallo de la can- 
tidad de 471 fanegas de trigo, á razón de 3 pesos la fanega, 
para descontar del Talor del pagaré abonado por Gallo al 
Banco de Cuyo de cuenta de aquel; 2» Que Perona debe nacer 
entrega del trigo en las condicionas contratadas en el término 
prudencial de treinta días desde la notificación de esta sen- 
tencia, pndiendo Gallo en caso contrario comprarlo en el 
Departamento de Caucete por cuenta de aquel, mediante los 
justificativos necesarios de la compTa; 3 o Que Perona es deudor 
á Gallo de los intereses de la cantidad espresada en el pagaré 
de f. 2 á razón del 1 */» % ^ctisual desde el 30 de Diciembre 
del año de 1874, hasta el dia que Perona entregue el trigo, ó 
venza el término fijado por su entrega, siendo de su cargo 
ademas todas las costas del juicio. Hágase saber, pudiendo 
el actuario notificar esta sentencia original fuera de la oficina 
y repónganse los sellos. 

Katatiael Morcillo- 




C«rlr. 



Bueno» Aire», Agosto 24 Je 1576. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas, el 
auto apelado de foja sesenta y cinco, y satisfechas aquellas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARBOS PAZOS, — J. B. CO- 
ROST1AGA. — J. DOMINGUEZ. — 
S. H. LASPIUR. 
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CAUSA « VIH. 



Felh y f ' contra la aduana Racional, sobre aforo 

de mercaderías. 



Sumaria.— La resolución de las diferencias que se susciten 
entre un comerciante y un vista sobre aforo de mercaderías 
corresponde á la Dirección (íeueral de Rentas, y en su de- 
fecto al Poder Ejecutivo. 



Caso, — Los Sres. Felh y ('■ manifestaron unas piezaa 
género de algodón para vestidos de 100 centímetros. 

£1 Vista de aduana detuvo el artículo diciendo que el 
género debia aforarse por algodón listado a" cuadros, y por 
tarifa le correspondía 175 milésimos por metro, mientras al 
género algodón para vestidos correspondía 65 milésimos por 
metro. 

El administrador de aduana de conformidad con la opinión 
del Vista declaró que el género era listado de algodón á cuadros 
y ordenó el pago de dobles derechos. 

Los Sres. Fells y C* apelaron de la resolución. 

T. « 10 
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Wmlf del Juei fte«tl« M »| 



Buenos Airea, Junio 5 de lti76. 



T vistos: estos autos traídos en apelación de la resolu- 
ción de aduana por los Sres. Fells y C* y considerando : 
I o qoe la manifestación hecha por los despachantes» tal como 
se consigna en la nota de f. I, no contiene espresion de la 
calidad del artículo manifestado, por lo que la aduana ha 
debido tomar en cuenta la calidad superior del artículo, género 
de algodón para vestido que contiene la tarifa, de acuerdo 
al principio que establecen los artículos 111 y 1 12 de las 
ordenanzas de aduana; 2 o que tomando por base esta clase, 
el aforo correspondiente seria el de 0,125 en metro por cada 
51 centímetros de ancho, y los de mas anchos en proporción, 
lo que daría en este caso un aforo mayor que el correspon- 
diente at listar' o ordinario con aforo de 0,175 milésimos por 
metro, que es como los Vistas .han clasificado la muestra 
acompañada en autos; 3" que en este concepto, ya sea que 
el género se considere género de algodón para vestido, como 
lo clasifica la manifestación de los apelantes ó listado ií cua- 
dros como lo clasifica la aduana, esta diferencia de nombre 
no perjudica el aforo y poT consiguiente á los derechos fisca- 
les. Por estas consideraciones revócase la resolución apelada 
de f. declarándose que deben aforarse los derechos i razón 
de 125 milésimos el metro por cada 51 centímetros de ancho 
teniéndose en vista los 100 centímetros de ancho que da la 
manifestación. Hágase saber y repónganse los sellos. 



Andret (Igarrisa. 
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Fallo de Im Suprema Corle 

Ruónos Aires, Agoslo 21 do 1876. 

Vistos : de conformidad con la jurisprudencia establecida 
por diversos fallos de esta Suprema Corte en casos análogos 
al presente y especialmente por los motivos espuestos en la 
sentencia pronunciada en la causa ciento treinta y dos tomo 
tercero, segunda Krrio de los fallos de la Suprema Corte, se 
revoca la sentencia apelada de foja diez y nuevo y se de- 
clara que los Trilítinalps Nacionales no tienen jurisdicción 
para conocer en este asunto. Devuélvanse en consecuencia 
los autos por su orden, previa satisfacción de costos y repo- 
sición de sellos, al Administrador de Rentas para que pase 
este asunto al Poder Ejecutivo á fin de que lo resuelva según 
lo estime conveniente por ser id según la ley y á pesar de 
los inconvenientes que este procedimiento ofrezca, la única 
autoridad competente para decidir esta clase de cuestiono.-? 
mientras no se cree y establezca la Dirección General de 
Aduanas. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. j), GOROST1AGA. 
— J- noniscuEz. -S, M. USHUR. 
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CAUSA CIA. 



, D. Antonio Oliva y i), Bautista Cándia contra íi. Avelina 
Vázquez y D. ¡"rújcdes Quiroga, sobre el valor de un 
órgano, // lucro cesante. 



Sumario. — Cuando un daño so ha ocasionado sin inten- 
ción dolosa ni ánimo deliberado de da lar, no se condena itl 
autor al pago del lucro cesante ni ea las costas. 



Caso. — D. Felipe Gómez, apoderado de I). Antonio Oliva 
y de I), Bautista de Candía, espuso ¡inte el Juez de Sección en 
San Luis: que el dia iO de Agosto de 1873 sus representa- 
dos fueron contratados por D. Avelino Vázquez y D. Práje- 
des Quiroga para tocar el órgano que llevaban consigo en 
una chingana que se daba en casa de Florinda Escobar, De- 
partamento de San Francisco, Que embriagados Vasqucz 
y Quiroga, montaron á caballo y entraron en la pieza eu 
que se daba el baile, y asustado el caballo con el ruido de 
los cohetes que quemaban, dió de cocc* al órgano y lo des- 
pedazó. Fundado en estos hechos, entabló demanda contra 
ellos por la suma de 220 $rts., valor del órgano ron mas el 
lucro cesante desde el 10 de Agosto en que le privaron ganar 
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su subsistencia hasta la conclusión de la causa y a mas las 
costas, dados y perjuicios. 
Tramitada ¡a causa, se dicto este 



tullo del Jb« de ««««!•«. 

San Luis. Abril 18 de 1871. 

Vistos : Estos autos en que D, Felipe Gómez solicita, como 
apoderado do I). Antonio Oliva y D. Bautista Candía, se 
mande alionar á estos por lo* Nres. 1). Prájedes Quiroga y 
D. Avclino Vázquez ti ti órgano qif le rompieron el 10 du 
Agosto próximo pasil lo en no baile que tuvo lugar en Sun 
Francisco; y Considerando: 

i" Que Quiroga al contestar la demanda reconoce, que un 
ra bailo que montaba en la misma pieza en que tuvo hipar 
el baile, rompió indudablemente el órgano con los coces que 
tiraba, asustado por los cohetes que se encendían. 

2" Que aunque también afirma, que Vas quez snbiú enton- 
ces en las ancas del caballo, estu niega el hecho, diciendo 
no haber tenido parte alguna en la destrucción del órgano. 

3" Que aunque contra esta a ti r marión ofrecen algún mé- 
rito las declaraciones corrientes de fs. 5U á 53 inclusive, ellas 
no pueden considerarse por haberse producido fuera del tér- 
mino de prueba; por tales fundamentos se declara respon- 
sable de la destrucción del órgano á D. Prájedes de Quiroga, 
y obligado á abonar su valor á justa tasación, por no ha- 
berse acreditado por el demandante cu AI sea esta; conde- 
nándose ademas si dicho Quiroga en las costas del juicio. 

Juan de Arredondo. 
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De esta sentencia apeló el apoderado de los actores por 
cuanto la condenación no comprendía los daños y perjucios 
y el lucro cesante, reclamados eu la demanda. 

Falla de la Suprema Capte. 

Buenos Aircí. Agosto 36 de 1874. 
Vistos: Xo apareciendo de autos que la destrucción del 
órgano de los demandantes por Don Prájedes Quiroga haya 
sido con intención dolosa ni ánimo deliberado de dañar, se 
confirma la sentencia de foja sesenta y seis vuelta; satisfe- 
chas las costas y repuestos los sellos devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOROS- 
T1ACA. - J. DOHISGLEZ. — S. M. 
LASP1CK. 
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CAUSA CX. 



Pérez y Rodríguez contra Minee tj Quiroga, ¡wr cobro de pesas. 



S 'tí ma rio. — Xq mej orándose la apelación en el término del 
emplazamiento, se declara desierto el recurso á la primera 
rebeldía que acusa el apelado. 



Caso. — En Jos autos seguidos ante el Juez Nacional de la 
Sección de la Itioja, entre los tires. Pérez y Rodríguez, contra 
los Sres. Alinee y Quiroga, habiendo estos últimos apelado 
para ante la Suprema Corto de la sentencia del inferior, y 
no habiendo mejorado el recurso dentro del término del em- 
plazamiento, á escrito del Dr. Kspeche pidiendo se le tuviera 
por parte en representación de los primeros y acusando la 
correspondiente rebeldía, se dictó este 

t'«ll» 4e tm Suprema €•■»«« 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1876. 

Téngasele : y por lo oue resulta del precedente certificado 
v á mérito de lo dispuesto en el artículo doscientos catorce 
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de la ley de Procedimientos, declárase desierta la apelación, 
devuélvase en consecuencia los autos, previo pago de costas 
y reposición de sellos por el apelante. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J, II. GOROSTIAGA. 

4 

— J. DOMINGUEZ.— S. H. LASFIUR. 



CAUSA CAI 

El Banco de Mendoza contra ¡). Francisco Hegatira. por 

cobro de pesos. 



Sumario. — I o Todo delito, sea del derecho civil ó crimi- 
nal, constituye á sus autores y cómplices en 1u obligación 
de indemnizar solidariamente el daño que por él se hubiese 
causado, aun cuando no sea en provecho propio, 

2 o Tratándose de hechos voluntarios pero lícitos que cau- 
san daño á otro, el autor responde de todas sus conseeiieii- 
cias inmediatas; de las mediatas, cuando han podido pro- 
veerse, y aun de las casuales, cuando ellas fian deludo 
resultar según las miras que se tuvo al ejecutar aquel, 

3 o Tratándose de actos ilícitos ó reprobad ug por ta ley. 
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la responsabilidad se estiende A las consecuencias paramente 
casuales. 

4* La responsabilidad en este caso comprende también 
los intereses y la* rostas del juicio, 

Vaso. — La discusión de esta causa está bien detallada en el 

Fulla del Jun de 8eeelun. 

Mendoza. Abril 22 de 1GT«. 

V vistos ; estos autos seguidos entre D. Luis Ramón Tula, 
ñ nombre del * líauco de Mendoza, » y Ü. Francisco Reguei- 
ra, por cobro de pesos. 

Resulta : que pendiente ante este Juzgado causa criminal 
por delito de rebelión contra el Sr. Kcguoira, ü. Luis R. 
Tula, con la representación ya dicha, deduce demanda civil 
contra él por la suma de 20,250 jf bolivianos, sus intereses 
y costas de la cobranza; y la funda en que; como Admi- 
nistrador de la Aduana Nacional en esta Ciudad, durante 
el imperio de la rebellín, vencida ¡í linos del a'io 1874, y 
en virtud de nombramiento que recibió del Kx-Gencral Ar- 
redondo, Oefe Militar de las fuerzas que invadieron la Pro- 
vincia, dicho, Sr. liegueira, haciendo valer un contrato 
preexistente entre el Gobierno Nació ul y el Banco, por el 
cual este estaba obligado á adelantar en descubierto fondos 
á la Aduana basta una cantidad dada, jiró contra el mismo 
lianco y á favor del Gcfe de Estado Mayor del Ejército 
invasor el libramiento corriente á f. % y obtuvo violenta- 
mente su pago por medio de la nota impositiva (corriente en 
copia á f. 3) del espresado Arredondo, ft quién ocurrió en 
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demanda de la fuerza por haber resistido el Directorio a 
verificar el abono. 

Agrega; que la Administración Nacional» después de res- 
tablecido el órden legal, le ha desconocido en sus cuentas, 
como de legítimo abono, la partida entregada a Regueira ¡ 
y que, en tal caso tiene su acción directa contra cate para 
el reembolso de dicha suma. 

El demandado, contestando, sostiene que debe rechazarse 
la demanda, pues que, como aparece de la propia esposicion 
del demandante, él hizo el jiro como Administrador de la 
Aduana Nacional y de cuenta de la Nación, y no á su nom- 
bre personal, no habiendo podido contraer por consiguiente 
obligación alguna particular. 

Que como el pago se hizo, por otra parte, no en virtud 
de su jiro, sino de la intimación del General Arredondo, 
tampoco bajo este aspecto ha contraído obligación alguna 
para con el Banco. Finalmente, que ea inexacta é infunda- 
da la aseveración de que haya hecho uso de la fuerza para 
obtener el pago del libramiento. 

No desconocidos asi por el demandado, ni el hecho de 
haber desempeñado durante el imperio de las fuerzas rebel- 
des en la Provincia el puesto de Administrador de Rentas, 
por nombramiento que recibió del ge fe principal de aque- 
llas; ni el de haber j irado en tal carácter contra el Banco 
de Mendoza el libramiento corriente á f. % por la cantidad 
que en él se espresa, igual á la de la demanda; ni la ver- 
dad de la nota intimatoria corriente en copia ¡I L 3; ni 
tampoco el abono del libramiento por el Üanco; ni final- 
mente el no haber sido reembolsado este por otros medios 
de la suma pagada; la causa se abrió á pnicba únicamente 
respecto A si el demandado tomó participación en actos de 
imposición ó coacción tendentes á obtener el abono del li- 
bramiento enunciado. 
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A este respecto se han producido: i a Las declaraciones 
de D, Guillermo Olivar y D. Francisco Bustos, mandadas 
agregar en copia, á solicitud del üsmo demandado, del es- 
pediente criminal que contra aquello-; Sres. se inició por 
suponérseles auxiliadores de la rebelión, de las cuales apare- 
ce que Regueira, al comunicarle ellos la negativa del Di- 
rectorio del Banco ú cubrir el valor del jiro, les manifestó 
en iguales ó parecidas términos, que este habia sido hecho 
por orden de Arredondo, (filien reemplazaba en virtud del 
triunfo obtenido al fíobierno Nacional, y (¡uc le daria cuen- 
ta á él de la resolución del Itanco. Que posteriormente y 
eu el mismo din, Regueira se apersonó al Banco acompaña- 
do del Gofe de Estado Mayor, á cuyo favor era jirada la 
letra, requiriendo nuevamente al Hirertorio por el payo á 
nombre de Arredondo, y espresando ni mismo tiempo que la 
negativa importaba un» hostilidad abierta á la situación, 
etc. Finalmente, que el contrato con el Gobierno habia si- 
do ya rescindido de antemano por el Banco, según notas 
pasadas al Administrador legal di; Aduana y al Ministro de 
Hacienda ; 2" La declaración de D. Javier Vídela, testigo 
del demandante, de la cual aparece, que, en la ocasión en 
que concurrió líegueira ron el (¡efe espresado al Banco, se 
espresó aquel en estos términos ; « Manda decir el General 
Arredondo que todo lo que quiere saber de Vds. es si pagan 
ó no el jiro hecho por la Aduana, para según eso tomar me- 
didas * ; que insistiendo el Director en no verificar el pa- 
go, llegueira tuvo con el gefe aludido una corta conferen- 
cia, que no alcanzó á percibir, saliendo inmediatamente el 
último, y quedándole solo aquel en el Banco hasta pocos 
momentos después, en que regresó dicho Giife con la nota 
de Arredondo ; 3" La declaración de D. Francisco Bustos, 
examinado á solicitud del demandante, la cual se halla con- 
forme con la anterior: i" La declaración de D. Guillermo 
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Olivar, examinado igualmente por segunda ve?, a petición del 
demandante, la eual, conforme también en el fondo con la 
de Videla, añadís contestando a la tercera pregunta del 
interrogatorio de f. 56: que es ella cierta, en lo cual ase- 
gura que Regueira, después de la negativa del Directorio, 
mandó á su acompañante á dar cuenta al General Arredon- 
do de la resistencia del Banco, quedándose el en este hasta 
que aquel volvió, con la nota intimatoria; 5 o y último, las 
posiciones absueltas por el demandado á f. 09, en las cua- 
les dice, que: «como Administrador déla Aduana y no pu- 
diendo resolver las observaciones que Inician el (¿érente y 
Miembro del Directorio Sr. Olivar para hacer el pago de la 
letra, contestó que no podía hacer otra cosa que dar cuenta 
al General Arredondo, como lo hizo ; y que entónces, el 
General, le ordeno ir á decir al Banco lisa y llanamente de 
su parte si pagaba ó nú, siendo acompañólo de Sastre, co- 
mo tenedor del jiro; que entónces, los Miembros de la Co- 
misión Dírf ctiva del Banco, después de algunas deliberaciones 
entre si, convinieron en pagar, mediante ó previa nna inti- 
mación por escrito del General Arredondo, en términos tales 
que las pusiera á cubierto de sus responsabilidades para ante 
el Banco. > 

Y considerando: I o Que el demandado, lejos de descono- 
cer el carácter de forzosa que tuvo la exacción ejecutada con- 
tra el Banco, ba reconocido expresamente {estrilo de alega- 
to) que solo acordó este el pago, porque ño tenia medios 
en que opoyar resistencia alguna contra aquello. 

2° Que aun cuando asi no fuera, bast iría á establecer el 
hecho déla coacción, los términos imperativos y ronmiiiatu- 
rios de la nota del Gefe Rebelde después de la primera ne- 
gativa del Directorio del Establecimiento ¡í hacer la entrega, 
pues aun cuando en si no importaran ellos una fuerza irre- 
sistible para el ^anco. eran sin embargo mas que suficicn- 
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tes para determinar su decisión» tomando en cuenta las cir- 
cunstancias que entónces imperaban. 

Era notorio en efecto, y consta de Documentos Oficiales, 
que el GcneTal Arredondo, careciendo de medios propíos 
para el mantenimiento de su Ejército, recurrió para llegar 
á su objeto á espropiaeiones violentas de intereses parti- 
culares : que dispuso igualmente de las propiedades públi- 
cas, apoderándose de todo» tos di neros lis rules que existían 
en la Administración de lientas: que no había seguridad 
alguna, en una palabra, para la propiedad, de cualquier gé- 
nero que fuese esta, sino en ta medida de las necesidades 
del Ejército invasor, y entonces lójico era que los Directores 
del Establecimiento demandante miraran aquella nota como 
una grave ¿ irresistible violencia. 

3 fl Que de todas y cada una de las piezas de la prueba 
resulta que el demandado obró desde el primer momento 
hasta el último de acuerdo y ejecutando las órdenes del 
es-General Arredondo: que fué un agente voluntario y prin- 
cipal de dicho (tefe en la ixaccion contra el Hanco, jirando 
primero contra él, requiriendo en seguida personalmente el 
pago del jiro en unión con el jirado y concurriendo final- 
mente al acto de la intimación, con lo cual autorizaba y 
hacia mas eficaz esta. 

-i u Que dados estos antecedentes y establecida la ilegiti- 
midad de la exacción, es indiscutible la responsabilidad del 
demandado baria el Hanco, á pesar de 'no haberse aprove- 
chado personalmente de los dineros de este: pues es un 
principio universal de Derecho y sanción espresa de nues- 
tras leyes {artículos 12 y 1Ü, título 8, Sec. % Lib. 2 del Có- 
digo Civil), que todo delito, ya sea este del Derecho Civil 
ú Criminal, constituye á sus autores y cómplices en la obli- 
gación de indemnizar snli. Unamente el daño que por el se 
hubiese causado. 
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5° Que aun prescindiendo de la participación del deman- 
dado en los actos de requisición que se siguieron al jiro en 
los cuales como se ha visto, él tuvo un principalísimo rol T 
constituyéndose coactor del delito, es indiscutible también 
sn responsabilidad por el solo hecho de jirnr á favor de 
ano de los Gefes del Ejercito el libramiento en cuestión, y 
entregarlo para su cobro al mismo, pues á nadie podia ocul- 
tarse la posibilidad, y él mas que otro pudo proveerla, de 
que el pago se exigiría por medio do la fuerza ó intimida- 
ción en tales condiciones. 

Según la disposición en efecto de los artículos 6 ¡1 10, tí- 
tulo « De los hechos y actos jurídicos » del Código Civil, 
tratándose de actos voluntarios, pero lícitos, el autor res- 
ponde de todas sus consecuencias inmediatas; de las media- 
tas cuando han podido preveersc, y aun de las casuales, 
cuando ellas han debido resultar según las miras que se tu- 
vo al ejecutar aquel ; y tratándose de actos ilícitos 6 re- 
probados por las leyes, como eu el presente; el artículo i 1 
del misino título estiende las responsabilidades y hace im- 
putables aun las consecuencias puramente casuales, cuando 
la casualidad de ellas lia sido perjudicial por causa del 
hecho. 

La responsabilidad asi del demandado, que en forma al- 
guna y a favor le nadie pudo jirar disponíondo de propie- 
dades ajenas, es pues indudable. 

6° Que la obligación del demandado se entiende igualmente 
á los intereses y costas de la cobranza, pues respecto de 
los primeros no ha sido menester interpelación alguna por 
parte del acreedor para constituirlo en mora, y sin las segun- 
das no seria completa la reparación. 

Por estos fundamentos, fallo condenando al demandado, 
D. Francisco Regué ira á pagar al « Banco de Mendoza > en 
el término de diez dias la suma de veinte y seis mil doscientos 
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cincuenta pesos bul i víanos, sus intereses desde el dia del de- 
sembolso, arreglados á los que pagan los Bancos Públicos 
en esta Ciudad hasta su efectivo abono y costas. Repón- 
gase el papel y hágase saber original. 

C. de la Torre, 

Hegueira apeló en relación 

Buenos Aire*. Setiembre 1 de 1876 
Vistos : por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja setenta y inn-v** vuelta, y satisfechas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

josí; d Aimos pazos. — j. r. gohostiaga. 

— J. DOMINGUEZ. - S. H. LASPIUB- 
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CAUSA C\II. 

■ 

D. Julián de Duslinza, el hr. i). Mcanor (1. del Solar, 
D. Angel ti. (¡arda y el Gobierno de Santa- Fé, 
sobre etncaon. 



Sumario. — Habiendo el vendedor, citado de evicciou, de- 
clarado que no nale á la defensa en juicio del comprador, el 
Juez debe conocer y resolver en el fondu de la causa, dejando 
al comprador su derecho á salvo contra el vendedor. 



Caso. — Ka los autos seguidos por l). Julián de Bustinza, 
el Dr. del Solar y 1). Angel K. García, sobre desjiojo de un 
terreno vendido por el Gobierno de Santa-Fé, é incidente sobre 
citación de eviccion, el Juez de Sección con fecba 17 de Julio 
de 1875 dictó sentencia que fué modificada por la Suprema 
Corte, quien declaró con fecha 2 de Octubre do 1857, que al 
vendedor citado de eviccion no se le puede obtiynr á titiyar 
ni á que entre en W pleito, y que es absolutamente potestativo 
en él tomar ó no á su cargo ta defensa del comprador de- 
mandado : y que por consiyuienie, la Provincia de Santa-Fé 
no puede ser considerada como parte en este asunto. 

Devueltos los autos al Juzgado de Sección, las partes de 
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üarcia y de líustinza pidieron que, de acuerdo por lo resuelto 
por la Corto, se citara de eviccion al Gobierno de la Provincia, 
emplazándolo puraque ocurriese i estar A derecho en el asunto. 

Proveído de conformidad y librado el oficio correspondiente, 
el Poder Ejecutivo contestó que su apoderado en el Rosario 
era el Agente Fiscal de esa circunscripción, quien se presen- 
taría á contestar la demanda. 

El Agente Fiscal se presentó en efecto y espuso, que Pl 
Gobierno de la Provincia no creyéndose obligado para con el 
comprador de la propiedad cuestionada, n-husaba la citaron 
queseóle hacia, y someterse á la jurisdieeiun ik-l Juzgado. Que 
por tanto y por los demás fundamentos del fallo do la Suprema 
Corte, pedia se le declarase r-o parte cu la presente causa. 

D. Angel K. García á quien se corrió traslado, contestó: 
que con arreglo á las obligaciones contraidas por el Gobierno 
como vendedor, y á las que la ley impone en este caso por 
regla general según los artículos 19 y 20 del título de la 
evicciou redigo Civil, la Provincia tenia que ser parte en el 
juicio, salvo que quisiera abandonarlo, aponiéndose entonces 
á todas las responsabilidades de derecho. Pidió 00 Bfl hiciera 
lugar á lo solicitado por el Agente Fiscal. . 

D. Julián de liustinza por su parto contestó que el Juez 
debía dictar sentencia sobre el fondo del asunto ya que la 
Provincia nada tenía fine hacer en él. y se negaba á tomar 
participación alguna. 

Rosario, Marzo 3 Je 1676. 

Vistos el incidente sustanciado: Habiéndose presentado el 
escrito de la parte de Bustinza de í. Ui dentro del término 

T. IX. 11 
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legal, no ha lugar á la rebeldía que so le acusó por la i), Angel 
R. García, y habiendo la Suprema Corte declarado en los con- 
siderandos &° y 6' de sn sentencia de f. 9i, que al vendedor 
citado de eviccion no se le puede obligar á litigar, ni á que 
entre en el pleito, y que es absolutamente potestativo en él 
tomar ó no á su cargo ta defensa del comprador demandado ; 
y que por consiguiente la Provincia de Santa-Fé no puede ser 
considerada como parte de este asunto; a que se agrega que 
el Fiscal de la misma, en su Representación, se opone abier- 
tamente en su escrito de f . 123, á que salga á la eviccion por 
las razones que con verdad ó sin ella aduce. Tráiganse los 
autos del interdicto promovido para resolver según sn estado 
lo que por derecho corresponda, dejándose para apreciar en- 
tónces, que es su oportunidad, los demás puntos referentes á 
él que contienen los respectivos escritos de las partes, y á 
la de D. Angel R. García, sus derechos A salvo para que los 
deduzca contra y ante quien eren corresponderá. Repóngase 
los sellos. 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1876. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento cincuenta y cinco, satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 




FalU «V U §uprrm* Cari» 



JOSÉ b Anuos PAZOS . — J. ti. co- 
ROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ.— S. H. 
LAbNUR. 
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I A l S \ ( XIII. 



El Fisco Piacianat contra />. José García González y 
l). Vicente Ocampo tj C\ por cobro de pesos. 



Sumario. — I o El cesionario no puede tener mejor derecho 
ni mayores privilegios que los que tenia el cedente. 

2° Tratándose de letras de Aduana, el descontador ó endo- 
satario no tiene derecho de cobrarlas por s£ ejecutivamente 
del deudor, 

3" ÍSu derecho, vencido el plazo de la letra y no cubierto 
su importe por el deudor ó su fiador, está limitado ú protestar 
la letra y presentarla dentro de tercero día, á la Aduana que 
la descontó, quien deberá cubrir á la vista su importe y gas- 
tos de protesto y cobrarla por su cuenta. 

•4° Los derechos de Aduana pueden abonarse en oro ó su 
equivalente en plaza en boliviano. 

5 o Por equivalente debe comprenderse el corriente en el 
mercado en el común de las operaciones comerciales. 



Caso, — Con fecha 19 de Abril de 1876, el Adminis- 
trador de Kentas Nacionales en el Kosario de Santa-Fé, 
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Aduana, aceptadas por D. José García González y D. Vicente 
Ocampo y C*. importantes, la suma de 3703 ps. fts. 75 centa- 
vos que, vencidas en los días 6, H y 13 do ese mes no liabiun 
sido pagadas al Banco de tóndres y líio de la Plata en donde 
habían sido descontadas por la Aduana, por cuyo motivo la 
Aduana había tenido que pagarlas ;í moneda fuerte con mas 
los intereses y gastos de protesto, haciendo el todo una suma 
de 3816 ps. fts. 72 centavos y mas 20 pesos bolivianos. 

Al ser protestadas las letras, los aceptantes manifestaron 
que habían estado y estaban dispuestos á pagar cu moneda 
boliviana, con arreglo al artículo 13 de la ley de Aduana al 
cambio de 21 ps. por onza, mas el premio do 2 0/ . 

Con estos documento-;, el Procurador Fiscal inició ejecución 
contra los aceptantes de las letras: dijo que la obligación con- 
signada en ellas, era de pagar cu moneda fuerte; que si bien 
es cierto que la ley de Aduana les concede la facultad de 
pagar en boliviano, también lo es que ese pago debe hacerse 
por el valor que corrientemente tenga en plaza el boliviano 
en la época del pago y que la oferta hecha al tiempo del 
protesto no era la que correspondía. 

Ü. José G arria González, oponiéndose á la ejecución dijo: 
que habían estado en su derecho al hacer el pago en boli- 
viano en lugar de fuertes, porque la ley de Aduana les daba 
esa opcíon; que el Bañen de Londres tenedor de las letras, 
como cesionario de la Aduana, no tuvo derecho para exij irles 
el pago on fuertes ; que precisamente en los días del ven- 
cimiento de las letras, la Aduana había lijado para los pagos 
á su favor y en su contra, á razón de 21 posr> por onza con 
mas el 2 „ de premio, tipoá que los esponentes habían he- 
cho la consignación, quedando por cnn<íguiente quitos de la 
deuda según el artículo 948 de] Código de Comercio; que el 
esponente y otros comerciantes pagaron á l,< Aduana en boli- 
viano en esos mismos días al ti^o de la consignación. 
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Que por eunsiyuienle, y habiendo sido La euusignaeio.i no- 
tificada al A A ministrador, oponía la csccpeion de pago y pedia 
se declarase no haber lugar á la ejecución. 

Corrido traslado, el Procurador Fiscal contestó, V ÚTA V K 
la consignación produjera los electos de paga, habría sido 
necesario ciuc se consignara en boliviano, una cantidad equi- 
valente á la deuda en fuertes al tiempo del vencimiento de 
las letras. 

Que en los días de los vencimientos el premio en las tran- 
sacciones del comercio, fluctuó entre 5 y hasta 8 % sobre 
el tipo de ti pesos bolivianos por onza, sin qué jamás hu- 
loso bajado al 1 ■>/. que se consignó ; que Ja Aduana poT 
^consiguiente, estuvo en su perfecto derecho en no aceptar la 
consignación ; que no habiendo Bolsa de Comercio en el Ro- 
sario! para conocer e) valor corriente en plaza, es necesario 
atenerse á las transacciones que se hacen entre comerciantes ; 
que el valor de plaza no se lija por las operaciones de las ofi- 
cinas públicas sinó i|uo al contrario, según la ley, estas acep- 
tan el tipo establecido cu las plazas donde deben veriiiearse 
los pagos ; que por constgitieníc nada influye en la cuestión 
el que la Aduana haya verilicado cobros y pig°s * lin tipo 
inferior del corriente en plaza al tiempo del vencimiento de 
las letras j que una infracción de la ley por una oficina pú- 
blica, no autoriza para alegar la infracción como una regla 
á que deba sujetarse. 

Qne la ley de la Provincia, lijando el tipo de 21 pesos bo- 
livianos poT onza, no obliga a las Oficinas Nacionales, porque 
las Provincias no legislan pira la Nación. 

Pidióse rechazara ta escepeiou opuesta y se llevara adelnnte 
U ejecución, hasta hacer cumplido pago del capital, intereses 
y i nstas de la cobranza. 

Con la prueba producida se dictó este 

■ 
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Fall» del Jun «e ftrreUn. 

Rosario, Marzo 96 oV IRTfi, 

Vistos y considerando : 1* Que por el artículo 12 de la ley 
de Aduana vijente, los derechos do esta pueden abonarse en 
oro 6 su equivalente en plaza en bolivianos. 

2 o Que por equivalente en «sta moneda debe comprenderse 
el corriente en el mercado ó lo que es lo mismo aquella can- 
tidad en boliviano por la cual pueda comprarse el oro en las 
transacciones regulares y diarias del comercio. 

3° Que no habiendo en esta localidad una Bolsa ó casa es- 
pecial que fije con precisión esa relación de valores en los 
agentes de cambio, es preciso atenerse á la determinada en el 
común de las operaciones comerciales. 

4 o Que la Aduana en esa determinación y para llenar los 
objetos legales en cuanto i equivalencia de moneda, salvando 
las cuestiones diarias que pudieran sobrevenir, ha acostum- 
brado periódica y prudentemente fijar el tipo del cambio que 
debiera rejir sus operaciones activas y pasivas, sus obliga- 
ciones y derechos para con el comercio, tipo que este siempre 
ha aceptado. 

5* Que está plenamente probado par las declaraciones de 
f. 45 á 47, por la primera posición fiscal de f. 40 y por el 
informe del Administrador de Rentas de f. 50 que oí tipo que 
habia fijado la Aduana en sus tablillas, cuando vencieron las 
obligaciones contraidas en las cinco letras que cobra ejecuti- 
vamente, fué el de 20 pesos bolivianos la onza de oro con mas 
el % 7, de premio, el cual debia rejir no solo para las obliga- 
ciones de contado, pues no se ha justificado cosa alguna en 
contrario por el demandante, sinó también para las obliga- 
ciones i plazo como lo ha probado el demandado á f. 57 vta. 
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6 fl Que si en efecto no hubiese sido ese como no lo fué en 
verdad, el corriente al vencimiento de las letras, y s¡ un tanto 
inferior, culpa no es de los deudores a la Aduana, que ella de 
proprio roofttj por concesión graciosa al comercio como lo 
dice el Administrador en su informe, hubiese tenido con él 
esa deferencia ; bien porque se hubiera subordinado á ins- 
trucciones superiores recibidas, sin que tampoco hubiera equi- 
dad alguna en que ella cobrase sus activos á un tipo mas alto 
que aquel en el que cubría sus pasivos en la misma fecha, 
y pues que fijando ella el tipo, mal podía exijir el pago aún 
mas elevado que el designado por ella misma. 

7* Que siendo las letras que se cobran, procedentes de de- 
rechos de Aduana aún cuando estuviesen giradas á fuerte 
debian estar como lo han estado todas las de su clase regidas 
para su pago por la legislación aduanera de cuyos beneficios 
no era justo privar á sus obligados por el endoso; esto es» 
en cuanto ú sus relaciones jurídicas con la Aduana ; si bien su 
endosatario hubiese podido, según las disposiciones generales 
del derecho mercantil, hacer efectivo contra los aceptantes, su 
cobTo en la moneda espresada en el texto de las letras ; 
quedando en tal caso los pagadores con su derecho i salvo, 
por la diferencia en el cambio pagado, para repetir con- 
tra la Aduana por ella, según la ley de la materia; caso 
que no ha ocurrido por haber sido satisfechas por el endo- 
san to á cuyo poder han vuelto renaciendo ipso fació sus 
relaciones de derecho con sus aceptantes según la legislación 
aduanera. 

8 o Que los deudores han mostrado perfecta disposición de 
abonarlas á su vencimiento según el tipo marcado por la 
Aduana, depositando además su valor con noticia judicial del 
endosante y endosatario, debiendo por consiguiente reputarse 
en derecho comercial como efectuado su pago en debido tiempo 
y por tanto tenérseles por librados de la deuda. 
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Por Gj*tos fundamentos, no ha lugar á la ejecución, con 
costas a! ejecutante. Repóngase los sellos. 

Pénelon Zuriria. 
Habiendo apelado el Procurador Fiscal, se dictó este 

■ 

Fall» de I* ttuprrmn Corte. 

Buenos Aire». Setiembre 9 da 1876. 

Vistos; y considerando que, por regla genera], el cesionario 
no puede tener mejor derecho ni mayores privilegios que los 
que t* aia el miente. Que tratándose de letras de Aduana, el 
dcscontador <5 endosatario no tiene deroeho de cobrarlas por 
ei ejecutivamente del deudor, pues su derecho, vencido el plazo 
de la letra y no cubierto su Importe por el deudor ó su fiador t 
está limitado según lo dispuesto por los articulo* «"iento se- 
tenta y cuatro y ciento setenta y seis de las Ordenanzas de 
Aduana, si protestarla en debida forma y presentarla dentro 
de tercero día á la Aduana que la descontó, quien deberá" cu- 
brir A la vista sn importe y gastos del protesto, y cobrarla por 
su cuenta y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
ciento setenta y nueve ;í ciento ochenta j siete de las mis mas 
Ordenanzas. Por estos fundamentos y 1n< nmc-ordautes de la 
sentencia apelada, se confirma esta, y satisfecha* las costas 
de ta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

josf; ha unos pazos, — j. n. üuhos- 

TUGA, — J. DOMINGUEZ. — S. 31. 

i, asm ni. 
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CAI; HA CX IV. 



I), Guillermo Gath contra Adolfo Hullrirh y C", sobre 

cobro de pesos. 



Sitman'n.- Y.l ]>apit Uvi-h** ¡un- el niamhtario sin autoriza- 
t i 011 del mandante ¡í un acreedor de este, queda ratificado, 
si en la rendición di- cuentas, el mandante otorga recibo 
del sobrante por s<tt<fa de cuentos. 

Cuso.—E\ caso está suficientemente expuesto en el si- 
guiente 

FhIIo del lun Mrrrltnal. 

Hucnos Aires. Ahril 2Ü de 1876. 

Vistos [os autos seguidos \mr D. Guillermo <íath ( Inglés, 
rontra los Sres. Adolfo IJullrieh j O, Argentinos, por de- 
vfjlneion de una cantidad indebidamente entregada, de que 
resulta lo siguiente : 

I" Que en 16 de Setiembre de i 874 D. Adolfo Bullrich 
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prestó á D. Guillermo Gatb la suma de sesenta y un mil 
pesos m/c. dándole este en garantía ta acción de una legua 
y media de campo que poseía por cesión hecha por el Go- 
bierno de la Provincia, concediéndole además la facultad de 
venderlo en remate público. 

2 o Que efectuada la subasta en virtud de esta autorización, 
Bullrich presentó á Gath la cuenta de f. 1' del producido de 
la venta, conteniendo una partida que espresa haber entrega- 
do al Doctor Haslam, por documentos descontados la canti- 
dad de 42,78fi pesos m c. cuenta que lleva la fecha de 14 
de Mayo de í 875. 

3 a Que en 19 de Mayo de 1875 D. Guillermo Gath dio el 
recibo que aparece copiado á f. 13 vía. en que dice que re- 
cibe la suma de c... íta y tres mil ciento veinte y seis pesos 
m/o. por saldo de cuentas basta la fecha, espresiones que en 
concepto del demandante comprenden la entrega á Haslam. 

4° Que en 22 de Mayo de 1875 D. Guillermo Gath enta- 
bló la demanda de f. 7, esponiendo que I). A. Bullrich y C*« 
ha traspasado sus instrucciones ; que nunca les autorizó para 
hacer á otras personas pagos en su nombre; y que habiendo 
traspasado sus instrucciones, el pago es nulo, y como tal deben 
devolver la suma que lian entregado al Sr. Haslam. Que el 
recibo que ha dado le ha sillo arrancado, y aunque así no 
fuera, no conociendo el español en cuyo idioma se halla re- 
dactado, no tenia conocimiunto de el, ni se le permitió to- 
marlo dentro del escritorio del Sr. Bullrich; que dice de 
nulidad de dicho recibo porque al Urinario, no ha tenido la 
intención de hacer una cancelación de cuentas con Bullrich 
sinó otro muy diferente; que á f. 21 I). A. líullrich con- 
testa la demanda, y espone: Que aunque no tuvo autoriza- 
ción para la entrega de la cantidad ¡ü Sr. Haslam, lo hizo 
con noticia y con consentimiento del demandante. Que aún 
uando hubiese, carecido de esta autorización ella debe 
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presumirse por los términos en que se encuentra concebido; 
qutí las causas de impugnación de este recibo, la intimida- 
ción ó la ignorancia del idioma castellano por parte de Gath, 
son razones de muj poco valor, porque la primera no podía 
ejercerse con una persona de las condiciones físicas de Gath, 
y aunque no hable, es sabido que leo perfectamente el caste- 
llano, como se comprueba con los mismos actos y contratos 
anteriores ; que en consecuencia se debe dusechar la deman- 
da con cgstas. 

5° Que recibida la causa á prueba se fijaron como puntos 
de ella lo siguientes : i* Que el recibo de f. no se dió por 
saldo de las cuentas de flullrieh con Gath. 2 o Que este no 
sabe leer el español 3^ Que si firmó por intimidación y 
cual fué esta. 4" Si Gath debia efectivamente la cantidad 
a liaslam ; y 5« Si los demandados estaban autorizado* 
para hacer pagos. 

6 o Que Gath ha presentado tros testigos que son 0. 
Juan Walkcr, Ü, Kuríque S. Gatemau y JJ. Guillermo, H. 



7" Que por parte de D. A. Uullricli se han producido las 
posiciones de f. 5i ; las declaraciones del D. Pedro Estovan 
Román, D. Emilio Mtyer, y el informo del Gobierno de la 
Provincia que corre á f. 59. 

Y considerando : i" Que D. Guillermo Gatb ha confesa- 
do á f. 51 Ua. que es suyo el recibo que so te manifestó 
en un libro de recibos que es el que corro testimoniado en 



2* Que la prueba producida por Gath sobre que en las 
conversaciones uso siempre el Ingles á mas de negativa no 
escluye la circunstancia de que pueda leer, presentándose 
en contradicción con sus actos anteriores, como el contrato 
de f. 31 notable por su importancia, y las dilijencias seguid 
das ante el Gobierno de la Provincia, en ninguna de las 
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cuales ha necesitado intérprete, como lo declara espesa- 
mente D. Pedro Esteran Román á f. 52 y D. Emilio Meller 
á f. 54 vta. 

3 o Que Gath no ha probado ninguna clase de intimidación 
que le obligase á suscribir el recibo que tiene reconocido co- 
mo le correspondió hacer, ni mucho menos que su intención 
hubiera sido otra que aceptar los pagos y la cancelación de 
cuentas con Bullrich, como si hubiese firmado en blanco, 
como debió hacerlo, aun en ti caso de que se probase que 
no sabia leer (art. 0°, título De los instrumentos privados, 
Cód. Civil). 

4 o Que aun cuando ; parece que los demandados no esta- 
ban autorizados para hacer pago, pues no les conliere esta 
facultad el contrato de f. 35 sin embargo el recibo de f. 19 
vuelta hace el reconocimiento de eatfl pago, tanto porque 
su recibo dado por saldo de cuentas hace presumir el arre- 
glo de todos las pendientes, cuanto parque reíiriéndose en 
el mismo recibo a los documentos que comprueban que la 
cuenta se hallaba entre ellas el descontado ¡í Haslam, es un prin- 
cipio de derecho que, aun cuando no hubiese autorización, la 
ratificación posterior del mandante rival ida el acto y esa ratifi- 
cación en este caso se desprendí- del recibo mencionado (arts. 67 
y 68, Del mandato, Cód. Civil). Por estas consideraciones 
fallo, declarando a Ü. A. Bullrich y C« absuelto de la demanda 
qne contra ellos ha entablado I). Guillermo Gath. 
los sellos y notífiquese con el original. 

I&itlnm Atbarracin. 



Gath apeló de esta' sentencia, y Hullrlcli y C É se adhirieron 
á la apelación, para que Gath fuera condenado en las costas 
de la primera instancia. 
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rnllo de Ir Huprrmi C«r«* 

i 

Unenos Aires, Setiembre 16 de 1876. 

Vistos: por sus fundamentos so couGrma, con costas, el 
auto apelado de foja setenta y seis, no haciéndose lugar á la 
condenación de < ost:i^ do primera instancia, por no conside- 
rara temeraria la demanda. Satisfechas las costas y re- 
puntos los sellos, devuélvanse. 

josé ramios pazos. -j. b. gorostiaga. 

— J. DOMINGUEZ. - S. M. LASPIUR. 



« AUNA VX \ 



lt. Juan Tus res contra f), José Torres, sobre recurso de 

rescisión . 



Sumario-. — La incompetencia del Juez no alegada, ni com- 
probada oportunamente, no puede por si sola fundar el re- 
ñirse, de reseisiou. 
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Caso. — D. José Torres demandó ante el Juzgado Federal 
de Btu ^os Aireü a D. Juan Torres, residente en Corrientes, 
por cobro de pesos. 

Librado el exhorte de emplazamiento, D. Juan Torres en- 
tabló ante el Juez Federal de Corrientes una contienda de 
competencia» que dicho Juez se negó á promover. 

La demanda fué seguida y sentenciada en rebeldía por el 
Juez Federal de Buenos Aires. 

D. Juan Torres dedujo el recurso de rescisión, fundándolo 
únicamente sobre la incompetencia del Juez Federal en Ta- 
zón de ser estrangeros el demandante y demandado. 

ff'wllw del Jod Scc£§9iiaI> 

Buenos Aires. ¡Mayo 12 de 1876. 

Vistos: estos autos seguidos por D. José Torres contra 
1). Juan Torres, por cobro de pesos, y en el incidente sobre 
rescisión de la sentencia pronunciad ¡i en rebeldía y consi- 
derando : 

i° Que el recurso de rescisión solo procede en los casos 
en que hay lugar al recurso de nulidad, y este no tiene 
lugar sino por la violación de las formas y solemnidades que 
prescriben las leyes, cu va violación debe tenor lugar antes 
de la sentencia, pues solo de estas se acuerda el menciona- 
do recurso (artículos y 2,'ü de la ley du Enjuiciamien- 
to); y en el caso ocurrente nu se alega é invoca ningún vicio 
anterior del Uecho del pronunciamiento de la sentencia. 

2 o Que aunque la incompetencia de jurisdicción fuera bas- 
tante para establecer la nulidad que autorizase la rescisión, 
esta incompetencia debe ser man i tiesta y cor star en autos 
antee de dictarse la sentencia para que el Juez estuviera 
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en el deber de desecharla (artículo 3 o , ley de Enjuiciamien- 
to), pues de otra manera no se espiícaria que la ley de En- 
juiciamiento hubiese enumerado la incompetencia, como eg- 
cepcton dilatoria, según lo establece el artículo 73 de la ley 
de Enjuiciamiento, y por consiguiente, á cargo de la parfe 
á quien favorece el deber de hacerla valer; y que en el 
presente caso lejos de constar la falta de jurisdicción, por 
razón de ser estrangeros los ocurrentes, consta únicamente 
que son vecinos de diferentes Provincias, lo que hizo indu- 
cir naturalmente á tenerlos por argentinos, y por consi- 
guiente, procedente la jurisdicción nacional. 

3* Que esta misma presunción la corrobora el hecho de 
hibér deducido el demandado escepcion de incompetencia 
ante el Juzgado Seccional de Corrientes, sin mencionar la 
circunstancia de la nacionalidad de ambas partes, y antes 
por el contraria, limitándose ó alegar úuicameute el fuero 
correspondiente al lugar del cumplimiento do la obligación, 
materia del litigio, sin que sea cierto que no pudiera opo- 
nerse el juicio de incompetencia, pues las cuestiones do in- 
competencias debeo proponerse como excepción, ocurriendo al 
Jaez que se crea competente (artículo Í5 de la ley de Enjui- 
ciamiento). 

4° Qne aun suponiendo lo que no consta en autos, que 
el demandante, como ci demandado, fueron estrangeros do- 
miciliados en distintas Provincias, y por consiguiente, que 
existiese la causa de nulidad alegada, siempre resultaría 
que esta se ha prorogado, sabiendo 6 debiendo saberlo el 
demandado, desde que le fué notificado en tiempo la deman- 
da y se le acordó el término para contestarla, teniendo la 
obligación de hacerlo, y no podria por tanto hacerse valer 
por el ocurrente la mencionada nulidad, de acuerdo con el 
artículo i i, título 0, sec. 2% Código Civil, Nulidad de los 
actos jurídicos, 
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5 o Que aceptar este recurso en la forma deducida impor- 
taría autoriaai- i los particulares para que haciéndose jueces 
de la competencia de los autoridades judiciales, resolviesen 
según su criterio y dejasen burlados los mandatos de la au- 
toridad, y los derechos de los que de buena fé imploraban 
la interdicción, lo que es contra toda noción Je úrden pú- 
blico y de equidad, que naturalmente debe presidir á las 
disposiciones legales. 

Por estas consideraciones, fallo no haciendo lugar al re- 
curso de rescisión deducido. Notifique original y repón- 
ganse los sellos. 

Isidoro Aíharracm. 

Apelado este auto, la Suprema # Corte con linó vista al Sr. 
Procurador General. 

VISTA DEL SESüR PROCURADOR CESERAL 

Suprema Corte: 

11 líenos Aires, Setiembre 19 ü> 1876. 

Las excepciones dilatorias, y entre ellos la de incompeten- 
cia, deben ser opuestos dentro de nueve dias, ú por lo me- 
nos al contestar la demanda (artíetilu 72 de la Ley de Pro- 
cedimientos, y 1% inciso i de la de Jurisdicción), 
Un recurso de rescisión es además distinto del de nulidad 
Este supone la violación de las furnias en presencia de la 
parte, aquel en su ausencia ú rebeldía. El primero se de- 
duce junto con la apelación, y debe la nulidad resultar de 
autos. El segundo tiene plazos mas largos y las causas de 
rescisión deben acreditarse previamente (artículos iti y 22 
de la ley de Procedimientos). 
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Solo son finalmente afectas de nulidad absoluta las actuacio- 
nes obradas por jueces que no tienen jurisdicción compe- 
tenta cu el caso de promoverse contra ellas los recursos de 
apelación y nulidad en los plazos Jijados por las leyes. 

La parte de D. José Turres, no ha observado ni cumpli- 
do mi^.mu de ts t w distingues ; y el presente recurso 
deducido única, nenie para hacer valer una excepción de in- 
competencia, después de pronunciada sentencia en rebeldía, 
y por una causa que no se lia acreditado en forma, ni fm5 
alegada oportunamente, debe ser rechazado. 

C. Tejedor. 

Se dictó el siguiente 

F»Uo de I» ftuprema Corle. 

Uu^os Aires. St-tiemhre 31 de 1876. 
Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con le 
expuesto y pedido por el señor Procurador General en su 
premíente vista, se c-mlirma con costas la sentencia apelada 
de foja cuarenta y nueve, satisfechas las de la Instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

josé luimos pazos. — j, n. co- 

rtUSTUGA. J. DOMINGUEZ,— 
S. H. LASI'ILft 
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El Raneo Nacional contra ¡K Francisco Yiilantteva, 

Incidente sobre competencia. 



Sumario.— \ 9 La ley do 5 fie Noviembre de ÍS1% al crear 
el Banco Nacional, no tuvo en vista un establecimiento par- 
ticular de comercio sinó una institución de otro carácter y 
que respondiera ti iines de mucha mayos trascendencia, usan- 
do el Congreso do la facultad que le eoniiore el artículo 07, 
inciso 5° do la Constitución. 

S° El conjunto de atribuciones, exencione; y privilegios 
que tiene el i Janeo, no responden ú la idea de un estableci- 
miento privado, sino á la de una institución pública creada 
e¡r profeso para fr.ies de administración nacional. 

3 o Si al mismo tiempo se le autoriza para negociar con 
particulares y hacer toda clase de operaciones bmicarias, no 
es sino como medio indispensable de dar vida á bi institución 
y habilitarla para Henar cumplidamente sus fines. 

4" La Constitución no exige que el Congreso funde un 
Banco rigorosamente de Estado, dirigido por los Poderos 
Públicos de lii Naenn. 

5" Confiriendo la autorización An determinación de forma 
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ni sistema, la Constitución ba dejado la elección al prudente 
arbitrio del Congreso. 

G" Kl Congreso, eligiendo ei sistema de una gran compa- 
ñía por acciones, no ha hecho mas que seguir los consejos 
de la ciencia y los ejemplos mas caracterizados. 

7 o Todas las cuestionas que dimanen de los actos v 
operacioues del Banco Nacional, son de la jurisdicción na- 
cional. 



Caso:— D. Eduardo Argerieh, en representación del Banco 
Nacional, inició nn juicio ejecutivo contra D. Francisco Vi- 
llanueva, por cobro de una letra valor de B\ ,654 ps. fts. jirada á 
favor del Banco. 

Dictado el auto de solvendo, Villanucva se presentó espo- 
nieudo: que la jurisdicción del Juzgado Federal no estaba 
determinada ni por la Constitución, ni por las leyes regla- 
mentarias de la Justicia Federal. Que este banco no es el 
Banco Nacional ¡i que se refiere la Consti+ucion, sino* un 
Banco de accionistas en que tiene parte el Gobierno Nacional. 
Que aunque lo fuera, en el caso no tendría derecho para tras- 
tornar las leyes del procedimiento, sacando al demandado de 
su fuero natural. 

Pidió» interponiendo declinatoria de jurisdicción, se orde- 
nase al Banco ocurrir donde correspondiera, y declarando a 
su cargo las costas del incidente. 

Corrido traslado, Argerieh pidió se rechazara el artículo 
con espresa condenación en costas. Dijo, que en la Justi- 
cia Nacional no tenia una aplicación absoluta el principio 
de que el demandante debe seguir el fuero del reo. Que 
este es el Banco á que se refiere el artículo 67, inciso 5 o de 
la Constitución Nacional, pues existe en virtud de ley espe- 
cial del Congreso que lo ha investido de los correspondientes 
derechos y privilegios. Que el hecho accidental de que el 
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Gobierno Nacional se haya asociado á otros accionistas par- 
ticulares para constituir este Banco, no le quita el carácter 
jurídico de Banco Nacional. Que semejante a este era el 
Banco Nacional de los Kstados-Unidos, de cuya Constitu- 
ción tomó la nuestra, la institución del Banco Nacional. 
Qne por el art. 100 de la Constitución, el conocimiento de 
esta causa corresponde á la Justicia Nacional. Que tenien- 
do presente que el Banco es una creación del Congreso Na- 
cional, autorizado ad hoc por la Constitución, que el Go- 
bierno Nacional es uno de los primeros accionistas y que 
autoriza parte de sus operaciones por conducto del Inspec- 
tor Nacional, que su domicilio es en el territorio que sirve 
de asiento al Gubirno Nacional, no puede abrigarse la me- 
nor duda de que todo asunto que se siga p«r el Bauco 6 
contra el Banco, pertenece jure swo, al conocimiento de los 
Juzgados Federales. Que una persona jurídica de creación 
nacional, no puede ser juzgada sitió por la justicia nacio- 
nal. Que una de las causas de la institución del poder ju- 
dicial de la nación, ha sido principalmente la de conseguir 
por medio de los tribunales federales, sujetos á una sola 
Corte Suprema» la uniformidad de las decisiones en los asun- 
tos referentes ¡í las varias faces de la vida nacional. Que 
esta uniformidad de jurisprudencia, no podia conseguirse si 
de los asuntos del Banco, pudieran conocer las justicias de 
las diversas Provincias de la República. Que la ley de los 
Estados-Unidos establece, que los Jueces de Sección tienen 
jurisdicción sobre tudas las causas seguidas por ó contra 
cualquiera asociación establecida en virtud de una ley rela- 
tiva a las asociaciones de Bancos Nacionales en el territo- 
rio de la jurisdicción de sus Juzgados. 
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Iludios Aires, Junio 5 de 1876. 

Vistos i los autos seguido*; por el Banco Nacional contra 
D. Francisco Villanucva : y especialmente en el incidente 
sobre incompetencia de jurisdicción de los Tribunales Na- 
cionales. Y considerando: I" (jue corresponde á los Tri- 
bunales de la Nación el conocimiento y decisión de todas 
las causas que versen sobre puntos regido* por Ja Consti- 
tución y leyes de ía Nación (art. 100 de la C, Nacional) 
y la creación del Raneo Nacional como sus estatutos tienen 
origen en la Constitución | inciso 5, art. G7, ) y lian sido 
sancionados por el (i ob ionio General en virtud de sus fa- 
cultades constitucionales. 

2" (Jue es un principio de derecho publico que los poderes 
de los diversos ramos del liobiernn, tienen que Ser coesteu- 
sivos y no lo serian si el Poder Judicial de la Nación no 
pudiera garantir y hacer efectivas las instituciones que, 
como la del llanco Nacional, sean creadas y sostenidas para 
el mismo interés público por los poderes Ejecutivo y Legis- 
lativo; 

3 o Que sea cual fuere la forma en que se halle organiza- 
do el Mauro Nacional actualmente, el Congreso como el Kje- 
cutivo al reglamentarlo han entendido ejercitar las atribu- 
ciones acordad ns en la Constitución en el inciso y artículo rita- 
dos y por tanto es este el único lianco Nacional cuya creación 
autoriza la Constitución, cotí facultad de emitir billetes, 
como los que tiene. 

4 o Que la facultad de emisión inherente á la soberanía 
nacional, como los privilegios que goza el Banci, Nacional 
de la excepción de todo cargo ó impuesto ya nacional, ya prür 
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vincial, y el depósito fouoso de las sumas litigiosas en el 
fuero federal, determinan su carácter de institución nacio- 
nal, que no lia podido ser autorizada por poder alguno pro- 
Tincial, sea cual fuere por otra parte el personal Ú geren- 
cia según la cual se administra; y la aplicación de sus uti- 
lidades, entre las que, sin embargo, figura el Gobierno Nacional 
por na cinco por ciento en compensación de los privilegios 
que concedo (inc. 1* del art. 31 de su ley de 5 de Noviem- 
bre de Í873). 

5* Que aunque es verdad que los derechos y obligaciones 
del Banco Nacional con los terceros son regidos por el de- 
recho común, no lo es menos qu* su personalidad ha sido 
creada por una ley del Congreso, en ejercicio de facultades 
constitucionales, y es un principio que las oficinas y depen- 
dencias nacionales, aunque en sus relaciones con terceros 
tengan que sujetarse al derecho ctuuun, pueden y deben 
ocurrir a la Jurisdicción Nacional, aunque no se halle espresu 
en la ley, desde que tiene su personería fundada en la 
Constitución ó leyes del Congreso, como sucede con el lían- 
co Nacional. 

Por estas consideraciones fallo no naciendo lugar á la 
declinatoria de jurisdicción y ordenando se lleve adelante el 
procedimiento según su estado. Repónganse los sellos y 
notifique» con el original. 

Isidoro Albarracin. 
Después que se vió la causa, la Suprema Corte dio* vista al 
8r. Procurador General quien se espidió del modo siguiente : 



El fuero nacional procede únicamente de loa personas y 
de las ooaas; y en uno como en otro caso, se necesita que 
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Suprema Corte : 



Uuenoa Aire», Juliu 26 du 1870. 
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esas personas ú cosas estén determinadas espesamente en 
la ley. 

Partí que sea de fuero federal un caso, no basta que 
haya de por modiu non J ey nue¡ott*I, ptqm entonces lo 
serian todns los comprondHus en los Códigos ('¡vil y Co- 
mercial, que son también leyes nacionales, dictadas por ,-1 
Congreso, especialmente autorizado por la Constitución ¡ y 
¡ojos de eso esta diapone que esos Códigos no alteran las 
jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación á tus 
Tribunales Fedéralos y Provinciales, según que las perso- 
nas o las cosas cayesen bajo sus respectivas jurisdicciones 
La cuestión, pues, está toda en saber si el Banco humado 
Nacional lia sido como asociación y persona jurídica, y por 
la naturaleza de sus operaciones, separado de la jurisdic- 
ción común por la ley del (Í3 que creó lo federal, ó al me- 
nos por la del 72 que autorizó el Banco. 
Mi parecer es negativo. 

Kntre las personas se encuentra como accionista el Go- 
bierno Nacional, que no demanda ni puede ser demandado y 
que por consiguiente no tiene fuero; y multitud de perso- 
nas estrangeras y del j % consideradas para los efectos, 
del fuero, vecinas de la provincia en que se hallen esta- 
blecidas, cualquiera que sea su nacionalidad. 

Las operaciones de ese Banco tampoco son distintas de 
las de los Bancos particulares, aun comprendida !a emisión 
de que pueden estos mismos gozar, sin elevarse por eso al 
rango de Bancos ú Oficinas del Estado. 

Las causas por lo tanto á que esas operaciones den lugar, 
deben ser deducidas en la jurisdicción local, con aplicación de 
las leyes fedéralos, incluso la que creo el Banco, y recurso ¡1 
cstu Corte, si la inteligencia que se les diere por los tribunales 
de provincia fuese contra la validez del título, derecho, pri- 
vilegio, ó exención contenidos en ellos. 

L\ Tejedor, 
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Fallo de 1* laprema C«rte. 

Duchos Aires, Setiembre 31 de 1876. 

Vistos : estos autos, resolta que habiendo puesto deman- 
da ejecutiva el Banco Nacional contra D<>n Francisco Villa- 
nueva, ante el .Juez, de Sección de esta ciudad, por cobro de 
mía letra á su órden, con piro do dicho Vil latine va y acep- 
tación de Don Simón A. de Santa Cruz, el demandado de- 
clinóla jurisdicción de los Tribunales Nacionales; y resuelto 
él artículo por el .Juez, derla. Audose competente, Villanueva 
ha interpuesto el presente recurso «le apelación. 

La declinatoria se funda en que el líawo demandante no 
es el Banco Nacional autorizado por la < 'institución, sinó un 
establecimiento particular, perteneciente á una compañía 
anónima por acciones; y en que e| juicio iniciado no cor- 
responde á la Jurisdicción Nacional ni por el carácter de las 
personas, ni por la naturaleza de la causa. 

Hl primer fundamento no es exacto. Cu establecimiento 
particular de comercio es el que se forma por un individuo 
ó por muchos individuos asociados, para ocuparse fie sus ne- 
gocios particulares, y teniendo por principal objeto el in- 
terés y el lucro privado. 

No fué esto ciertamente lo ijue se propuso el Congreso, 
al sancionar la lev de cinco di* Noviembre de mil ochocien- 
tos setenta y dos, Cor muy ligeramente <juc so conside- 
ren sus disposiciones, es imposible dejar de advertir que 
lo que quiso crear fué una institueiuu do otro carácter, y 
que respo 1 .diera á Unes de mucho mayor trascendencia. 

Lo que quiso hacer é bino el Congreso, fué usar de La 
facultad que le con í i ere ta Constitución cu el artículo sesenta 
y siete, cláusula quinta, para establecer un 01004 Nacional. 



DE JUSTICIA RACION Al. 169 

Como al desconocer esto, viene á ponerse en cuestión el 
verdadero alcance do aquella cláusula, conviene recordar que 
los autores de la Constitución, se inspiraron en esta mate- 
ria en los antecedentes de los Estados-Unidos. 

Kl primer Congreso de aquella República sancionó en mil 
setecientos noventa y uno, una ley autorizando la fundación 
del «Unnco de los Estados-Unidos » en atención ó que, decía 
el preámbulo, su establecimiento podia ser muy convenien- 
te para la buena administración de las iinanzas nacionales ; 
dar facilidades para obtener empréstitos para el uso del 
Gobierno, en emergencias improvistas; y proporcionar eon- 
¡íiúVralik'K ventajas al comercio y la industria en general, 

Esta ley no pasó sino después de ser objeto de la mas 
viva oposición, tan tu en el Congreso, como en el seno del 
l'oder Ejecutivo. % el principal fundamento de esa oposi- 
ción era que el Congreso carecía de poder para crear una 
institución semejante, por no haber en la Constitución* cláu- 
sula ninguna que se lo confiriese. 

Fenecido el término de la autorización, la carta del líanco 
no fué renovada. 

En mil ochocientos quince sancionó el Congreso una nue- 
va ley creando un Banco Nacional; pero el Presidente le 

negó su sanción. 

Repetida sin embargo la propuesta en mil ochocientos 
diez y seis pasó definitivamente, y el nuevo Banco de los 
Estados-Unid os fue fundado; pero no sin que se manifestase 
la oposición anterior, bajo el punto de vista constitucional. 

Nuestros constituyentes, penetrados de la importancia de 
una institución de esa naturaleza para la administración 
pública y para el país en general, quisieron ponerla á la 

iposioion del («obierno, salvando al mismo tiempo el gran- 
de obstáculo que había encontrado en el silencio de la Cons- 
titución Norte Americana. 
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Eete t\.é el objeto de la autorización espresa, conferida 
en la cláusula mencionada del artículo sesenta y siete ca- 
yos términos son estos: 

« Establecer y reglamentar un Banco Nacional en la ca- 
pital y sus sucursales en las provincias, con la facultad de 
emitir tállete*. * 

Si no hubiera mas prueba de que el Congreso al dictar la 
ley de mü ochocientos setenta y dos entendió usar de osa 
facultad, bastaría notar la fidelidad con que aparecen lla- 
nadas sus condiciones. 

La ley en efecto ha creado un Banco Nacional. Ha dis- 
puesto que tenga sucursales en las Provincias. Le ha dado 
por domicilio la ciudad en que tuviesen su residencia las 
autoridades nacionales o la que fuese declarada Capital de 
la República. Y 1c ha conferido facultad para emitir billetes. 

Pero llenadas así las exigencias literales de la cláusula» 
era necesario Henar también sus lims, adaptando el esta- 
blecimiento á los objetos del servicio público que se teuian 
en vlata; y fué lo que hizo el Congreso en una série de 
disposiciones, que completan la misma ley, y cuya tenden- 
cia no puede equivocarse. 

Se manda por ellas que el Gobierno Nacional concurro á 
la formación del capital del Banco, suscribiéndose por vein- 
to mil acciones (artículo tercero). 

Se le exime del uso de papel sellado para sus billetes y 
documentos (artículo diez y seis) y de toda otra contri- 
bución 6 impuesto nacional ó provincial ( veinte y cinco). 

Se le constituye depositario de ciertos fondos que reciba 
el Poder Ejecutivo (veinte y uno ) y único depositario tam- 
bién de las cantidades á disposición de los tribunales y do- 
mas autoridades nacionales ( veinte y tres ). 

Se declaran admisibles sus billetes en las oficinas públi- 
cas de la Nación (once). 
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Se le dá preferencia para el descuento de las letras de 
comercio dadas en pago de derechos de aduana (veinte y dos). 

Se le habilita pura ser Agente del Gobierno en todas sus 
operaciones linancieras (veinte y cuatro). 

Concurre el Poder Ejecutivo á la formación del Directorio, 
nombrando una cuarta parte de su personal (veinte y seis) 
é interviene en el departamento de emisión por medio de 



un inspector de su elección ( trece), 

Se adjudica al Iiobierno un cinco par ciento de las uti- 
lidades A mas da lo que le corresponde por sus acciones 
( treinta y dos ). 

Se le denomina en fin * Banco Nacional * sus billetes 
llevan el sello de la República (once) y su domicilio es al 
lado de las autoridades nacionales. 

Esto conjunto de atributos, de exenciones y privilegios no 
responde ciertamente á la idea de un establecimiento pri- 
vado; sinó á la de una institución pública, creada cr pro- 
fesa como se lia dicho, para fines de administración na- 
cional. Y si al mismo tiempo <e le autoriza para negociar 
con particulares y Imn-r lu<l;> - lase de operaciones bancarias. 
no es sinó como medio indispensable de dar vida á la ins- 
titución y habilitarla para llenar cumplidamente sus tinos; 
porque sin eso, no hay 1 lañen posible. 

Tal vez se ha querido pretender que para usar de la fa- 
cultad constitucional, el Congreso ha debido fundar un Ban- 
co rigorosamente «V Kstmiu, dirigido por lo* Poderes Públi- 
cos de la Nación. Puro este seria un error. TA testo no 
lo dice, y no hay motivo ninguno que induzca á creerlo. 

Conliriendo la autorización *in determinar forma ni siste- 
tema, la Constitución lia dejado la elección al prudente ar- 
bitrio del Congreso. 

Y el Congreso, eligiendo el sistema de una gran compañía 
por acciones, no ha hecho mas que -eguír los consejos de la cien- 




172 FALLOS BE LA SUPREMA CORTE 

cía, y los ejemplos mas caracterizados. Banco por acciones ene) 
de Inglaterra, el de Francia, el de Bélgica, y fué sobretodo el do 
los Estados Unidos, cuya carta parece haber servido do guía a 
nuestros legisladores en lo sustancial, para la creación del 
Banco Nacional. 

Teniendo pues este Banco el carácter que acaba de demos- 
trarse; habiendo sido creado por una ley del Congreso, 
en cumplimiento de una cláusula constitucional; afectando 
todos sus actos y operaciones intereses del Gobierno Na- 
cional, parece que debiera reconocerse como una conse- 
cuencia natural, que todas las cuestiones que dimanan de 
esos actos y operaciones, son de la jurisdicción nacional. 
El Poder Judicial se estiende a todo aquello ;í que se es- 
tiende el Poder Legislativo y el Ejecutivo ¡ y es un prin- 
cipio reconocido que el poder ó la facultad para crear una 
institución, envuelve la facultad de protejerla en todos sus 
actos, lo que seria imposible sin la intervención del Poder 
Judicial siempre que fuese necesario. 

Pero considerando la cuestión bajo el aspecto del carácter 
de la causa, examinemos si hay razón para sostener que 
allí está fuera del alcance do la Jurisdicción Nacional. 

Según el artículo cíen de la Constitución y el artículo 
segundo, inciso primero de la ley de mil ochocientos sesenta 
y tres sobre jurisdicción y competencia do los Tribunales 
Nacionales, corresponde al conocimiento de estos, toda causa 
reguida por la Constitución ó por una lev del Congreso ; y 
la escepcion que con respecto A lus Códigos Civil, Comer- 
cial, eeétera, hace el inciso once del artículo sesenta y siete 
no hace mas que eonlinnar la regla ; pues sin esa escep- 
cion serian también de la misma jurisdicción los casos re- 
gidos por aquellos Códigos, 

Si se demuestra, pues, que el caso presente es regido ó" 
tiene su punto de partida en una ley del Congreso, en- 
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túnccs la competencia nacional es incuestionable. Toda la 
cuestión está en este punto ; y basta atender á lo dicho 
anteriormente sobre el origen y carácteT del Banco Nacional 
para resolverlo afirmativamente. 

La ley del Congreso que creó el Banco, no solo le dio 
existencia, sinú que determinó además su capacidad, sus 
derechos y sus pre rogativas. Todo lo que hace ú puede ha- 
cer el Banco es en virtud de esa ley; ella preside á todas 
sus operaciones, y puedo decirse con exactitud que rige to- 
dos sus actos. 

Véase como se espresa el SeñoT Marshall, esponiendo la 
opinión de la Suprema Corte de los Estados Unidos en un 
uiso en que se ventilaba esta misma cuestión {Osborno. C. 
el banco de los Estados Unidos). 

€ Pensamos, pues, que cuando forma un elemento de la 
causa originaria una cuestión i que se estiende por la Consti- 
tución el Poder Judicial de la Union, está en las faculta- 
des del Congreso, conferir jurisdicion sobre esa causa á las 
Cortes de circuito, aunque vayan envueltas en olla otras 
cuest iones de hecho ú di- derecho. 



c Creemus que el del Banco es un caso muy calificado de 
este género. La carta de incorporación no solo lo crea, 
sinú que le da todas las facultades que posee. Su carta 
le da facultad para adquirir derechos de todas clases, para 
hacer negocios, para celebrar contratos de todas clases, 
para parecer en juicio sobre esos contratos; y esa carta es 
una ley de los Estados Luidos, Este ser no puede a^-'iirir 
ningún derecho, hacer ningún contrato, promover ningún 
juicio que no esté autorizado por una ley do los Estados 
Unidos. No solo es él mismo una mera criatura de una 
ley, sino que todas sus acciones y todos sus derechos emanan 
de la misma ley. ¿ Puede un ser así constituido tener un caso 
que no nazca, tanto literal como sustancialmente de. esa ley ? 
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U Los apelantes dicen que el caso Tersa sobre el con- 
trato; pero la validez del contrato depende de una ley do loa 
Estados-Unidos, y el demandante estii obligado, en tocios los 
caaos, á mostrar su validez. El caso depende rigorosamente 
de la ley. El contTatn no habría podido celebrarse sinó bajo 
la autoridad de la ley. La ley misma es el primer elemento 
del caso; es su origen, es de^donde nacen todas las demás par- 
tes. Que puedan suscitarse oirás cuestiones, como la eúcu - 
cion del contrato ó su cumplimiento, no puede cambiar el caso 
6 darle otro origen que el de la carta de incorporación. La 
acción tiene siempre su origen y fundamento en esa carta» 
(9* Whteton Reporta 823. ) 

La decisión de esto caso ú que concurrió, entre otroe Jueces, 
el eminente J. Story, fijó la jurisprudencia ; y desde entonces 
tedas las cuestiones promovidas por ó contra el Hunco de los Es- 
tados* Unidos, fueron llevadas ante los Tribunales de la Union, 

Puede observarse que la carta de aquel Banco contenia una 
cláusula que conferia esa jurisdicción mientras que nuestra 
ley no la contiene. Esto es verdad. Sea por la pruligidad 
con que en aquel pais se redactan las leyes; sea á causa de 
la falta de dispoiscioucs generales suplementarias, en todos los 
actos en que se crea una corporación, es costumbre facultarlo 
por una cláusula, para comparecer en juicio. Pero también 
es verdad que las razones aducidas conducen á establecer la 
jurisdicción federal, aun sin necesidad de la cláusula; y que 
esta en nuestra ley, habría sido una mera redundancia. 

Por el artículo doce, título ede las personas jurídicas» 
Código Civil, todo establecimiento con ese carácter tiene el 
derecho de parecer en juicio á los objetos de su instituciun. 
Por el artículo segundo de la ley de jurisdic ción y competencia 
conforme con la Constitución, corresponde á los Jueces do 
Sección el conocimiento de toda causa regida por una ley del 
Congreso. 
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Constituido pues el Banco Nacional en persona jurídica, no 
necesita ba una disposición especial para tener la facultad de 
comparecer en juicio, como actor 6 como reo, y basta que todos 
los juicios en que sea parte deban considerarse regidos poT una 
ley del Congreso para que sea de la competencia nacional, aun- 
que asi no se declare especialmente. 

ffl basta alegar que el recurso del artículo catorce de la ley 
de mil ochocientos sesenta y tres hace innecesaria la jurisdic- 
ción originaria de los Tribunales Nacionales en casos como este. 
Ese recurso es para casos determinados, en que en asuntos 
propios de la jurisdicción provincial y radicados ante los Tribu- 
nales provinciales viene á encontrarse comprometida un* ley, 
autoridad, privilegio, ccétera, del úrden nacional. Pero su 
existencia no puede ser un obstáculo para que so lleven directa 
y originariamente ante los Tribunales de la Nación los asuntos 
que á ella corresponden con arreglo á derecho. 

Vor todas estas razones, y sin embargo de no poder apoyar- 
se en la ilustrada opinión del señor Procurador General, la 
Corte resuelve que debe Con firmar, y confirma el auto apelado 
de foja veinte y una; sin hacer especial condenación en costas, 
por tratarse de una cuestión importante de derecho no decidida 
anteriormente; y quehn podido sostenerse por la parte vencida 
con razones dignas de consideración. Satisfechas las costas, 
y repuestos los sellos, devuélvanse. Notiliquese con el origi- 
nal. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J B. GORO&TIACA. 
-i. DOH1HGUIÍ1.-S.M. LASPIUB. 
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CACHA CIVIL 



D. Jacobo y D. Juan Spangenberg, sobre mensura de 

un campo. 



Sumario, — La petición de mensura no importa un caso 
contencioso, y no corresponde, por lo mismo, al conocimien- 
to de loa Tribunales Federales. 



Caso. — Los Señores Spangenberc; pidieron ante el Juez 
Federal de Entre-Ríos, la mensura de un campo sito cq 
esa Provincia. 

Se ordenó y verificó la mensura, que fué protestada por 
Da, Rosalía E. de Garda Zúñjgu vendedora del campo y por 
D, JuanTudory, lindero. 

Los señores Spangenberg pidieron la aprobación de la 
mensura y el Juez de Sección confirió traslado á los pro- 
testantes. 

D. Juan Tudory, sin contestarlo, opuso la escepcion que 
se resolvió en el siguiente 
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FhIIo del Ju«i Seccional 

Paraná «ayo 30 de 1876. 

Vistos : que por los presentes obrados aparece babel sido 
interpm-sta ñ solicitada Ja acción do amojonamiento ó men- 
sura del campo llamado * Florido » en está provincia, por 
D. Knrique S, Spaugcnljerg en represen tíieion de sus lier- 
manoa D. JmH y Di Juan Snaageafcerg, de nacionali- 
dad estrangeros, y comprad. .res que fueáeüD dé dicho campo 
ú 1>. Mateo García ¡íuiiigíi, argentino, y que se halla pro- 
seguido el juicio pnr 1), Santos Domínguez con el poder 
que le lia sido sustituido, que ya esta practicada la mensura 
en conformidad á i o proveído por auto de iíü de Abril del 
año pasado, fs... cou citación de la parle del vendedor y de- 
mus colindantes, conforme á I» que corresponde en loa juicio» 
de amojonamiento ó mensura ¡ ojie al ireriBcarse esta, ó al 
serpraetieada se lian hecho las protestas de que se hace nit- 
rito a fs. . , el agrimensor comisionado, en su informe de men- 
sura, y lo acredita H escrito de r. presentado al Juez ordi- 
nario de i- Instancia M distrito de líuul. íuayrhó ; que por 
esta circuns|¡i, u -j ; , determinada también en el escrito de f . . . 
p&t el cual se pide la aprobación de la mensura ; se corrió 
el traslado decretado á t. ÍHi vuelta; que do esto proveído 
resulta que 1). Juan Tudory, que protesto en la mensura, se 
presento por d escrito U. alegando con * Salvedad del 
traslado corrido * incompetencia en este Juzgado de Seo 
cion, para conocer en el as un tu, por Jas escepeiones dilato- 
rias» que espolie como tales en su citado escrito. 

I considerando: Que la causa de incompetencia primera- 
mente espuesta fundándosele en lo proscripto por el artículo 
2 o dé la ley National del 16 do Octubre de 1802 por no 

T. IX. ifi 
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haberse (como se dice en el citado escrito) presentado en la 
solicitud de mensura, demanda que arguya contención ni 
determinada persona demandadu, sin lo que se deduce que 
este Juzgado de Sección no puede conocer, según lo dis- 
puesto en dicho artículo, siendo este, se repite, el fundamento 
de la escepcion interpuesta, ella viene ¡í destruirse por sí 
misma si se atiende á lo que la jurisprudencia universal y 
los principios generales ;del derecho enseñan, reconociendo 
como mista, que participa de personal y de real, toda acción 
de amojonamiento ó mensura; lo primero por la obligación en 
que está todo colindante de permitirla concurriendo al acto en 
que sea practicada la mensura j y la segunda porque puede 
tener por objeto la reivindicación de lo indebidamente po- 
seído. 

2* Que la otra causal de incompetencia, fundada también 
en la disposición del artículo Í0 de la ley nacional sobre 
jurisdicción, es así mismo inadmisible, por no ser aplicables 
ni congruentes al caso en cuestión ; pues lo que se prescribe 
en dicho artículo con respecto a la* sociedades colectivas na 
es ocurrente á las compras o contratos mancomunado* que 
dan un derecho solidario sobre la cosa comprada : pero aun 
cuando la disposición del indicado artículo fuera concernien- 
te al caso que nos ocupa, entonces mismo lus Srcs. 1). Jaeo- 
bo y D. Juan Spangenberg tendrían por su calidad de es- 
trangeros un derecho perfecto para demandar !o que ya tienen 
demandado, ante este juzgado, por el derecho solidario que 
tienen sobre el campo, según la escritura que corre de f . . . 
a f . ♦ . . 

3* Que la última escepcion aducida consiste en que * no 
pudiendo conocer los Juzgados de Sección en asuntos concer- 
nientes á estrangeros, residentes en una misma Provincia ú 
en otra » siendo el Sr. Tudory estrangero y los Kres. Span- 
genberg también estrangeros, la consecuencia es clara de que 
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este juzgado no puedo conocer, y realmente seria asi; pero 
nomo en el asunto en cuestión lo que ha sido demandado 
por los 8rcs. Jacobo y Juan SpangenbcTg es en uso y ejer- 
ritió de un derecho personal, sobre lo quo les pertenece 
solidariamente, por compra hecha á un argentino en terri- 
torio argentino, resulta que también es claro, que tienen 
derecho para hacerlo ante el -lúea que le compete, aun 
cuando de ello puede resultar que un tercero, cstrangero, 
venga á alegar derechos contradictorios : y que por lo tan- 
to, la eseepcion incurre en la misma falta de exactitud que 
las dos ¡interiores. 

I'or estas consideraciones y fundamentos, definitivamente 
juzgando declaro por inadmisibles y de ningún valor las 
cscepcíones dilatorias ojie se han aducido y que no pueden 
tener efecto en el presente caso , con costas al Kr. 1). Juan 
Tudory que los ha interpuesto; debiendo correr el traslado 
pendiente, siempre que no se apelare. Repónganse los sellos. 

Antonio Zarra. 

Apelada esta sentencia; la Suprema fort* 1 pasó vista de los 
autos al Sr. Procurador General. 

VISTA DEL SESon PRoClHAUOIl CESERAL 



Su/trema Corte : 



Buenos Aires, Setiembre 20 üV 1876. 



Kn los presentes autos se trata de una mensura pedida 
ante el Juez Seccional de Kntre-Rios, y protestada en el 
acto mismo por la vendedora y un poseedor. 

c Por haber sido ordenada por Juez incompetente, por 
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haber tomado (los compradores) campo que no les había si- 
do vendido, y por otras razones mas que han hecho constar. » 

Los mismos comparecieron en seguida ante el Juez Pro- 
vincial formalizando la protesta, y pidiendo que fuese ele- 
vada « en oportunidad al conocimiento del Juez que ordenó 
indebidamente la mensura. » 

El Juez de Sección se limitó a agregaT las actuaciones 
i para proveer en oportunidad lo que corresponda en dere- 
cho y según ley, según la acción awe se interponga. » 

Pedida después ante el mismo la aprobación de la men- 
sura, y conferido « traslado á los interesados, ■ sin evacuar 
este, reprodujeron aquellos la escepcion de incompetencia, 
con la de defecto legal en el modo de proponer la demanda ; 
fundando la primera en el artículo 2 de la ley del 62 y 10 
de la del 03, y la segunda en que no había todavía de- 
manda de ningún género, ni el demandante liabia acreditado 
que el caso entraba en la jurisdicción nacional. 

En opinión del Procurador General toda esta discusión 
es enteramente vana, y la sentencia del Juez Seccional, que 
se declara competente, debe ser revocada. 

Toda mensura debe pedirse ante el Juez Provincial, por- 
que «leudo escepcional la Jurisdicción de los Jueces Fede- 
rales, solo puede ejercitarse por disposición espresa, y ni li- 
go na ley ¡es atribuye el conocimiento de estos casos. 

Una mensura ademas no es una demanda, que consentida 
pneda radicar jurisdicción ante Juez incompetente, según lo 
dispuesto por el articulo 12, inciso 4" de la ley del fti. 
Los linderos 6 poseedores habían podido asistir á ella hasta 
sin protestar, y no por eso habría quedado prorogada la 
jurisdicción incompetente. 



C. Tejedor, 
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r#ll« «Ir I» Suprema forte 

Himnos Airt-s, Si-r^mbre 21 fifi 1870 

Vistos: I)o conformidad ron lo espuesto y pedido por el 
Señor Procurador General y no importando la petición de 
mensura un caso contencioso, como es necesario para que 
la justicia Nacional pon^-a en ejercicio su jurisdicción, con 
arreglo á lo dispuesto en el artículo dos de la ley de diez y 
seis de Octubre de mil w hocicólos sesenta y dos* se revoca 
el auto apelado de foja rieuto cuarenta y tres, satisfechas 
las costas de la instancia y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

JOSfi BARROS PAZOS. — J. B. CO- 
FIOSTIAGA. — J, DOSHJÍCUEZ. — 
S. H. KASPILH. 
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CIVIII 



D. Alejandro fíarhié contra ü. tierna rdo Peña y /). Daniel 
Goylea, por reivindicación de muías,- sobre fatta de 

personería. 



Sumario. — i a El hecho esencial pe constituyo la comisión 
y la distingue del mandato, es que la operación de comer- 
cio determinada en el mandato, se haga y concluya ¡i nom- 
bre del comisionista. 

2" El comisionista queda obligado húeia las personas con 
quienes contrata, sin que estas tengan acción alguna direc- 
ta contra el comitente, ni este conste aquellas. 

Caso. — El caso, en cuento se refiere á la escepcion re- 
suelta, está espuesto en el siguiente 

Fallo del Juci KrerloN.l. 

- 

Salta, Febrero 25 de 1876. 

Y vistos: Resulta que en el juicio promovido por Don 
Abelardo Barbié sobre reivindicación de 592 muías de su 
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propiedad, contra los Sres. D. Daniel Goytia y D. Bernar- 
do Pena» han deducido estos la excepción dilatoria de fal- 
ta de personería en el demandante. 

Los demandados reconocen á D. Abelardo Barbió como 
dueño do las muías, pero sostienen que habiendo este au- 
torizado a D. Gaspar Taboitda para la venta de ellas, y ha- 
biendo dicho señor Tabeada vendídolas, en virtud de esta 
autorización, parte de las mismas por medio de su encar- 
gado L\ Absalon 1 barra, procediendo en este negocio cu 
su propio nombre, las relaciones jurídicas procedentes del 
contrato solo existen entre el vendedor y los compradores: 
que no habiendo el Sr. Barbié contratado con est >s, ningu- 
na acrion tiene para exigirles la devolución de la cosa 
que han adquirido legítimamente de quien tenia facultad 
para enajenarla : que siendo esto así, las acciones de aquel 
en su calidad de mandante, solo pueden ejecutarse contra 
el mandatario, y no contra los terceros con quienes este 
contrató directamente. 

A esto se contesta por el demandante: que siendo el 
dueño de las muías y habiendo el Sr, Tabeada ultrapa- 
sado la facultades que se le con dieron para euargcnarlas, 
el contrato es nulo y por consiguiente cada dueño de la 
cosa tiene personería y perfecto derecho para reclamarla 
de cualquiera que la posea. 

La discusión sostenida por las partes sobro la validez ó 
nulidad do la venta y sobre sí el apoderado fué o uo man 
allá do los limites de su poder, no es pertinente á la cscep- 
cion de previo pronunciamiento sobre falta de personería, 
y por lo mismo solo podrá tomarse en consideración cuando 
se trata de la causa principal. 

Por ahora, reconocida, como está, según consta de autos, 
la propiedad do D. Abelardo Barbié sobre las muías cues- 
tionadas, y renacida también y confesada por ambas partes 
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la autorización conferida por este á Don Gaspar Taboada 
para enagenarlas. la cuestión A resolver queda reducida so- 
lamente á saber : si dicho Sr. Taboada al vender á los 
Sres. CFoytia y Peña 200 de las 500 y tantas muías de 
Barbié. y al encargar a Pena la conducción hasta esta ciudad 
de las 300 y tantas restantes para entregar al Sr. San Miguel, 
procedió en su nombre y de su propia cuenta, cntno comi- 
sionista, 6 bien en nombre y por cuenta del Sr. líarhié, 
como mandatario. 

Para preciar el car¡íctoT en que se hizo la venta, se re- 
gistra en autos lo siguiente: una carta de 1). (¡aspar Ta- 
boada, presentada por los escepetonantcs á f, ft) del se- 
gundo cuerpo de autos y roe<mocidn judicialmente por 
aquel á f. 39. 

En el tereeT acápite de ella dice el Sr l'uboada á Don 
Daniel Gnvtiu á quien es dirigida: <:Tengo autorización del 
Sr. Barbier para vender las muías que quedaron en nú 
establecimiento, con plazo de seis meses»; y agrega, ^ co- 
nociendo esa autorización y teniéndola también de mi mi her- 
mano Absalon, es que se resolvió la venta al Sr. Perla», 

En el acápite 6 o , al ratificar lo hecho por su hermano 
Absalon, dice: *Xo creo que el Sr. Barbié huya olvidado 
la autorización que me dió para vender sus muías, pues, 
ello consta de comunicación que conservo y es en virtud de 
aquella que se efectuó la venta al Sr. Pena, cuya operación 
la doy como hecha por mi mismo y la dejo subsistente, 
siempre que el Sr. Peña al tomar las i."i(t ó 200 muías lo 
haya hecho sin elegir, y en las condiciones de la venta 
que hice por intermedio del Sr. Kan Miguel.» 

El mismo Sr, Peña en su declaración de fs. 2!V del l* r 
cuerpo de autos, dice: tque sabia por D. Absalon Ibarra 
que las muías eran de propiedad de 1). Abelardo Barbié, 
pero que el mismo Sr, Ibarra le manifestó (al hacerle ta 
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Tinta) que tenia autorización de dicho Si. Barbié para 
vender dii'hii:, muías.* 

Y en el escrito do f. Íi5 (V r cuerpo) dice:- el Sr. Bar- 
bu- sabe mejor que yo que las 592 muías que trajo de Kan- 
tiano, me fueron entregadas por ñ Sr. Absalon lbarra: 
200 de ollas vendidas en virtud de autorización 71/e tenia 
al efecto: y en nttjo mérito turo tunar el contrato de compra- 
venta tfue nlli celebramos; y las 392 restantes en comisión 
personal á mí para que las pusiera en invernada y las en- 
tregara al Sr, San Miguel. 

De estos antecedentes, suministrados por los mismos 
cscepcionantes, se deduce: que «1 Sr, Tabeada, ó su en- 
cargado I). Absalon I barra, nn precedieron en su nombre y por 
su propia cuenta en la venta de que se trata, puesto que lian 
cuidado di- manifestar al comprador con marcada insistencia, 
que las muías no eran suyas sino de D.Abelardo líarbié: 
que t**nian autorización dr este para enajenarlas, y que era 
en virtud de esta autorización que ejecutaron la venta. 

El artículo 72 del Código Civil títuln ,l)el Mandatos 
dispone: «|iie *en caso de duda, si el enntraln ha sido hecho á 
nombre del mandante y ;í nombre del mandatario, se aten- 
derá á la naturaleza del negocio, á lo que por el mandato 
se encargaba y á lo dispuesto en el Código de Comercio 
sobre comisiones. 

El Código de Comercio, especialmente aplicable en este 
caso no solo por esta disposición del Cudi^n Civil, sinú 
perqué el asunto de que se trata es comercial por su na- 
turaleza, después de delinir ¡hit el artírulo2ííí), Tít. *del Man- 
dato* y de las fomisiones y consignaciones, *Jo que es el 
mandato en general, dice en el artículo 300, concordante con 
el art. 335: «Se llama especialmente mandato cuando el 
que administra el negocio obra en nombre do la persona 
que se lo ha encomendado. * 
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iS« llama comisión ó consignación cuando la persona que 
desempeña el negocio obra en nombre propio, sm declarar 
el nombre del individuo aue le hizo el encargue.* 

Por donde se vé : que D. Gaspar Taboada, que ha teni- 
do especial cuidado de manifestar al comprador que las 
muías no eran suyas: que le ha hecho presente que tenia 
autorización para enagenarlas; y que, en fin, ejecutaba la 
venta en virtud de esta autorización, declarándole al mis- 
mo tiempo el nombre de la persona que to autorizó, no 
procedió en el contrato como comisionista, sinó como man- 
datario; pues estas declaraciones características del con- 
trato, y que el mismo comprador Sr. Peña confiesa, según 
consta de los antecedentes transcritos, se hubieran omitido 
como inútiles, si el Tendedor hubiera tenido el propósito do 
celebrar la venta en su propio nombre y por su cuenta. 

Siendo, pues, esto así, la cuestión debe decidirse por las 
leyes que rigen el mandato, y, según estas, los actos jurí- 
dicos hechos por el mandatario en los limites de sus po- 
deres* y á nombre del mandante deben considerarse como 
si hubiesen sido hechas por este ultimo personalmente» 
Los derechos y obligaciones que nacen de las convencio- 
nes así celebradas, por el mandatario, son directamente 
adquiridas para el mandante, y le obligan personalmente 
hacia los terceros con los cuales el mandatario contrató. 
De modo que este no puede, ni reclamar en su propio 
nombre la ejecución de semejantes convenciones, ni ser 
personalmente demandado por el cumplimiento de ellas (art. 
308 del Código de Com. y 78 y 70 del Código Civil, Tít. 
Del Mandato)* 

De donde se sigue: que la personería de D. Abelardo 
Barbié para jestionar, en su calidad de mandante la vali- 
dez ó nulidad del contrato de venta celebrado por D. Gas- 
par Taboada, como mandatario, y pedir su cumplimiento 
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y su rescisión, no puedo ser dudoso. En cnanto ¿ las 
muías traidas por el Sr. Pe fin en consignación al Sr. San 
Miguel, consta por la carta trascrita en la segunda pre- 
gunta del interrogatorio de foja 62 y reconocida á foja 
88 vuelta así como por la carta de f. 75, que ellas de- 
bían entregarse en esta á su dueño D. Abelardo Barbié. Y 
el contesto de estos mismos documentos revela que en esa re- 
misión procedió el señor Taboada ó su encargado D. Ab- 
salon I barra, como negatiorum (jestor, puesto que no tenia 
mandato espreso del dueño de la cosa para verificarlo, 
Pero sea cual fuere el carácter en que esta remisión se hi- 
y cualesquiera que sea las relaciones jurídicas prove- 
nientes de esta negociación entre el jestor y el dueño de 
las muías, la personalidad de este para reclamarla es tanto 
mas evidente, cuanto que ellas debían serle entregadas en 
esta, según las cartas mencionadas. El mismo señor Peña 
ha reconocido esta personalidad ; puesto que ea ol curso de 
esta articulación ha convenido en entregar y ha entregado 
en efecto á D. Abelardo Barbié, según consta de autos» la 
mayor parte de las muías que se reclaman. 

Por las consideraciones espuestas y de conformidad á las 
leyes citadas, se resuelve : no ha lugar con costas á la escep- 
cion dilatoria sobre la falta de personería deducía con- 
tra D. Abelardo Barbió por D. Daniel Goytia y D. Ber- 
nardo Peña. Repónganse los sellos. 

Federico Ibartjurm. 

F*SÉ* de I* Suprema C«rte 

Bueno» Aire», Setiembre 21 do 1876. 
Vistos y considerando: Primero ; Que toda la cuestión que 
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se agita en esta causa, consiste en averiguar, si Den (raspar 
Tabeada, 6 su encargado Don Absalon I barra al vender á 
Don Daniel Goytia y Don Bernardo Peña, doscientas mu- 
mulas pertenecientes í Don Abelardo Barbié, pTocediú co- 
mo apoderado de este ó comisionista; 

Segundo: Que esta distinción, qne es de verdadera im- 
portancia para fijar las relaciones de derecho de los terceros 
dependo de los hechos y circunstancias del contrato, cuya 
apreciación corresponde á los Tribunales; 

Tercero ; Que de los mismos antecedentes á que se refie- 
re la sentencia apelada, esto es, la carta de Don Gaspar 
Tabeada que corre á foja treinta y tres del segundo cuer- 
po de autos, y la declaración y escrito de Don Bernardo 
Peña que se registran ti fojas veinte y t inco y sesenta y 
cinco del primer cuerpo ; y de la demanda ademas que el 
mismo Taboada entabló sobre rescisión del contrato de venta 
(foja noventa y seis vuelta), y de la, escritura pública de tran- 
sacción sobre dicha demanda (foja noventa y nueve) resulta 
probado, ú juicio de esta Suprema Curte, que Don Gaspar 
Taboada, vendió á su nombre y con autorización bastante del 
Señor Barbié, no como apoderado y en represen Lición de este, 
las referidas doscientas muías, X los Señores Goytia y Peña, 
y encargó íi este último la conducción de las restantes para 
entregarlas al Señor San Miguel; 

Cuarto; Que el hecho esencial que constituye la comi- 
sión y la distingue de la procuración ó mandato, es que 
la operación de comercio, individualmente determinada en 
mandato, se haga y concluya tf, nombre del comisionista, se- 
ga n lo dispuesto por el artículo trescientos treinta y cinco 
del Código de Comercio. 

Quinto; Que el comisionista queda directamente obligado 
hácia las personas, con qnienes contrataron sin que estas ten- 
gan acción contra el comitente, ni este contra aquellos, i no ser 
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que el comisionista hiciera cesión de sus derechos & favor de 
una de las partas, conforme á lo prescripto por el artículo 
trescientos treinta y sitito del mismo Código. 

Sesfo; Que por otra parte, consta de autos, que durante 
la sustanciado u de esta, nansa, los compradores entregaron 
al Señor Hurlm', para revenderlas, las doscientas muías 
que compraron ellos ¡í Don ("1 aspar Taimada; y que Don 
Bernardo Peña le entregó también, por orden del apode- 
rado del Señor Taboada, las demás muías que condujo á 
Salta, por cuenta de este, y á la urden de Don Saturnino 
San Miguel. 

Por estos motivos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento veinte y tres, y se declara que el demandante Don Abe- 
lardo liarbié carece de acción para reivindicar de don Daniel 
Goytia y don Bernardo Peña las doscientas muías, que estos 
compraron á su comisionista don (í aspar Taboada. Satisfe- 
chas en consecuencia las costas y repuestos los sellos devuél- 
vanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. R, GOHOTISAGA. 
— ti DOMINGUEZ. -S. M. LASPIUR. 
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CAIFBA 1XIX. 



El Dr. D. Salusítano J, ¡lavaba contra D. Amador C. Aceval 
por cobro ejecutivo de pesos. Incidente sobre competencia. 



Sumario.— i° La escepcion de falta de personería en ol 
de-mudado no está entre loa dilatorios que reconoce el artí- 
culo 73 de la ley de enjuiciamiento. 

2 o Ella constituye una verdadera defensa qtie, á iusti- 
Jicarse, concluiría con la acción. 

3° Establecida la competencia del Juzgado Federal por la 
distinta nacionalidad de las partes, cualquier modificación 
en sus derechos recíprocos no puede alterar aquella. 

4 o Solo al Juez le corresponde veri II car si el documento 
que se le presenta trae fuerza ejecutiva. 



Caso.—l}. Manuel M. ( ¡úndom por el Dr. D. Salustiano J. 
üavalía, se presentó al Juzgado Fuderal esponiendo, que I). 
Amador C. Aceval, era iiador de la razón social Insua y 
O. en tm contrato de arrendamiento celebrado cou su po- 
derdante, por los almacenes de la casa calle Perú Nos. 155 
a 161 1 según el documento firmado que acompañó. Que 
habiendo quebrado la razón social referida, y negándose 
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A ce val á pagar los alquileres vencidos, pedia que el men- 
cionado fiador reconociera su firma en el contrato de arren- 
damiento, para preparar asi la correspondiente acción, cuyo 
juzgamiento correspondía á la justicia nacional, por ser 
Aceval extrangero y el Dr. Zavalia argentino. 

El Juzgado ordenó que Aceval compareciera a practicar 
el reconocimiento solicitado. 

Notificado Aceval, pidió al Juzgado que se declarase in- 
competente, condenando en las cestas al [demandante. Que 
la mayor parte de los alquileres adeudados, eran posteriores 
á la quiebra, los que, según la jurisprudencia del Tribunal 
de Cw^ío do la Provincia, eran debidos no por el fallido 
sino por el concurso representado por el síndico, el que no 
podía ser demandado sino ante el mismo Juez del concurso. 
Que el Dr. Zavalia no ha podido demandar al esponente, 
sinó en el caso de que el sindico no le hubiese pagado ha- 
biéndosele cobrado. Que el Dr. Zavalia habia permitido la 
extracción de los bienes que estaban en los almacenes, perdien- 
do así el privilegio que tenia sobre dichos bienes y haciéndolo 
perder al esponente, cuya conducta lo pone en el caso de 
pedir ante el Juez competente, que se declare estinguida 
la fianza. Que es evidente cuando menos que el juicio or- 
dinario, consecuencia del ejecutivo, que pretende iniciar el 
Dr. Zavalia, debe seguirse ante el Juez del concurso, y esto 
prueba que el juicio ejecutivo es también de aquella juris- 
dicción, pues de otro modo podria resultar un conllicto de 
jurisdicciones. Que el Código Civil en el titulo de la loca- 
ción, si bien da acción ejecutiva contra el locatario, no la 
dá contra el fiador. 

Pidió al Juzgado que se declarase incompetente para cono- 
cer de la causa. 

Corrido traslado, Condora por Zavalia, contesto: que no 
estando aun entablada la demanda, y tratándose del reco- 
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nocimiento de un documento para preparar ta acción ejecu- 
tiva, Aceval se anticipaba en su declinatoria de jurisdicción. 
Que los fundamentos de la declinatoria en ningún caso pro- 
barían la incompetecia del Juca, y que si alguna escepdon 
pudiese apoyarse en ellos, sería contra la ejecución misma, 
no contra la jurisdicción del Juez que se halla plenamente 
justificada con el hecho de ser el demandante argentino, y 
extranjero el demandado. 
Pidió se rechazara con costas la articulación deducida. 

Fallo del Juez 4e gcetlon. 

Buenos Aires, Mayo 30 de 1876. 

Vistos: En el incidente de competencia y considerando l u 
Que la esceueion de personería del demandado, 6 sea de no 
sur él deudor de la obligación que se persigue sinú el con- 
curso, no está entre las dilatorias que reconoce la ley de 
enjuiciamiento en el artículo 73 y constituye una verdadera 
defensa que á justificarse concluiría con la acción, sin afec- 
tar ú la jurisdicción. 

2' Que establecida esta por la diversa nacionalidad de las 
partes, cualquiera modificación en sus derechos recíprocos, 
como la que se alega de haber caducado la fianza porque 
el demandante consintió en la extracción do muebles del 
local arrendado, no puede alterar la competencia : pues el 
juez en lo principal es competente para conocer de los in- 
cidentes: j Analmente que uo es atendible lo que se alega 
de no ser ejecutivo el juicio por alquileres, tanto porque 
no afecta a la escepcion de jurisdicción, cuanto porque solo 
al juez le corresponde verificar si el documento que se le 
presenta trae fuerza ejecutiva, y aun uo lia llegado la opor- 
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tunidad de pronunciarse sobre cüo. Por estas considera- 
ciones fallo no haciendo lugar á la escepcion de incompe- 
tencia j en su couseeu encía sigan los autos según su estado. 
Hágase saber original $ repóngase los sellos, 

Isidoro Alharracm. 
Fallo de lo Suprema Corte. 

Buenos Aires, Setiembre 33 de 1876. 

Vistos': Por sus fundamentos se confirma, con costas, 
et auto apelado de foja veinte vuelta ; satisfechas las de 
la Instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 



JOSÉ ItAíinOS PAZOS. — J, B. GOROS- 
TIAGA, — J. DOMINGUEZ. — S. H. 
LASPItlt. 
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«ALNA CXX, 



Tercería esclttyente de I). Juan It. liamtlecn la ejecución del 
Fisco nacional contra D. Ladislao ftodriyuez, 

.Sumarrá. — Cuando en un juicio hay hechos sustanciales 
controvertidos, el Juez debe Tecibir la causa ú prueba. 



Cíwo. — En una ejecución seguida ante el Juez Federal de 
Entre-Rios por el Procurador Fiscal contra D. Ladislao 
Rodrigues se ¡embargaron como propiedad del deudor unas 
mercaderías. 

D. Juan B. Raiidío opuso tercería de dominio en los efectos, 
alegando que eran de su esclusiva propiedad y ofreciendo la 
prueba al respecto, á mas de unas escrituras que presentó. 

El Procurador Fiscal pidió se rechazara la tercería por ser 
nulas las escrituras y haber sido fraudulento el traspaso de 
las mercaderías hecho por el ejecutado Randle. 

£1 Juez, sin recibir la causa á prueba, falló rechazando la 
tercería. 

El tercer opositor dijo de nulidad y apeló de la sentencia, 
fundando en la falta de prueba cuando con ella habria podida 
demostrar su derecho. 

El señor Procurador General contestó : 
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i 

VISTA DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Córle: 

Buenos Aire», Julio 11 de 1876, 

Escluyentes ó coadyuvantes, las tercerías se sustancian por 
cuerda separada en juicio ordinario; y es refría de esteTecibir 
la prueba anunciada por una de las partes, sin perjuicio de lo 
que el Juez puedo ordenar de oticio. La sentencia, pues, 
pronunciada ain olla, debo ser revocada y devolverse los autos 
al Juez de Sección para que sustancie el proceso con arreglo a 




Fallo d> I» Suprema Corte. 



Buenos Aires, Setiembre 26 de 1876. 

Vistos: de conformidad de partid dójase sin efecto la senten- 
cia apelada do foja catorce y devuélvanse los autos al Juez de 
Sección para que recibiendo la causa ii prueba, la sustancie y 
resuelva con arreglo á derecho, 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOR OSTIA - 
GA.— J, DOMINGUEZ.— S. M. LASPIUR' 



m 
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< AlSl CX XI. 



El Dr. D. Aorberto Quirno Cosía,, contra el Dr. D. Severo 
Fernandez, por cobro de pesos ; sobre incompetencia. 



Sumario.^ La justicia Federal no es competente para co- 
nocer en la demanda por cobro de honorarios y costas causadas 
en un juicio de imprenta. 



Caso. -El Dr. Severo Fernandez fué condenado en un 
juicio de imprenta en Buenos Aires al pago de costas. 

Se trasladó en seguida á la Provincia de Corrientes. 

El Dr. Quirno Costa, abogado de la contraparte, y vecino 
de Buenos Aires, demandó por medio de apoderado ante el 
Tribunal Federal de Corrientes al Dr. Fernandez por el 
pago de sus honorarios. 

rallo del Jan ftrrrl«n«l 

Coirienies, «ayo 10 de 1876, 
Y vistos : la excepción de incompetencia deducida por el Dr. 
D. Severo Fernandez, en la causa que le ha promovido D. 
Aníbal Chiessa, como apoderado del Dr. D. Xorberto Quirno 
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Costa por cobro de cantidad de pesos, procedentes de costas 
en un juicio de imprenta, seguido ante un jury en la ciudad 
de Buenos Aires ; con lo espucsto por las partes y consi- 
derando : 

i° Que no siendo competente la Jurisdicción Xacional par;t 
entender en los juicios de imprenta; tampoco debe serlo 
para llevar á efecto las sentencias que los jurados pronuncien, 
aunque estas sean condenaciones civiles, y aunque por la 
calidad de las personas debiese surtir el fuero nacional; 
pues que, perteneciendo por su naturaleza el conocimiento 
de la causa principal á la Jurisdicción Provincial debe tam- 
bién entender de todos los juicios incidentales y de los con- 
siguientes, conforme al principio reconocido por la Suprema 
Córte de que el Juez de lo principal lo es también de los 
accesorios.— 2 o Que estos principios no varían por el hecho 
de haber el Dr. Fernandez cambiado de domicilio y serle 
necesario al. acreedor interponer su demanda en esta Pro- 
vincia, pues por el artículo 14 de la Ley de Competencia Nacio- 
nal una vez radicado un juicio ante los Tribunales de la 
Provincia debo fenecerse en la Jurisdicción Provincial sin 
que pueda llevarse á la Xacional sinó en los casos espesa- 
mente enumerados en los incisos siguientes de dicho artí- 
culo, no estando comprendido en ninguno de ellos el caso 
presente.— 3 o Que en la presente demanda se pide la ejecu- 
ción de una sentencia pronunciada por los Tribunales de 
otra Provincia en una causa de su jurisdicción esclusiva, y 
aunque los Tribunales de esta Provincia sean completa- 
mente independientes de los de Buenos Aires, ellos solos po- 
drían entender en las escepciones que se dedujesen en el 
juicio, y no los Nacionales que no tuvieron jurisdicción 
para conocer del fondo de la causa. Por estos fundamentos 
se declara que este juzgado es incompetente para enteder en 
esta causa \ en su consecuencia ocurra el demandante donde 
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corresponda ; cada uno pague sus costas y las comunes por 



Varios Ltma, 
Apelado esto fallo, y previa la siguiente ¡ 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte; 



La Constitución prohibe dictar leyes que restrinjan la 
libertad de imprenta, ó establezcan sobre ella la jurisdicción 
federal. 

Nunca pues debe tener lugaT esta, ni en lo principal, ni 
en lo accesorio, ú consecuencias- do un juicio de imprenta. 

Por esta decisión tampoco se imposibilita, como se asienta, 
la ejecución de los autos, contra el que se ausenta del lugar 
del fallo, como ha sucedido en el presente caso. 

La justicia provincial, que no acaba como la del jurado, 
puede proceder a ella, y tiene medios de traspasar la fron- 
tera» para el cumplimiento de sus mandatos. 

En todo caso, condenarla en rebeldía, y entóneos se trata- 
rla simplemente de la ejecución de la sentencia en la pro- 
vincia del asilo del deudor. 

Soy por lo tanto de opinión que esta Corte confirme t-1 
auto apelado. 

C. Tejedor. 

Se dictó el siguiente: 
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Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 26 tic 1HT76. 

Vistos : por sus fundamentos y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señur Procurador General en su pre- 
cedente vista» se continua con costas d auto apelado de foja 
veinte vuelta ; satisfechas las de la instancia, y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. tt. GOFIOS HAGA. 
— J. DOMINGUEZ. — S. H. LASPIUR. 



CAUSA CIXII. 



El Fisco Nacional contra Bemtez é hijo, por cobro ejecutivo de 

pesos. 



Sumario. — \° Los documentos auténticos cstraidos de las 
oficinas fiscales, traen aparejada ejecución. 
2 o Un juicio seguido contra el gerente de un saladero por 
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derechos do esportucion del mismo no puedo declararse nulo 
por el hecho de presentarse ei propietario» 



Cano. — En el año 1872, la Contaduría Cenural de la Nación 
formuló un cargo por valor de 0493 $ fts. 92 ctvs. contra I). 
Juan B. Suburo, como agente de los Srcs. Benitez y O., sala- 
deristas en Gualeguaychú, por error eu el aforo do cueros sala- 
dos exportados, consistente dicho error en que los cueros s e 
habian aforado, de acuerdo ú una publicación equivocada en 
el Boletín Oficial de la Nación, dando como aforo para los 
cueros salados, 3;250 en lugar de 4,750. 

Habiéndose extraviado los antecedentes originales que se 
remitieron al Juzgado Nacional, la Contaduría, en Octubre 
de 1874, elevó al Ministerio de Hacienda una cópia de los 
mencionados documentos, ta que fué remitida al Juzgado Na- 
cional de Entre-Rios. 

Dada vista al Procurador Fiscal, ésto inició ejecución con- 
tra Suburo por la cantidad espresada de 6,4113 $ fts. 92 ctvs. 

Dictado el auto de aolvendo y mandado notificar por el 
Juez de Paz de Onaleguaychú, este dió cuenta que Suburo 
se habia ausentado á Europa, 

Hecha saber esta diligencia, el Procurador Fiscal pidió que 
la notificación se estendiera directamente con Benitez y C, 
que eran los que aparecían deudores al Fisco. 

La notificación se hizo á J. Benitez ó btjo, quien manifestó 
que hallándose Suburo en Europa y que habiendo sido él 
quien tenia y explotaba el saladero en la época en que esos 
frutos se exportaron, a él correspondía esto asunto; y que le 
habian pedido instrucciones al respecto. 

El Procurador Fiscal a quien se corrió vista, espuso: quii 
la escusa de los ejecutados seria una excepción que harían 
valer á su tiempo, y que por el momento solo debía pedir y 
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pedia, que se librase el mandamiento de ejecución, come- 
tiéndose la diligencia al Juez de Paz de C?ualegnaychú, 

Proveído de conformidad, el Juez de Paz contestó que en 
Gnalcguaychú no existia la razón de Benitez y O, sinú el 
JJanco de J. Benitez é hijo; y que La razón de Benitez y O 
existía en Buenos Aires. 

El Procurador Fiscal pidió se librase exhorto al Juez Fe- 
deral en Buenos Aires para que hiciera la notificación, mas 
habiendo el escribano manifestado que no encontraba la casa 
de Benitez y C" t el Juzgado, ¡i solicitud del Procurador Fiscal, 
pidió esclarecimientos al Ministerio de Hacienda, y ofició a 
la Administración de Reutas en Uualeguaychú, para que 
informasen cual era y donde existia la casa de Benitez y O, 
de que fm' agente Su buró para exportar los frutos de que se 
(rala. 

El Administrador de Rentas informó, que era el saladero 
de Benitez v hijo; y que hasta Febrero de 1873, habia expor- 
tado sus frutos bajo ta iirma de Juan B. Suburu. 

La Contaduría informando por órden del Ministerio de Ha- 
cienda, dijo: que D, Apolinario Benitez, domiciliado en esta 
ciudad, era el sócio principal de la razón social deudora. Que 
le consta que Suburu no era mas que un mero agente de 
Benitez, porque este señor cuando se inició la causa propuso 
al Presidente de la Contaduría, que se siguiera ante el Juez 
Federal en Buenos Aires en donde él residía, manifestando la 
circunstanciado no ser Suburo sinó un agente; que ademas es 
notorio en Gualeguaychú, que el saladero de que fueron ex- 
portados los frutos y que so conoce por saladero Benitez, es 
propiedad de I). Apolinario Benitez. 

En este estado, se presentó al Juzgado D. José »S. Vinas con 
un poder de la razón J. Benitez é hijo, de que era único dueño 
D. Apolinario Benitez. Dijo: que no teniendo nada que ver 
la iirma J. Benitez é hijo con D. Juan B. Suburu, debía man- 
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darse levantar el embargo trabado y declararse á sus poderdan- 
tes, libres de toda responsabilidad en la ejecución; que el mismo 
Procurador Fiscal, no sabia á ciencia cierta á quien ejecutaba, 
pues las gestiones iniciadas contra Suburu, se habian seguido 
contra Benitez y G 1 y después contra J. Benitez ó hijo, sin 
tener presente que eran tres personalidades distintas. Que 
los documentos con que so ejecutaba, no tenían fuerza ejecuti- 
va contra Suburu según el artículo 2¿9 de la Ley de Procedi- 
mientos, y menos por consiguiente contra J. Benitez é hijo, 
coya participación en ellos no aparece. Que por consiguiente 
el título con que se ejecuta es inhábil. Que todo el procedi- 
miento es nulo por no haberse seguido directamente contra 
ellos, pues que ni se les ha notificado el auto de solvendo. 
Pidió no se hiciera lugar á la ejecución. 

La citación de remate habla sido notificada A Viñas, el viex- 
nes 21 de Abril y las excepciones se opusieron el mártes 25 del 
mismo. 

El Procurador Fiscal contestó pidiendo no se hiciera lugar 
i las excepciones y que se dictara la sentencia de remate. 
Dijo, que las excepciones se habian opuesto fuera de los tres 
dias que señala la ley. Que la excepción de falta de persone- 
ría era la misma que habia opuesto D. Domingo Garvino y que 
había sido rechazada por el Juez de Sección, cuyo fallo habia 
sido confirmado por la Suprema Córte, haciendo jurisprudencia. 
Que los documentos con que se ejecuta, siendo auténticos, 
traen aparejada ejecución, según la ley de 26 de Agosto de 
1863. Que ai la ejecución se inició contra Suburu, fué como 
simples agentes ó mandatarios de Benitez y C*, y D. Apolinario 
Benitez dueño del saladero que exportó los frutos, según apa- 
rece del informe de la Contaduría de foja 54. Que si se ha cam- 
biado la razón social por convenir asi álos sucios, y en vez de ser 
Benitez y C' es ahora J. Benitez é hijo, ese cambio no puede 
perjudicar los derechos del Fisco ó de cualquier otro acreedor. 
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Fallo del Juez dr fleeelon. 

Paraná, Abril 29 de 1876 

Y vistos: por loa fundamentos espuestos por el Procurador 
Fiscal en su anterior vista y lo certificado por la Contaduría 
General en el informe de f. 53 vta. llévese adelante la ejecu- 
ción, con 




Notificado \ ifias. apeló y el recurso se le otorgo en relación. 
Después que se vió la causa se dió vista al señor Procurador 
General, quien se espidió en los siguientes términos: 

VISTA RET„ PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

El Fisco no cobra sino ejecutivamente lo que se le debe 
por derechos de Aduana, y por eso los documentos, emanados 
do sus representantes, con que demanda ante la justicia ordi- 
naria, en defecto de mercaderías en Aduana tienen fuerza 
ejecutiva. 

De estos autos aparece, ademas, dirigido el cobro desde un 
principio contra la casa de Bcnitez, esportadora de los cueros 
en cuyo aforo tuvo lugar el error; y es inadmisible que haya 
inhabilidad de título, ni menos nulidad de lo actuado por la 
circunstancia de mencionarse sus gerentes en algunas deligen- 
cias 6 designarse la misma casa con distintas denominaciones, 
provenientes de la malicia misma del ejecutado, y de no estar 
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admitida do í 873 en las oficinas de la .Vduana la firma sola del 
gerente del saladero. 

En el juicio ordinario por otra parte podrán los ejecutados 
hacer valer estas consideraciones que no son do un ejecutivo, 
ni pueden oponerse como cscepciones de la misma. 

Pido por lo tanto la confirmación del auto apelado. 

C. Tejedor. 
Falle de l» Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 28 de 1876. 

Vistos : por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador General en su prece- 
dente vista, se confirma con costas, la sentencia apelada de 
foja setenta, satisfechas las de la instancia y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J. B. GORO&TIAGA. 
— I. DOMINGUEZ. — S. M. LASPIUR. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



CAUSA CXXIII 



Criminal, contra los conjueces titulares y suplentes de la mesa 
escrutadora de votos en la Moja; sobre infracción de 
ta ley nacional de elecciones. 



Sumario, — La apertura de las asambleas electorales después 
de la hora legal, la traslación de la mesa de un lugar á 
otro y de los votos de una urna á otro, practicada durante 
la elección, constituyen una infracción de la ley nacional 
de elecciones, y someten á pena á los conjueces de la mesa 
escrutadora. 

Caso. — En la ciudad de hi Rioja A 23 del mea de Marzo 
de 1876, comparecieron ante el señor Juez Nacional, D. 
Baltazar Jaramillo, I). Miguel Xoroño, el señor Procurador 
Fiscal Dr. de la Colina, y el Dr. D. Félix Luna, como apode- 
rado de los demandados, á quienes se les leyú la sentencia que 
á continuación se trascribe: Vístela causa seguida por los 
señores D. Baltazar Jaramillo y D. Miguel Xoroño, contra 
los conjueces titulares L>. Francisco J. Granillo, D. Elias 
Cabra!, D. Juan de Dios Vera, D. Felipe López, D t Enri- 
que Barros, y los suplentes D, Carmelo Valdez, y D. Ra- 
món Mor eirá sobre infracciones de la ley nacional de elec- 
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oiones en la que turo lagar el día de Febrero ppde. para 
un Diputado al Congreso de la Nación ; con el mérito, de 
autos y considerando en cuanto a los hechos: 1° que los 
demandantes fundan su acción en los siguientes hechos : 

Primero. No haber concurrido los acusados al local desig- 
nado en el primer término J e la ley en que se han practicado 
las elecciones desde tiempo inmemorial sin interrupción al- 
guna. 2 o £1 haber instalado la mesa en el interior del patio 
del Cabildo y no en los portales! del Juzgado de Paz. 3 rt Ser 
este patio claustrado é inaccesible por su poca estension para 
coatener el número de inscriptos. 4" Haberse abierto la 
votación sin la urna y cuadro del Registro Cívico, después 
de pasada la hora ; recibir los votos en un cajón de la mesa 
y trasladarlos durante el acto á otro cajón con llave, aguje* 
reada en la tapa» por los con jueces. 5° No haber permitido á 
varios ciudadanos íirmar las actas de escrutinio haciéndolos 
salir por la fuerza. 6" Existir un acuerdo entre el Gefe de 
las fuerzas y los con j ucees , para hacer provocar un conflicto 
entre los partidos en el interior del patio del Cabildo, que 
diera lugar á la intervención de la fuerza armada que ha- 
ría fuego sobre el partido de oposición. 7 o No haber con- 
currido sin causa motivada los conjucccs suplentes D. Car- 
melo Valdéz y D. Ramón Moreira, á la instalación de la 
mesa de la Matriz ; y terminan solicitando le sea aplicada 
i los primeros multa de 300 #f. ó 30 onzas de oro, y álos 
segundos la de 200 #f. por infracción á los artículos 54 y 
57 de la Ley de la materia. ( Escrito de fojas 3 á 12 y acta de 
f. 15.) 

Segundo. Que el Procurador Fiscal al adherirse á la ac- 
ción deducida dictamina que esos hechos son punibles siempre 
que de la prueba resulten justificados y que fueron eje- 
cutados cou dolo. (Acta de fs. 47 á 26.) 

Tercero. Que los demandados en su exposición de fs. 27 
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¿ f. 30 agregada d estos autos en la audiencia» euya acta 
corre á fs. 16 vtay 17, solicitan su absolución fundados ; 
1° En que corresponde á los demandados y no al Jnei de 
Paz la elección de nno de los dos loóles designados por 
la Ley para practicar la elección. 2 a En que la falta de 
urna y Registro Cívico se debe imputar al Juez de Paz á 
quien se le dió con anticipación conocimiento oficial de la 
resolución de los conjueces de instalar la mesa en el Juz- 
gado de Paz. 3 a En que la traslación de loa votos del 
cajón de la mesa á la urna durante el acto se hizo á 
presencia del pueblo verificando que este estaba vacío. 4 o 
En que era falso completamente el acuerdo que suponian 
á los miembros de la mesa con el Gefe de la fuerza de 
guarnición, no teniendo los rumores públicos otro origen que 
la maledicencia del partido de los acusadores. 5° En que la 
mésala instalaron en donde se hizo el Registro Cívico n 
un local donde podrían entrar grupos de 50 Ó 100 á votar 
y retirarse después de veriücarlo para que lo hicieran otros. 
o En que es infundado el cargo de haber los demandados 
impedido á varios ciudadanos suscribieran las actas del es- 
crutinio, f. 7° En que en cuanto ií los con] ucees inasistentes 
el señor Valdcz se escusó porque estaba enfermo, y el señor 
Moreyra concurrió al acto de la instalación de la mesa en 
el Juzgado de Paz. Y considerando, en cuanto al derecho : 
i a Que el artículo 19 de la Ley Nacional de elecciones al 
lijar el local en que deben instalarse las Asambleas electo- 
rales ha designado el atrio de la Iglesia Parroquial ó los 
portales del Juzgado Territorial Superior» empleando la con- 
junción disyuntiva ó que importa alternación en uno ó en 
otro lugar, sin mas deber preceptivo para los con jueces que 
el que esta se coloque en un lugar accesible para que los 
ciudadanos puedan sufragar libremente; que estando este 
designado por la ley, no es de la atribución del Juez de 
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Paz convocar á los con jueces para un lugar designado, des- 
de que siendo este un acto estraño al ejercicio de su ma- 
gistratura, sus funciones principian en el instante de la ins- 
talación ; pues que el artículo 21 al estatuir espresamente la 
reunión colectiva do todos los conjueces y Juez de Paz áuna 
hora fija para su instalación, emplea el verbo recíproco c reu- 
nirse* que demuestra claramente el acto colectivo de con- 
currir todos á un mismo punto : que si concedemos como 
atribución del Juez de Paz designar con anticipación uno do 
los looales que espresa el artículo 19 para que concurran los 
conjueces á la instalación de la mesa, necesariamente no po- 
drían en ningún caso hacerse efectiva en los conjucces la 
disposición del nrtículo 57 por infracción al artículo Í9; 
cuando estos obedeciendo órdenes de aquel impartidas en 
virtud de atribuciones legales, fueran demandados, ya por 
ser inaccesible el local que aquel designare para su instala- 
ción, ó por no ofrecer las garantías necesarias para que el 
ciudadano pueda sufragar libremente: es decir la elección 
del Juez de Paz del local y la única impartida á los con- 
jueces para que concurran á ese [mato A formar la mesa, 
importana el cumplimiento de una prescripción legal por parte 
de estos, que haría desaparecer toda deliberación al hecho 
acusado como punible; que asimismo los conjueces no pue- 
den variar ad libitum el local en que la mesa acostumbra ií 
instalarse, pues que para ello, si no es necesaria la existen- 
cia de una causa legal, es indispensable que el local elegido 
en igual ó en mejores condiciones para aquel acto en que 
según las circunstancias en cada localidad deba daTse aviso 
con anticipación al pueblo paTa que pueda concurrir á su- 
fragar, es decir, el acto no seria punible por la instalación 
de la mesa en otTO lugar del que se acostumbraba prac- 
ticar la elección, sino por tener lugar subrepticiamente sin 
aviso anticipado i todos los electores, lo que podria impedir 



»B JUSTICIA WACIOIUL 209 

que un bando politico 6 alguno de sus miembros concurrie- 
ran en tiempo hábil á sufragar : que en el presente caso Ja 
falta de aviso por los acusados al pueblo, con anticipación, 
de habeT acordado instalar la mesa en otro local del que ha 
sido costumbre hacerlo, aunque constituye una irregularidad» 
no puede imputárseles dolo ó culpa, por cuanto consta que 
todos los inscriptos pudieron concurrir á sufragar sin ne- 
cesidad de dicho aviso en virtud de estar en la misma plaza 
como a una cuadra mas ó menos la parroquia, del Juzgado 
de Paz : que por lo espuesto es improcedente la objeción que 
hacen los demandantes fundados en el artículo 1°, de que 
el átrio de la Iglesia Matriz está designado en el 1" término 
en las ciudades para instalar la mesa ; pues que la designa- 
ción de cada parroquia en las ciudades para cada Sección 
Electoral, no tiene otro alcance que el evitar la confusión 
que habría sinó se hubiera designado alternativamente la 
división civil 6 la eclesiástica. 

2 o Que de autos y especialmente de la vista ocular de 
f, 4t% resulta acreditado que los conjueces titulares al trasla- 
dar por dos veces la mesa de un lugar á otro durante la 
elección, han violado en su texto y su espíritu la disposición 
del artículo i 9 de la ley de Elecciones, pues su inamovili- 
dad siendo una garantía al libre ejercicio del sufrajio é in- 
dispensable, además, para no interrumpir el acto de la vo- 
tación (artículo 22), resulta que ella no estuvo colocada du- 
rante todo el acto en los portales del Juzgado de Paz, ya 
se considere á este la puerta de la oficina donde funciona 
dicho empleado ó la portada principal de la calle por donde 
se entra al cuerpo del edificio en que se encuentra dicha oficina. 
Que las circunstancias de haber trasladado la mesa al in- 
terior del segundo zaguán que comunica con el cuerpo de guardia 
por una puerta de reja de fierro, para ponerse á cubierto 
de la acción del sol, y la de haberse practicado en los últi- 
T. IX, 15 
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moa diaa el Registro Cinco en el local donde Be instaló, no 
son caulas justificativas que eximan de toda culpa i los 
acosado! ; desde que consta que la elección podo practicarse 
por ellos en el Atrio de la Matriz sin ese inconveniente y 
desde que el precedente de haber allí funcionado la Junta 
calificadora no puede alterar ni derogar la ley que fija un 
local determinado en que deba practicarse la elección. 

3" Que de la vista ocular citada f del mérito de autos, 
resulta que el local en que se practicó la elección por los 
acusados es accesible para que pudieran sufragar el número 
de inscriptos, pues que la ley no prescribe la presencia co- 
lectiva de todos los sufragantes durante el acto electoral, 
sinú la de un representante de cada partido, para que haga 
en su nombre las observaciones que sean justas, permane- 
ciendo aquellos i la distancia de la mesa que los conjueces 
designaren y saliendo del recinto inmediatamente de sufragar. 
(Artículo 19 de la ley citada). 

4° Que el haber practicado la elección sin la urna y Registro 
Cívico no puede imputarse á los conjueces como una infrac- 
ción voluntaria á los artículos 21 y 27 de la Ley ; por cuanto 
de la confesión de los acusadores de f. 4, del informe del 
Juez de Paz [de fs. 4 y 50, y de la prueba testimonial, resulta 
plenamente probado que los acusados requirieron oficialmente 
al Juez de Faz la entrega inmediata de dichos objetos . que 
de las declaraciones de los testigos D. Cipriano Yillanueva 
de f. 73, y D. Hermenegildo Jaramillo de f. 82, resulta acre* 
ditado que los con jueces titulares hicieron la apertura de 
las Asambleas Electorales después de las 9 de la mañana 
en contravención á la prescripción del artículo 22 de la ley 
de la materia, cuyo hecho se halla corroborado por las de- 
claraciones de José Salguero de f. 67 y Basilio Escalante que 
afirman que media hora después de estar sufragando en la 
mesa instalada en el itrio de la Matriz todavía no recibía 
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vota* la del Juzgado de Par, que asimismo ios oonjueces 
titulares han falseado en su espíritu la disposición da loa 
artículos 27 y 33, violando durante la elección el depósito 
de sufragios para colocarlos en otra urna 6 caja que tenia 
cerradura; pues que siendo la inviolabilidad de aquel una de 
las garantías mas precisas que acuerda la ley para la legalidad 
del acto ; la mesa escrutadora no pudo bajo ningún protesto 
escogerse de observarla aun cuando verificase ante el pue- 
blo que lo hacia con manifiesta probidad. 5* Que está plena- 
mente probado con las declaraciones de Vital García de f. 54* 
de Juan E. Aballaidc f. 56, Juan Salguero de f. 66 vta. 
Jacinto Pizarra de f. 68, y Ramón Zabala de f. 90 vta. que 
se hallaban cerradas las actas del escrutinio cuando con- 
currieron á firmar los varios ciudadanos partidarios de la 
candidatura del Dr. San Eoman, careciendo por lo mismo 
de mérito legal la de los testigos auriculares Ventura Ka- 
zan de f. 59, Fernando Villafañe de í. 57 vta., llamón 2a- 
bala de f. 90 vta. y Cárlos Brizuela de f. 92 vta. que haya 
existido acuerdo entre los acusados y el gefe de las fuerzas 
nacionales para hacer triunfar por medio de ellas la candi- 
datura de sus simpatías ,* pues que la pública voz no basta 
para acreditar por sí solo la existencia de un hecho crimi- 
nal, el que por otra parte no tuvo ni principio de ejecu- 
ción por ostentación de fuerza armada ú otro cosa semejante ; 
que el haber trabajado los acusados por un mismo candi- 
dato no ea una consecuencia directa é inmediata de la exis- 
tencia de un plan ó acuerdo con el Gefe de las fuerxas para 
coartar el libre ejercicio del sufragio desde que no está aoredj- 



cbo que confirma la declaración del comisario de Policía D. 
Juan F. Penaloia, que afirma á f . 92 haber despachado na 
fihMqne ocho diea antes de la «lección para loa {llanos, con- 
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ducieado una carta del gefe de las fuerzas nacionales para 
el capitán D. David Gomes que estaba destacado allí con 
fuerzas en la que le ordenaba que se abstuviera de tomar 
parte en la elección. 7* Que en cuanto á los conjueces su- 
plentes, está justificado con las declaraciones de Miguel Mo- 
reta de f. 62 y Abdon Várela de f. 62 vta. que D. Kamon 
Moreyra concurrió á la mesa de los titulares en el acto de 
instalación, y que de los testimonios de Patricio del Sacra- 
mento de f. 86, Josó I. de la llega de f. 89 vta y Severo 
Vallejo de f. 90 vta. que D. Cárlos Baldea se encontraba en- 
fermo de alguna gravedad cuatro dias antes de la elección, 
lo que funda la presunción legal corroborada por la decla- 
ración del Juez de Faz de f. 75, de haber recibido aviso 
oficial de este de estar enfermo, que tuvo causa motivada 
para no concurrir á la instalación de la mesa. 8° Que de 
autos aparece que los acusadores y acusados han producido 
pruebas notoriamente impertinentes á los hechos compren- 
didos en la acusación y defensa: que además estos últimos 
resultan absueltos de varios capítulos de la demanda por 
ser unos infundados y no haber demostrado en otros plena- 
mente su existencia, es de justicia y equidad que los acu- 
sados no sufran la condenación en costas que se ban causado 
en esta parte del juicio por causas que no pueden imputár- 
seles. 

Por estos fundamentos, á mérito de lo prescrito en el 
artículo 57 de la ley de elecciones nacionales, fallo y de- 
claro que condeno i los conjneccs titulares D. Francisco Ora- 
millo, D. Elias Cabral, D. Enrique Barros, D. Juan Dios Vera 
y D. Felipe López, al pago i cada uno de ellos de la multa 
de tres onzas de oro á favor del fondo de Escuelas de la Pro- 
vincia por infracción como conjueces á lo dispuesto en los 
artículos 19, 22, 27 y 33 de la ley nacional de elecciones, 
según se espresa en los considerandos segundo y cuarto, atsol- 
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Tiendo á estos como á los conjueces suplentes D. Ramón Mo- 
Teira y D. Carmelo Valdez de los demás cargos de la deman- 
da con los costos á los titulares de mancomum et in sotidum, 
esceptuando las que se Teficren al considerando octavo que 
serán satisfechas por el que las hubiere causado, repónganse 
los sellos. 

Mar (loquea Molina. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Buenos Aire», Setiembre 16 de 1876. 

De estos autos resulta evidentemente que la mesa recep- 
tora se instaló en la puerta del juzgado sin prévio aviso, 
contra la convocación del Juez de Paz para el atrio de la 
Iglesia y sin otra razón para elegir aquel paraje, que el inte- 
rés electoral de sus miembros. 

Resulta ademas la apertura fuera de hora, el cambio de 
local durante la elección, y la falta de urna y registro, con- 
secuencia de sus propios hechos y causa al mismo tiempo de 
otras irregularidades. 

Oeo pues equitativa la sentencia del Juez de Sección, y 
pido su confirmación. 

€. Tejedor. 
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MI» de I» tapem c#r«e 

1 + 

Buenos Aires, Setiembre 16de 1676. 

Vistos: por sos fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el aeñor Procurador General en su pre- 
cedente vista, se confirma con rostas la sentencia apelada de 
foja noventa y cinco vuelta ; satisfechas las de la instancia 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

JOSÉ SARROS PAZOS,— I. R. G O HOSTIA GA, 
—I. DOMINGUEZ. — S. H. LASPIUR. 
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D. Jorge Kottuteal contra D. Alberto Secber, por 
cobro de pesos 



Sumario,— YA pacto de espera contra la ejecución de una 
letra de cambio solo puede ser probado por documento es- 
crito ó por confesión de parte. 
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Caso.—T). Jorge KothBteal siguió demanda ejecutiva por 
cobro de una letra de 5000 pfs. contra D. Alberto Seeber 
gerente de la empresa del muelle de las Catalinas. 

El ejecutado opuso la excepción de espera, fundado en que 
el acreedor le había prometido renovar la letra si el deudor 
le obtenía la renovación de una letTa que aquel debia á la 
aduana y el descuento de un pagaré de 2000 pfts. que le da- 
ría con otros tres de á 1000 pfts. cada uno en lugar de la 
Mía, 

Negada la verdad de la escepeion y producidas las pruebas, 
se dictó el siguiente 

E *¡l« del Jum fteetlon*! 

Buenos Aires, Julio 11 de 1876. 

Vistos estos autos en el incidente sobre espera deducido 
por D. Alberto Seeber: ¥ considerando : Primero. Que con- 
sistiendo esta en la promesa que se dice hecha por el eje- 
cutante de renovar la letra que se ejecuta, si se hacían ciertas 
concesiones por la Administración de la Aduana Nacional y 
del Banco de la Frovincia, ha sido negada dicha promesa y el 
informe de la Aduana al aseverar que la renovación se hizo al 
ejecutante por haberlo solicitado el ejecutado, solo se refiere 
á que este asi lo afirmó, y por tanto no tiene mas fuerza pro- 
batoria que la afirmación misma del interesado. 

Segundo. Que tratándose de obligaciones de mayor cuantía 
y escrituradas como la letra de cambio, toda otra prueba que 
no fuera la confesión de pai te es deficiente ; y ningún acto ni 
documento puede suplir la falta de protesto (art. 809 del Có- 
digo de Comercio) y una vez protestada la letra el derecho de 
cobrarla. 
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Por estas consideraciones fallo no haciendo logar á la cscep- 
cion de espera opuesta, y ordenando se lleve adelante la eje- 
cucion basta hacerse efectivo el pago del capital, intereses y 
costas que se cobran. 

Hágase saber original y repónganse los sellos, 

Isidoro Álbarracitu 

■ 

Fftl o a> I» Suprema Corle 

Buenos Aires, Setiembre 36 de de lHTri. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja cuarenta y una vuelta. Satisfechas las 
de la instancia y repuestos los sellos devuélvanse, 



JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. COBOS- 
TUCA. — J. DOMINGUEZ. — S. H. 

LAsriim. 
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CAUSA CXXV. 

D. Lfíá Bagtímú de Antonio contra D. Carlos Gastaldi, sobre 
cobro de comisión y petes. 



Sumario. — i° El consignatario del buque no puedo cobrar 
al armador ó fletante mas gastos, ni comisión que la conve- 
nida. 

2 a El mismo debe pago rio todo el flete estipulado, aunque 
no haya podido cobrar lo que adeudan todos los cargadores, 
si estos han subfletado el buque á los fletadores. 

Coso.— El caso se halla espuesto en el siguiente : 
Fallo del Ja» Seeelanal 

Buenos Aires, Abril 18 de 1876. 
Vistos: los autos seguidos por D. Luis Dagniuo de Antonio 
contra D. Carlos Gastaldi, por cobro de pesos procedente de la ' 
consignación de la Barca * Gastaldi » de los que resulta lo si- 
guiente: 

f Qneen 29 de Julio de 1873, D. C. Gastaldi y H*, armado- 
res del buque denominado * Gastaldi» celebraron en Genova 
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con loa Sres. Noli, Molinari 7 otros y para Buenos Aires, el 
contrato de fletamento de f. 19. Estipularon como condicio- 
nes de dicho contrato : 

1° Que loa gastos de carga debajo de aparejo pertenecen 
á los fletadores; y los que sean relativos al buque al Capitán. 

2° Que el fletamento es por entero con exclusión del lugar 
reservado para los aparejos. 

3 o Que el buque se consignará á los fletadores, pagando 
uno por ciento de comisión. 

4* Que el precio del flete es de 60,000 francos ú H.728 
patacones argentinos ; que se pagarán inmediatamente después 
de la entrega del cargamento, en paz, y sin pleito alguno. 

É Que D. Luis Dagnino descargó el buque, y el pormenor 
de sus operaciones consta de la cuenta de f . 1 en que figura a su 
favor un saldo de $ fls. 1568. 55 procedente de varios gastos 
abonados á los consignatarios de la carga por orden y cuenta 
del Capitán, del importe de la comisión de cinco por ciento 
convenido del mismo modo j que estos gastos absorben la can- 
tidad total del flete, dando en contra de Gastaldi, el saldo ya 
dicho, que no ha conseguido se le pague. 

3 o Que con este objeto entabla la demanda de f. 3 contra 
D. C. Gastaldi ; que próximo á partir para Europa dejaría 
burlados sus derechos si no se le intimase la prohibición de 
ausentarse del país, sin dejar persona que la represente, i lo 
que accedió el juzgado, haciendo saber la inhibición á las auto- 
ridades marítimas de la Nación. 

4 o Que comido traslado de la demanda al espresado Gas- 
taldi; este confirió a D. Antonio Dodero, el poder de f. 12; 
dió la fianza de f. 7, y promovió á f. 13 artículo sobre exhibi- 
ción del contrato de fletamento que presentó en cópia á f. 10 
recayendo sobre él, el auto de f. 30 vta. 

5* Que á f. 33 Gastaldi contestó: i a que debe ser absuetto 
de la demanda coa costos; *» que reconviene por la cantidad 
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de 1052. 074 saldo que se le adeuda por fletes de 1» Batea 
€ Gagtadi » y reclamó 1000 $fts., en que estima los perjuicios 
por la arbitraria inhibición de la salida de su buque. 

6? Que funda la reconvención en que Dagnino es mandata- 
rio de los cargadores, y no del demandado; que aun en la 
hipótesis de que asi no fuere Dagnino ha debido dar crédito 
al Buque por ¿ fts. 13,383. 80 cent, á que asciende el flete 
que trajo en el viaje sogun consta del manifiesto que entregó 
i Dagnino; que esto acreditó 2000 $ fts, menos al buque, 
carga dos comisiones, y no da razón alguna para lo uno, ni 
para lo otro; que siendo Daguino mandatario do los fletado- 
Tes ha debido abonar íntegTo el valor del flete 11,428 ¿ fts. 
quedando debiendo la diferencia que es de 1171 ¿ fts. que 
deben figurar en el haber. 

7° Que rechaza como indebidas las siguientes partidas de 
la cuenta de f . I a : 

l 4 Las cantidades pagadas por avisos anunciando la llegada 
del buque; 2 o Los abonos que dice haber hecho á los con- 
signatarios del cargamento por falta en la carga de lo que no 
ha tenido aviso, y en caso contrario lo había tratado según sn 
costumbre ; 3° Que la comisión extra de un oinco por ciento 
no es conforme á lo estipulado, y es falso la haya convenido 
por trabajos extraordinarios. 

8 o Que conferido traslado de la reconvención respondió Dag- 
nino á f. 42: 1° Que es consignatario del Capitán Gastaldi, 
pues por acuerdo del mismo y de los fletadores se comprome- 
tió i consignarle el bnqne; que como representante de él se 
ha presentado contra Manni, contra Bersoletti y Vignal, y 
otros por cobro de fletes; 2° Que como consignatario, es de 
su particular incumbencia, cobrar los fletes pero no pnede 
responder de lo no percibido; que en prueba da qne los co- 
bres ae han hecho con sn conocimiento, ha concurrido Gas- 
taldi i conferencias de abogados, y ha ioquirádo siempre el 
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estado de los juicios pendientes; 3* Que la nueva eomÍBÍon 
ha sido impuesta por los juicios que ha tenido necesidad do 
sostener y convenido con Gastaldi en esa consideración; -4* 
Que la petición de arraigo es justa y legah Responde Gas- 
taldi á f. 48 que comparado por Dagnino el carácter de su 
consignatario, se deben aplicar los artículos 342, 343, 344 y 
1050 del Código de Comercio, que le imponen lo obligación de 
dar cuenta total del hete- que los avisos los ha puesto por 
comodidad y conveniencia, y pudo evitar los gastos de in- 
demniiacion; haciendo valer los derechos que le concedo la 
ley como tal consignatario. 

Y considerando: I o Que no está negado el hecho de habtr 
Gastaldi entregado á Dagnino los papeles del buque, entre 
los que figuran como el mas importante el contrato de fleta- 
monto, esencial para ol pago del flete, lo que importa una con- 
fesión, según el artículo 80 de la ley de enjuiciamiento. 

2 a Que está aceptada la existencia del contrato haciéndose 
mención de él en la cuenta presentada siendo inverosímil la 
excepción de haberse colocado por error, atento lo espuesto en 
el anterior considerando. 

3* Que corrido traslado del contrato, y cópia de f, 19, no 
ha sido impugnado como falso limitándose Dagnino á esponer 
que no le incumbe su presentación por ser un asunto de ter- 
cero, procedimiento que ha motivado el auto de f. 30 en que 
se reconoce la cópia del contrato. 

4° Que no se ha contradicho lo asertado á f. 2f>> de que la 
cópia de f. 19, ha sido escrita por el suegro y tenedor de libros 
de Dagnino, cuando se entregaron los originales lo que com- 
prueba su autenticidad. 

5» Que en dicho contrato se espresa que el buque ha sido 
fletado por entero en la suma de 11,428 # fts. 

6 o Que el recibo de f. 49, no puede alterar las condicio- 
nes del contrato de netamente, por el contrario, lo corrobora 
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no introduciendo novedad en el consignatario) dudo caso que 
no fuera el mismo señalado por los ilutantes. 

7 o Que es obligación de los consignatarios, cobrar el pago 
íntegro de los fletantes, condición con que no lia cumplido Dag- 
nino, pudiendo para indemnizarse de los fleten, pedir medidas de 
seguridad que le permiten las leyes. 

8° Que el consignatario no ha podido salir del tenor literal 
del contrato en el que se espresó que los gastos de descarga 
son de cuenta del fletante: no pudiendo por tanto abonarse los 
gastos de los avisos y demás diligencias que se han practicado 
para el cobro de los fletes, que en nada concernían al armador 
ó Capitán. 

0* Que la comisión adicional del 5 % no se encuentra con- 
signada en el contrato do t¿ 19, ni se acompaña ningún otro 
documento q ■ la compruebe lo mismo que Ion intereses. 

10. Que no se ha acreditado que lo* pagos por disminución 
,6 daños en la carga, hayan sido declarados lejítimos por auto- 
ridad competente, ni si esos reclamos fueron entablados en el 
tiempo y forma determinadas por la ley, 

11. Que aun considerando á Dagnino como consignatario del 
Capitán únicamente, no ha podido ignorar las obligaciones que 
le impone su carácter de tal, y por consiguiente que ti respon- 
sable do la culpa ó negligencia de haber entregado la carga sin 
el previo pago del flete, y que es por tanto responsable de los 
perjuicios provenientes de esa falta. (Artículo 138, Código de 
Comercio). 

Por estas consideraciones: fallo absolviendo al Capitán Gas- 
taldi de la demanda y ordenando que D. Antonio I>agnino 
pague al Capitán Gastaldi a los diez dios de notificado la suma 
de 1052$ y 7 cent, ftes., y sus intereses A estilo de plaia desde 
la contrademanda, sin costas, repónganse loa sellos, y noti- 
flquese con el original. 

fs Aforo Atbarracm, 
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Mil de la Sapi-m» fferto. 

Buenos Airas, Setiembre 28 de 1876. 

Considerando que el buque < Gastaldi » fué fletado por sus 
armadores Gastaldi y hermano á Noli, Holinari, ecétera, por la 
cantidad fija de sesenta mil francos, ó sea once mil cuatro- 
cientos veintiocho patacones y cincuenta centavos al cambio 
convenido ; que los fletadores subÜetaron dicho buque i diver- 
sos cargadores; y llegado á este puerto fué consignado á Don 
Luis Dagnino, en virtud de obligación contraída por los arma* 
dores, primeramente en el contrato de fletamento ; y después 
como condición de un adelanto sobre el flete, hecho por Don 
Nicolás Parodi; que de estos hechos comprobados por los docu- 
mentos de fojas diez y nueve y cuarenta, y en que están confor- 
mes ambas partes, se deduce que á la vez que los fletadores 
son deudores por el primer contrato del flete convenido bácia 
los fletadores por el segundo son acreedores de los cargadores ; 
que por consiguiente, el cobro hecho á estos por Dagnino, ha 
debido ser y ha sido por cuenta esolnsiva de los subtletautes, 
sin que el resultado pueda afectar á los armadores; por estos 
fundamentos y los concordantes de la sentencia apelada, se 
confirma con costas, y satisfechas estas y repuestos los sellos 
devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAÍOS.-J. B. GOftOSTUGA. 
— J. J»0MIN< UEZ. —8. M. LASPIDR. 
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CAUSA CIXTI. 



El Procurador Fiscal de la Moja contra D. Vicente Mearte y 
D, Juan Sabas Arias, por infracción á la ley de elecciones. 



Sumario, — i" La falta de asistencia sin causa justificada 
de los conjueces en las mesas escrutadoras en las eleociones 
nacionales, se pena con doscientos f > fts. de multa ó prisión 
por un mes. 

2? La escusa por enfermedad debe ser probada. 



Caso. — El Procurador Fiscal de la Sección de la Rioja, se 
presentó al Juzgado Federal esponiendo : que los con jueces 
propietarios nombrados para formar la mesa escrutadora en 
el Departamento de Belgrano, D. Vicente Rearte y D. Juan 
Sabas Arias, en la elección para un diputado nacional veTifl- 
eada el 6 de Febrero del año 4876, no habían asistido á 
llenar sn deber, por lo que los demandaba y pedía se les 
aplicara la pena establecida por el articulo 54 de la Ley Na- 
cional de Elecciones. 

El Dr. D. Félix Lona por los demandados, contestó : que 
no habían asistido á la elección porque habían estado enfer- 
mos, como se había espresado en las mismas actas, y por 
«tija razón la mesa escrutadora resolvió llamar á los soplen- 
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tes, los que asistieron en námero total que la ley determina, 
por coya Tazón pedia que sos representados fueran absueltoe* 

En seguida se poso la causa á prueba Bobre ai los de- 
mandados estuTicron ó no enfermos , por cuya causa no pu- 
dieron concurrir á formar parte de la mesa escrutadora. 

Con la prueba rendida el Procurador desistió de la acusa- 
ción en cuanto á Rearte y pidió se fallase solo con relación 
á Arias. 



«leí Juca de 8eeelo». 

L» Rioja, Mayo 99 de 1876. 

Autos y vista la acusación entablada por el Procurador Fis- 
cal contra los con jueces titulares D. Vicente Rearte y D. 
Juan Sabae Arias de la mesa escrutadora del Departamento 
de Belgrano de la Elección Nacional del G de Febrero ppdo. por 
inasistencia á formar parte de ella : con el mérito de autos 
y considerando: 1° Que el Procurador Fiscal en su demanda 
de f. 4 solicita se les aplique la multa de 200 ps. fts. á cada 
uno de ellos por infracción del art. SI de la ley nacional de 
elecciones; 2° Que ha solicitado con acuerdo de la contraria 
h sobresea en la causa en cuanto al demandado Rearte á 
mérito de resultar comprobada la excepción que espuso que 
lo impedia asistir ; 3° Que el defensor de los acusados ha 
solicitado su absolución fundándose en que sus representados 
no pudieron concurrir á formar parte de la mesa escrutadora 
por hallarse enfermos ; 4" Que del mtfrito de autos resulta 
plenamente acreditada la imposibilidad física que tuvo el 
acusado D. Vicente Rearte para concurrir á formar parte de la 
mesa escrutadora ; 5° Que no se ha justificado con las de- 
claraciones de D. Martin Gelas de f, 9 vta, D. Felipe Salinas 
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de f. 10, Polo uto Sosa de f. 10 vtn, j Angel Salinas de f. 11 
la escepcion espuesta por el demandado D. Juan Sabas Arias 
porque limitándose á afirmar los testigos de oídas, bus tes- 
timonios no bastan para constituir plena prueba según la 
disposición de la ley 28, tit. 10, Pat. 3»; 6* Que las decía- 
raciones presentadas por el apoderado de Arias corrientes de 
fs. 10 y 17 no tienen valor jurídico por haber sido tomados 
sin citación de parte contraria y por un Juez incompetente 
á quien no se le hadado comisión para recibirlas. (Fallos de 
la Suprema Corte, causas XX11I y XXIV, tomo 5 rt , série 1*); 
7 o Que el hecho de haberse formado la mesa escrutadora sin 
asistencia del conjaez Arias no es una causa de escusacion 
desde que el artículo veinte de la ley nacional de elecciones 
les impone á todos los conjueces propietarios y suplentes el 
deber preceptivo de concurrir al acto de la instalación de la 
mesa bajo la pena de la multa que establece el art. 54 de la 
apresada ley. Por estos fundamentos definitivamente juz- 
gando, fallo y declaro : 1" Que absuelvo á Vicente Rearte 
de la demanda, y 2? Que condeno á D. Juan Habas Arias al 
pago de una multa de 200 jf fts,, d en su defecto á un mes 
de prisión por inasistencia sin causa justificada a formar par- 
te como juez titular en la mesa escrutadora en Belgrano en la 
Elección Nacional del O de Febrero ppdo., debiendo ademas 
satisfacer las costas causadas, y repónganse los sellos. 

Mardoqiteo Molina. 

* * 

Habiendo apelado el acusado se elevaron los autos y la Su- 
prema Corte que di6 vista al Señor Procurador General quien 
espuso : 
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VISTA DEL PROCURADOR GENERAL 

■ 

Suprema Corte i 

Buenos Airea, Setiembre 28 de 1876. 

Los testigos designados para formar las mesas escrutadoras, 
que no asistieren sin causa justificada, tienen por el mismo 
hecho la pena de 900 fuertes, ó en su defecto un mes de pri- 
sión. 

El acusado Arias no ha justificado esa causa, porque los 
testigos á su respecto son de oidas, inclusos los que declara- 
ron ante joez incompetente, con esccpeion de uno* 

La sentencia, pues, que lo condena, es justa, y debe ser 
confirmada. 

Tejedor. 

Falla 4« la Suprema C«rl« 

Buenos Aires, Setiembre 30 de 1876. 

Vistos: de acuerdo con lo espupato y pedido por el Señor Pro- 
curador General, y por sus fundamentos se confirma con cos- 
tas, el auto apelado de foja diez y siete, y satisfechas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. COROSTIACA.— 
J. DOUISGLEZ. — S. H. LASP1UH. 
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CAUSA CIXTII 

D. Deoclesio García contra D. Prudencio Capetillo, por 
rendición de cuentas; sobre competencia 



Sumario.— Corresponde á los jueces de sección el conoci- 
miento y decisión en primera instancia de las causas civiles 
en que sean parte uu argentino y un extranjero, aunque se 
trata de acciones sociales. 

■ 

Caso.~T). Deoclesio Garcia, argentino, demandó á D. Pru- 
dencio Capetillo, chileno, ante el Juez Federal de Mendoza para 
que le rindiera cuenta de una sociedad en participación tenida 
con él. 

El Juez Federal desechó de plano la demanda por creerse 
incompetente. 

Garcia reiteró la demanda ante el Juez Provincial de Men- 
doza, y, espuesta por Capetillo la excepción de incompetencia, 
el mencionado Juez hizo lugar á ella . 

García apeló, y el Suponer Tribunal de la Provincia de 
Mendoza confirmó la sentencia del Juez de i* Instancia, con 
el siguiente 
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Mendoza, Mayo 6 de 1876. 

Vistos : y considerando que la acción deducida es personal 
de un socio contra el otro por rendición de cuentas de un negó* 
cío común. Que el demandado ha deducido la escepeion de de- 
clinatoria por ser extranjero, según se ha justificado en autos ; 
qne según se dispone en el ¿inciso segundo, artículo segundo, ley 
de catorce de Setiembre del sesenta y tres, sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales Nacionales, los extranjeros 
tienen el derecho de llevar sus asuntos á la jurisdicción na- 
cional. Que la razón de este privilegio es alejar el peligro 
posible de que los Tribunales locales puedan inclinarse á favo* 
recer á los Nacionales en perjuicio del extranjero, creando asi 
complicaciones al Gobierno General y que este ha tratado de 
evitar confiando la resolución de estos asuntos á sus propios 
tribunales. Que para determinar la jurisdicción competente 
no puede tenerse en cuenta la causa en litijio, prescindiendo de 
la nacionalidad de los partes, tanto porque el asunto de que 
se trata no estA comprendido entre los esceptuados en el artí- 
culo 14 de la Ley citada, como porque aun tratándose de ac- 
ciones sociales, siempre existe la razón que determina la 
jurisdicción mencionada anteriormente. Que lejos de ser apli- 
cable el aTt 10 invocado por el actor, ese mismo artículo 
manifiesta que debe tenerse en consideración la nacionalidad 
de las partes, porque cuando la acción solidaría deducida, 
afecta á un argentino aunque los demás sean extranjeros, no 
es de suponerse que el Juez local favorezca mas al demandante 
argentino que á algunos de los demandados que tienen la 
misma nacionalidad. 

Fot estas consideraciones y las concordantes del auto re- 
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currido de Abril 21 del presente año, ae confirma este coa 
costas ; satisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

García interpuso recurso para ante la Suprema Corte, 
Emtlm de 1* Kup renta Corte. 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1876. 

Vistos, resultando: Primero, Que la cuestión versa sobre 
la jurisdicción á que corresponde el conocimiento de una de- 
manda de Don Dioclesio Capeíillo, extranjero, sobre liqui- 
dación y división de un negocio en común. Segundo. Que 
habiéndola interpuesto García ante vi Juez Nacional de la 
Sección de Mendoza, ¿ste la desechó de plano por creer que 
no era de su competencia; que ocurrió entonces al Juez de Le- 
tras en lo civil de la Provincia, obteniendo el mismo resultado; 
y habiendo apelado de su resolución it la Cámara de Justicia, 
fué confirmada por dicho Tribunal fundándose en las disposi- 
ciones de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales. Tercero. Que, en consecuencia, el recurso 
de apelación traído ante esta Corte Suprema de la resolución 
del último Tribunal de Provincia, poT tratarse de la apelación 
é inteligencia de una ley nacional y en una cuestión de compe- 
tencia negativa, que dándola por definitivamente juzgada de- 
jaría a la parte sin juez, es procedente y conforme con lo dis- 
puesto en los artículos catorce y quince de la ley de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres sobre jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Nacionales. Y conside- 
rando, que por el artículo segundo, inciso segundo de la mismn 
ley, corresponde á los Jueces de Sección el conocimiento y 
decisión en primera instancia de las causas civiles en que sean 
partes un argentino y un extranjero, y que de esta naturaleza 
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es la que motiva la presente demanda, aunque se trata de ac- 
ciones sociales; se confirma por sus fundamentos la sentencia 
apelada» y se declara que el Juez Nacional es el competente 
paTa conocer en esta causa. Comuniqúese por oficio esta de- 
cisión al Tribunal Superior de Mendoza, y remítase el espe- 
diente, satisfechas las costas de esta instancia y repuestos los 
sellos, al Juez Nacional de la misma Provincia para que asu- 
miendo la jurisdicción de que se ha desprendido, conozca de 
la demanda y la resuelva conforme á derecho. 

JOSÉ BARBOS PAZOS. — J. B. CO- 
NOS TUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
S. M. LASPIUR. 



CAUSA CIIYIII. 



Los Sres. Daeeo y Basigalitpi y P. cottíro el Fuco. 



Sumario, — Xo mejorándose la apelación dentro del t£r*iino 
del emplazamiento, se declara desierto el recurso á la pri- 
mera rebeldía que acuso el apelado. 
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Caso. — En los autos seguidos poT los Sres. Daceo y Basi- 
galupi y C* f contra el Fisco» habiéndose vencido el término 
dentro del cual el apelante debió haber mejorado el recurso y 
á pedido del señor Procurador General, se dicto el siguiente : 

Falle de I» luprana Carie 

Buenos Aires, Ociubre 5 de 1876. 

Por lo que resulta del precedente certiticado y a mérito del 
artículo doscientos e;itorce de la ley de procedimientos, de- 
clárase desierta la apelación; devuélvanse en consecuencia Jos 
autos, previo pago de costas y reposición de sellos por el 
apelante. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J. U- GOROST1AGA- 
— J. DOMINGUEZ. — S. H. LASP1UR. 
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CAUSA CXIII. 



Contienda de competencia entre el Juez Federal y H de Co- 
mercio de la Provincia de Buenos Aires, en el juicio seguido 
por li. Águslin Merelto contra IK Juan Metía f sobre cobro 
de pesos é hipoteca de un bague. 



Sumario. — Corresponde pr i vator ¡amiente á la justica muño- 
nal el conocimiento do las causas que versan sobre hipoteca 
del casco de un buque. 



Vaso, — D. Antonio Melis demandó ejecutivamente á 1). 
Juan Melis antt? el Jih-ü IVderul de Buenos Aires por cobro de 
salarios y gastos hechos para el buque < CiÜá di Cagliari » de 
propiedad de este; y obtuvo el embargo de dicho buque. 

Al mismo tiempo 1). Agustín Slerello ejecutó ;il citado I). 
Juan Melis, ante el Juez de Comercio por unos pagarés en 
cuya garantía, habia sido hipotecado el mencionado buque, y 
consiguió también el embargo del mismo. 

D. Antonio Melis pidió al Juez de Sección avocara á si el 
conocimiento de la ejecución de Merello por versar sobre 
hipoteca del casco de un buque. 

El Juez Federal libró en ese sentido un oficio al de Comer- 
cio \ pero este declaró que la causa era de su competencia por 
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tratarse de la ejecución de anos pagarés* siendo la hipoteca del 
buque si isidiaria de la deuda. 

En vista de la contienda, se elevaron los autos á la Córte 
Suprema Nacional. 

VISTA DEL SE*OR PROCURADOR GENERAL. 

Suprema Corte: 

Buenos Aires, Octubre ó de 1876. 

En Noviembre de 1875 se inició ejecución ante el Juez de 
de Comercio, cobrando unos pagarés. 

En Marzo del corriente se inició otra, contra el mismo indi- 
viduo, ante el Juez Seccional «por salarios, manutención, y 
ganancias propias de la tripulación, » 

Las dos ejecuciones tenían por objeto un buque que ha apa- 
recido hipotecado al tenedor de los pagarés desde Noviembre 
del U. 9 

Correspondiendo á la Justicia Nacional privativamente, el 
conocimiento de las causas que versan sobre hipoteca del casco 
de un buque, embargos, abandono, venta y liquidación de 
créditos del mismo, esta Corte debe declarar competente la 
jurisdicción del Juez Seccional. 

C. Tejedor. 

i 

Falle» de la *uprem* Carie. 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1876. 

Vistos: Estando conformes las partes en que el casco del 
buque « Cittá di Cagliari • está hipotecado á la responsabilidad 
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de los créditos que reclama Don Agustín Merello; y de con- 
formidad con lo espuesto y pedido por el señor Procurador 
General eii tu precedente vista y con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo diez de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Nacionales, se declara que el Juez de Sección 
de esta Provincia es el competente para conocer de la causa ; 
remítansele en consecuencia los autos, previo pago de costas y 
reposición de sellos, y avísese por oficio al Juez de Comercio de 
eBta ciudad. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— i R. GOROSTIAGA. 
— J. DOMINGUEZ. — S. H. LASPIUR. 



t 

CAVIA CXXI. 



0* Transita Herrera, con D. Francisco Calle, sobre rescisión 

de un contrato. 



Sumario.— So mejorándose la apelación dentro del término 
del emplazamiento, se declara desierto el recurso á la primera 
rebeldía que acusa el apelado. 
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Cojo. — En los autos seguidos entre D. Francisco Calle y 
D* Tránsita Herrera, habiéndose vencido el término dentro 
del cual la parte del primero debió mejorar el recurso de 
apelación, á escrito de D. Oscar Gutñazú pidiendo se le tuviera 
por parte en representación de dicha señora de Herrera y acuan- 
do rebeldía al contrario por no haber mejorado el recurso, se 
dictó este 



Fallo «le I* Suprema Cor Ir* 

■ 

Buenos Ai reí, Ociubre 7 de 1876. 

Téngasele; y por lo que resulta del precedente certificado y 
á mérito de lo dispuesto en el artículo doscientos catorce de 
la Ley de Procedimientos, declárase desierta la apelación. 
Devuélvanse en consecuencia los autos, prévio pago de costas 
y reposición de sellos por el apelante. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GO- 
ROSTIAGA. — í. DOMINGUEZ.— 
S. M. LASFIUR 
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CAVIA €11X1. 

* 



La Sociedad Italiana de Setjuros Mutuos Fluviales, contra 
D. Juan Melis, sobre cobro de pesos. 



Sumario. — 1* En las sociedades anómimas, la suprema 
ley son sus estatutos. 

2° Estableciéndose en estos que corresponde al Consejo 
Directivo la aprobación de las cuentas de los socios cesantes, 
estos deben pagar el importe de las aprobadas por el Consejo. 

3 a La omisión de la foliatura y rúbrica de los libros so- 
ciales no puede str invocada en su de fu risa por un socio. 



CoíO.— El caso se se halla espuesto e^ el siguiente 

Fall* del Jn«i «ecelanal. 

Bueno» Aires, Junio 38 do 1876, 

Vistos estos autos seguidos por la Sociedad Italiana de 
Seguros, contra D. Juan Melis por cooto del valor de una 
liquidación social y de que resulta. 

i" Que Ü. Juan Mclis formó parte de la mencionada So- 
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ciedad de Seguros por gas buques Sardtgna y Rosita Mctis, 
en el tiempo á que se refieren las cuentas de fs. I y 2. 

4* Que habiendo cesado de fomar parte en el término que 
en ellas se espresa, se le liquidó su cuenta por los mismos y 
se le cobra el importe de esa liquidación. 

3 o Que Melis se resiste á pagar, alegando que no se le 
comunicar oa los comprobantes y que debe justificarse previa- 
mente la cuenta. 

4* Que recibida á prueba la causa sobre la justificación 
de las partidas de cargo de las mencionadas cuentas y sobre 
si habían sido aprobados por el Consejo de la Sociedad, se 
produjo el informe del actuario de f. 

Y considerando : 1° Que los estatutos de las sociedades 
anónimas son la suprema ley entre los contratantes: y por 
el informe del actuario consta que I). Juan Melis ha suscrito 
los de la Sociedad Italiana de Mutuos Fluviales é incorpora- 
dose como socio de la misma, previo la lectura de los que 
rigen á esta Sociedad contra lo que afirma él mismo en su 
defensa. 

2 o Que según el inciso 6° de los estatutos de la Sociedad 
mencionada es atribución del Consejo directivo de la misma 
la aprobación de las cuentas de los socios que cesan y en 
este caso esa aprobación está constatada por la firma del 
Sr. Palma, autorizado por el Consejo para aprobarla del señor 
Melis, según lo certifica el actuario. 

3° Que aunque se ha hecho constar que los libros no se 
hallaban revestidos con las solemnidades de la foliatura y 
rúbrica del Juez de Comercio : este defecto no puede invo- 
carse por los que como Melis son socios y parte por tanto, 
sinó únicamente por los terceros para destruir su fuerza pro- 
batoria como se halla declarado ademas en un caso análogo 
de esta Sociedad con García. 

4 o Que aunque de los libros examinados aparece una dis- 
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minucion d« sesenta 7 ocho pesos fuertes, 7 treinta 7 siete 
centavos dt las cuentos cobradas, se halla confesado por 
los demandantes que los retienen por corresponder te al buque 
«Simpático» que Melis [rendid, y por consiguiente ai derecho 
tuviere, puede deducirlo en forma desde que, como queda 
establecido, la aprobación del Consejo directivo hace ejecu- 
tivas para loe tocios las liquidaciones aprobadas. 

Por estas consideraciones, fallo : que D. Juan Melis pague 
á los diez dias de ejecutoriada la presente, el importe de las 
cuentas de fs. 1 7 2 con los intereses desde la demanda, á 
la Sociedad Italiana de Seguros Fluviales. Hágase saber orí- 
jiual y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 

Apelada la sentencia por Melis, y también por la Socie- 
ciedad en cuanto á las costas, se dictó el 

Kmilm de. I* Suprema Carie 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1870. 

Vistos por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de foja cincuenta y una, con declaración que todas las costas 
del juicio deben ser de cargo de Don Juan Melis, por la 
evidente temeridad de su parte, repónganse los sellos y sa- 
tisfechas las costas devuélvanse. 

JOSÉ BARBOS PAZOS. — J, B. CO- 
ROSTlAGA. — /. DOUWCUEZ.— 8. M. 
LAfcPiUB. 
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CAUSA. ítXXIl 



B, Abelardo Rarbié, contra D, Bernardo Peña, 
por reivindicación de unas muios ; sobre gastos de entrega 



Sumario. — i c El gasto de invernada de animales corres- 
ponde á su dueño, por ser una mejora útil <5 una imperiosa ne- 
cesaria. 

2 a El dueño puede en su caso repetir el importe de esa 
erogación contra quien la causó sin necesidad. 



Caso. — El caso se halla espuesto en el fallo de la Suprema 
Corte» revocatorio del 

VmUm del Jan teeelanal* 

Salta, Hayo 3 de 1876. 
Vistos y considerando: que D. Bernardo Peña convino en- 
tregar á D. Abelardo Barbié, sin condioion alguna, las muías 
que trajo desde Santiago consignadas por D. Absalon Ibaira á 
D. Saturnino San Miguel; que en cumplimiento de este con- 
venio y sin eiigir de Barbié el pago prévío de la invernada, por- 
que nada se estipuló al respecto, le entregó aquellas casi en su 
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totalidad ; pues solo faltaron 40, que no pudieron reunirse opor- 
tunamente. 

Que el mismo Sr. Peña llevando adelante su compromiso, se 
presentó á f. 10 ofreciendo al Juzgado tener reunidas dichas 
40 malas desde el 24 de Marzo hasta el 10 de Abril, y pidiendo 
en insistencia la citación de Barbié, para que concurriera i 
Tecib irlas; que habiendo este concurrido por medio de un en- 
cargado al lugar donde debía efectuarse la entrega, el inverna- 
dor se negó a hacerla, exigiendo el pago previo de la invernada, 
por no haberlo verificado el Sr. Peña, resultando de aquí que 
no considerándose el Sr. Barhié obligado á hacerlo por su parte, 
la entTega de dichas cuarenta muías quedó sin efectuarse ; que 
siendo esto asi, el Sr. Peña no lia cumplido coo la entrega pro- 
metida, ni salva su compromiso con lo alegado á f. 52; pues 
dicha entrega ofrecida sin condición alguna no puede tenerse 
por hecha t ni por llenado el compromiso con decir que las 
muías están en poder de D. Mariano Figueroa, de donde Barbié 
puede recibirlas, pagando la invernada de ellas, porque no fué 
esto lo prometido y ofrecido. Que dicho Sr. Peña ha debido 
entregar dichas cuarenta muías lisa y llanamente» según lo 
ofreció y según entregó las anteriores, sin perjuicio de hacer 
valer en el juicio correspondiente los derechos que crea tener 
contra D. Abelardo Barbif , sobTe el pago de la invernada ; que 
por no haberlo hecho así, las diligencias de entrega iniciadas 
por él, se han practicado inútilmente, causándose por su culpa 
con dichas diligencias los costos que se reclaman. 

Por estas consideraciones y de conformidad á los artículos 
17 y 18 del Código Civil, título «De la naturaleza y origen de 
las obligaciones » y artículo 3 o del mismo Código, titulo « De 
las obligaciones de dar », se condena á D, Bernardo Peña al 
pago de las costas que se hubiesen causado por las diligencias 
practicadas inútilmente para la entrega de 40 muías. Repón- 
gase esta foja. Federico Ibarguren. 



DE JÜSTttlA RACIONAL 
Falle a> la Suprema Carta. 
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Buenos Aires, Octubre 14 de 1876. 

Vistos y considerando: Primero. Que consta do autos, que 
las trescientas noventa y dos muías qne Don Bernardo Peña 
condujo, desde la Provincia de Santiago del Estero á la de 
Salta, por órdun de Don Gaspar Taboada 6 de su. apoderado 
Don Absalon Ibarra, á consignación de Don Saturnino San 
Miguel y que por las pérdidas sufridas en el camino, y por las 
que sirvieron al regreso de los peones á Santiago, quedaron 
reducidas al número de trescientas sesenta y cuatro, fueron 
puestas por Peña, en cumplimiento de instrucciones del remi- 
tente, en invernada en el establecimiento denominado c Batía- 
do », á cargo de Don Mariano Figueroa. 

Segundo. Que habiendo el señor Peña convenido, bajo su 
responsabilidad ó de acuerdo con el señor Fors apoderado de 
Don Gaspar Tabeada, en la eutrega de estas muías á su pro- 
pietario Don Abelardo Barbié, nada se estipuló en ese convenio 
sobre quien debía pagar el precio de la invernada de ellas. 

Tercero. Que habiendo Don Abelardo Barbié recibido, según 
lo convenido, trescientas veinte y cuatro muías solamente, 
faltaban cuarenta, que se reunieron después, para completar el 
número de muías que fué puesto en invernada. 

Cuarto. Que al ir Barbié á recibirse de estas muías, á peti- 
ción de l'eíia, el invernador Dun Mariano Figueroa, ha exigido 
el pago prévio del precio de la invernada. 

Qutnto. Que esta invernada importa por derecho, una mejora 
útil ó una impensa necesaria, que debe satisfacerla el dueño de 
las muías y que confiere al invernador la facultad de retenerlas 
hasta ser pagado de ella. 

Por estos motivos, se revoca la sentencia apelada de foja 
t. ix. n 



242 



FALLOS DE LA SUPREMA CONTE 



setenta, y se declara, que para que Don Abelardo Barbié pueda 
recibir laa muías de su propiedad que están en invernada, y 
que han sido puestas á su disposición por Don Bernardo Peña, 
debe abonar previamente los gastos de invernada y conserva- 
ción de ellas, sin perjuicio de las acciones que por esta eroga- 
ción puedan corresponderle contra su comisionista Don Gaspar 
Taboada, satisfechas que sean en consecuencia las costas y 
repuestos los sel 1 ™, devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J, B. COROS- 
TUGA. — i. DOMINGUEZ. — S. H. 
LASP1UA. 



CAUSA CXXIIU 



D. Enrique Rodrigues Larreta contra tos Sres. Xoreno linos, 
Fusoni y Maveroff, por tercería de dominio; sobre 

competencia. 



Sumario - Las demandas contra un fallido corresponden 
al conocimiento del Juez del Concurso, sea que la quiebra baya 
sido declarada antes ó después de iniciadas. 
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Caso. — Los Sres. Moreno hermanos demandaron ejecutiva- 
mente á los Sres. Fusoni y Maveroff por cobro de un crédi- 
to hipotecario. 

A la ejecución se opuso D. Enrique Rodrigue* Larreta, de- 
duciendo tercería de dominio sobre la cosa hipotecada. 

Loa deudores Fnsoni y Maveroff quebraron en seguida, y 
el Síndico de su concurso pidió que el Jaez Federal se 
declarase incompetente. 

Fallo drl JJoei Setrlonal, 

t 

Buenos Aires, Julio 4 de 1876. 

Autos y vistos en el incidente de declinatoria de jurisdicción 
promovido por el Síndico del Concurso de los ¡Sres. Fusoni 
hermanos y Maveroff en el juicio de tercería de dominio, ini- 
ciado por D. Enrique Rodríguez Larreta en los autos ejecu- 
tivos qne siguen los Sres. Moreno hermanos contra aquellos, 
y considerando: I o Que iniciado el juicio de tercería ante 
este Juzgado por la Jurisdicción Nacional que corresponde 
en atención a la diversa nacionalidad y vecindad de las par- 
tes, y pendiente el juicio ejecutivo y el de tercería, los eje- 
cutados Fusoni Hermanos y Maveroff fueron declarados en 
quiebra ante el Tribunal de Comercio de la Provincia, formán- 
dose ante el mismo el juicio universal de acreedores. 

2 o Que la naturaleza de este juicio es avocar á sí el conoci- 
miento de todos los demás juicios pendientes ante otras juris- 
diciones (aTtículo 1,536, Código de Comercio). 

3 o Que ninguna escepcion establece la ley con respecto á 
la Jurisdicción Nacional y por el contrario el articulóla, in- 
ciso i 9 de la Ley sobre Jurisdicción y competencia de loa 
Tribunales Nacionales establece terminantemente que tale* 
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juicios sean seguidos ante la jurisdicción de la Provincia» lle- 
gando hasta someter á esta misma jurisdicción las acciones 
fiscales de la Nación, 

4 o Que estas disposiciones legales son perfectamente de 
acuerdo en el espíritu de la Constitución ; fallo haciendo lugar 
á la solicitud del Síndico del concurso de loa Sres. Fusoni 
hermanos y MaveroÚ, y en su consecuencia remítanse los autos 
al Jnzgado de Comercio. — Repónganse los sellos y hágase 
saber. 

Andrés Ugarriza. 

VJSTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL. 

Suprema Corte: 

Bueno* Aires. Octubre 11 de 1876. 

La ley designa ú los Tribunales Provinciales como únicos 
competentes en todos los juicios universales de concurso de 
acreedores y partición de herencia, prescindid udose en tales 
casos de la nacionalidad de las partes y de las mismas accio- 
nes fiscales. 

La necesidad que ba aconsejado esta disposición, debe acep- 
tarse en todas sus consecuencias, sea que se abra el concur- 
so antes ó después de iniciado un pleito ante los Tribunales 
Nacionales, Pido pues la confirmación del fallo de 1* Ins- 
tancia por sus fundamentos. 

C. Tejedor. 
Fallo de la Suptrem* C«rte • 

. 

Rueños Airea, Octubre 14 d* 1876. 
Vistos : De conformidad con el Señor Procurador General, 
por sus fundamentos y en atención á que el concursado no 
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ha sido actor, sinó demandado en el juicio ejecutivo, se con- 
firma con costas el auto apelado de foja ochenta y siete, y 
satisfechas estas y repuestos los sellos devuélvanse. 

JOSÉ BAIWOS PAZOS. — J. B. COROSTU- 
GA. — J- DOMINGUEZ, — S. H. LASPUiU 



ÍAIMA C\I\1V. 



EtDr t D. Miguel Marcan contra !), José .H. Sosa y D. Juan 
A. Silva, sobre tercería de dominio. 



Sttmario* — Para adquirir el dominio do bienes muebles no 
basta el titulo de compra, si esta no es seguida de la tra- 
dición. 

Caso.—D. José & Sosa en juicio ejecutivo contra D. Juan 
A. Silva, obtuvo el embargo de los muebles de su casa habi- 
tación. 

El Dr. D. Miguel Alarcon con el recibo del precio de loa 
muebles comprados á Silva, dedujo tercería de dominio contra 
el embargo. 
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Bueno» Aires, Julio 35 de 1876. 

Vistos los autos iniciados por el Dr. D. Miguel AlaTcon 
aobTe dominio á¡los muebles embargados á D. Juan A. Silva, 
en la ejecución que por cobro de pesos lo sigue D. José M. 
Sosa, y Considerando: I o Que de la esposicion misma del de- 
mandante como del documento acompañado, se deduce que si bien 
ha podido haber, como se alega, un contrato de compraventa 
sobre los muebles embargados, dichos muebles no han salido <le 
la posesión del deudor, y han quedado siempre en su poder y por 
consiguiente, y siendo necesario para la adquisición did domi- 
nio en la venta de mueble* la tradición, sin lo que sus derechos 
se reducen á la simple obligación por parte del deudor á en- 
tregar la cosa vendida (art. 65, tít. De la compra-venta del 
Código Civil ) : y por tanto y no pudiendo hacerse la entrega 
por hallarse la cosa embargada no puede decirse el $r. Alar- 
con dueño propietario de la cosa vendida. 

2" Que según el artículo 19 De las Oblújaciones de Dar, 
cuando el deudor ha hecho tradición á otro ó la ha consti- 
tuido en prenda, como sucede en el presente caso, en que por 
el embargo se ha tomado posesión de los muebles, el acree- 
doT á la entrega no -tiene derecho á reclamTlu, sinÓ contra 
el poseedor de mala fé\ ó sea contra el que ha tenido cono- 
cimiento de la venta, hecho que no se ha alegado en el pre- 
sente caso. 

Por estas consideraciones fallo no haciendo lugar á la ter- 
cería de dominio deducida, con costos, repónganse los sellos 
y notifíquese original. 

Isidoro Albarracm. 
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Falla de la Suprema 

Buenoa Aires, Octubre 14 de 1876. 

Vistos : por bus fundamentos, ae confirma, con costas, el 
auto apelado de foja nueve vuelta, y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS, — i. R. COROS - 
HAGA- — J. DOMINGUEZ. — S. M. 
LASF1UR. 

CAUSA CUSI. 



El Dr. D. ¡Sicolás Avellaneda, contra D, Guillermo Maüi, por 
cobro de pesos; sobre artículo de no contestar. 



Sumarto. — Las escepcioues que afectan el feudo de la de- 
manda no pueden fundar un artículo de no contestar. 

Caso. — D. Marcos Avellaneda, por el Dr. 1). Nicolás Avella- 
neda, demandó ejecutivamente á los Sres. Lacosti y Ferrari por 
cobro de alquileres* 
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No habiendo estos pagado, y habiendo manifestado quo nt 
tenían bienes que dar á embargar, el actor demandó el pago de 
la deuda al fiador D. Guillermo Matti. 

Este dedujo artículo de no contestar, fundado en que no 
habia sido probado su carácter de fiador, y no su había hecho 
escusion en los bienes do los deudores. 

Falle del Jues *> Seeeln. 

u 

Buenos Aire», Julio S7 de 1876. 

Vistos y considerando: f" Que no se admiten mas esrep- 
ciones dilatorias que las espresameníc determinadas en el artí- 
culo 73 de la ley nacional de Enjuiciamiento, entre las que no 
se halla enumerada la que se alega. 

2 o Que los alegatos que se hacen corresponden al fondo de la 
cuestión, y una vez probados los hechos espucstos, el resultado 
seria concluir con la acción deducida! lo que haría que esta 
escepcion fuera perentoria, escepcion que en el Procedimiento 
Nacional no es admisible. 

Por estas consideraciones fallo no haciendo lugar á ta escep- 
cion y ordenando al demandado, conteste derechamente ú la 
demanda. Repónganse los sellos. 

Isidoro Alharracin. 
Falle *> 1» Suprema Corte. 

Buenos Airea, Octubre 17 de 1876. 
Vistos: por sos fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja treinta y tres, y satisfechas y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

JOSÉ DAR HOS PAZOS. — J. B. COftOOTIAGA. 
J • 00MIPÍÍ¡UE5&* S i II * L ASI* L L K » 
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CAUSA C X X X V I 

El Procurador Fiscal, contra la viuda de Bertonnei, sobre cobro 

ejecutivo de pesos. 



Sumario. — El haber un comerciante obtenido despachos 
posteriores, no hace presumir f-1 pago de derechos adeudados 
con auterioridad. 



Caso. — El Procurador Fiscal demandó ejecutivamente á la 
viuda do Bertonnct. por cobro de 975 ¿ fts. por importe de 
derechos de aduana adeudados desde 1869. 

Trabado el embargo, la deudora opuso la escepcion de pago, 
fundándose en Que con posterioridad á 1809 habia introducido 
mercancías, y pagado sus derechos, sin habérsele hecho cargo 
de los demandados por el Procurador Fiscal, los que debían 
presumirse pagados. 

Fall* del Jufi de »eeele«. 

Bueno» Airea, Agosto 2 de 1876 

Vistos: no alegándose por la ocurrente otra escepcion contra 
la ejecución que se le sigue que la de pago; declarando por 
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otra parte que no puede probar el hecho de pago sinó por las 
presunciones de haber obtenido despachos posteriores y no 
haber sido responsabilizados los empleados que entregaron las 
mercaderías sin el pago al contado, y no siendo esto bastante, 
por cnanto una y otra exigencia se establecen en las ordenanzas 
contra la falta de los empleados ó como privilegios fiscales, 
pero sin que importen una liberación de los derechos al comer- 
ciante, ni menos su pago ; fallo no haciendo lugar á la escepcion, 
ordenando se Heve adelante la ejecución hasta hacer efectivo 
el pago del capital, intereses y costas que se cobran. Repón- 
ganse los sellos. 

Isidoro Albarracm. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL. 

Suprema Corte: 

Dueños Aire», Octubre 18 de 1876. 

La sentencia del Juez Seccional debe ser confirmada por 

sus fundamentos. , 

C. Tejedor 

Fall» 4e I» au*rem« Carie. 

Bueno» Aire*, Octubre 19 de 1876. 
Vistos : por sus fundamentos, y de conformidad con lo pedido 
por el señor Procurador General en su precedente vista, se 
confirma con costas la sentencia apelada de foja cuarenta y 
ocho vuelta ; satisfechas tas de la instancia y repuestos los 
sellos devuélvanse los autos. 

J. D. PAZOS — I . B. CORO&TIACA. 
— J. DOMINGUEZ.— S. H. LAS- 
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CACHA 

I). Francisco Uriburu, contra el Banco Nacional, 
sobre consitjnacion. 

Sumario.— i° Las luirás de cambio deben pagarse en las 
monedas que ellas indican. 

2* Una letra girada a pesos fuertes no puede pagarse con 
billetes de Banco que no son convertibles á la vista en nu- 
merario y á los que ninguna ley dá el carácter de curso legal 
ó forzoso, 

3 o Para que la consignación surta los efectos de pago, es 
necesario que sea de la misma cosa debida. 



Caso.— D. Kduardo Argorioh, en representación del Banco 
Nacional, ocurrió ante el Juez de Sección esponiendo, que 
D. Francisco Uriburu tenedor de letras giradas por las su- 
cursales de Salta y Jujuy, se habia presentado al Bancc a 
cobrarlas á su vencimiento. Que habiéndose negado á aceptar 
los billetes del Banco, pretendiendo ser pagado en oro habia 
hecho protestar las letras. Que la pretensión de Uriburu era 
injusta, pues que un giro de una sucursal del Banco sobre 
el Banco mismo era naturalmente pagadera en billetes de su 
emisión. Acompañando el boleto de depósito á la orden del 
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Juzgado de los tres mil trescientos pesos fuertes en billetes» 
pidió se notificara á TJribnrn la consignación. 

Notificado Uriburn, se presentó pidiendo se rechazara la 
consignación j se dictara anto de solvendo contra el Banco . 
Dijo que por el artículo 881 del Código de Comercio las letras 
deben pagarse en la moneda que designen r las de que se trata 
designan pesos fuertes. Que la ley de 29 de Setiembre de 1875, 
al definir el peso fuerte se refiere á una moneda de oro con 
peso y fino determinado, condiciones de que carece el papel 
consignado que ni puede ser convertido como antes lo era. Que 
si el Banco tuviera la facultad do pagar sus obligaciones á 
oro, en sus billetes depreciados, estos tendrían el carácter 
de curso forzoso, carácter que ninguna ley \es ha dado. Que 
las letras protestadas son procedentes de sumas entregadas 
Á laB sucursales en metalizo boliviauo con la usura de 49 % 
con relación á oro y no á papeles que valen nn 60 %■ O™ 
el decreto que suspendió la conversión de los billetes del Banco 
Nacional, hizo cesar espresamente al Banco en sus funciones 
de Banco de emisión en Buenos Aires, Que el Banco pre- 
tendiendo pagar en billetes, pretende echar estos de nuevo 
á la circulación, tomando del decreto lo que le favorece í 
infringiéndolo en lo que no le es conveniente, y faltando así 
á la buena fé* y á la probidad. 

Buenos Aires, Julio 13 de 1876. 

Vistos estos autos seguidos poT D. Francisco Uriburu con 
el Banco Nacional sobre impugnación de la consignación hecha 
por este establecimiento para responder al cobro de unas letras 
venidas de la uucursal de Salta, y 
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Considerando: i° Que pata que la consignación tenga la 
fuerza de pago es necesario que concunan en cuanto á las per- 
donas, objeto, modo y tiempo, los requisitos necesarios para 
el pago (art. 35 t tít. Del Pago del Código Civil). 

2 ' Que tratándose del pago de una letra de cambio que 
en concepto de la ley es una urden escrita por la cual una 
persona encarga á otra el pago de una suma de dinero (ar- 
tículo 775, Código de Comercio), debo pargarse en la moneda 
que designa con la única escepcion del caso en que no tuviera 
curso en el comercio en cuyo caso seria pagada á moneda 
corriente al cambio del día del vencimiento. 

3 o Que los vales, billetes á pagadores, cualquiera que sea 
la aceptación que tengan y aunque sean cotizables en plaza 
no son mas que una promesa escrita de pagar una suma de 
dinero y no el dinero mismo, objeto do la letra, y por con- 
siguiente no puede pagarse en billetes sitió con consentimiento 
del acreedor, y falta por tanto en el caso ocurrente para que 
sea válida la consignación, que la cosa consignada sea el 
ubjeto de la obligación. 

Por estas consideraciones, fallo declarando no haciendo 
lugar & la consignación ordenada con fecha diez y nueve de 
Junio del corriente año, con costas; repónganse y notifíquese 
orijinal. 

Isidoro Albarracin. 
Habiendo apelado el Procurador del Banco se dictó este 

Falla 4c la Suprema Carte 

Buenos Airea, Octubre 31 de 1878. 

Vistos y considerando: Primero. Que las letraB de cambio 
deben ser pagadas en las monedas que ellas indican según 
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lo dispuesto poT el articulo ochocientos sesenta y uno del Código 
de Comercio. 

Segundo. Que son pesos fuertes, la moneda que designan, 
las letras de fojas uno y cinco, giradas contra el Banco Na- 
cional, por sus suscuraales de Salta y Jujuy, y de las que 
es tenedor Don Francisco Uriburu. 

Tercero. Que la suma que el Banco Nacional ha depositado 
y consignado judicialmente, para pagar dichas letras, es en 
billetes de su propia emisión. 

Cuarto. Que estos billetes no son convertibles A la vista 
en numerario, ni hay ley alguna que les atribuya el carácter 
de moneda legal y de curso forzoso. 

Por estos motivos, y los que contiene la sentencia ape- 
lada de foja treinta y siete, se confirma esta con costas; 
satisfechas las cuales, y repuestos los sellos, devuélvanse los 
autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — I. B. GOROSTU- 
CA.-J. DOM1KGLEZ.-S. M. LASPIUR. 
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CAUSA CXIXVIII. 



D. Antonio López, y O contra el Banco Nacional, sobre 
devolución de un depósito. 



Sumario. — i a El depositario está obligado cuando el de- 
pósito es irregular, á restituir otro tanto del dinero deposita- 
do, con tal que sea de la misma especie, 

2? Una cédula de depósito espedido por el Banco Nacional 
es un instrumento público, respecto al acto jurídico que coa- 
tiene, y trae aparejada ejecución. 

3 o No siendo convertibles los billetes de un Banco, ni te- 
niendo el carácter de curso furzoso, no pueden sct impuestos 
en pago de un depósito bocho en pesos fuertes. 

Cuso, — D. Antonio López y C\ endozatarios de D. Lorenzo 
Pérez, del comercio de Villagarcia (España), siguió un juicio 
ejecutivo contra el capitán del vapor Concepción, D. Domingo 
Abad, por cobro de 2 t lOÜ jf fts. prestados á la gTuesa ventura 
en el Puerto del Carril. El juicio se siguió hasta trabarse 
embargo en el buque, en cuyo estado el capitán presentó al 
Juzgado un recibo del Banco Nacional y pidió se levantase el 
embargo del vapor. 

El recibo es del tenor siguiente: 
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Banco Nación»! 
JV* 49. 



Buenos Airei, Junio 13 de 1876. 



Recibimos de D. Pedro Abad, la cantidad de dos mil cuatro 
cientos pesos faertes á La urden del su ñor Juez Nacional de 
Sección Dr. D. I. Albarracin. 



Levantado el embargo, D. Antonio López y O espnsieron 
que con ese depósito y la órden librada & la Capitanía del 
Puerto, el asunto quedaba terminado, y pidieron se les mandase 
entregar dicha sama en moneda de curso legal, es decir oro ó 
plata, librándose el oficio correspondiente al Banco, 

Proveído de conformidad, el Presidente del Banco contestó 
que estaba dispuesto á hacer la entrega en billetes de su emi- 
sión, no considerándose obligado á hacerla de otro modo, tanto 
mas cuanto que en el caso ocurrente el depósito se hizo cuando 
el Banco se hallaba bajo el réjimen del decreto del 29 de Mayo, 



Entregado para la cuenta de Juez Nacional de Sección Dr. 
Albarracin, depositado por Pedro Abad, dos mil cuatrocientos 
peaos fuertes, en billetes del Banco Nacional. 



Daniel MaxwelL 



J. Pedro de Sonsa. 
Intpeelor, 
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Hecha saber esta contestación, López y C* pidieron se inti- 
mase al Banco el pago del depósito en moneda de curso legal, 
bajo apercibimiento de ejecución y embargo. 

Proreido de conformidad, el Procurador del Banco apeló. 



Vistos y considerando : Primero. Que Don Pedro Abad, Ca- 
pitán del vapor Español, < Concepción > t depositó en el Banco 
Nacional y A la orden del Juez de Sección, la cantidad de dos 
mil cuatrocientos pesas fuertes, que adeudaba A los señores 
Antonio López y Compañía, en virtud de un contrato á la 
gruesa, ó de préstamo á riesgo marítimo, hecho en España con 
Don Lorenzo Pérez, y la consignó en pago de dicha deuda. 

Segundo. Que los señores Antonio López y Compañia, acep- 
taron este pago por consignación, y consintieron en que se 
alzara el embargo de dicho buque, por cuanto el depósito judi- 
cial hecho era de la misma suma, y en igual especie de moneda 
que la que se les debia. 

Tercero. Que el depositario está obligado, cuando el depósito 
es irregular, a restituir otro tanto del dinero depositado, coa 
tal que sea de la misma especie; {artículo treinta y nueve, 
título Del lietwito. Código Civil ). 

Cuarto. Que el depósito on cuestión ha sido hecho en pesos 
fuertes, stiguu eousta del certiticado ó cédula de depósito do 
foja quince, espedido por el Bauco Nacional, que conforme á 
la ley, es el Establecimiento en que deben hacerse precisa- 
mente todos los depósitos judiciales, en asuntos sujetos á la 
jurisdicción nacional. 

Quinto. Que dicha cédula es un instrumento público, res- 




Buenas Aires. Octubre 21 de 1876. 
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pecto al acto jurídico que contiene, que trae aparejada ejecu- 
ción (Artículo primero, inciso noveno, título De tos instru- 
mentos públicos, Código Citil). 

Sesto. Que habiendo dejado de ser convertibles los billetes 
del Banco Nacional, 7 no teniendo por ley alguna el carácter 
de moneda legal y de curso forzoso, no pueden ser ellos admi- 
tidos en pago del referido deposito judicial hecho en pesos 
fuertes. 

Séptimo. Que aun suponiendo cierto el recibo privado de 
Don Pedro Abad, que el Banco Nacional ha presentado en 
copia, y en el que se espresa que el depósito se hizo en bille- 
tes, él no podría prevalecer sobre la fe" que merece el certificado 
auténtico del mismo Banco, en que asegura que el depósito 
fué hecho en pesos fuertes, ni seria bastante para alterar los 
derechos de terceros, ó los mandatos del Juez á cuyas órdenes 
se constituyó dicho depósito. 

For estos fundamentos se confirma con costas el auto ape- 
lado de foja treinta y dos vuelta; satisfechas las cuales y 
repuestos los sellos devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAIOS.— J. R. GOROSTIA- 
fiA.-J. DOMIMGl'EZ. - S. M. LASPiUR. 
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CAIMA CXXXIX. 



i), l'etlro Vetazcv, contra I>. Saturnino Itemals, sobre cobro 
de nn caballo ó su valor. 



Sumario. — En las causas di menor cuantía, las sentencias 
de li'á juzgados federales de sección son iuapelables. 

Caso. — El caso está espuesto en el siguiente 

Fallo ■>! iun 9e«l«n»l 

U endosa, Mayo 15 de 1876. 

Y vistos estos autos seguidos entre l). Pedro Velazco y D. 
Saturnino Reináis, por cobro de un caballo y daños y perjuicios 
procedentes de la detención del mismo. 

El demandante *Sr. Velazco funda su acción espresando que 
es propietario de una pareja de caballos de tiro que perteneció 
á la testamentaría de D. Agustín Reináis en virtud de compra 
que de ellos hizo por licitación á sus coherederos en dicha suce- 
den. 

Que Don Saturnino Reináis sin titulo propio ni autorización 
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alguna de su parte ha temado el mejor de esos caballos do lo* 
potreros de D. Agustín Reináis, don Je se hallaban, y formando 
una nueva pareja con otro de él, se ha servido bastante tiempo 
del caballo, y en seguida enajenAdolo. 

Que en consecuencia, lo demanda por la restitución del dicho 
caballo ó su precio que avalúa por lo menos en doscientos 
pesos, y en uno y otro caso por los perjuicios que por la falta 
del caballo se le han irrogado, y oue consisten en el alquiler 
de un peso diario que habría podido obtener con el alquiler d« 
su pareja, todo de conformidad a los ar tirulos 30 y 33, título 
8°, «De los actos ilícitos » del Código Civil. 

El demandante contesta sosteniendo sur falso el hecho de 
que tenga el caballo por el modo aseverado por el demandante; 
pues que lo hub< en virtud de un cambio ó permuta por otro 
caballo de su propiedad ron el administrador de los bienes de 
la testamentaría «leí nombrado I). Agustín Reináis, quien con- 
serva amn el caballo que él le dio por aquel* 

Que ipor otra parte, es ¡n\cacto, que el caballo en cuestión 
tenga el valor que le asigna el demandante, pues su precio no 
puede exceder de treinta y cinco pi-s.is cu que fin* adjudicado al 
tiempo de la licitación, el que él di ó por este, y que es inexacto 
también el que baya cuaje., ¡ido dicho caballo, pues halla aun 
en su poder, y está dispuesto;! pr- >-'iit¡ul.t. 

Finalmente, que el cargo por daños y perjuicios es imagina- 
rio, y debe ser materia de otro juicio. 

La causa fué abierta á prueba y considerando: I" Que de 
la rendido en autos por uno y otro de tos interesados como 
dd reconocimiento espreso del demandado, resulta que el caba- 
llo en cuestión es efectivamente de propiedad del demandante 
en virtud de adjudicación que de (<\ se le hizo en la licitación 
de los bienes testamentarios de ü, Agustín Reináis. 

2 tl Que dado este antecedente, y no habiéndole justificado 
por el demandado el hecho ¡llegado en su contestación a la de- 
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manda do haber obtenido el mencionado caballo mediante un 
contrato de permuta que celebró con el administrador de los 
bienes de la precitada testamentaría, ni constatadosc la adqui- 
sición fio ¿1 por alguna otra causa legal, es incuestionable el 
derecho del demandante á reclamar la restitución ó el precio 
de dicho caballo. 

3" Que establecida la legitimidad de este derecho, y no 
obstante que no se baya justificado por el demandante, hurto 
ni otra circunstancia alguna que demuestre mala fé en U pose- 
sión del demandado, y que tanto asi por la carencia de esta 
participación como por las circunstancias de los autos que se 
oponen a ella, debe aquella ser considerada dé buena fé f no 
puede H clararse tampoco el derecho del mismo demandante á 
exijir los daños y perjuicios que desde la interposición de la 
demanda por lómenos se le hayan ir mundo por la retención del 

predicho caballo. 

4° Que la apreciación de estos daños ha sido lijada errónea- 
mente por el demandante en la suma de un peso diario que, 
dice, habría podido obtem-r con el alquiler de su pan-ja íntegra 
du caballos, y que en tal caso y á falta de una prueba precisa 
a este respecto en los autos, es equitativo regular dichos daños 
por los intereses del valor del caballo. 

Vor estos fundamentos y de conformidad á los artículos 12 y 
83, título 2", libro 3 o y (32, titulo i*. Sección 3*, libro 4 o , del 
Código Civil, fallo: quo el demandado 1). Saturnino Reináis 
está obligado: 1 1 A entregar al demandante D. Pedro Velazco, 
el caballo objeto de este litis, abonándole ademas sobro el valor 
del mismo, que ti este solo efecto se estima, teniendo en con- 
sideración la manifestación contenida en 1& demanda i este 
respecto, lo declarado á f. 40 por el testigo D. David Herrera, 
el informe pericial de f. 55, y finalmente el resultado de la ia¿- 
peccion de f. 64 en la suma do treinta y cinco pesos y 2 o A 
indemnizarle del menor valor que tuviere dicho caballo por 
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adición que hubiere adquirido después de la iniciación del 
presente juicio. Sin especial condenación en costas en aten- 
ción A que la plus petición del demandante y la tramitación por 
escrito qne por su culpa se ha dado á este juicio, han impuesto 
al demandado gastos que en otro caso no habría tenido. Noti- 
fiquen con el original y repóngase el papel. 

A'. Morcillo. 
Falla de la A u áreme Corte 

Buenoi Aire», Oclubre 26 de 1876. 

Vistos; siendo esta causa de menor cuantía, devuélvanse al 
Juez de Sección, previo pago de costas y reposición de sellos 
por la parte apelante. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOROST1A- 
GA. — J. DOMINGUEZ. 1 — S- H. LASPfttE. 
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CAVNA CIL. 



I). José Pagano con IK Federico Moreno; incidente sobre 

recusación det Jues 



Sumario.— i* El haber elJuez manifestado opinión sobre 
el punto de derecho á resolver, es causa da recusación. 

2 o Si el Juez no se reconociese impedido en mi-rito del he- 
cho alegado para recusarlo, debe abrir á prueba el incidente y 
resolver en seguida con arreglo á derucho. 



Caso.— Del laudo pronunciado por los árbitros en la causa 
seguida por 1), José Pagano contra D. Federico Moreno sobre 
locación de servicios, Pagano dedujo recurso de nulidad, ale- 
gando que los arbitros se habian espedido fuera del término 
acordado para laudar. 

El Juez de Sección, sin pronunciarse sobre el recurso de- 
ducido, elevó los autos & la Suprema Córte, concediendo el 
recurso en relación. 

La Suprema Córte, declarando que el conocimiento en i* 
Instancia sobre el recurso deducido, correspondía al Juzgado 
de Sección, mandó devolverle los autos para que procediera 
con arreglo á derecho. 
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Llamados autos para definitiva, después de sustanciado el 
incidente, D. José Pagano espuso: que algunos días después 
de elevados los autos á la Suprema Corte, su abogado D. Da- 
niel Símoti Aubone, bajo el supuesto que el Juez no tendria 
en ningún tiempo que conocer en dicho recurso, encontrán- 
dose ambos en el Banco de Cuyo, le pidió su opinión sobre el 
resultado del incidente, por cuanto la Ley de Procedimientos 
nada deeia a) respecto; y bailándose presentes los vecinos 
D. Juan José Videla, D. Juan Cuello y D. Kladio Oigena, el 
Juez contestó que su juicio era adverso al recurso, por razón 
de que los peritos habían firmado antes de vencerse el plazo, 
sin que importase nada á la cuestión que el laudo hubiese sido 
presentado al escribano, dos días después de vencido el tér- 
mino que se les señalú para espedirse. 

Que con razón cree que esa opinión sea la misma en que el 
Juez funde su fallo, y que como oso lo inhabilita para cono- 
cer del recurso, le pedia, con el juramento de derecho, se in- 
hibiera de su conocimiento, y que si así no lo hacia lo recu- 
saba en forma. 

f allo rfrl Jn« dr ftrrrlon. 

San Juan, Junto 3 de 1876. 

Xo siéndole permitido al Juez por el artículo treinta y tres 
de la ley de Procedimientos, aceptar de plano causales de re- 
cusación, sin que se abra á prueba sobre los hechos en que ella 
ae funda; y siendo la recusación interpuesta, intempestiva, 
de conformidad á lo dispuesto en los artículo veinte y nrfto, 
treinta y tres y cuarenta y cuatro de la ley de procedimien- 
tos; no ha lugar á ella, con costas. 

Satnnael Morcüío. 
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Falle de I* f«upren»4orff. 

Buenos Air**, n'ctiitnv 28 <1p 1876. 

Vistos, y considerando: QtH lti fausa alegaba para la recu- 
sación os de las enunciadas en la ley 'le procedimientos, y ha 
sido deducida antes do la < onrlnsion del pleito iniciado sobre 
nulidad del laudo arbitral, su revoca la sentencia apelada de 
foja doscientos veinte y ocho, y previa satisfacción de costas 
y reposición de sellos, devuélvanse los autos al Juez de Sección, 
para que si no se reconociese impedido, reciba a prueba el in- 
cidente con todos cargos, y lo resuelva con arreglo á derecho. 

JOSfc RAUIIOS PAZOS. — I. D. COROSTIACA. 
— J. DOMINGUEZ. 



AINA V%W*E. 



Don lúa Sotó contra Don !t iftwi Cárdena*, sobre 
cobro tic pesus. 



Sumario— VA mandato ruya retribución se alega ser mayor 
de 200 S ft*- rfebif ser probada por prneha escrita. 
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Caso— Don Luis Solé demandó á Don Rafael Cárdenas la 
suma de 6000 pesos papel, como retribución convenida por el 
encargo que este le dió y aquel cumplió para hacer poner en 
libertad y exonerar del servicio militar á I). Aureliano Rios, 
detenido como sospechoso de deserción por el Coronel Plaza 
Montero en Setiembre de 1874. 

F*ll* del Ji« 9eevlM»l 

Buenos Airea. AgoMo 2 de Ib"6. 

Vistos estos autos seguidos por ü. Lucio Sola, contm Don 
Rafael Cárdenas, por cobro de comisión de un mandato. 

Y considerando : — 1° Que deducida acción por una comisión 
superior á doscientos pesos fuertes, incumbe al que lo entabla 
probarla por prueba por escrito (articulo 57 del Código Civil), 
y que aunque el mandato pueda ser tácito, eso no obsta á que en 
cuanto al mandato verbal, como el que se alega, tenga que pro- 
barse como las demás obligaciones cuando se niega (Kota 5\ 
inciso 5 o , título Del mandato, Código Civil) ;yen el caso ocur- 
rente, no se ha establecido esta prueba ; 2 o Que aunque de las 
informaciones recibidas aparecece que el demandante ha practi- 
cado diligencias para obtener la libertaddel ciudadano Aurelia- 
no Rios t y su exoneración del servicio de la guardia nacional, y 
aunque de la confesión del demandado, se desprende también 
que él ha recibido una retribución igual á la que se cobraba, por 
haber contribuido á ese resultado habiéndose negado que Solá 
lo hiciera por mandato de Cárdenas, tiene que entenderse 
que procedió oficiosamente y sin participación en la retri- 
bución obtenida por Solá desde que no se alega comunidad dtí 
ninguna clase; 3 o Que aunque los servicios prestados pueden 
haber sido de alguna utilidad al demandado; desde que se ha 
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negado el mandato y la retribución ofrecida, sin haberse dado 
prueba en contrario sobro esto, no son sin embargo, de los 
que pueda constituir una profesión y por tanto hacer presu- 
mir la remuneración (Art. 135, He la Locación, Código Civil) y 
de hecho no los ha alegado como tales, lo que hace que no sea 
atendible la acción ; 4 a Que aunque el te ;tigo Doctor Xuñez ase- 
gura haber oído á Cárdena* que se proponía remunerar á Solá, 
es un testigo único y de oídas, y el hecho de haberle encomen- 
dado cartas á este último por el demandado no es bastante para 
presumir que le hubiera dado una comisión retribuida contra 
la ¿¿observaciones legales que van espuestas. 

Por estas consideraciones fallo: absolviendo de la presente 
demanda á Don Rafael Cárdenas sin costas. Repónganse los 
sellos, y notifíquese con el original. 

Isidoro A Iba rracin , 

tallo 4e la Koprem» Orí*. 

Buenos Aire», Octubre 31 de 1876. 

Vistos: no apareciendo temeridad en la parte actora, al ini- 
ciar y proseguir el juicio, se confirma con costas la sentencia de 
foja cincuenta y siete en la parte apelada; satisfechas y res- 
puestos los sellos, devuélvase. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — í. B. CO- 
ROS HUÍA. — J. DOMINGUEZ. 
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CAUSA CLII. 



D. Félix tternat y otros rotura 



Sumario — i" La ley dr 5 Noviembre- dr \H1% al crear 
el Banco Nacional, no tuvo en vista un establecimiento par- 
ticular de comercio si mí muí institución de otro carácter y 
que respondiera á Unes de mucha mayor trascendencia, usan- 
do el Congreso de la facultad que le confiere el artículo 07, 
inciso 5° de la Constitución. 

2 a El conjunto de atribuciones, exenciones y privilegios 
que tiene el Banco, no responden á la idea de un estableci- 
miento privado, sinó á la de una institución pública creada 
ex profeso para fines de administración nacional. 

3" Si al mismo tiempo se le autoriza para negociar con 
particulares y lueer toda clase de operaciones bancarias; no 
es sinó coiuo medio indispensable de dar vida á la institución 
y habilitarla para llenar cumplidamente sus linos, 

\* La constitución no exige que el Congreso tundo un 
Banco rigorosamente de Estado, dirigido por los Poderes 
Público de la Nación. 

5° Confiriendo la autorización sin determinación de forma 
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ni sistema, U Constitución lia dejado la elección al prudente 
arbitrio del Congreso. 

6'' Kt Congreso, eligiendo el sistema de una gran compa- 
ñía por acciones, no ha hecho mas qire seguir loa consejos 
de la ciencia y los ejemplos mas caracterizados. 

7 a Todas las cuestiones que dimanen de los actos y 
operaciones del lianco Nacional, son de la jurisdicción na- 
cional. 

■ _ ■ 

Caso. — I). Manuel (I al lardo, en representación de D. Félix 
liorna! , l). Kmílio Castro y 1). Sorberlo de la Riostra, de- 
mandó ante el Juez de Comercio de la ciudad de Buenos Aires 
al Maneo Nacional, por la suma de 8.571 jjf t2 cls. fuertes 
que sostenían se les adeudaba cmno directores que habían 
sido del Banco, en virtud de ln dispuesto en el articulo 33 de 
la ley nacional de 5 Noviembre de 1872 y en el .'18 de los esta- 
tutos aprobado* por decreto de 12 de Junio de 1874. 

Corrido traslado de la demanda, J). Eduardo Argerich por 
el Presidente del Maneo, promoviendo artículo de prévio pro- 
nunciamiento, pidió al Juzgado que se declarase incompetente 
para conocer del asunto y condenase '-u rostas al demandante. 
Dijo que el Hanm Nacional era una persona jurídica de crea- 
ción nacional, debiéndose su existencia á la Constitución na- 
cional (art. 07, incisoS* ala ley drl Congreso de 5 de No- 
viembre do 1873); une sus funciones se ejercían con la inter- 
vención de un inspector del P. E. Nacional; que su vida Be 
desarrollaba y rsteudía en tuda la Nación, debiendo tener 
una sucursal en cada Provincia; que su asiento ó domicilio es 
en Buenos Aires 6 en aquella ciudad que fnese declarada Ca- 
pital de la República. <Jue todas estos antecedentes Hacían 
evidente que el fuero natural del Manco era el Nacional y no 
el Provincial. <¿uc asi lo indif-alia claramente el carácter de 
su institución, aun prescindiendo de la necesidad que había 
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de una jurisprudencia uniforme en toda la Nación, y asi es- 
taba expresamente establecido en los Estados Unidos de Norte- 
América cuya constitución eTa el tipo de la nuestra. Que 
aun prescindiendo de esto, el caso sub-judice corresponde 
mi tone materia al Juzgado Nacional, pues que se trata no solo 
de un asunto referente a la administración interna del Banco, 
sinó también especialmente regido por una ley del Congreso, 
siendo por tanto de estricta aplicación el inciso 1" del artículo 
2° de la ley sobre jurisdicción y competencia de loa Tribunales 
Nacionales. Que además, siendo el Banco demandado, una 
sociedad de accionistas entre los que se cuentan al Gobierno 
Nacional por la cantidad de 30,000 acciones, es de aplicación 
el inciso 6 o del mismo artículo, pues íe trata de una causa en 
que la Nación es parte. 

Corrido traslado del artículo, D. Manuel Gallardo contestó : 
Que el Banco Nacional que tenemos, no es una institución del 
Estado Nacional, pues que para serlo habría sido necesario 
que la Nación misma lu fundase con sus recursos propios, y 
en tal caso no seria una persona jurídica de creación nacional 
puesto que no habría otra persona jurídica que la Nación 
misma representada por el Banco en cierto género de negocios. 
Que el Banco Nacional de la constitución dobia ser un Banco 
de Estado, según lo han comprendido los escritores que se han 
ocupado del asunto. (Alberdi, organización de la Confederación 
Argentina, tomo 2 a pag. 048). Que el Banco creado por la ley 
de 5 de Noviembre de \%"% es puramente un Hunco particular, 
formado por una sociedad anónima, en la que el Gubíernn Nacio- 
nal es uno de los accionistas ; que si bien es cierto (jue tiene un 
inspector nacional, ese empleado solo interviene en el departa- 
mento de la emisión para garantir que ella será hecha siempre 
en las condiciones de la ley, siendo ese empleo semejante á los 
que los gobiernos nombran para fiscalizar las emisiones de cé- 
dulas de cualquier especie, hechas por sociedades anónimas. tjue 
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si la vida del Banco Nacional se entiende y desarrolla en toda 
la Nación, y sí su asiento y domicilio es en Buenos' Aires 6 en 
la ciudad que fuese declarada capital, no es de otra suerte 
que como el Ferro-Carril Central Argentino podrá mas tarde 
unir con su línea y sus Tamales los puntos mas apartados de la 
República, debitado también hallarse representado y domici- 
liado en la residencia de las autoridades nacionales, sin que 
poT esto, y por ser el Gobierno fuerte accionista de esa em- 
presa, pueda decirse que no es una empresa particular, some- 
tida como todas las demás de su especie, á la jurisdicción 
común. Que los ejemplos de la legislación norte-americana 
son inaplicables mientras no se demuestre que la consti- 
tución de los bancos y los principios de legislación, respecto 
de competencia de los Tribunales Nacionales y Provinciales, 
son alia completamente exactos á los nuestros. Que el caso 
actual no puede ser de la competencia federal porque está re- 
gido por leyes dictadas por el Congreso. Que si así fuera, 
no habría caso alguno que escapara & la jurisdicción nacional, 
desde que son también leyes del Congreso los Códigos Civil 
y Mercantil que aplican diariamente los Tribunales de Pro- 
vincia, Que la Competencia Federal es escepcional en virtud 
de los artículos 07, inciso H , y f 00 tle la Constitución, correspon- 
diendo la aplicación de las leyes nacionales, á los Tribunales 
de la Nación ó de las Provincias según que las cosas ó las 
personas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones. Que el 
caso actual caé bajo la jurisdicción provincial, en virtud del 
artículo 9 o de la ley de 14 de Setiembre de 1863 por ser una so- 
ciedad anónima la demandada, creada y haciendo sus negocios 
en una Provincia, lo que la hace vecina de ella cualquiera que 
sea la nacionalidad de sus socios. Que cuando en el Con- 
greso se discutía la ley del Banco, se suscitó la dificultad de 
cuál seria la jurisdicción competente en sus cuestiones con los 
particulares, y quedó esplicado y Tcsuelto que su jurisdicción 
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seria la de los Tribunales de Provincia, siempre que la cues- 
tión por razón de las personas no debiese llevarse á los Tribu- 
nales Nacionales, de acuerdo con la ley de competencia de 
estos. 

Pidió se rechazara la declinatoria con espresa condenación 
en costas. 

FALLO O EL JLEZ DE COMERCIO 

Bueno* Aires, Junio S de 1876. 

Y vistos: por las consideraciones del precedente escrito que 
el Juzgado estima arregladas á derecho, uo ha lugar á la de- 
clinatoria de jurisdicción deducida por el Banco Nacional, é 
intímesele que se espida derechamente en la contestación de 
la demanda dentro del término legal, y bajo apercibimiento 
de darse por contestado en su rebeldía. 

J. .1. Irero. 

De este auto apeló en relación el l'rucuradur del Banco, y 
cl recurso le fué otorgado para ante ta sala de apelaciones en 
lo comercial. 

* 

FALLO DE LA SALA EN LO COMERCIAL 

■ 

líueno* Airea», AfOttO U de 1876. 

Y vistos: considerando: primen), que según el artículo pri- 
mero de ta ley de cinco de Noviembre, de mil ochocientos se- 
tenta y dos, el Banco Naciunal no es uu Banco de Estado sinó 
una sociedad anónima : spiftmdo. que la circunstancia de ser 
el tiobierno Nacional accionista de dicho establecimiento por 
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una fuerte suma de dinero, no es bastante para establecer la 
competencia de los Juzgados de Sección en esta demanda, por- 
que según lo dice el artículo cuatrocientos tres del Código de 
Comercio, la sociedad anónima es la simple asociación de ca- 
pitales, para una empresa o trabajo cualquiera, y según el ar- 
tículo diez del título de las personas jurídicas, Código Civil, 
deben seT consideradas las asociaciones como personas entera- 
mente distintas de sus miembros ; tercero, que según el artí- 
culo nueve de la ley de catorce de Setiembre, de mil ochocien- 
tos setenta y tres, las sociedades anónimas serán reputadas 
como vecinos de la Provincia en que se hallen establecidas, de- 
biendo en consecuencia de esta disposición, ser reputado el 
Banco Nacional vecino de esta Provincia ; marta, que las 
condiciones ú restricciones impuestas por la ley Nacional al 
Banco, no pueden lampin o sustr; rio de la jurisdicción provin- 
cial, porque esas limitaciones impuestas á su ejercicio, no 
constituyen el fondo de la ley que es autorizar la formación 
de una sociedad anónima. 

Por todo esto, se confirma, con cosías, el auto apelado; y 



ISLAS. — -BAFIHA . — BCNGE. 

Ilafarl J. Cortalan. 
Secretario. 

Notilicado el Procurador del Banco interpuso apelación 
p;ira ante la Suprema Córte Nacional, invocando el inciso i • 
del artículo 14 de la ley de Jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales. 

ralla a> la Suprema Corte. 

Buenoa Airea. Noviembre 7 1816. 
Por los fundamentos aducidos en ta sentencia pronunciada 
por esta Suprema Córte, con fecha veinte y uno de Setiembre 
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del corriente año, en el caso de el Banco Nacional contra Don 
Francisco Villanueva, de que se agregara testimonio, ge de- 
clara que el conocimiento de la presente causa corresponde á 
la jurisdicción nacional. Devuélvanse en consecuencia los au- 
tos, prévio pago de costas y reposición de sellos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. COROS- 
TIACA. — J. DOMINGUEZ. 



í AUSA t'ILIII. 



La Municipalidad de Humos Aires contra Don Juan li. Cotta. 
por indemnización de daños y perjuicios; sobre suspensión de 
termino, 



Sumario.— Las diligencias probatorias pedidas dentro del 
término y no evacuadas, no pueden sus pender la prosecución 
del juicio; pero deben ser tomadas en consideración sí se es- 
piden en titrnpo oportuno. 



Caso.— En un pleito seguido por la Municipalidad de Buenos 
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pidió algunas diligencias durante el término probatorio, que 
no fueTon evacuadas dentro de él. 

Concluido dicho término, y puestos los autos en la oficina 
con el certificado d« estilo, Cotta pidió la suspensión de toda 
tramitación bástala evacuación de las diligencias menciona- 
das, éntre las que una estaba pendiente de una apelación de 
hecho. 



Vmlím del Jun Sereltnal. 

Rueños Airet, Setiemhre 6 de 1876 

De acuerdo con los artículos 177, 178 y 230 de la ley de pro- 
cedimientos, no 



Vgarriza. 



Falla de I» Su preña fiarte. 



Buenos Aires, Noviembre 18 de 1876. 

Vistos: sin perjucio de reiterarse el oficio librado al Superior 
Tribunal de Justicia para que se espida el informe pedido por 
Don Juan Cotta; y sin perjuicio de que se presente y agregue á 
los autos, luego que dicho informe sea remitido, y de que surta 
los efectos correspondientes, sise trajere en tiempo oportuno 
paTa tomar en consideración su contenido, se confirma el auto 
apelado de foja doscientas vuelta y satisfechas las costas y 
repuestos los sellos devuélvanse, 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. CO- 
H OSTIA GA. — J. DOHI^UEZ. 



■ 
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CAUSA CXLIV. 



Et Procurador Fiscal, contra tos Señores Ceballos, Saravia y 
£> y otros comerciantes de Salta, sobre cobro de pesos. 



Sumario.— Estando conforme el Señor Procurador General 
de la Nación con la sentencia apelada por el procurador fiscal 
en representación del fisco nacional, la Suprema Córte debe de- 
volver el proceso al Juez a quo. 



Caso.—n procurador fiscal demandó á varios comerciantes 
de Salta por cobro de pesos procedentes de sumas no cobradas 
por error en !a liquidación de sus mani tiestos. 

Buenos Aire», Mayo 31 187«. 
Y vistos» resulta : que la demanda interpuesta por el procu- 
rador fiscal sobre cobros de derechos de importación contra los 
comerciantes Ceballos y Saravia, Juan Martin Leguuamon, 
Pedro F. Cornejo» Davin Apatié, Torena hermanos, Erquicí y 
Compañía, Benjamín Váldez, A. Toranio y Compañía, Linares 
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hermanos y Dolores Ceballos, se funda en haber estos pagado 
por las mercaderías, que introdujeron los años 72, 73 y 74, 
ménos derechos que los que correspondían ; pues por una equi- 
vocación de los empleados de Aduana se fijó ¿ dichas mercade- 
rías el impuesto del diez por ciento, en vez del veinte que debió 
fijarse, según la ley de impuestos. 

Que siendo esto así, y consistiendo dicha equivocación en un 
error de liquidación ó de aforo, pide que de conformidad á los 
artículos cuatrocientos cuarenta y nueve y cuatrocientos cin- 
cuenta y seis de las Ordenanzas de Aduana, se condene á los 
comerciantes demandados al reemboízo de lo que pagaron de 
ménos, según resulta de la contra-liquidación que contra cada 
uno de ellos se presenta* 

Los demandados sostienen : que, según el artículo cuatro- 
cientos cincuenta y tres de dichas Ordenanzas, la Aduana no 
tiene derecho á reclamo alguno, desde que las mercaderías sa- 
lieron de su poder: porque la equivocación en que el fiscal 
fundada su demanda, no es un error de liquidación ni de aforo, 
sino de clasificación. 

La cuestión se reduce, pues, á saber, si el error cometido por 
la Aduana es un error de aforo, de liquidación ó de clasifi- 
cación. 

El aforo, según el Diccionario Español por Domínguez, es 
eel reconocimiento y valuación que se hace del vino y otros gé- 
neros para el pago del derecho.» 

Las Ordenanzas de Adnana toman también la palabra aforo y 
aforar en el mismo sentido, esto es, en el de avalúo y avaluar 
según se vé por los artículos 138, 140, 147 y siguientes de las 
mismas. 

Ef avalúo ó precio fijado á las mercaderías en la liquidación 
primitiva es el mismo que la Aduana fija en la contra-liquida- 
eion que se acompaña á la demanda; luego el error cometido 
no es pues de aforo ó avalúo. 
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Tampoco es de liquidación; porque, dado el valor délas 
mercaderías y el tanto por ciento que por ellas debía pagarse, 
según la primera cuenta, la operación aritmética ejecutada con 
esos datos para averiguar el monto total del impuesto, está 
bien ejecutada, y no puede por consiguiente, aplicársele la 
contra-liquidación X" 11, que las ordenanzas de Aduana seña- 
lan, en el artículo cuatrocientos cincuenta, como modelo para 
salvar los errores aritméticos ó de liquidación. 

El error en los datos que deben servir de base para liquidar 

los derechos, no debe confundirse con el error en la liquidación 

i 

misma. 

Este consiste en la operación aritmética ejecutada con esos 
datos, y aquella en el precio fijado á las mercaderías, con arre- 
glo i la tarifa de avalúos, y en el tanto por ciento que sobre 
este precio deben pagar, según la ley de Aduana (artículo 4 de 
dicha ley, y 161 de las Ordenanzas.) 

Un error en la operación aritmética seria on error de liqui- 
dación según el modelo X o 11 citado. 

Un error en el precio que debe fijarse á la mercadería segnn 
su calidad, y conforme á la tarifa de avalúos, constituiría un 
error de a/bro, muy diferente del de liquidación. 

En ninguno de estos errores ha incurrido la Aduana, según 
resulta de autos; pues en ellos consta, que el error consiste en 
haberse fijado á la mercaderías el derecho del diez poT ciento, 
en vez del veinte por ciento que corresponde según la ley do 

Pero el error en la fijación del impuesto os una consecuencia 
forzosa y necesaria del erTor en la clasificación. 

La ley de Aduana ha distribuido en cierto número de clases 
6 de categorías las especies sujetas al pago de derechos fiscales, 
y ha determinado también el derecho correspondiente á cada 
clase. 

Siendo esto así, se puede fijar á las mercader ias el derecho 
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del diez, del veíate o del veinte y cinco por ciento, sin haberlas 
antes clasificando, esto es, colocádolas en la clase de aquellas 
que adeudan respectivamente estos derechos. 

De donde resulta que la fijación del impuesto es la que es- 
plica y determina la clasificación c »n relación al impuesto. 

Así en el presente caso el impuesto de diez por ciento que la 
Aduana fijó á la seda introducida poi los comerciantes en forma 
de corbatas, pañuelos de espumilla, *ctc, no se esplica sinó 
porque consideró comprendidas estas mercaderías en el penúl- 
timo acápite del inciso segundo, artículo primero de la ley de 
Aduana de 1872, que fija este derecho á la seda para bordar^ 
coser ó en tela. Es decir que la Aduana fijó el diez por ciento 
del inciso citado, porque clasificó de alguna de estas tres ma- 
neras á la seda introducida por los comerciantes demandados. 

Del mismo modo, el derecho de veinte por ciento que hoy 
cobra por las mismas mercaderías, no se justifica sinó clasifi- 
cándolas como mercaderías de procedencias extrangeras ; pues 
solo así quedarian comprendidas en el artículo primero de la 
ley citada; que fija el veinte por ciento á tales mercaderías. 

El error en que ha incurrido la aduana y cuya rectificación se 
solicita, es, pues, un error de clasificación. 

Por estas consideraciones, y de conformidad al artículo 
cuatrocientos cincuenta y tres de las Ordenanzas de Aduana, 
fallo : absolviendo á los comerciantes demandados de la deman- 
da por cobros de derechos de importación, deducida contra ellos 
por el procurador fiscal. 

tederico Ibargúren. 



La vista del Seiíor Procurador General que se le confirió es 
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Suprema Córte; 

Buenos Aires, Noviembre 16 de 1876. 

Un error que consistiera en poner entre la seda para bordar 
y coser las telas, seria en general un error de aforo, que la 
aduana tendría sin duda derecho de reclamar, dentro de cinco 
atios; pues en tal caso no se clasiBcaria nada, sinó que se apli- 
caría á unas mercaderías el derecho fijado para otras. 

Pero la ley del año 72 y siguiente imponía el derecho de ÍO 
por ciento á la .seda para bordar, coser y en teta,* y de aquí 
procedió sin duda el error, que no puede ya repetirse, porque 
lalpy rigente solo esceptúadel aforo del 20 por ciento la tseda 
para coser y tordaT; y que sea de aforo Ó de clasificación el 
error no ha debido reclamarse, porque tiene su origen en la 
ley misma. 

Me conformo por lo tanto con la absolución apel ada. 

C. Tejedor. 

F«ll« 4e I» Suprema Cvrle. 

Bueno* Aires, Noviembre 18 de 1876. 
Vistos: Manifestando el Señor Procurador General en su 
precedente vista, que está conforme con la sentencia apelada, 
devuélvanselos autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — I, B. GOROS- 
TlAGA. — J. DOMINGUEZ. 
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CAVIA CXLY. 



El Fisco Nacional contra el Raneo Argentino, por cobro 

ejecutivo de pesos. 



Sumario. — I o Las esperas en lo comercial son una de las 
formas del concordato. 

2° Para que los acreedores privilegiados queden sujetos al 
al concordato, es menester que hayao participado en las deli- 
beraciones de los otros acreedores. 

3 o El Fisco por sus ere* ditos no tiene obligación de entrar 
en concurso ni sufrir moratorias. 

Coío. — El Procurador Fiscal de la Sección de Santa-Fe 
inició una ejecución contra el Banco Argentino por el valor de 
una letra de 6,518 $ fts. 64 cent. 

En la citación de remate, D. Joaquín de Quintanilla por el 
Banco se opuso á la ejecución diciendo que el Banco había ob- 
tenido moratorias ante el Juzgado de Comercio, y que no tra- 
tándose de crédito procedente de hipoteca, prenda, derecho 
real ú otro de los comprendidos en el artículo 1744 del Código 
de Comercio, debía mandarse, y pedia se mandara suspender 
la ejecución. 
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Corrido traslado, el Procurador Fiscal pidió se rechazara con 
costas la excepción opuesta: 1* porque los créditos privilegia- 
dos del Fisco no están sujetos á concordatos y moratorias, artí- 
culo 1616 y poT analogía el inciso 1° del artículo 1744, y según 
lo resuelto poT la Suprema Corte en un fallo de 25 de Noviem- 
bre de 1875, en el que se adopta por resolución la vista del 
señor Procurador General, que consagra la doctrina espues- 
ta, y 2 o porque en el estado que^sc presentó por el Banco 
para obtener fa moratoria, no se hizo figurar el crédito que 
motiva este juicio, y en consecuencia de esa omisión culpable, 
la moratoria fué concedida sin citación ni audiencia del Fisco, 
por lo que no podía perjudicarle ni serle obligatoria. 

Con la prueba producida se dictó este 

Falla del JTiiez Seccional. 

Rosario, Agosto 7 de 1876, 
Vistos y considerando: I o Que según la deflnicion del con- 
cordato dada por el articulo 1614 del Código de Comercio, es 
una convención entre el fallido y sus acreedores, por la cual se 
concede al deudor espera para et pago etc. ; en cuya virtud 
son aplicables al caso presente, en que se han estipulado esas 
esperas al Banco, las disposiciones congruentes sobre concor- 
dato, aunque se trate de moratorias, que en verdad no son 
otro caso que esperas también. 

2? Que segnn el artículo 1616 del mismo título, para que 
los acreedores privilegiados ( como lo es el Fisco por privilegio 
general, art, 1697), queden sujetos al concordato, es menester 
que hayan participado en las deliberaciones de los acreedores - 
no habiéndolo hecho la parte Fiscal, no obstante de haber sido 
citados todos ellos por edictos, como lo prescribe el artículo 
1732, y lo confirman los informes de fs. 133 y 136. 
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3* Qnc el crédito que se cobra, ni ann ha figurado en lo* 
estados presentados por el Banco al Tribunal para obtener la 
moratoria; lo que induce á suponer que hasta el mismo Banco 
conceptuaba fuera del alcance de esta el espresado crédito. 

4 o Que si bien por los artículos 1743 y 1744, la moratoria 
solo carece de eficacia para paralizar las ejecuciones de hipo- 
tecas, prendas ú otros derechos reales, arrendamientos, ali- 
mentos y salarios, en los que no se halle comprendido el Fisco, 
de donde pudiera colegirse que esta ejecución debe cesar; tal 
doctrina no puede prevalecer en el caso, ya por lo dispuesto 
por el artículo 1616 citado, ya principalmente por lo resuelto 
por la Supremn Corte al aceptar como un fundamento de su 
resolución de f lo establecido por el señor Procurador Ge- 
neral e que et Fisco no íí'ene obligación de entrar en concurso ni 
sufrir moratorias*; lo que importa aceptar la teoría del artí- 
culo 1616, y dejar juzgada 'a cosa contra la que ya no es per- 
mitido volver. Por estos fundamentos, llévese adelante la 
ejecución, con costas al ejecutado. Repóngase. 

1'cneion Zuuiria. 

Habiendo apelado el Banco y conccdfdose el recurso en rela- 
ción, la Suprema Corte, para mejor proveer, dió vista al señor 
Procurador General, quien espuso : 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL. 

Suprema Corte: 

Buenos Aires. Noviembre 13 de 1876, 
La espera, única escepcion opuesta en esta ejecución, no rije 
contra los créditos privilegiados del Fisco, según los artículos 
1616, 1626 y 1697, inciso 6 o , del Código de Comercio, los con- 
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cardantes del Civil, artículo 5°, De la preferencia de los créditos, 
y los fundamentos de la sentencia apelada, y debo pedir, por 
lo tanto» como pido, su confirmación con costas. 

C. Tejedor. 
VmUm 4« I» 9«pr«M« Cferte 

Bueno* Aires, Noviembre 23 de 1876. 

Vistos: por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador General en su prece- 
dente vista, se confirma con costas el auto apelado de foja 
ciento cuarenta, satisfechas las de la instancia y repuestos los 
sellos, devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOROSTIAGA. 
— J. DOMINGUEZ. — S. M. LASPIUK. 
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CAUSA CILVI. 



D. Leonardo ISicolorich, contra tos Sres. Malbran y Chayla, 
sobre cumplimiento de cosa juzgada. 



Sumario. — La cosa juzgada debe cumplirse, según aua tér- 
minos. 



Cajo.— D. Antonio Arcosa, del Kosario, era socio y gerente 
de una sociedad con los Sres. Lezica y C*. que fué disuelta 
en 1860, y quedó debiendo á estos una suma de dinero. 

En I8tí5 Arcosa compró para sí catorce leguas de campo 
en las Tortugas, de estas catorce leguas prometió vender seis 
í D, Cirios Casado por la suma de 15,000 pesos bolivianos, 
según escritura de 28 de Abril de 1865. 

En 1867 Arcosa celebró un contrato de arreglo con Lezica 
y C\ por el cual Tecibió 5000 ps. fts. y declaró que las catorce 
leguas mencionadas habían sido compradas con dinero de estos. 

Los Sres. Lezica y O. con fecha 25 de Octubre de 1867 
participaron & Casado que debía entenderse con ellos res- 
pecto á la promesa de venta de las seis leguas. 

Después de algunos años» los Sres, Malbran y Chayla su- 
cesores de Lezica y C\ pidieron la posesión de las catorct 
leguas de campo. 
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D. Leonardo Nicolorich, cesionario de Casado, se opuso á 
la posesión pedida, invocando su mejor derecho sobre las seis 
leguas en cuestión» y pidiendo que Malbran j Chayla le otor- 
garan escritura de renta. 

£1 Juez de Sección de la Provincia de Santa Fé, por sen- 
tencia de 10 de Julio de 1975, declaré que los Sres. Malbran 
y Chayla estaban obligados á escriturar á favor de D. Leonardo 
Nicolorich la venta de las aeis leguas en conformidad con 
la promesa de venta de 28 de Abril de 1865. 

Esta sentencia quedó ejecutoriada por deserción del re- 
curso de apelación declarada por fallo de la Suprema Corte 
de 2 de Octubre de 1875. 

Mandada otorgar la escritura dentro de ocho días, los se- 
ñores Malbran y Chayla manifestaron que estaban pronto.-» 
A hacerlo, siempre que se les abonara el precio estipulado entre 
Arcosa y Casado, y sin otra obligación en caso de eviccion que 
la de restituir dicho precio. 



Vistos, considerando: 1* Que la resolución del caso debe 
ser regida por la sentencia ejecutoriada de 10 de Julio del 
año pasado, en la cual se impone á la parte de Malbran y 
Chayla, el deber de escriturar á la de Nicolorich, la venta 
de seis leguas de campo, en las Tortugas, á que se refiere; 
abonándole este el precio estipulado; 2? Que para saberse 
la estension de las obligaciones que Malbran y Chayla deben 
contraer por la escritura que se otorgue, hasta atender á las 
que debiera contraer D. Antonio Areosa para con Casado, 
según la promesa de vender que le otorgó ante* de tranferix 




Rosario, Hayo ST7 de HJ76. 
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sus derechos y obligaciones á MalbTan y Chayla (escritura 
de f. i* de los autos); pues que estos, como cesionarios de 
los derechos de aquel, sobre los campos, y como aceptantes 
de sus mismos deberes y compromisos, tienen para con Ni- 
colorich idénticas obligaciones á las que Arcosa tenia para 
con Casado, causante de aquel. 

Por estos fundamentos, se declara; que en la escritura 
mandada otorgar, deben asumiT Malbran y Chayla las mis- 
mas obligaciones hácia Nicolorich, que las correspondientes 
á Areosa, respecto de Casado, según la escritura de promesa 
de vender, otorgada entre ambos, repónganse los sellos. 

Fenelon Zuviria, 
Fall* de 1* Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 33 de 1876. 

Vistos por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja doscientas sesenta y una ; satisfechas 
jas de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ B A PAZOS-— J, B. GOROSTUGA. 
— I, DOMINGUEZ. 
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CAtllA CíXIjVI 



R Diego Dowse contra D. Antonio Camotjii y V. Jorge Dowse, 
sobre tercería de dominio. 



Sumario.— I o Probado el dominio del tercero sobre las 
cosas embargadas, debe levantarse el embargo. 

2 o El privilegio ó hipoteca que el ejecutante pueda tener so- 
bre ellas, no obsta al levantamiento del embargo, 

3 o El puede darle derecho para demandar al propietario- 



Caso. — D. Antonio Camogli, en juicio ejecutivo contra D. 
Jorge Dowse, embargó cuatro lanchas como de la propiedad 
de este. 

D. Diego Dowse dedujo tercería de dominio sobre tres de 
las lanchas, alegando que sus escrituras de propiedad habian 
sido reconocidas como válidas en otro juicio seguido con Ioü 
Señores Rodríguez. 

El ejecutante contestó que aunque D. Diego Dowse fue3e 
propietario, las lanchas habian sido bien embargadas porque 
la deuda ejecutada contra D. Jorge era por reparación de 
aquellas, siendo D. Jorge su administrador. 
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Buenos Aires, Junio 11 de 1876. 

Vistos estos autos seguidos por D, Diego Dowse contTa D. 
• Antonio Camagli sobre tercería de dominio en las lanchas 
«D. Diego», c Amalia' y eí'elina» y considerando : 

I o Que el ejecutante lejos de sostener la propiedad á las 
lanchas a favor de D. Jorge Dowse, al contestar ta tercería 
deducida por D. Diego, concede que estas son de propiedad de 
dicho D. Diego, negando así el hecho que motivó el embargo, 
fundándose en que su crédito tenia privilegio sobre la cosa. 

2" Que según aparece de los títulos que corren agregados 
al espediente seguido por el mismo demandante con Rodríguez 
t hijos, y del auto del Juzgado que los reconoce como válidos, 
Jas mencionadas lanchas son de propiedad del demandante. 

3 o Que aun suponiendo que los créditos tuvieran, como se 
alega, privilegio real sobTe las lanchas, ellos no darían acción, 
sino contra el propietario de las lanchas ( art. 10*0 del Código 
de Comercio) y no podría pedirse el embargo, sinó después 
que este hubiese sido interpelado judicialmente, lo que no ha 
sucedido con el demandante hasta el momento en que se de- 
cretó dicho embargo, y aun cuando cío privilegio fuera una 
verdadera hipoteca, como se dispone en el artículo 56 de la Hi- 
poteca, Código Civil. 

Por estas consideraciones fallo declarando que las lanchas 
son de propiedad de D. Diego Doivse y que en consecuencia se 
levante el embargo de ellas ; con costas. 
Kotífiquese original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albur raetn. 



T. ix. 



20 
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r«ll«» dr I» Huprem* Csrtc* 

Buenos Aires, Noviembre áB üe 1876, 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja diez y ocho vuelta : satisfechas las de la instan- • 
cía y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. CO- 
nOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. ~ 



CAUIA «XtVIII 



La sucesión del Dr. 0. Genaro (i vanados conira li. Cervaria 
Sueldo , por cobro de pesos , / acídente sobre 
de un tutor especial. 



Sumario. — Kstando en colisión los derechos litigiosos 
del padre con los de su Ir i jo menor, debe nombrarse á este un 
tutor especial. 
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Caso.— En Noviembre de 1874, el Dr. D. Genaro Granados 
prestó a D. Gervacio Sueldos la suma de 25,080 ps. m/c. con 
la garantía hipotecaria de un fundo que, según la escritura 
de obligación, correspondía d Sueldo Jos edificios por haber- 
los construido á su costa y el terreno por compra hecha á 
D* Cenara Lima de Marmol en Enero de 187*. 

No habiendo Sueldo cumplido con las condiciones del prés- 
tamo, se siguió un juicio ejecutivo contra él, en que quedó 
ejecutoriada la sentencia de trance y remate. 

En las actuaciones sobre tazaciones del fundo hipotecado, 
Sueldo espuso que siendo la linca hipotecada propiedad de su 
hija menor Mana Sueldo por haber sido edilicada con el haber 
hereditario que obtuvo de sus abuelos, D. José" Capanegra y 
D* Angela Xaon, cuya testamentaria archivada en la oficina 
de Bartolomé Martin, debia pedirse ad efectum videndi y con 
et fin de que no se cometieran nulidades que hicieran nulo el 
juicio, pedia se nombrase á la menor un defensor de oficio 
que patrocinara sus derechos. 

Corrida vista á D. Odón Trelles, representante de los he- 
rederos del Dr. Granados, espresó que el nombramiento de 
tutor especial no podia hacerse sinó en los casos que determina 
el artículo 21 del título De la tutela, en ninguno de los cua- 
les se encuentra comprendido el presente. 

Que aun cuando pudiera decirse que el caso está compren- 
dido en el inciso I o por estar en oposición los intereses de la 
hija menor con los de su padre, falta la causa principal : 

I o Porque no está probado que la finca sea propiedad déla 
hija ni aun que ese edificio se haya construido con el dinero 
de ella, sinó que por el contrario, consta que edificio y terre- 
no son propiedad del padre. 

2* Porque aun cuando se probase que Sueldo había com- 
prado ó edificado la finca con dinero de sn hija, habria que 
Observar, si el hecho ocurrió durante la antigua legislación, 
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ana vez gravada ó enajenada por el padre, la bija no tendría 
sino el deieoHo de reclamar su importe de los bienes del padre 
despnes de muerto, y contra terceros solo renunciando la he- 
rencia, y si el edificio se construyó con dinero de la menor 
no hay ley que le confiera la propiedad, ni en la antigua ni en 
nueva legislación. 

3* Porque el nombramiento de tutor especial solo seria 
procedente cuando hubiese prueba auténtica de la existencia 
del interés de la menor. 

Pidió no se hiciera lugar á la solicitud de Sueldo. 

El Ministerio de Menores a quien se corrió vista espuso ! 

1 

Señor Juez: 

' Si la reedificación se ha hecho antes de la vijcncia del Có- 
digo Civil y se comprobase que los dineros de la menor hija 
del deudor han sido invertidos en esa reedificación, á jui- 
cio del Ministerio do Menores, dicha menor debe tener hi- 
poteca tácita en los bienes de su padre, según las antiguas 
disposiciones legales que regían en aquella época. Y por lo 
tanto, como el padre deudor no puede representar á su menor 
hija en la tercería de oposición que á nombre de ella debe de- 
ducirse, es evidente que debe nombrarse un tutor especial que 
la represente y con la intervención de este debe sustanciarse 
este juicio. 



Hatees Manco. 



Buenos Airea, Abril 4 de 1870. 
En conformidad á lo pedido por el defensor de menoreB en 
vista de foja sesenta y dos vuelta,. nómbrase tutor especial 
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de la menor D l María Sueldo al Dr. D. David Zavalía, co- 
metiéndose al actuario la diligencia de aceptación, repóngase 
el sello. 

Aibarracin. 

Falle úr la Huprcni» Vnrtr. 

Buenos Aires, Noviembre 28 de Í876 t 

Vistos : no importando el nombramiento de tutor especial 
dar por sentado el grave hecho denunciado por Don Gervasio 
Sueldo de pertenecer á su hija la cusa que hipotecó como suya; 
sino habilitar i dicha menor para deducir las acciones que so- 
bre esa finca pueda tener, se cují ti r mu el auto apelado de foja 
setenta y seis vuelta, satisfechas las costas y repuestos loa 
sellos» devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARBOS PAZOS.— J. D. GOnOSTlAGA* — 
I. DOMINGUEZ. — S. m. LASPIUR. 
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CAVIA CILII. 



Et Banco de Londres y Hiodela Mata contra D. José GareUt 
González por cobro de pesos. 



Sumario. — i» Toda letra de cambio debe ser pagada en l¡i 
moneda que ella indica, 6 en las monedas que tengan curso 
legal en el lugar del pago. 

2 o Nadie puede ser obligado á recibir en pago moneda pros- 
cripta de la circulación legal en la República. 



Caso. — D. José* García González, comerciante en el Rosario 
de Santa-Fé, se presentó ante el Juzgado de Sección, con fe- 
cha 14 de Junio del año 1876, esponiendo: Que teniendo que 
pagar dos letras de Aduana, vencidas en esa fecha- por valor 
de 922 ps. fts. 19 es. le habian sido presentadas por el Banco 
de Lóndres y Rio de la Plata y ofreció pagarlas, con arreglo al 
art. 12 de la ley de Aduana, en billetes metálicos de los Ban- 
cos Nacional y Provincial de Buenos Aires, como cobraba la 
Aduana. Que habiéndose negado el Banco de Lóndres á reci- 
bir el dinero» se veía en el caso de consignarlo judicialmente, 
de acuerdo con los arta. 948 y 95! del Código de Comercio. 

Pidió se aceptara la consignación y se notificara al Banco y 
al Administrador de Rentas. 
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El Juzgado mando depositar la suma consignada y hacer las 
notificaciones pedidas. 

En este estado, D. Antonio Lardiez, por el Banco de Londres 
y Bio de la Plata, acompañando las dos letras referidas con el 
correspondiente protesto, se presentó al Juzgado esponiendo 
que la oblación hecha no importaba el pago del valor de las le- 
tras porque no se había hecho en la especie estipulada en elhs 
einóen billetes fiduciarios que no son convertibles a la vista. 
— Que aun cuando la Aduana recibiese esas especies en pago 
de derechos, los actos de la Aduana en nada podían afectar los 
derechos de un tercero que por endoso hnbia adquirido la pro- 
piedad de una letra ;í la úrden, en cuyo caso el deudor no po- 
día oponer al tenedor ninguna de las cscepcíones que habría 
podido oponer personalmente al cedente. Que aun prescin- 
diendo de esto, si la Aduana recibía los billetes de los Bancos 
Nacional y Provincial de Buenos Aires, estaba faltando á la 
ley, art. 12 de la de 12 de Octubre de 1875, pues que esos bi- 
lletes no son convertibles á la vista. Que esa violación de la 
ley no puede afectar los derechos del Banco que se ampara 
en ella. 

En la misma fecha en que se notiíkaba á García González, 
este espnso que sobreviniendo dudas respecto á la validez de 
las monedas consignadas, á pesar de que las estaba Teeibiendo 
la Aduana, consignaba 1280 ?S 82 es, plata boliviana que hacían 
lc-e 922 $ 19 es. fuertes, importe de las letras, por el valor de 
plaza y fijado oficialmente en la tesorería de Aduana, esto es, 
de 72 es. fuertes por un peso boliviano. — Pidió se reemplaza- 
ra una consignación por otra y se le devolvieron los billetes 
consignados anteriormente. 

Con la prueba producida se dictó este. 
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F*ll« del Jan de Se«el*n. 

Rosario, Julio 31 de 1876. 

Víbíos y considerando i" : Que las letras de Aduana de f. 4 
y 5, protestadas, han sido j irados á pesos fuertes. 

2 o Que la consignación de su valor hecha por su aceptante 
García González ha sido efectuada en cuatros bolivianos, á ra- 
zón de setenta y dos centavos fuertes por peso.- 

3 o Que es de derecho que toda letra ó documento debe alio- 
narse en la moneda que espresa 6 su equivalente en otra que 
sea de curso legal donde haya de pagarse. 

4 o Que aun suponiendo que el tenedor ó descontado! de las 
letTas de Aduana, no tuviese contra el aceptante otros derechos 
que los que reglen las operaciones de esa repartición con loa 
comerciantes introductores, esas letras deberán pagarse A fuer- 
tes, en que están concebidas, y cuando mas, en otras monedas 
decurso legal. 

5* Que la ley nacional del i 2 de Octubre de 1875, que está 
vijente, y el decreto nacional reglamentario, complementario 
de ella, de 6 de Junio del corriente año, solo declaran como 
moneda boliviana de curso legal los pesos de cuatrocientos y de 
quinientos gramos r quedando espresamente desmonetizados los 
cuatro y Melgarajos. 

ft* Que aun cuando por conveniencias accidentales y tran- 
sitorios de la Aduana y del Comercio, ó por instrucciones íi 
órdenes particulares del Ministro de Hacienda, que han estado 
variando y contradiciéndose á cortos intervalos durante la pre- 
sente crisis, la Aduana hubiera deferido á recibir en pago de 
derechos cuatro bolivianos, proscritos por la Ley, á razón de 
setenta y dos centavos fuertes al peso, tales procedimientos no 
eran autorizados por dicha ley, que ordena que ese pago se ha 
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de hacer en moneda metálica de curso legal ó en los billete» 
banearios que determina, mientras ellos sean convertibles a 
la vista. • 

7 o Que tampoco es razón legal para obligar al tenedor y des- 
contador de las letras á fuertes, á que reciba en cuatros boli- 
vianos, y lo que es mas, al cambio que la Aduana tenga á bien 
fijarles, el que ese descontador algunas veces voluntariamente 
hubiese aceptado el pago en esa moneda ilegal á algún deudor 6 
aceptante ; pues un at to voluntario respecto de una ó mas per* 
sonas, no importa una obligación permanente respecto de todos. 

8 o Que seTia una doctrina inaceptable por ser injusta, que 
el descontador de una letra íí fuertes, estuviese obligado á las 
oscilaciones y depreciones de valores que la Administración de 
Aduana tuviese á bien imprimirles en lo futuro, por cuales- 
quiera razones qne le fuesen peculiares, apartándose de la Ley 
que por su carácter de fijeza dio base y debe rejir las operacio- 
nes en su jtrincipio y en sus consecuencias: pues tal doctrina 
podria importar un menoscabo en grande escala de nn derecho 
bien establecido. 

9° Que si por la ley de Aduana los introductoras pneden pa- 
gar sus impuestos en moneda boliviana al corriente en plaza 
con relación al fuerte, la ley de 1875, posterior á aquella, y el 
Decreto complementario de la misma, han determinado cuales 
son esas monedas bolivianas que deben ser aceptadas, proscri- 
biendo terminantemente los cuatros en que ha Bido hecha la 
consignación, razón por la cual tampoco puede invocarse para 
sostenerla, lo dispuesto por el Código Civil y el de Comercio, 
pues estas invocaciones hubieran sido eficaces solo en el cafo 
de que la especie consignada fuese de curzo legal, aun cuando 
no fuera oro, ni los pesos fuertes en que están concebidas las 
letras, 

10. Qne si todas estas consideraciones y otras análogas que 
pudieran aducirse, fueran bastantes paTa declarar mal hecha 
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la consignación en cuatros bolivianos, consta sin embargo por 
el uniforme del Sr. Administrador de Aduana de f . 35 vta : 
c Que esa administración de acuerdo con el Gerente del Banco 
de LóndrcsD. Luis Behn, fijó el diez de Juuio en la tablilla 
de la Aduana el aviso que rige basta hoy (Julio 3.) * El cual 
dice: * En virtud de Orden Superior, desde la fecha y hasta 
nueva disposición, la aduana recibirá en pago de derechos los 
cuatros bolivianos proscritos de la circulación legal on la Re- 
pública por el Superior" Decreto fecha seis del corriente, ai 
tipo áe setenta y dos centavos fuertes por peso boliviano, ó sean 
treinta y seis centavos fuertes por cada cuatro, 

11. Que en virtud de dicho acuerdo, el Gerente tenedor de 
las letras, renunció de una manera pública y voluntaria, el 
derecho espedito que en otro caso habTia tenido al cobro de 
las letras de aduana á fuertes 6 á su equivalente en moneda de 
curso legal: pues ese acuerdo no tiene otra esplicacton posi- 
ble, que la obligación de subordinarse mientras él subsista, á 
recibir en pago los cuatros bolivianos á este tipo de setenta y 
dos centavos fueTtes por peso, sea cual fuese el corriente en 
Plaza, siendo de advertir que ese acuerdo, fué celebrado en 
fecha diez de Junio, venciéndose las letras el diez y seis del 
mismo, cuando aun 'jubsistia : sin que el Gerente hubiera in- 
tentado probar que hubiese caducado antes del vencimiento. 

i 2. Que habiendo sido sustituida en cuatros bolivianos la 
primitiva consignación en billetes metálicos del Banco Nacio- 
nal y Provincial de Buenos Aires, se hace ya innecesario de- 
tenerse á considerar con mayor detalle lo relativo A esas mo- 
nedas ; siéndoles no obstante aplicable, algunos de las prece- 
dentes consideraciones. Por estos fundamentos, declarándose 
bien hecha la consignación en cuatros bolivianos ^c las letras 
protestadas que motivan este juicio: No ha lugar á la ejecu- 
ción, con costas al ejecutante — Repónganse los sellos. 

Fenelon Zuviria. 
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Habiendo apelado el Banco Be dictó este. 

Fall* ** la luprnnn Corle. 

Birtno* Aires, Noviembre 30 de 1970. 

Vistos y considerando : 

Primero. Que toda letra de cambió, debe ¡ser pagada en 1a 
moneda que ella indica, ó eit las monedas que tengan curso 
legal en el lugar del pago j conforme á lo dispuesto por los ar- 
tículos ochocientos sesenta y uno del Código de Comercio, y cua- 
renta y seis del Código Civil, titulo Ife las obligaciones de dar ; 

Segundo. Que las letras de aduana de fojas 4 y 6, giradas 
con fecha quince de Febrero último y á cuatro meses de plazo, 
por el administrador de Rentas Nacionales del Rosario, y acep- 
tadas de mancomún et insolidvm por los Señores José García 
González, Bastarrica y Rodríguez, las cuales fueron descon- 
tadas al Banco de Lóudresy Rio de la Plata, mediante el endoso 
en blanco que llevan de dicho Administrador, proceden de dere- 
chos adeudados por liquidación de permisos, y designan quo 
las cantidades que deben pagarse son en pesos fuertes ; 

Tercero. Que vencido el plazo de las letras, y no habiendo 
sido pagadas por el deudoT, ni sus fiadores, las protestó en de- 
bida forma el descontador ó tenedor de ellas, y las presentó el 
mismo dia á la Aduana que las descontó, para ser cubierto de 
su importe y gastos de protesta, con arreglo á lo proscripto 
en el artículo ciento setenta y cuatro de las Ordenanzas do 
Aduana i 

Cuarto. Que no habiendo la Administración de Rentas Na- 
cionales cubierto á la vista el importe de dichas letTas y gas- 
tos de protesta, como lo manda el aTtícnlo ciento setenta y seis 
de las mismas Ordenanzas, el tenedor de ellas las protestó 
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también contra la Aduana, salvando así sus derechos contra al 
Fisco; 

Quinto. Que aunque la Administración de Rentas del Rosa- 
rio, so obligó por aviso público al comcTcio, é invocando or- 
den superior, á recibir en papo de derechos de aduana la mo- 
neda de cuatros bolivianos al tipo de treinta y seis centavos 
fuertes por cada cuatro — sin embargo, no resulta ] 'obado en 
autos, que el Gerente del Banco de landres y Rio de la Plata 
hubiese contraído igual compromiso, ni con la Aduana, ni con 
persona alguna, pues del informe del Administrador do Rentas 
á que se refiere el Juez de Sección, no resulta que hubiese media- 
do convenio alguno al respecto ; ademas de que nadie podía ser 
obligado A recibir cuatros bolivianos en pago desús créditos, 
desde que ellos habian sido desmonetizados y proscriptos de la 
circulación legal en la República, por decreto del Poder Ejecu- 
tivo Nacional, fecha seis de Julio último. 

Por estos motivos se moca la sentencia apelada de foja 
cuarenta y dos, y se declara ilegal la consignación que por 
depósito judicial ha hecho Don José García González, & cuyo 
cargo serán las costas conforme á la ley. Satisfechas que 
sean estas y repuestos los sellos, devuélvase en consecuen- 
cia los autos, para que se lleve adelante la ejecución. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J. B. GOROST1ACA. 
— J. DOMINGUEZ. — S. M. LASPIUR. 
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CAUSA CL 



D. Mcacio Úrono contra Aldao y Cullen, sobre arbitramientos 

Sumario. — Estando ejecutoriada una resolución en que sa 
declara que el asunto debe ser decidido por jueces arbitra- 
doTes, y caducada la jurisdicción de los nombrados, deben ser 
nombrados nuevos jueces. 

Caso. — Pronunciado el fallo de la Suprema Córte de fecha 
de Junio de Í876 (i) y devueltos los autos, el Juez con- 
vocó a las partes á juicio verbal para que procedieran al nom- 
bramiento <Le los árbitros, según el fallo de la Suprema 

Cúrte. 

La discusión del incidente esta esplicado en el 
VmUm del Jaei *« «eeelM. 

Rostió, Julio 94 de 1876. 

Vistos y considerando : i° Que el incidente suscitado veTsa 
tan solo sobre la interpretación que debe darse a la cláusula 

(I) V¿«* aun ÜUtV, Ten» 8-, páf. W * 
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bajo nueva escritura de compromiso que la Suprema Córte 
agregó al confirmar por sus fundamentos el anta apelado de 
f. 53 ; 2 o Que apenas puede concebirse que el represen- 
tante de Oro ño pretenda que esa cláusula de un sentido tan 
claro como recto, y referente tan solo, como lo espresa, á U 
ouera escritura de compromiso que indefectiblemente deben 
hacer las partes para cumplir la transacción que celebraron á 
fs. 40 y 41, importa la destrucción total y oficiosa de esta tran- 
sacción que está en todo su vigor, mientras de común consen- 
timiento no se destruya; aniquilamiento total que no ha 
estado ni podido estar en la mente de este Juzgado al resolver 
que las partes comparezcan á nombrar los arbitros peritos que 
habían de llevar á cabo esa misma transacción, según ella tam- 
bién lo establece, ni pudo tampoco tal cosa caber en la mente 
de la Suprema Córte, desde que confirmaba por sus fundamen- 
tos este auto ; añadiendo tan solo, lo que precisamente era 
indispensable para que se cumpliese ese pacto que se pretende 
ha querido destruir, atribuyéndole así una singular é ina- 
plicable contradicción en el mismo auto confirmatorio; 3° Que 
tan natural y justa es la cláusula añadida para que se llevase 
á termino la transacción, como que se había vencido excesiva- 
mente el tiempo en que los árbitros liquidadores debían ha- 
berse espedido; habiendo también antes de hacerlo muerto 
uno de ellos y renunciado el otro; lo que hacia indispensable 
una nueva escritura de compromiso para salvar esos acciden- 
tes y llevar á cabo la transacción qne era un hecho inmutable, 
mientras no lo alterase un común consentimiento; 4° Que 
sostener lo contrarío, es confundir, por otra parte, el acto 
jurídico bilateral con la escritura en que conste ; el instru- 
mento con el derecho ; el continente con el contenido; 5* 
Que la transacción debe permanecer incólume y firme en to- 
das y cada una de sus partes, pues que una sola de sus cláu- 
sulas que se anulase, traería consigo, según derecho, la nuli- 
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lidad de toda ella ; lo que no se ha resuelto ni por este Tribu- 
nal, ni por la Suprema Corte, que léjos de esto, ordena lo 
necesario para su perfecta observancia. 

Tur estos fundamentos se declara : Que en la nueva es- 
critura de compromiso que se otorgue, debe subsistir en to- 
das sus partes la transacción celebrada corriente á f . 40 vil; 
con las costas del incidente ú la parte que lo ha promovido. 
Repónganse los sellos, e. r. pretenda, vale. 

Fenelon Zuviria. 
Falla ae I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1876. 

Vistos y considerando: Primero. — Que habiendo Don Ni- 
colás Oroño reconocido á foja treinta y ocho, á Don Camilo 
Aldao en representación de los señores < Aldao y Cullen, > 
como parte demandada en esta causa, el artículo que sobre 
este punto se promovió, quedó definitivamente terminado ; 

Segunda. — Que están ejecutoriadas las resoluciones que 
prescriben, que las cuestiones sociales que entre ellas se han 
suscitado deben decidirse por jueces arbitradores, conforme á 
la ley; 

Tercero. — Que el compromiso de foja cincuenta y siete, 
quedó sin efecto por el trascurso del término señalado, y por 
voluntad de las partes, según consta de los escritos de fojas 
cincuenta y cincuenta y dos ; 

Por estos motivos, se revoca el auto apelado de foja no- 
venta y seis, y se declara que la nueva escritura de compro- 
miso que se ha mandado otorgar, debe ser bajo las bases que 
las partes convengan nuevamente, ó que se fijen con arreglo á 
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derecho. Satisfechas en consecuencia las costas de esta ins- 
tancia, y repuestos los sellos devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GO ROSTIA - 
GA.—J. DOMINGUEZ. 



CAUSA €LI 



B. Estrato» Juárez contra D. Juan Yicentirii, sobre cobro 

ejecutivo de pesos. 



Sumario. — La escepcion de compensación en juicio ejecu- 
tivo no es admisible si no consiste en cantidad líquida y exi- 
gióle. 

Coío. — D. Estraton Juárez ejecutó á D. Juan Vícentini 
por un pagaré reconocido de 280 3 bolivianos. 

Yicentini, alegando que Juárez era su habilitado, j le habia 
dado ese pagaré por arreglo de cuentas» quedando á su favor los 
créditos de la Sociedad, de los que algunos resultaron ser ima- 
ginarios, dijo que el crédito de Juárez no existia, y en todo 
caso debia ser compensado con los (..¿ditos ficticios que habían 
servido de base al arreglo. 
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No habiendo conseguido con esta esposicion parar la ejecu- 
ción, man ¡fes tú que renunciaba los términos y pedia el término 
del encargado para probar bus escepciones, a lo que el Juez 
defirió. 

Fall* del Suim Se«l»n*l 

■ 

Tucutuan, Julio í* de 1876, 

Vistos estos autos, de una parte 1>. Estraton Juárez, y de 
la otra D* Juan Víccutiui, cobrando el primero ejecutivamente 
al segundo cantidad de pesos en virtud del documento debida- 
mente reconocido de f, 2 y considerando: i' J Que la escepcion 
formalizada por el ejecutante, de haber el ejecutado opuesto 
sus oscepcionos, fuera del término desiguado por el artículo 
268 de la Ley Nacional de Procedimientos, no debe ser atendi- 
da, por cuanto dicha disposición ul prescribir, que aquellas se 
opongan dentro de los primeros tres dias siguientes i la cita- 
ción de Témate es con el deliberado fin de que el actor ejecu- 
tante conozca á su vez con la conveniente oportunidad, cuáles 
son esas escepciones por las quo en el limitado término del 
encargado se trata de parar los efectos de la ejecución, y pueda 
hacer sus defensas, con cuyo objeto la misma Ley Nacional 
hace común el término probatorio entre ambos interesados; 

3° Que aun cuando D. Juan Vicentini, ha cometido una 
irregularidad al haberse anticipado en oponer sus escepciones, 
no ha transgredido con este procedimiento el espíritu de 
aquella legal disposición, puesto que mas bien ha constituido 
una ventaja para el ejecutante, haciéndole saber con mas anti- 
cipación, cuales eran esas escepciones para que pudiera mejor 
preparar su defensa. 

3° Que no obstante todo lo anteriormente espuesto, bajo 

T. IX. 21 
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ningún sentido, han podido aprovechar al espresado I), Juan 
Vioentíni sus escepciones opuestas, para evitar el pago e jecu- 
tivo del crédito que se persigue en el presente juicio, puesto 
que las pruebas presentadas en estos autos en apoyo de aque- 
llas, solo podrían ser consideradas por cuerda separada y en 
otro competente juicio; no siendo posible ni legal establecer, 
como se pretende de su parte, ninguna compensación, entre una 
deuda líquida y reconocida como es la que arroja el menciona- 
do documento de f. 2, con otra ilíquida é indeterminada según 
aparece de lo alegado durante el término preciso de la Ley 2G, 
título 14, partida 5 a , y que por consiguiente esas escepciones 
no son de aquellas que por su naturaleza, son las únicas admi- 
sibles en los juicios como el presente, según lo tienen estable- 
cido el artículo 270 de la Ley Nacional de Procedimientos. 

Por tales fundamentos y consideraciones: tallo, que debo 
ordenar por sentencia definitiva, y como de facto órdeno: Que 
se haga con las debidas formalidades, {ranee y remate de los 
bienes raices embargados al ejecutado, y que constan de las 
diligencias judirialcs de f. 27, con costas, pero de las que 
tuvieran relación únicamente con el juicio ejecutivo, y no con 
las causadas por el artículo promovido por D. Estraton Juárez, 
sobre estemporaneidad en las escepciones opuestas por el eje- 
cutado, y de que ya en algunos de los considerandos anteriores 
se ha hecho mención. Hágase saber y repóngase el sello. 

Agustín Justo de la Vega. 

Falle de 1» ftuprcM* Cferte 

UuonrtB Aires, Diciembre 3 Je 1876. 
Vistos: por sus fundamentos se couOrma con costas el auto 
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apelado de foja sesenta y siete vuelta; satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PA20S. — J. B. GOROSTIAGA. 
_J. DOMINGUEZ.— S. H. LASPIUR. 



CAVIA CLII. 



/). José Lavarelh, contra h. Tomás Pietrancra 
y & Angel fítrno, por daños y perjuicios ; sobre exoneración 

ttc ia demanda. 



Sumariólo pagándose por una de las paites las costas 
all e le corresponden antes de dictarse la sentencia definitiva, 
lo que corresponde es pedir el mandamiento de pago, y no 
la exoneración de la demanda, 

Caso _En la demanda seguida por D. José Lavarello, contra 
D Tomás Pietranera y D, Angel Basso por daños y perjuicios 
procedentes de falta de cumplimiento de un contrato de so- 
ciedad, el Juez de Sección llamó autos para definitiva, tasadas 
y satisf echas las costas. 

* La parte de Lavarello no pagü las cortas que le corres- 
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ponditn, y la contraria pidió se le intimara el pago bajo 
apercibimiento. 
£1 Jnex accedió, 

Lavarello no hizo el pago, y la contraparte pidió se le ex- 
onerara do la demanda, haciéndose efectivo el apercibimiento. 

Falle del Jeei B>e«lea*l. 

Buenos Aires, Julio 27 de 1876. 
Pida lo que corresponda y se proveerá. 

Albarracin* 

Apelado este auto, La?arello hizo el pago. 

Eelle de le ftnprem* Certe. 

Buenos Aires. Diciembre 9 de 1876. 

Vistos: resultando que lo pedido á foja doscientos treinta 
y cinco no era lo que correspondía al estado de la causa, 
sinó el mandamiento para el pago; y que este ha sido hecho 
ya según lo manifiesta la parte de Lavarello y no lo niega 
la de Pietranera; devuélvanse para que se Heve adelante el 
procedimiento, satisfechas que sean las costas y repuestos los 
sellos. 

JOSÉ HA II ROS PAZOS. — J. B. GOROSTMGA. 
— J. DOMISGUEZ. — S. H. LASPIUH. 



r 



CAUSA CLIII. 



/í. Prudencio Itodriguez, contra los Sres. Dias, Hamirex 
y £>, ¿oiré indemnización de daños y perjuicios 
procedentes de calumnia* 



Sumario, — La acción civil por daños y perjuicios proce- 
dentes do acusación calumniosa es independiente de la cri- 
minal, y el que se dice calumniado puede deducirla ante su 
propio Juez. 

Caso.— D. Prudencio Rodríguez espuso que los Sres. Díaz 
Ramírez y C* lo habían acusado por hurto, habiéndole causado 
su prisión y un juicio criminal, del que fué absuelto en I ■ 
y 2* instancia perjuicios de consideración; que resultando de 
estos juicios lo calumnioso de la acusación, los demandaba 
por acción civil de daños y perjuicios ante el Juzgado Federal 
por ser español el actor y argentinos los demandados. 

Falto del Juez *eeel*nal 

Buenos Aires, Setiembre 28 de 1875. 
Resultando que la acción deducida es por el delito de ca- 
lumnia, que no aparece probada por sentencia; y estando la 
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jurisdicción criminé cwilíada á otros juzgados, ocurra esta 
parte donde corresponda. 

Álbarraein. 

Bodriguez, con las copias de las sentencias del juicio cri- 
minal, pidió revocatoria. 



AUTO DEL JUEZ SECCIONAL 

Bueno» Aire*, Enero 20 de 1876. 

Resultando que de las copias de sentencias acompañadas cons- 
ta solo que el demandante fué absuelto; pero de ninguna que 
los demandados fueron condenados por el delito de calumnia, 
de que se hace nacer la acción que se deduce; se confirma el auto 
de 28 de Setiembre del año anterior, repónganse los sellos. 

Albarraein. 

\ 

VISTA DEL PROCURADOR JEttERAL 

i 

Supremo Cofte : 

Bueno» Aires, Junio 12 de 1976. 

Una acción civil, como la presente, por daños y perjuicios* 
procedentes de acusación calumniosa, no ha podido rechazarse 
tn ¿mine, por estar «la jurisdicción eriminal confiada i oItos 
jueces», como dicen los autos reclamados. 

Siendo esta acción independiente de la criminal y resultado 
de ella, el que se dice calumniado ha tenido el derecho de 
ocurrir á su Juez propio por la indemnización. 
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Sea cual fuere, pues, la justicia de la acción, los autos que 
le niegan entrada son injustos, y deben ser revocados, des- 
viándose el espediente para la resolución que sobre ello cor- 
responda. 

C. Tejedor. 



rallo de 1» Suprema lorie 



Buenos Aires, Diciembre 2 de 1870 

■ 

Vistos: de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
Señor Procurador General en su precedente vista, se revocan 
los autos apelados de fojas seis y veinte y tres; satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — i. B. GO- 
KOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
S. M. LASPIUU. 
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CAUSA €LH. 



/toííaraco ¿ Aya* con/ra UTHam y Cichero, por cobro 

de pesos. 



Sumario.— i" Para que queden estinguidos los privilegios 
especificado en el Código de Comercio, artículos 1,021 i 1,903 
es necesario que el buque rendido baya navegado bajo el nom- 
bre y por cuenta del nuevo propietario, durante sesenta días 
contados desde la salida del puerto. 

2° El movimiento de un buque hasta la Caual del Estertor 
y el Tigre no es salida del puerto de Buenos Aires. 

Cíwo.*— D. José Badar acó é hijos sucesores de 3 usé Badaraco, 
se presentaron ante el Juez de Sección esponiendo: que en una 
cuestión que habían seguido contra Badaraco y Delacasa, por 
cobro de pesos provenientes de suministros hechos para la cons- 
trucción de dos buques, Fiume di Hecco y el otro sin nombre 
los demandados fueron condenados ha abonar la cantidad de 
137,507 m/c. con el privilegio acordado en el artículo 
del Código de Comercio. Que créditos de esta naturaleza sub- 
sisten contra el buque aun cuando se haya Tendido, art. 1,020 
pasando la responsabilidad al comprador, aun después de 
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sesenta días siempre que el acreedor haya hecho ta correspon- 
diente protesta (art. 1024.) Que habiendo William y Cichero 
comprado el buque pequeño que les había sido vendido con el 
nombre de Eneas, entablaban contra ellos formal demanda por 
la cantidad do 50,386 & m/o. pues que habían protestado en 
tiempo según consta en et correspondiente instrumento otorgado 
en la Escribanía de Marina y notificado i los compradores. 

La protesta aparece hecha el 2G de Enero de 1872, espre- 
sándose en ella que el casco sin nombre había sido vendido á 
William y Cichero el 12 de Diciembre de 1871. 

El escribano de Marina espresa haber notificado á William 
y Gicheto el 29 de Enero; pero la lirma de estos no aparece en 
la diligencia ni la de testigos en su defecto. 

Corrido traslado, William y Cichero contestaron: que no co- 
nocían ni se presentaba la sentencia invocada en la demanda, 
por lo que se reservaban apreciarla en la oportunidad ; que no 
habiendo sido parte on el juicio anterior, no podia invocarse 
contra ellos la sentencia recaída en él; que muchas de las parti- 
das de la cuenta acompañada, no están comprendidas en las 
privilejiadas por la legislación Comercial. Que suponiendo 
exacta la cuenta, estaba prescripta porque el buque había 
navegando mas de cuatro meses bajo el nombre del esponente y 
] or cuenta de Kerra y C-, a quien se lo habían vendido con- 
dicionalinente (art. 1024 del Código de Comercio). Que la pro- 
testa que se dice formulada el 26 de Enero, no puede perjudi- 
carles por no haberles sido notificada personalmente ni por edic- 
los (art. 1010), ni aun como lo prescribe el título 9 a de la ley 
de Procedimientos Nacionales, para las notificaciones ordina- 
rias.Que suponiendo válida la protesta, ella no tendría mas efec- 
to que suspender la prescripción establecí la por el artículo 1024, 
la que empezaría á correr nuevamente, desde la intimación, y 
que habria vencido nuevamente no habiendo sido interrumpida 
por segunda vez, 

T. IX. .-).! 
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Pidieron Be rechaiara la demanda con espresa condenación 
en costas. * 

En seguida se. puso la cansa á prueba á fin de acreditar la 
excepción de prescripción opuesta por los demandados, y si la 
protesta les fué notificada. 

Con la prueba producida se dictó este : 



Vistos: los autos seguidos por los Srcs Badaraco é hijos 
contra Williamy Cioheros por cobro de cantidades sumnistra- 
das para la construcción del boque * Eneas» y de las que re- 
sulta lo siguiente: 

' 1« Que en i 870 la sociedad de Badaraco y Lacasa, arma- 
dores, suministraron los materiales para la construcción de dos * 
buques, uno denominado * Fiume di Becco » y otro sin nombre 
todavía. 

S° Que por sentencias ejecutoriadas se mandó pagar á di- 
chos armadores, y por la causa enunciada, la cantidad de 
ciento treinta y siete mil quinientos pesos m/c. de los cuales 
correspondía al buque chico la cantidad de cincuenta mil tres- 
cientos ochenta y seis pesos moneda corriente, según consta 
de la cuenta de f. 4, que contiene el detalle de las suministra- 
ciones hechas al último. 

3 o Que en iS de Diciembre de 1871 los señores Badaraco y 
Lacassa vendieron dicho buque chico á William y Cichero, 
quienes lo armaron y pusieron en estado de navegr-r. 

4° Que en 36 de Enero de 1872 Badaraco é hijo protesta- 
ron de la venta efectuada a William y Cichero a consecuencia 
de hallarse impagos de los anticipos, según el instrumento 




Buenos Aires, Miyo30de 1876. 
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de f. 4, redactado sin testigos, no suscrito por los protestados 
sin que Las notificaciones hayan sido personales. 

5° Que en doce de Diciembre de f 871 , matriculado el buque 
■ Eneas » principió á navegar (cert. de f. 88) hasta el 19 de 
Mayo de 1873» fecha en que fué embargado como se lee en el 
certiñdo de f. 51 vuelta. 

6° Que en 29 de Octubre de 1872 fué rendido el buque 
* Eneas * á Don Salvador Serra como se vé i f, 3 del espediente, 
habiendo cambiado de dueño por segunda vez. 

7° Que con estos antecedentes los señores Badaracoé hijos 
pusieron la demanda de f. 1 contra él y espusieron que el buque 
c Eneas » les adeudaba la cantidad de cincuenta mil trescientos 
ochenta y seis pesos m e. por suministros hechos para su cons- 
trucción, cuya cantidad gosa de privilegio sobre el buque: que 
Vi-nd ido este por BaUaraco y Lacasa en 12 de Diciembre de 1871, 
los demandantes protestaron en 26 de Enero de 1872, es decir 
dentro de los 60 dias que señala el artículo 1021 del Código de 
Comercio desde que hubiera principiado ú navegar el buque; 
que habiendo cumplido con las condiciones de la lev, solicita 
qne William y Cichero les pague la cantidad espresada, con 
costas. 

8 o Que los demandados contestan que la acción que se de- 
duce está prescripta, porque el buque ha navegado mas de dos 
meses después de la protesta ; que el efecto que esta produce 
es interrumpir la prescripción que continúa después de la fe- 
cha deHnstrumento t extinguiendo los privilegios del artículo 
1024 las circunstancias de navegar después de ella mas de se- 
senta dias; qae aunque así no fuera, es ilegal no habiéndoseles 
intimado personalmente como lo prescribe el artículo 1010 del 
Código de Comercio concluyendo por pedir su absoluciou con 
costas. ■ 

9° Que la causa so recibió á prueba á L 21 vuelta para 
acreditar laescepcion de prescripción, riudiiudose por el de- 
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mandante : I* La testimonial que corre de f. 55 vuelta a f. 59; 
2 o Las posiciones de f. 47 y 3" la instrumental de f. 41 
vuelta, 64 vuelta, 86, 87, 88, 93 y 101;— y por loa demandados, 
I a la testimonial de f. 31 á fs. 36, 38 y 44 ¡ 2 o los certificados 
de f« t 51 y 52. 

Considerando: I o Que con los certificados de f, 88 y 52 
se comprueba que el buque tEneas» ha principiado á navegar 
el 12 de Diciembre de 1871, continuando hasta el 19 de Mayo de 
1873, época en fué embargado á nouibTe y por cuenta de Wl- 
Uiam y Cichero ; 

2 o Que ya sea que se considere que la protesta de que habla 
el artículo 1024, debe ser judicial 6 se admita la protesta ante 
el Escribano de Marina, como lo pretende el actor, es fuera de 
duda que el término acordado á beneficio del acreedor del bu- 
que, para conservar su crédito contra el nuevo dueño del bu- 
que no puede considerarse sino como el término de una pres- 
cripción especial de corto tiempo, que debe ser interrumpida 
por dicha protesta. 

3° Que por las razones mismas que autorizaron esa limita- 
ción temporal á los derechos del comprador de un buque, que 
es hacer que su dominio perfecto no quedase indefinidamente 
en suspenso, como por el principio, sancionado por los Códigos 
Civil y de Comercio, de que la interrupción á la prescripción por 
la demanda cesa, desde que se deja de obrar en persecución 
de esa demanda, se deduce que la protesta para conservar los 
derechos de Badaraco ha debido ejercitarse como acción en 
los mismos 60 días que acuerda el artículo 1024 para la pres- 
cripción del privilegio, y en el caso ocurrente, se han vencido 
con exceso los 00 dias, después de la protesta, sin ejercitar la 
acción. 

4 a Que aun aceptando que la protesta de f. 14 hecha solamente 
ante el Escribano de Marina, sea bastante para los efectos del 
articulo 1,024, dicho instrumento como escritura pública debió 

4 
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revestir las solemnidades proscriptas por el artículo 8 del tí- 
tulo de las escrituras públicas del Código Civil, bajo pena de 
nulidad, y en dicha protesta se ha omitida la atestación de tes- 
tigos proscripta para dicho artículo. 

5 d Que suponiendo válido el intruineuto no so ha hecho su 
notificación en la fomia proscripta en el art. 1010, inciso 3", 
Código do Comercio, ni so ha practicado en la forma ordenada 
en el artículo 02 de la ley do enjuiciamiento, sin que sea acep- 
table que esta forma no es obligatoria par.i el Escribano do 
.Marina; desde que es una escribanía nacional y sus procedí* 
mientas deben ser ajustados á la mencionada ley, lo que hace 
que dicha notificación no pueda producir los efectos de artículo 
1024. 

Por estas consideraciones fallo absolviendo á Wiltiani y Ci- 
chero de la demanda interpuesta por Badaraco é hijos siu cos- 
ía. Repónganse los sellos y notifique se con el original. 

Isidoro Atbarracin. 
La parte de Badaraco é hijos apeló. 

Falla ém la Suprema Corte. 

Buenos Aires, Diciembre 2 de 1876. 

Vistos: considerando que el conforme de la Capitanía del 
Tuerto, fecha Octubre diez de mil ochocientos setenta y tres 
corriente á foja ochenta y ocho, en que se dice que el Pailabot 
i Eneas > fué matriculado en doce de Diciembre de mil ocho- 
cientos setenta y uno, y desde esa fecha navega por cuenta de 
\UUiam y Cichero, aparece en contradicción en su último 
parte con el de foja cincuenta y dos, espedido por el mismo 
departamento en diez y seis de Mayo del mismo aiío setenta 
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y tres, j según el cual dicho baque empezó A navegar en veinte 
de Noviembre de mil ochooiento setenta y dos; que aun cuando 
esto esta de acuerdo con lo que pretenden y afirman los inte - 
resados, no puede merecer entero crédito, por ser la fecha indi- 
cada anterior á la de la patente de navegación que corre í 
foja veinte y tres, y no poder navegar ningún buque sin esa 
patente, según informa la misma Capitanía i foja noventa y 
cuatro; que de Ja dilijencia practicada ante esta Corte en 
veinte J cuatro de Octubre, resulta ademas que la navegación 
de que han hecho mérito Williams y Cichero consiste en la 
salida del buque del punto en que fué armado hasta el Tigra 
y la canal estertor, sin haber salido nunca del puerto; que por 
consiguiente, aunque que se considere ineficaz por defectos de 
forma, la protesta hecha por Badaraco eu Enero de mil ocho- 
cientos setenta y dos (foja catorce) sor i a inaplicable el arti- 
cule mil veinte y cuatro del Código de Comercio, por cuya 
disposición es necesario para que queden estingnidos los privi- 
legios especificados en los artículos precedentes, que el buque 
vendido haya navegado bajo el nombre y por cuenta del nuevo 
propietario, durante sesenta días contado* dssde su salida del 
puerto; por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada y 
se declara que el Pailabot c Lneas > está sujeto á la res posa* 
bilidad del crédito reclamado. Satisfechas que sean las costas 
y repuestos los Bellos devuélvanse los autos. 

JOSÉ BA Hito* PAZOS. — J. R. GO- 
nOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
S. N. LASPILIÍ. 

A solicitud de Badaraco é hijo se dictó la siguiente: 
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ACLABACIOII 

Buenos Aires, Diciembre 5 de 1#76, 

Declárese que en el crédito reclamado deben comprenderse los 
intereses & estilo del Banco de la Provincia desde la notificación 
de la demanda. 

JOSE PARAOS PAZOS. — J.D. G O HOSTIA G A . — 
J. DOMINGUEZ. — S. H. LASP1UR. 



CAUSA CJLY. 



El Fisco Racional contra A. Devoto y hermanos, sobre comiso. 



Sumario. — Los efectos que se trasborden sin intervención 
del Resguardo, si constan en el manifiesto del buque, pagan 
derechos como introducidos á plaza. 



Cato*— Dictado el fallo de la Suprema Corte de 15 Febrero 
de 187G, el Juez de Sección después de oídos á los Sres. Üe- 



, . v- . 
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voto hermanos, j recibidas las pruebas respecto á la presen- 
tación del permiso de trasbordo é intervención del 
do t dictó el siguiente 



F»ll» del Jupz Seeelonnl. 



Buenos Aires, .Setiembre 15 Je 1876. 

Y Vistos estos autos seguidos contra los Sres, Devoto 
Hermanos por contrabando, cometido en el trasbordo de la 
barca «Iris» a la goleta < Angel i ta » efectuado sin la corres- 
pondiente intervención del Resguardo y considerando: 1" 
Que el parte del Oficial de Bahía D, Orosimbo Peroz a* foja 
dos y noti6cado á foja once establece que el permiso de tras- 
bordo, rejistro ciento noventa y seis, fué presentado á aque- 
lla oficina el veinte y cuatro de Mayo del año próximo pasado. 

2 o Que este hecho se halla corroborado por la diligencia 
do foja treinta, como resultado de la inspección del libro de 
recibos de la oficina de Bahía. 

3" Que contra esta prueba fehaciente los Sres. Devoto Her- 
manos han presentado las declaraciones de los testigos U di- 
sario Ponce de León» foja sesenta y nueve, y Santiago Rosendo, 
foja setenta, para establecer que dicho permiso fué presenta- 
do el veinte y dos á última hora y las de Santos Rosetti, foja 
setenta y dos, Antonio Oasso, setenta y tres vuelta, Bartolo 
Parody, foja setenta y cuatro vuelta, para establecer que la 
goleta efectuó el trasbordo el dia veinte y tres por la ma- 
ñana. 

4° Que aun en el ca¿o de que esta prueba pudiese destruir 
la que resulta de la inspección de los libros de la oficina de 
Babia, quedaría siempre en pié contra los Sres. Devoto Her- 
manos el hecho de haber efectuado el trasbordo sin la inter- 
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vención del Reaguardo; estando probado por los informes 
l itados del oficial de Bahía y declaración, á foja catorce vuelta, 
del empleado D. José Benito Astorga, que el Resguardo re- 
cien procedió á la visita de la goleta * Angelita > el dia veinte 
y cuatro, es decir, un dia depues de efectuado el trasbordo. 

Por estos fundamentos y de acuerdo A los artículos noven- 
ta y nueve, novecientos noventa, y novecientos ochenta y siete 
de las ordenanzas de Aduana se condena 4 los Krcs. Devoto 
Hermanos al pago de los derechos correspondientes á las dos- 
cientas bolsas de harina trasbordadas sin la correspondiente 
intervención del Resguardo y cuyos derechos deberán ser li- 
quidados previamente por la Aduana y las costas del juicio. 
Repónganse los sellos y hágase saber. 

Andrés I (jar riza. 

Apelada esta sentencia por parte del Procurador Fiscal por 
no haberse impuesto la pena de comiso ó del p;igo de derechos 
dobles, y por la de Devoto por no habérseles absuelto de toda 
pena, se dictó el siguiente 

■ 

Falla a> 1» Nupr+ma « orle 

4 

Buenos Aires, Diciembre 5 de 1876. 

Vistos : por sus fundamentos y de conformidad con lo pedido 
por el Señor Procurador General en su precedente vista, se 
confirma el auto apelado de foja noventa y Guatro ; satisfechas 
las coatas y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GO HOSTIA - 
GA. — J. DOMUSCUEZ. 



I 



FALLOS M LA SUPREMA CORTE 



CAUSA CIiVI. 



D. Bautista tleati. contra Matii y Piera, por cobro de pesos. 
Incidente promovido por sobre embargo de un buque. 



Sumario. — Be supone la propiedad de un buque en quien 
tiene títulos de tal, y lo posee y administra. 

Coto* — D< Bautista Reali, inició una ejecución contra Mattí 
y Fiera, por la suma de 326 g fts. que le adeudaban por suel- 
dos como comisario del vapor < General N azar ». 

Habiendo los ejecutados, al notificárseles el mandamiento 
de ejecución, manifestado que no tcnian bienes que dar a em- 
bargo, el ejecutante denunció como propiedad do aquellos, el 
vapor t General Nazar >, en el que pidió se trabase el embargo 
ordenado. 

Proveído do conformidad y librado el oficio correspondiente 
á la Capitanía del Puerto, el Procurador Doyhenard, con poder 
de los Sres. ÍIoore t y Tudor y Si m merman, Fairs y C\ se pre- 
sentó al Juzgado esponiendo: que el referido vapor era de 
propiedad esclusiva de sus poderdantes, según constaba de 
unos autos sobre tercería de dominio, deducida en una ejecu- 
ción de Corti y Riva. Que esos títulos autorizaban al Juzgado 
para rechazar de plano el embargo solicitado. Que ademas, 
Mutti y Piera habían solicitado moratoria ante el Juez de 
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Comercio de la Provincia, quien había librado al Juez de Sec- 
ción seis ó siete ofioios haciéndoselo saber á los fines corres- 
pondientes. Qne Matti y Fiera con el objeto de halagar á sus 
acreedores, habían hecho figurar al referido vapor en su activo 
sin hacer aparecer en el pasivo, deudas simuladas ó no, como 
la de Heali. 

Pidió se admitiera la formal protesta qne formulaba contra 
el embargo del referido vapor, cuyo embargo debia levantarse 
previa la constatación del Tribunal de Comercio, sobre la exac- 
titud de los hechos en que funda su oposición. Que ademas 
el vapor no estaba en posesión de Matti y Fiera sinó de los 
mandantes del capónente, no siendo aquellos sino arrendata- 
rios. 

Falle del Jaex de Seeelon. 

Rueños Aires, Julio 27 de 187$. 
No refiriéndosela ley al autorizar el embargo délos bienes 
denunciados por el ejecutante a la posesión de derecho y si 
simplemente & la tenencia de la cosa que es de presumirse, 
desde qne el vapor c General Nazar » ha sido denunciado como 
de propiedad de los Sres. Matti y Fiera» cuyo hecho se halla 
ademas confirmado por haberles ofrecido como de su propiedad 
en su activo, según uno de los informes que se solicitan y no 
pudiendo dictarse las providencias que se solicitan sin que 
antes medie demanda, que no hay, no ha lugar á lo solicitado 
y devuélvanse. Repóngase el sello, 

/. Albarracin. 

Notificado Doyhenard, dedujo revocatoria ó en subsidio ape- 
lación para ante la Suprema Corte. Que Matti y Fiera no te- 
nían la posesión del vapor, sinó que, como arrendatarios eran 
precarios tenedores de la cosa, y representantes de la posesión 



3*4 FALLOS m LA SUPREMA OOKTE 

del propietario. Que la Ley de Juicio Ejecutivo, al ordenar el 
embargo de bienes del deudor, trata de asegurar la deuda en 
bienes del ejecutado, ó que presume serlo poi el hecho de la 
posesión, porque la posesión y no la mera tenencia, presupone 
la propiedad, Que los títulos á que se ha hecho referencia, 
lejos de establecer una presunción de posesión ó dominio en 
Matti y Fiera, establecen una verdadera propiedad en bus 
poderdantes. Que para defender un derecho tan claro, no 
era necesario que consignase su oposición con todas las formas 
de una demanda de tercería, desde que se trataba de hechos 
evidentes que hacían innecesario un juicio. Que después que 
Jíatti y Piera vendieron el buque á sus poderdantes, se Jo 
arrendaron, y no podiendo pagar el arrendamiento se vieron en 
la necesidad de entregarlo en fecha 17 de Abril próximo pasado, 
según se comprueba con las copias de cartas y telegramas que 
acompaña, pidiendo que sean reconocido por Matti y Piera. 

La carta tiene la firma Matti y Piera á Moore y Tudor, fecha 
27 de Abril de 1876. Dicen que con esa fecha ponen á su dis- 
posición el vapor « General Xazar », desde que no habian podi- 
do abonar el arrendamiento, según contrato. 

En uii telegrama de la misma fecha, dicen á P. S. Eamayo 
del Rosario, que avisen al Capitán que traiga el vapor y que los 
dueños Moore y Tudor, satisfarán todo lo que el vapor deba 
legalmente. En el otro telegrama dan una órden semejante al 
capitán Domingo G iranio. 

Concedida la apelación en relación se dictó el 

Falla rie la luprema Corte. 

Buenos Airea, Diciembre 3 de 1876. 

Vistos y resultando que los opositores tienen título de pro- 
piedad del vapor «General Nazar» ; que lo poseen y adminis- 
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tran á título de propietarios ; y que por consiguiente no puede 
ser embargado dicho buque, como perteneciente á Matti y 
Fiera, sinó después de ser aquellos vencidos en juicio é invali- 
dados sus títulos, se revoca el auto apelado; satisfechas las 
costas y repuesto los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. 11. GOROSTIAGA.— 
J. DOMINGUEZ.— S. W. LASPIUR. 



CAUSA (LYII 



I). Salvador Mussotino contra la Municipalidad de la ciudad 
de Muchos Aires, por cobro de pesos 



Sumario,— \° Un presupuesto de obras firmado por el Pre- 
sidente de la Municipalidad, el secretario, un ingeniero dv la 
misma y el contratista, constituye un contrato por escrito. 

2 o Realizado un contrato de obras en una parte y rescin- 
dido en la otra por voluntad de uno de los contratantes, se 
debe el valor de lo concluido y el valor de los gastos hechos y 
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utilidad que pudo reportar ta obra si el contrato se habióse 
consumado por completo. 

Caso. — La disensión de esta causa está esplioada en el 
Fall* **l «fue* d • •*««!•.. 

Buenos Aires, Junio 28 de 187e. 

Vistos estos autos seguidos por D. Sakador MussoUno con- 
tra la Municipalidad de esta ciudad por cumplimiento de un 
contrato de locación de obras, y deque resulta: i c Que en 
Noviembre de 1874 la Municipalidad encargó ii Mussolino la 
construcción y colocación de cuatro portadas en Ib casa mu- 
nicipal, y que construidas estas, fueron colocados dos, y las 
otras dos no se colocaron por haber ordenado la suspensión la 
misma Municipalidad. 

2 o Que estas obras se hicieron por 26,000 pesos cada por- 
tada, mediante presupuesto firmado por Jas partes ; que como 
la Municipalidad retardaba su pago y por otra parte corría 
agregado al espediente para su cobro ante esa corporación, el 
contrato original, venia en demandar su pago judicialmente, 
con los intereses y costas y que se recabase el documento á 
que se re Seré, 

3 o Que corrido traslado de la demanda, el procurador muni- 
cipal niega haber habido contrato, alega ser excesivo el precio 
y que no eiiste en poder de la Municipalidad el presupuesto 
¿Tinado, cuya exhibición se le ordena, 

4 n Que con este motivo el demandante exhibe el recibo de 
entrada do f. 12 por el que consta que Mussolino tramita una 
cuenta por portadas contra la Municipalidad, espedido por el 
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oficial de entradas, y afirma bailarse en poder de la comisión 
de cuentas nombrada por la misma. 

B° Que insistiendo el procurador municipal en negar la 
existencia del contrato aprobado, el juzgado recibió á prueba 
la causai I* sobre si hubo presupuesto aceptado por la Mnní- 
paeilidad, para la construcción de las portadas; y cual era el 
monto del valor y 2 o sobre si ese presupuesto pasó con la 
cuenta para el cobro y no se había devuelto. 

Y considerando i i° Que confesado por la Municipalidad ó 
su representante, que había convenido con Mussolino en la 
construcción de obras de las portadas que se cobran, pueden 
probarse las condiciones del contrato por todos los medios 
probatorios. 

2 o Que aunque el Procurador Municipal ha negado que hu- 
biese mediado convenio por escrito sobre el precio de las por- 
tadas, afirman lo contrario el ex-presidente de la Municipa- 
lidad Dr. D. Benjamín Canard, contestando á f . 63 que él 
firmó el presupuesto con el Secretario Obarrio y el Ingeniero 
Municipal Angel de la Cuesta, que así lo ratifica á f . 37 y el 
testigo Roque Martin á f . 40 que asegura haberlo recibido él 
mismo de manos del Presidente ya firmado y haberlo entre- 
gado á Mussolino en esa forma; lo que hace plena prueba 
sobre la existencia del contrato por escrito, y por consiguiente 
sin ningún valor la defensa de ser excesivo el precio que se 
cobra por los trabajos. 

3* Que el monto de esc presupuesto está probado ser igual 
al que se demanda, como lo ha reconocido el Ingeniero Mu- 
nicipal á f, 37 y el testigo Martin ya citado. 

4° Que corroboran la existencia del contrato escrito, y el 
monto del precio, las declaraciones de Ermann á f. 40 y Hoque 
Martin á f. 42, que acreditan haber visto el espediente de co- 
bro con el presupuesto aprobado en la Oficina Liquidadora de 
la Municipalidad, lo que se halla ooroborado con el recibo de 
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f. 4a del oficial de eutradas Sr. Iíueda que ha reconocido su 
firma y con la presunción de que á no ser asi la Municipalidad 
ha podido y debido exhibir dicho espediente para probar que 
no existia el presupuesto. 

5° Que de las declaraciones corrientes en autos consta que 
dos portadas fueron concluidas y colocadas, no estando coloca- 
das las otras dos por falta de la Municipalidad, y por tanto ha- 
biéndose contratado i un precio por cada una se debe este por 
las concluidas y por las no colocadas en relación al valor de 
los gastos hechos, trabajo realizado y utilidad que pudiera 
prometerse desde que la Municipalidad ha podido desistir de 
la construcción (art, f 46 del título de la locación del eódign 
civil). Por estas consideraciones fallo, que la Municipalidad 
de esta ciudad pague á D. Salvador Mussolíno á los diez días 
de notificada la cantidad de cincuenta y dos mil pesos m/c. con 
los intereses desde la demanda, y el valor do las dos portadas 
no colocadas, de conformidad á lo declarado en el quinto con- 
siderando, según apreciación de peritos qne nombrarán las 
partes, con costas. 

Repónganse los sellos y notifiquese con el original. 

Isidoro Albarracin. 
Falle a> la Ruarema toarte. 

Buenos Aires, Diciembre 5 de 187(1. 

Vistos, y resultando; probado por el testimonio del pre- 
sidente que fu*' de la Municipalidad y del segundo ingeniero 
de la misma, que el presupuesto de los portones mandados 
construir fué firmado por ellos, por el secretario municipal, y 
por el demandante, lo que constituye propiamente un contrato 
por escrito; que, asimismo, figura á foja doce de los autos 



tít JUSTICIA NACIONAL 329 

un reeibo del oficial de la mesa de entradas de la Municipali- 
dad, certilicando que el demandante tramita ante ella una 
cuenta por el valor de las portadas, y cuya no presentación 
por parte de la Municipalidad á pesar de haberse ordenado, 
unida á la confesión de tas partes contratantes á los demás 
testimonios de los autos, hacen una prueba legal y completa, 
conforme á lo determinado por el artículo cincuenta y cinco 
del capítulo * De la prueba de los contratos » del Código 
Civil. Por estos y por los fundamentos del auto apelado, se 
confirma éste con costas, y satisfechas las de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ ¡íAUIIOS PAZOS. - J. DOMINGUEZ. — 
S. M. LiSPIUR. 



lAUfcA C'LVIIl 



Kt Itanco Nacional, contra el Dr. Ú, Juan A. García, por 
cobro de pesos, incidente sobre competencia. 



Sumario.— i° La ley de 5 de Noviembre de 1872, al crear 
el Banco Nacional, no tuvo en vista un eatablecimiento par- 
T. IX. 23 
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ticular de comercio sinú una institución de otro carácter y 
<jue respondiera á fines de mucha mayor trascendencia, usan- 
do el Congreso de la facultad que le conñere el artículo 67, 
inciso 5 U de la Constitución. 

2 o El conjunto de atribuciones, exenciones y privilegios 
que tiene el Banco, no responden á la idea de un estableci- 
miento privado, sinó ú la de una institución pública creada 
ex profeso para fines de administración nacional. 

3° Si al mismo tiempo se le autoriza para negociar con 
particulares y hacer toda clase de operaciones bancarias, no 
es «¡nú como medio indispensable de daT vida á la institución 
y habilitarla para llenar cumplidamente sus fines. 

\ a La Constitución no exige que el Congreso funde un 
Banco rigurosamente de Estado, dirijido por los Poderes 
Públicos de la Nación. 

5 o Confiriendo la autorización sin determinación de forma 
ni sistema, la Constitución ha dejado la elección al prudente 
arbitrio del Congreso. 

6* El Congreso, eligiendo el sistema de una gran compa- 
ñía por acciones, no ha hecho mas que seguir los consejos 
de la ciencia y los ejemplos mas caracterizados. 

7 o Todas las cuestiones que dimanen de los actos y 
operaciones del Banco Nacional, son de la jurisdicción na- 
cional, 



Cojo.— El Dr. D. Juan A. García aceptó una letra de cambio 
valor de 1,700 $ fts. jirada por D. Federico Silva á favor 
del Banco Nacional. 

Protestada la letra á su vencimiento por falta de pago, el 
Banco inició ejecución contra el aceptante y se libró el auto 
de solvendo. 

En este estado se presentó el Dr. D. Juan A. García de- 
duciendo excepción de incompetencia. Dijo que siendo el 



DE JU&T1C1A RACIONAL 



334 



argentino y vecino de esta ciudad en donde también tenia 
su domicilio el Banco ejecutante, no había ninguna razón 
legal de las prevenidas por derecho para que surtiese el fuero 
nacional. 

Pidió al Juzgado que se declarase incompetente y orde- 
nase al ejecutante que ocurriera lila justicia de la Provincia. 

Corrido traslado del artículo D. Eduardo ATgerich por ul 
flanco, contestó : que en el caso de 1). Francisco Villanuova 
con el Banco Nacional, igual á este, el Juzgado se liabia decla- 
rado competente habiendo la Suprema forte confirmado dicha 
resolución, por lo que el punto ya no podia ser materia de 
cuestión, habiendo jurisprudencia at respecto. 

Pidió se rechazara con costas la excepción. 

fall* del Jum «Ir Mreel«u 

Buenos Aires, Setiembre 30 de 1876. 

De conformidad á lo pedido en la solicitud que precede y 
á lo resuelto por la Suprema Corte en la causa de Villanueva 
con el Banco Nacional, llévese adelante fl auto de hulvcndo, 
librado á foja 4 vuelta, repónganse. 

A Ibarracin. 

Notificado el Dr. García, interpuso apelación en relación, 
alegando que las recientes leyes del Congreso habían modi- 
ficado la cuestión del Banco Nacional y que este hecho su- 
pervíntente influiría sin duda en las opiniones de la Su- 
prema Corte en sentido favorable á la doctrina que de- 
fendía. 
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Falla •> I» Suprema Cart* 

w 

Buenos Airet , Diciembre 5 de 1876. 

Vistos: por los fundamentos de la sentencia de esta Su- 
prema forte A que se refiere el auto del Juez de Sección que 
subsisten aun después de la ley que modifica la organización 
del Banco Kacíonal, se confirma con costas el auto apelado 
de foja trece vuelta, satisfechas las de ta instancia y repues- 
tos los sellos devuélvanse. 

JOSÉ BAIlllOS PAZOS. -J. 8. GOROSTÍAGA. 
— J. DOMINGUEZ. 
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CAUSA CLIX 

* 



0. Marcelina Yaftes conlra I), Sebastian Carrion y D. Carlos 
Walrond, sobre, tercería de dominio. 



Sumario. — Kn la ejecución de un fundo por cobro de 
mejoras, no puede el que lo ha comprado, después de hechas 
las mejoras, oponerse á su embargo, máxime si la compra venta 
del fundo no se halla en forma, y la escritura es posterior al 
embargo. 

Caso— Sebastian Carrion fué condenado á entregar á 1). 
O arlos Walrond un fundo, salvo su derecho por las mejoras. 

Carrion entregó ol fundo, y liquidadas las mejoras, deman- 
dó ejecutivamente á Walrond, embargando dicho fundo. 

D. Marcelino Yañes que habia comprado el fundo á Wal- 
rond, y obtenido su escrituración después del embargo, de- 
flujo tercería de dominio. 

* 

Fallo Hrl Jurt «errion»! 

San Juan, Junio 7 de 1876. 
Vistos : entre D. Marcelino Yañes y D. Sebastian Carrion 
sobre tercería de dominio de un fundo ubicado en el Depar- 
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tomento de Caucete, interpuesta por et primero en el juicio 
ejecutivo qne el segundo sigue contra D. Carlos Walrond, 
por el valor de las mejoras hechas en el mismo fundo con to 
espuesto por las partes, mérito de los autos y considerando 
especialmente. 

I o Que el tercer opositor funda su acción en el título de 
compra, constante del documento privado que corre á foja 
cuatro y que tiene la fecha de primero de Junio de rail ocho- 
cientos setenta, y el certificado de foja cinco suscrito por Wal- 
rond y Yañes, de haber si^o puesto en posesión el segundo, 
por el primero en veinticinco de Agosto de mil ochocientos se- 
tenta y cinco. 

2° Que prescindiendo del hecho de la simulación alegada 
por Carrion en el contrato mencionado de compra-venta por 
no haberse aducido prueba alguna por su parte, carece aquel 
de valor legal por no haberse estendido en escritura pública, 
rejistrada y publicada conforme al artículo ochenta y cuatro de 
la ley orgánica del Poder Judicial, sancionada el diez de Junio 
del año mil ochocientos sesenta y nueve, y vijente en la Pro- 
vincia hasta la sanción del Cúdigo Civil posterior al contrato. 

3 o Que aun suponiendo válida la compra hecha por Yañes 
en la forma y época que aparece de los autos; estando el fun- 
do afectado al pago de los mejoras ^ue motivan la ejecución 
de Carrion en la misma sentencia definitiva del interdicto de 
posesión que dispone la entTega de aquel á Walrond, segun 
se ve en el sesto considerando de la que corre en copia á foja 
79 vuelta, el nuevo comprador Yañes con su contrato aleato- 
rio, debe sujetarse en cuanto á la cosa comprada á las con- 
diciones con que se ha recibido por el vendedor. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten. 

Fallo definitivamente juzgando, y declaro que es infundada 
la pretenron del tercer opositor D. Marcelino Yañes en el 
presente juicio de tercería, no haciendo lugar á ella con costas. 
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Hágase saber, pudiendo el actuario notificar esta sentencia 
original fuera de ta oficina y repónganse los sellos. 

ftatanael Morcillo. 
Fallo é> la *u premia Cartf. 

Buenos Aires, Diciembre 5 de 1876. 
YUtos, por sus fundamentos, y constando además de la 
confesión del tercer opositor al final de su escrito de foja seis, 
<[u<- la escritura pública acompañada se» ha otorgado cuan- 
do la finca estaba ya embargada cu ejecución del pago de las 
mejoras reclamadas; se confirma con costas la sentencia ape- 
lada de foja ochenta vuelta. Satisfechas las de esta instancia 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

WSÍ. BARROS PAZOS. J. I). G OROSTI AG A . — 
J. DOMINGUEZ. — S. H. I.Asl'll'R. 
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CAUftA ÍLX. 



D. Casiano Paunp.ro contra i). Alfredo Vossu/u por rubro de 

pLSOi, 



Sumario, —I o El que alega debérsele una comisión por 
servicios prestados en virtud de un contrato, debe probaT ta 
existencia de este y de loa servicios. 

2 o Sin esa prueba, no puede cobrarse aquella, máxime si 
existen indicios que los servicios no fueron prestados con ánimo 
de lucrar, sinú con el de beneficiar il aquel á quien se prestaron. 

3 o El artículo i 36, título De la tocación, en la parte que 
manda remunerar los servicios que no fuesen relativos á la 
profesión de quien los presta, supone la preexistencia del con- 
venio de locación, aunque no del importe de la remuneración. 

Caso. — El caso está espuesto en el siguiente: 

m*llm riel mmm ■•«•■•■«I. 

Buenos Aire», Agosto 91 de 1876. 
Vistos los autos seguidos por D. Casiano Paunero, contra D. 
Alfredo Cosson, estranjero, por cobro de una comisión para la 
venta de libros de que resulta : 
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I o Que J). C. Paunero alega haber prestado sus servicios en 
la venta de libros de propiedad do D. Alfredo Cosson desde el 
año mil ochocientos sesenta y cinco, hasta mil ochocientos 
setenta y cinco en el Colegio Nacional y demandó á este último 
por el pago de la comisión convenida con él de un quince por 
ciento durante los últimos tres anos; y una suma prudencial 
por los demás, por no haberse convenido en la cantidad de la 
retribución durante aquel tiempo. 

2» Que corrido traslado de la demanda el Sr. Cosson niega que 
haya habido convenio sobre retribuirle por los servicios que 
se mencionan ; y antes por el contrario, sostiene que era una 
obligación del oficio ú empleo que desempeñaba el señor Paunero 
en el Colegio Nacional ; y alega al mismo tiempo que sin creerse 
obligado, ha hecho gratiikaciones oficiosas por esos servicios. 

3° Que en cuanto a las cantidades que se cobra sobre las 
bases indicadas, han estado conformes en sujetarse a lo que 
arrojen los libros de venta, los que han dado el resultado que 

consigna el perito D. Manuel Pérez del Cerro á f 

4r° Que en este estado la causa se recibió 4 prueba sobre los 
puntos que siguen: 1° Que D t C. Paunero ha vendido en el 
Colegio Nacional libros de propiedad de D. Alfredo Cosson 
por encargo y comisión de este j 2 o Que estas ventas se han 
efectuado desde mil ochocientos sesenta y cinco hasta mil 
ochocientos setenta y dos sin designación de comisión; 3° Que 
desde mil ochocientos setenta y dos convino el Sr. Cosson en 
que pagaría á Paunero el quince por ciento del producido 
de la venta de los libros ; y 4° Que la venta do libros ha ascen- 
dido á la cantidad de trescientos treinta y dos mil setenta y 
siete pisos moneda corriente. 

5* Que se ha rendido A este respecto las pruebas que corren 
por parte del demandante desde fs. i 8 A 41; las declaraciones 
del Dr. D. Luis Sarmiento, del Dr. D. Estanislao Zeballos, D. 
Moisés Etchegoyen: y absolución de posiciones de f. 56 vta., é 
T. ». 9J. 



338 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

informe del perito del Ceno, corriente á f... y por parte del 
demandado se han presentado las declaraciones de D. Adolfo 
Calle, D. Fortunato Toranzo, Dr. Isaac Larrain, las posiciones 
de f. 71 y las copias corrientes á f . 74. 

Y considerando: I o que es á cargo del demandante estable- 
cer los estremos que justifiquen la acción deducida, y habién- 
dose alegado por la parte del Sr* Paunero, que los servicios 
prestados en la venta de los libros, lo habían sido en virtud de 
convenio ó contrato de locación de servicios, ha debido probar- 
lo y lejos de obtenerlo, en su propio alegato de f... se consigna 
y reconoce que no se ha obtenido esta prueba. 

2 o Que los testigos presentados por el demandante Sres. 
Sarmiento y Etchegoyen á fs. 46 y 4Í> han contestado afirma- 
tivamente a la pregunta primera del interrogatorio de f..... 
diciendo que la venta de libros,. ó sea los servicios del Sr. Pau- 
ñero, los babia hecho por comisión del Sr. Cosson ; y de la* 
preguntas se desprende que no les constaba el hecho, sinó 
que lo presumían por cuanto los libros vendidos eran de su 
propiedad (Cosson); lo que no basta para establecer just idea- 
ción bastante del convenio invocado por Paunero. 

3° Que aunque de la confesión del Sr. Cosson absolviendo 
las posiciones de f... como de la dccl&acion testimonial, so 
certifica el hecho de los servicios prestados por el Sr. Paunero, 
no se ha establecido por éste, ni se ha dicho que estos servicios 
hayan sido solicitados ó previamente convenidos; y antes por 
el "contrario, de las declaraciones de los testigos presentados 
poT Cosson, se desprende que los servicios que se cobran, se 
han entendido y practicado, como gratuitos é inherentes al 
cargo de Prefecto : y por tanto no es de creerse la existencia 
del convenio mencionado por el Sr. Paunero, con tanta mas 
razón, cuanto que el largo transcurso de tiempo pasado sin 
exijir esa retribución, hace presumir que este señor así lo 
entendía y practicaba también. 
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4 o Que si bien no es admisible que la intelijencia y prác- 
tica dada al articulo i 3 del Reglamento del Colegio Nacional, 
autorizaba la exijeneia del Sr. Cosson de que los servicios del 
Sr, Paunero le estaban impuestos en virtud de ese artículo, 
por cuanto del contesto con los demás artículos del lícgla- 
inento y especialmente con el artículo 58, se ve que la dis- 
tribución de libTos que debe hacer el Prefecto, es la de los que 
gratuitamente tiene que dar el establecimiento y no de los que 
se venden por un particular, como es en este caso, esto no 
obsta para que, tanto por la dependencia, como por la práctica 
invocada, y la circunstancia constante de autos, de que Ion 
libros se suministraban gratuitamente á los hijos del Sr, Pau- 
nero, se entiende que su intención, al prestar esos servicios, 
no fué la de lucrar con ellos, solo sí t ia de beneficiar á aquel 
á quien lo prestaba; y por consiguiente, aun suponiendo el 
convenio ó convención precedente para prestarlos, no pudo 
exijir su remuneración (art. 130 del título * De la Locación » 
del Código Civil). 

5" Que si bien el artículo i 30, antes mencionado, dispone 
que cuando el servicio ó trabajo no fuese relativo a la profesión 
ú modo do vivir del que lo prestó tendrá lugar la remunera- 
ción si no se presume la intención de beneiieiar, para que esto 
tenga lugar, es necesario que baya precedido convenio 6 con- 
trato de locación, y este artículu dispone únicamente, para el 
caso en quo esc convenio no se haya mencionado la retribución 
ó el quantum de la mísuia, y por tanto aun suponiendo no justi- 
ficada la intención de beneficiar al fír, Cosson, no es aplicable 
al caso ocurrente, en que se ka confesado no hallarse probado 
el convenio ó locación de servicios que se reclama. 

Por estas consideraciones fallo absolviendo á D, Alfredo 
Cosson de la demanda instaurada contra Él por a Casiano 
Paunero, repónganse y notiüquese original. 

Isidoro Albarracüu 
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r«U* de I» Suprema C*rta 

Buenos Aire», Diciembre 5 de 1876. 
Vistos poT sus fundamentos se confirma el auto apelado de 
foja noventa y nueve, satisfechas las costas y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

JOSfe BARROS PAZOS. — J. B, COROS- 
TUCA. — J. DOIUSGUEX. 



CAUSA CI.XI 



El f iscal General de la Provincia de Buenos Aires contra ef 
Banco ¡\acional f por mitro de impuestos. 



Sumario — i a El Banco Nacional lia sido creado por ley del 
Congreso en virtud de autorización eapresa de la Constitu- 
ción para fines de administración pública y de prosperidad 
general. 

2° Está por lo tanto sujeto «elusivamente a la jurisdic- 
ción de las autoridades nacionales y íuera del alcance de l;i 
jurisdicción de las provincias. 
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3 n La facultad que tienen las provincias para imponer con- 
trihnciones, se limita á todo aquello que existe bajo su auto- 
ridad 6 que es de su propia creación. 

\ n Lo dispuesto en el artículo 25 de la ley orgánica del 
Hunco, eximiéndolo de toda contribución ó impuesto sea na- 
cional 6 provincial es una consecuencia de los principios pre- 
cedentes, 

5° El Banco Nacional no está sujeto al impuesto de sellos 
de las provincias. 



Caso, — En 18 de Agosto de Í875, el escribano 1). Punta- 
león Gómez ocurrió ante el Juez de Comercio de la Provincia 
acompañando una letra de cambio por 3,000 fts. librada en 
Salta por 1). Otto ffauibloet contra D. Edmundo Xapp de Bue- 
nos Aires, A la órden de la sucursal del Banco Nacional en 
Salta, y endosada lí la órden del Banco Nacional. 

Espuso el escribano Oomez que habiéndosele entregado dicha 
letra para protestarla por falta de aceptación, y habiéndola 
encontrado sin el sello correspondiente, no quizo veriliear el 
protesto sin hacerla sellar antes; que verificado el segundo, 
protesto por falta de pago, el Inspector del Banco N'acional 
le hubia exigido la inutilización de dicho .sello, por creer que 
c! referido establecimiento no estaba obligado A hacer sellnr 
lo* documentos de crédito que fuesen girados a su órden por 
personas residentes fuera de esta provincia. Que con arreglo 
¡í un acuerdo de la Suprema Corto de la Provincia, presenta- 
ba la letra para que el Juzgado resolviera lo que considerase 
arreglado. 

Corrida vista al Agente Fiscal esto espuso que siendo el 
Banco Nacional un establecimiento regido únicamento por le- 
vos nacionales, creía que no estaba sujeto á las disposiciones 
de la ley de sellos de la provincia, y que por consiguiente era 
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al Fiscal de la Nación á quien correspondía determinar si el 
Banco había infringido 6 no la ley nacional de sellos. 

El Presidente del Banco á quien se corrió traslado pidió se 
declaras© no estar sujeto en el caso el Banco u la ley de solln* 
de la provincia, pues el art 25 de Ja ley orgánica del Da uní 
Nacional lo declara exento de toda contribución ó impuesto, 
sea nacional ó provincial. 

FALLO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Vistos : no obstante lo aconsejado por el Fiscal, conside- 
rando : i° Que por el art. 3 de la Ley de Sellos de la Pro- 
vincia, el documento presentado debió haber sido sellado antes 
de protestarse, 

2 o Que cumpliendo esta obligación el Escribano i). Panta- 
lcon Gómez, hizo poner el sello que correspondía á la letra, 
cuyo sello ha sido inutilizado por el Banco Nacional, preten- 
diendo que no está obligado á cumplir la Ley de Sellos de la 
Provincia. 

3° Que la opinión del Banco Nacional se funda en el artículo 
25 de la ley orgánica que dice que el Banco Nacional y sus 
sucursales están exentos de impuestos provinciales y nacio- 
nales. 

4" Que este artículo de la Ley Nacional, no corresponde al 
presente caso, pues en ¿1 se trata del Banco Nacional en sus 
relaciones con los particulares y aceptando obligaciones con- 
traidas por estos; obligaciones que nadie puede pretender es- 
tén fuera de las disposiciones de las leyes. 

5 o Que la misma ley orgánica del Banco entiende así este 
asunto, cuando en su artículo 16 exonera al Banco del impuesto 
de sellos en los docuincutos que- otorgue ó emita, entre los 
que no puede considerarse comprendido el presentado, pues 
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US 



no es otorgado, ni emitido por ol Banco, sinó que representa 
completamente una obligación do particulares aceptada en 
beneficio del naneo. 

t>" Que por analogía puedo citarse el art. 25 de la Ley do 
Sellos de la Provincia, el cual tronera al Banco do la Pro- 
vincia del impuesto di' sellos, en sus giros y en los de sus su- 
cursales t y sin embargo en los documentos que acepta de los 
particulares, requiere siempre el cumplimiento de la ley de 
sellos» porque no su trata de actos propios del establecimiento, 
sim'j de actos en relación á un particular, 

7'* Que lo mismo debe suceder con el Banco Nacional, el 
que obrando por sí propio está autorizado para usar de la exo- 
neración de impuesto, pero en manera alguna cuando contrata 
con los particulares, ó acepta sus contratos, como sucedo al 
presente, porque si así entendiera la ley, vendría á burlarse 
los legítimos dcTeclios del Fisco, i\ servir de égida de impunidad 
el Banco Nacional, pues bastaria que una letra ó pagaré, se dea- 
contase allí para quedar exento del pago del impuesto de sello*. 

8" Que además y aun cuando el Banco Nacional, por sí 
propio no estuviera obligado á pagar el impuesto de sellos, 
nunca podría pretender que estaban en igual caso los demás 
firmantes de las letras, siendo indispensable que se cumpliera 
lo que manda la Ley de Sellos para que se entregue el docu- 
mento protestado ;í los interesados. 

9 o Que tratándose de obligaciones ti cumplir en la provln- ■ 
eia, la Jurisdicción Nacional no es competente para su cono- 
cimiento, y especialmente en este caso, que esta directamente 
repido por leyes do la provincia y que se trata de salvaT sus 
derechos fiscales. Por esto fallo mandando que el Banco Na- 
cional pague el impuesto de la multa que corresponde por el 
documento de f,... cuyo importe será destinado según lo dis- 
puesto por la ley de la materia; repónganse los sellos. 

J. f. Lagos 



Mi 
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Llorado este incidente á conocimiento de la Suprema Corte 
Nacional, en última instancia por alegar el Procurador del 
Banco que se trataba de la interpretación y aplicación de una 
ley del Congreso, siendo contraria ú illa la resolución del Juez 
de Provincia, estando por lo tanto el caso comprendido en el 
incisa 3 o del artículo 14 de la ley de Jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, se dictó este 

F»I1* 4« I» Kuprrma Orle 

Buenos Aires,' Diciembre 5 de 1876. 

Vistos: considerando que el Banco Nacional ha sido creado 
por ley del Congreso, en virtud de autorización espresa de la 
Constitución, y para fines de administración pública y de pros- 
peridad general: que por esta razón tiene el carácter de una 
institución nacional, sujeta eselusivamentu ú. la jurisdicción 
de las autoridades nacionales y fuera por lo tanto del alcance 
de la jurisdicción de las provincias: que la facultad que indu- 
dablemente tienen estas para imponer contribuciones, se limi- 
ta á todo aquello que existe bajo su autoridad ó que es de su 
propia creación: pero no puede estenderse á los objetos ó ins- 
tituciones autorizadas por el Congreso como medios á propó- 
sito para el ejercicio de los poderes conferidos al gobierno 
general: que lo dispuesto en el artículo veinte y cinco de la 
ley orgánica del Banco, eximiendo á este establecimiento de 
toda contribución ó impuesto sea Nacional 6 Provincial, no 
es mas que una consecuencia de los principios que preceden : 
que el impuesto reclamado afecta y traba las operaciones del 
Banco, desde que el acto del protesto tiene estrecha relación 
en esas operaciones, y es indispensable paTa la conservación 
de bus derechos : que la exención del Banco no importa de 
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ninguna manera la de otras personas que puedan estar suje- 
tas al impuesto ni obsto al derecho de repetir contra ellas 
directamente; — se declara por estas razones que el Banco no 
esta sujeto al impuesto de Sollos de la Provincia, y devuél- 
vanse a) Tribunal de su procedencia á los efectos del articulo 
diez y seis de la ley de jurisdicción y competencia de los 
Tribunales de la Nación. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOROSTIACA. 
— J. DOMINGUEZ. 



CAUSA CLXII. 



El Banco Nacional con el Gobierno de ta Provincia de San 
Juan, sobre cconeracion de impuestos. 

Sumario — i° El Banco Nacional ha sido creado por ley del 
Congreso en virtud úv autorización espresa de la Constitu- 
ción para finís de administración pública y de prosperidad 
general. 

2 a Está por lo tanto sujeto esclnsivamente A la jurisdic- 
ción de las autoridades nacionales y fuera del alcance de la 
jurisdicción de las provincias. 
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3 o La facultad que tienen las provincias para imponer con- 
tribuciones, se limita á todo aquello que existe bajo su auto- 
ridad ó que ea de su propia creación, 

4* Lo dispuesto en el artículo 25 de la ley orgánica del 
Banco, eximiéndolo de toda contribución ó impuesto sea na- 
cional ó provincial es una consecuencia do los principios pre- 
cedentes. 

- 

Caso. — El Procurador del Banco Nacional. espuso ante la 
Suprema Corte. 

Que en Junio de 1875, el Gobierno de la Provincia de San 
Juan» apoy dudóse en la ley de impuestos de la Provincia que 
no admite mas escepcior. que la de pago, cobró y exigió á la 
Sucursal del Banco el pago inmediato de la contribución por la 
patente. 

Que el Gerente de la Sucursal, fundándose en La ley orgá- 
nica del Baneo que en su articulo 25, lo exime de toda con- 
tribución ó impuesto, sea nacional ó provincial, se negó al 
pago de la contribución. 

Que entónces el P. E. de la Provincia demandó n la Su- 
cursal y en el juicio ejecutivo correspondiente, el Juez de 
Letras decretó el embargo do un valor de 4000 pesos fuertes, 
por cobro de la patente y multa por dicho año 1875. 

Que el Gerente se opuso á la jurisdicción de la Provincia 
y apeló ante la Suprema Corte Nacional del fallo del Tribunal 
Superior que sostenía la validez de dichos procedimientos. 

Que la Suprema Corte atontas las circunstancias del caso 
ocurrente no hizo lugar á la apelación, reservando el recurso 
de atacar los actos del Gobierno como inconstitucional. ( Pa- 
llo de 2 de Marzo de 1876). 

Que devuelto los autos, el Gobierno de San Juan ocurrió 
nuevamente al Juez de Letras cobrando también la patente y 
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multa por el año 1876, y se decretó el embargo y remato de 
un documento de 10.000 pesos fuertes que se saci á la fuerza 

de los cajones del Banco. 

Que la ley de San Juan en juicios ejecutivos de esta na- 
turaleza, no admite otra csccpcion que la de pago, por lo que 
se hacia inútil el recurso de apelación contra la sentencia del 
Juez. 

Que á mérito de estos antecedentes, entablaba formal de- 
manda contra el Gobierno do dicha Provincia, que bajo el 
.simulacro de una sentencia de Juez, se habia apoderado de 
fondos del Banco y pidió que fuese condenado á la devolución 
del documento embargado ó de su importi; é intereses con mas 
las costas del juicio. 

Corrido traslado, el Dr. I). Luis Sarmiento por el Gobierno 
de San Juan, dijo que el Gobierno de. la Provincia uo habia 
visto en el que lleva el nombre de Banco Nacional un Banco 
de Estado y en ejercicio de la ley que lo autoriza para cobrar 
impuestos á. todos los capitales, hizo ejecutar á la Sucursal, y 
los Tribunales aplicaron la ley que no admite mas escepcion 
que la de pago. 

Que traída esta cuestión la Suprema Corte, debe hacer pre- 
sente que el privilegio que el artículo 25 de la ley del Banco 
es inconstitucional. 

I o Porque el Congreso carece de jurisdicción para legislar 
sobre impuestos y contribuciones provinciales. 

2 o Porque el Congreso solo puede acordar privilegios tem- 
porales sobn* las materias y A los objetos especialmente esta- 
blecidos en el inciso 16, artículo 67 de la Constitución, entre 
las que no se halla la de protejer á ningún Banco y mucho 
menos la de concederle el privitejio permanente de no pagar 
impuestos provinciales. 

3 o Porque en la autorización de establecer y reglamentar 
un Bauco que le confiere el inciso 5 U del mismo artículo 67, 
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no le está expresamente concedida tal facultad, y toda auto- 
mación al Gobierno General por el pneblo de las Provincias 
debe interpretarse restrictivamente, siendo necesaria para ejer- 
cerla que la facultad se encuentre espresa. 

4° Porque el denominado Banco Nacional, aún cuando sea 
el Banco de que había la Constitución, no os nn Banco do la 
Nación ni un* propiedad del Estado que pueda por su propia 
natureleza hallarse exonerado del pago de impuestos en todo 
el territorio de la Nación. 



VMTA DEL SR. PROCURADOR J En ERAL 



Suprema Corte: 



Buenos Airea, Diciembre 5 de 1876. 

La ley del Congreso de 5 de Noviembre de 1875 que eii- 
mio* al Banco Nacionol y á sus sucursales* de contribuciones 
é impuestos, es superior á toda otra provincial. 

Dándola, ademas, el Congreso ejercitó la atribución, acor- 
dada por la Constitución de establecer y reglamentar mi 
Banco Nacional, es decir, un Banco que debía entender sus 
beneficios á todo el territorio de la Nación ; y que tenia el 
derecho de establecer y reglamentar en toda ella como le pa- 
reciese mejor. 

La Provincia pues que ha procedido en contravención á esta 
ley, debe ser condenada á la devolución de lo cobrado con 
sus intereses. 
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MI* de 1» Supkmí Cor»* 

■ • 

Buenos Airea, Diciembre 5 de 1876. 

Vistos : por los fundamentos[de la sentencia de esta Supre- 
ma Corte, fecha do hoy, en el caso del Banco Nacional con el 
Fisco de la Provincia de Buenos Aires, sobro exension del 
impuesto do papel sellado, de que se agregará testimonio en 
la parte pertinente, y de conformidad con lo espuesto y pedido 
por el Señor Procurador General en su precedente vista, se 
declara que el Gobierno de la Provincia de San Juan debe de- 
volver al Uanco Nacional el importe del impuesto percibido, 
con sus intereses ; satisfechas las costas y repuestos los sellos, 
archívense. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. G O ROSTI A - 
CA — J. DOMINGUEZ. 
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CAUSA CLXYIII. 



El Fisco Nacional contra D. Saturnino Soage y Ca. sobre con- 
trabando 



Sumarto, — I o Aunque es verdad que la pena impuesta al 
delito de contrabando y defraudación de rentas, puede ser 
asimilada, en algunos de sus efectos, ¡í una reparación civil 
del perjuicio causado al Tesoro público ; no es menos venia- 
' dero que ella conserva su carácter penal, puesto que salvos 
los casos de excepción, dicha reparación es personal, y no 
debe ser exigida de los herederos del contraventor, cuando 
este ha fallecido antes que la condenación hubiese sido pro- 
nunciada. 

2 o La disposición del art. 1100 de las Ordenanzas de Adua- 
na, no importa la extinción de toda acción para perseguir el 
delito de contrabando cuando este no ha sido descubierto 
al tiempo de practicarse, sinó íijar solamente el límite en 
que las Aduanas podrán imponer penas administrativamente, 
sin restringir en manera alguna las facultades ordinarias de 
los Tribunales Nacionales. 

3* El delito de contrabando, simulando un reembarco de 
mercaderías* se castiga con multa igual al volver de las mer- 
caderías. 
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Caso. — La discusión y pruebas de esta causa están deta- 
lladas en el siguiente : 

rallo 4 el Juca de * ere Un 

Páraná, Atril 28 do im. 

Y vistos: que esta causa ha sido iniciada por instancia del 
Procurador Eiscal céntralos Sres. Soagey Ca. del comercio 
de Concordia, por defraudación de rentas fiscales, con la 
operación de haberse estraido <de depósito» ochenta y nueve 
pipas de vino, simulando trasbordo, para exportarlas en car- 
ros *por tierra* con destino A Paso de los Libres; y resul- 
tando que la gestión se haya basada sobre el informe de 
f. 10 espedido por el Contador Fiscal de la Contaduría Gene- 
ral do la Nación y que este se funda para acreditar y compro- 
bar el fraude cpor simulado trasbordo del artículo.» 

!• En las declaraciones de f. 2 y f, 5 prestadas por el mis- 
mo Sr. Soaje y por su dependiente Rodal quienes, como se 
espone en el citado informe de f . 10 y se repite en la deman- 
da fiscal de f. ü, aseveran hechos cuya posibilidad no puede 
concebirse en una casa de comercio,— tales como: i° que no 
conocen ni saben quienes hayan sido los troperos dueños do 
los carros en que transportaron las ochenta y nueve pipas 
vino: 2' que tampoco se hizo contrato de íletauiento y que 
i tr iiora ii el costo luí lleta, por no haber llevado cuenta de esa 
operación, y 3" que asimismo el dependiente fíodal, no sabe 
á quien vendió el vino en el Paso de los Libres; no obstante 
de asegurar, que lo vendió en depósito, circunstancia que de- 
bió precisamente ponerlo en el caso del articulo 356 de las 
ordenanzas Aduaneras para no ignorar quien y en que forma 
debió haber hecho la venta, si es que esta hubiera tenido lu- 
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2° En que no ha podido obtenerse tornaguía de la Aduana 
del Faso de los Libres por cuanto que del informe de f. 9 es- 
pedido por el Administrador de esa Aduana, con referencia á 
los documentos de entrada y de cargo en la misma, no apare- 
ce constancia de que en esa época se hubiese hecho la introduc- 
ción de las ochenta y nueve pipas, que por lo tanto es incierto 
que Soage haya presentado dicha tornaguía en Concordia, y que 
hubiese chancelado con su presentación la letra de fianza, 
quedando constancia de ello en el libro respectivo de fianzas; 
puesto que el tal libro no existia en aquella época, ni existió 
hasta que el señor Contador Camcliuo hizo la visita de la 
Aduana de dicho punto. 

3° En que hallándose prohibido por el artículo 16 de la 
ley de Aduana vigente en 1870, el tránsito terrestre de merca- 
derías que no hubiesen satisfecho los derechos, con escepcion 
de aquellos que transitare entre el Puerto de Concordia y los 
Puertos del Brasil en el Eio Uruguay por Federación y el Paso 
de los Libres ; tenia que efectuarse precisamente la entrada 
del referido cargamento de vino en la Keccptoria de Federa- 
ción, lo que resulta que no se ha verificado desde que por las 
cuentas de dicha Receptoría no aparece la toma de razón que á 
su tránsito debía haberse hecho de él. 

Estos son los principales cargos en que se funda la acción 
del Fiscal, siendo las escepciones ó descargos opuestos por el 
demandado los siguientes: 

1° Que es positivo que se verificó la operación de la estrac- 
cion de las ochenta y nueve pipas vino, de depósitos para 
transportarlas de tránsito por ticna y en carros al ePaso de 
los Libres», según permiso, guías y fianza que se otorgó» fir- 
mando una letra por el duplo de los derechos, como quedó cons- 
tancia en el libro de fianzas llevado por aquella Aduana. 

2 o Que se recogió la letra con la anotación de chancelada 
cuando se presentó la tornaguía que se dió en Paso de los 
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Libres, pues que ai así no hubiese sucedido no se habría en- 
tregado ta letra y existiría en la Aduana de Concordia hasta 
el presente. 

3 o Que no se le puede hacer cargo de no presentarla para 
comprobar su acertó ; pues que no lo ha hecho, porque des- 
pués de tanto tiempo se le ha perdido y no la tiene : quB 
mas que todo, no es de obligación del comerciante conservar 
documentos de operaciones de Aduana terminadas y conclui- 
das para justificarlas, sinó de la oficina que debe conserrar 
constancia de ellos, así es que si el libro de fianza en que se 
anotó el cháncelo de la letra no existe, no es suya la culpa ; 
pero el libro ha existido y en él chanceló, como lo asegura en 
su declaración y escrito de f. 32 ofreciendo comprobarlo. 

A 9 Que el cargo que se le r- ¿ce por no existir constancia de 
que los carros que llevaron el artículo como de trasbordo, no 
hubiesen sido visados ó anotados á su tránsito poT Federación 
conforme á lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley do Aduana 
del año 70 t queda desvanecido y sin efecto con el certificado de 
f. 2i, pues que por él se acredita el tránsito por tierra de mer- 
caderías del Paso de los Libres sin hacer escala en Federación. 

En corroboración y como justificativo de estos cargos pre- 
senta el demandado la prueba testimonial que corre á fs.30 
y 37 y de 40-44 y de fs. 50 y 51 contraída esencialmente á 
demostrar ó A acreditar con ella que la letra fué chaneelada 
y que d Libro de fianzas existía en aquella época en la Aduana 
de Concordia; y la de fs, 54 á fs. 56 tendente á justificar 
también que las 89 pipas vino fueron conducías al Paso de 
los Libres, donde fué vendido el artículo de tránsito á puer- 
tos del Brasil. 

Por estos antecedentes y los que aparecen mandados agre- 
gar por los autos de fs. 73 y 87. 

Considerando i i' Que habiendo el demandado Soage ase- 
gurado que verificó la operación de trasbordo según el per- 

T. IX. M 
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miso y guías que corren en copias testimoniadas de fs. 79 a 
85 para mandar ol artículo de las 89 pipas vino t de tránsito 
por tierra al Paso de los Libres, ha debido presentar los com- 
probantes necesarios á demostrar que so verificó el trasbordo 
en carros, dando salida al artículo del Puerto de Concordia, por 
ser un priacipío jurídico y de regla general en todo juicio: * el 
que afirma una cosa debe provocarla», y que'esta prueba no 
la ha dado, como ha debido darla con la presentación de Ji 
letra chancelada, ó coa la torna-guía que debió sacar d«l 
Paso de loa Libres ; 6 en fin, en el cuso do no serle posible 
la presentación de tales documentos ptr las causas que alega, 
con el testimonio de los conductores, dueños de los carros, 
quienes es imposible que le hubiesen sido desconocidos, para 
confiarle aun sin esa garantía» el trasporte del artículo, en 
el caso de haber sido esto verificado, ó bien si para esto tam- 
bién ha tenido inconveniente, al ineiios ha podido y debido 
hacerlo con la cuenta de los fletes de que ha debido tener 
constancia en sus libros, como *e le esijiú en su declaración 
que la presentara, si como decia, había tenido lugar la opera- 
ción do trasbordo. 

Que en cuanto al hecho asegurado y utirmado también 
de que la letra fué recojida como lo decia Soaje en su de- 
claración de f. 2 espresando que so le entregó con la anota- 
ción de chancelada, tampoco aparece comprobante alguno de 
esto en su prueba testimonial de fs. 31 á 51. 

3 a Que respecto á la existencia del libro de fianzas que 
igualmente asegura Soage haber existido en la Aduana de 
Concordia, en contradicción de este acertó, tiene el juzgado 
en vista la sentencia testimoniada de fs. 88 i|ue se mandó 
agregar por ser de un caso idéntico de simulado trasbordo 
ocurrido en la misma Aduana de Concordia» en cuyo juicio 
se dió por comprobada la no existencia del libro de lianzas, 
en la misma época del caso prese ute. 
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4* Que además por la misma citada sentencia y el espediente 
en que recayó, aparece comprobado ante este juzgado que 
los declarantes de fs, 41 vta. ( 42 y 43 que ha presentado 
el Sr* Soage, para acreditar la existencia de dicho libro de 
fianzas, fueron los mismos que habían sido empleados de 
esa Aduana y que se contradijeron entonces al declarar sobre 
la existencia ó no existencia de tal libro, que también el 
testigo presentado f, 51 fué el que en aquel juicio idénti- 
co concedió el permiso para el trasbordo del cárgame ate de 
harinas de un buque que á la fecha del permiso hacia 10 
días que había salido en lastre como se espresa en la sen- 
tencia citada. Que ademas por el informe ó nota de f. 86 pa- 
sada por la Contaduría General se espone, que todo el 
personal de la Aduana do Concordia en aquella época fué 
destituido por las causas explicadas en el mismo informe, que 
por lo tanto fuera de tales testigos, que no son ni pueden ser 
aceptables, por no bailarse en las condiciones que señala la ley 
52, tít. 16, p. 3" y por la contradicción en que aparecen entre el 
cuso idéntico que acredítala sentencia citada y lo que disponen 
en el presente juicio, solo queda existente el declarante único, 
y singular de f. 40, que dice que existió dicho libro de afian- 
zas,-* pues que los de fs. 37 y 41 no aseguran tener esa cer- 
teza, 

5 o Que por lo que respecta á la torna-guia, hallándose acre- 
ditado por el documento de f. O que con referencia á los 
asientos de Aduana ha sido dado, que el artículo de las 89 
pipas de tíoo, no tuyo entrada en aquel puerto do Paso de 
los Libres ; es consiguiente que no pueda ser espedida dicha 
torna-guía, que además en la prueba que ha sido producida 
de f. 64 y f. 56 para acreditar que las pipas de vino fueron 
introducidas en aquel puerto, los deponentes en sus declara- 
ciones solo dicen * que el Sr, Rodal dependiente del Sr. Soa- 
ge les ofreció la venta de una partida de vino ; sin asegurar 
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que les costase acertivamento la existencia de ella en ese 
panto, ni saber qué cantidad fuese, ni menos si había quedado 
en plaza, 6 sí se le habia pasado de tránsito a puertos del 
Brasil, por venta que se hubiera hecho ; y lo que es mas que 
ignoran si el hecho de su introducción á ese punto fuese públi- 
co, no obstante de tratarse de un cargamento tan considera- 
ble, todo* lo cual Tiene á dar á dichas declaraciones el carác- 
ter de singulares 6 impertinentes, por no ser contraidas ni 
dadas sobre las circunstancias y hechos que debian descubrir 
la verdad sin dejar duda. Que con referencia a esto mismo 
viene también á presentarse en oposición al acertó de Soage, 
y de su dependiente Rodal, la falta de la diligencia indispen- 
sable prescripto por el art 356 de las ordenanzas, si es que 
el « vino » fué vendido para que pasara de tránsito al Brasil 
sin el pago de derechos. 

6 o Que el descargo que se da con el documento presentado 
af. 21 no importa sinó acreditar una Colación de la ley; y 
tanto de la vijente en el año 70 cuanto de lo que prescriben 
las ordenanzas de Aduana en el artículo 827. 

Por estos fundamentos y consideraciones que son bastantes 
ú producir la segura convicción de que las ochenta y nuew 
pipas vino que fueron sacadas del depósito con permiso de 
reembarco, y las guias correspondientes para su tránsito por 
tierra, en carretas, con destino al Paso de los Libres fué una 
simulada operación ; pues que no se ha acreditado que las re- 
feridas pipas vino hayan salido de Concordia, ni que hayan 
llegado a su referido destino, lo que importa una defraudación 
hecha de los derechos qne debieron satisfacerse á su introduc- 
ción en plaza. Fallo definitivamente juzgando declarado caído 
en comiso con arreglo al articulo 1,002 de las Ordenanzas de 
Aduana, el importe de las ochenta y nueve pipas vino» en favor 
del Fisco; siendo responsables de su pago lo» tfres. Hoage y 
Ca. quienes lo satisfarán en ía Aduana de Concordia, según 
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la liquidación que se haga en dicha Aduana por el aforo de ta- 
rifa que hubiese tenido el artículo cuando se hizo el fraude; 
con mas la condenación en las costas procesales, A cuyo efecto 
ejecutoriada que fuere esta sentencia, plísese copia do ella al 
Administrador de la indicada Aduana para que forme la li- 
quidación y se verifique el percibo correspondiente, dándose 
cuenta á este Juzgado. Repónganse los sellos, 

Antonio Zarco, 

Ed la sustanciaron de la segunda instancia se espidió esta 

VISTA DEL SEÑOR PHOCLHADOJt CENEN AL. 

ta 

Suprema Corte; 

Bueno* Airea. Mayo 31 da 1870. 

El contrabando propiamente dicho, como las simples opera- 
ciones fraudulentas pueden veriiiearse con la complicidad dr 
los empleados, ó á pesar de su vigilancia, y tanto en uno 
como en otro caso, esos hechos no están sujetos á los Códigos 
romunes, sinó á las disposiciones de las Ordenanzas de Adua- 
na, que nada establece sobre prescripción. 

Pero creado este delito por las leyes, cu guarda puramente 
de los derechos del Fisco, es considerado por esta razón de 
distinta naturaleza como también su responsabilidad. 

De ahí la prohibición de hacer pesquízas en casos particula- 
res, escoptuando el caso de seguir & los defraudados en su 
fuga. 

De ahi también la prohibición de imponer penas por infrac- 
ciones, que hayan pasado desapercibidas al tiempo del despa- 
cho de las mercaderías, después que estas han salido de su ju- 
risdicción. 



368 FALLOS H LA SUPREMA CORTE 

Apoyada en estos principios, mi opinión es que operaciones 
fraudulentas descubiertas posteriormente á su ejecución, no 
deben ser materia de proceso para imponer penas a comer- 
ciantes. 

El artfcnlo 1092, en cuyo nombre se lia levantado el presen- 
te, y en qne se funda la misma sentencia apelada, se Tefiere 
a defraudaciones consumadas hace años. 

Pero si la Corte pensase de otro modo, mo parece evidente, 
de la simple lectura, qne el año 1870 tuvo lugar en efecto un i 
operación fraudulenta verificada por los Sres, López y Magget, 
simulando con la complicidad de los empleados de la Aduana 
de Cuncordia, el reembarco, para el Paso de los Libres de m;is 
de 80 pipas de vino, que nunca llegaron á su destino, freo 
ademas que en tal caso, la pena aplicable seria el doble de los 
derechos, según lo dispuesto por el artículo 1037 du las Orde- 
nanzas. 

C. Tejedor, 

«e la Baprcna C»rte. 

Bueno» Aire*. Diciembre 5 do 1876 

\istos y considerando: Primero. Que aunque es verdad, 
que la pena impuesta por las Ordenanzas de Aduana, al delito 
de contrabando y defraudación de renta puede ser asimilada ftn 
algunos de sus efectos, á una reparación civil del perjuicio cau- 
sado al TeBoro Publico ; uo ea menos, verdadero, que ella con- 
serva su carácter penal, puesto que, salvos ln¡¡ casos de excep- 
ción, dicha reparación os personal* y no debe ser exigida de 
los herederos del contraventor, cuando este ha fallecido antea 
que la condenación hubiese sido pronunciada. 

Segundo. Que la disposición del articulo mil cien de la* 
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Ordenanzas dé Aduana» no importa la extinción de toda acción 
para perseguir el delito de contrabando, cuando esto no ba 
sido descubierto al tiempo do practicarse, poniendo así el con- 
trabando consumado en mejores condiciones, que la tentativa 
tlel mismo delito: sinó fijar solamente el limito en que las 
aduanas podrían imponer penas administrativamente, sin res- 
tringir cu manera alguna las facultades ordinarias do los Tri- 
bunales Nacionales. 

Tercero. Que en el presente caso, resulta de aui os plena- 
mente probada la operación fraudulenta quo los señores Soa- 
ge y Compañía han cometido» simulando el reembarco de 
ochenta y nueve pipas do vino, de la Aduana de la Concordia 
con destino al Paso de los Libres. 

Cuarto. Que la pena con quu las Ordenanzas, castigan este 
delito, no es la de dobles deruchos, sino la de multa igual al 
valor do las mercaderías reembarcadas según lo prescribe el 
artículo mil treinta y siete de las Ordenanzas. 

Por estos motivos y los concordantes de la vista del Señor 
Procurador General, y de la sentencia apelada de foja noventa, 
se confirma esta con costas. Satisfechas en consecuencia las 
de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 



JOSÉ RAMIOS PAZOS. — J. U. G O ROSTI AG A . — 
J, DOMINGUEZ. — S. M. LASI'RK. 
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D. Patricio Martínez contra D. Manuel Cires, sobre nulidad 
de un contrato de arriendo 



Sumario. — I o Las facultades conferidas al mandatario nun- 
ca deben entenderse en sentido contrario al interós y derecho* 
del mandante. 

2° La facultad dada al mandatario de arrendar una casa 
por el precio y condiciones que crea convenientes, con la 
cláusula de comunicarla al poderdante que debía firmar la 
escritura, debe entenderse en el sentido de que el mandan* 
te se reaerva el derecho de aprobar el contrato, y que sin su 
lirma no puede este existir. 

Caso. — D. Patricio Martínez confirió poder á IJ. Marco.; 
Leonard para que « contrataso por el precio, término y con- 
c iliciones que creyera convenientes una rasa, altus y bajos, 
« de la propiedad de su esposa I) 1 Eustaquia Rufino sitúa- 
t da en la calle Maipú, esquinare Piedad X° 52 á 56, pro- 
t cediendo en tal caso á comunicar al otorgante, quien deberá 
« firmar la correspondiente escritura de locación ». 

D. Marcos Leonard arrendó la casa á D. Manuel Cires es- 
pañol, y firmó el contrato poniéndolo en posesión. 
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D. Patricio Martines se negó á confirmar el contrato, y 
demandó á D. Manuel Cires para que se declarara nulo el con- 
trato de locación firmado por Leonard. y se le obligara á 
desalojar Ja casa. 

Falla del Jufi flecclanal. 

• t : 

Buenoi Aires, Setiembre 16 Jo 1676. 

Vistos: estos autos iniciados por O. Patricio Martínez con- 
tra D. Manuel Cires sobre nulidad de un contrato de arren- 
damiento celebrado por D. Marcos Leonard y el demandado y 

Considerando: 1° Que las partes están conformes en que 
la validez ú nulidad del arrendamiento cuestionado depende 
de las facultades acordadas á Leonard, en el poder de f. 44, 
pues aun cuando se invoca, por el demandado, el artículo 
76 del mandato del Código Civil, y se acompaña un con- 
trato celebrado entre Marti nez y Boqué, no podía haber juicio 
sobre la preferencia al arrendamiento sitió entre los inte- 
resados, 

2» Que por los términos del mencionado poder; se vé que 
Leonard babia sido especialmente facultado para el arren- 
damiento y no encargado de buscar arrendatarios como lo 
pretende Martínez, pues para esto no se precisaba poder, 
mientras que lo primero se confirma con la enumeración de 
sus facultades, fijar el precio, el término y demás condi- 
ciones, lo que cscluye la facultad de desaprobar el arrenda- 
miento de Leonard, pues estas facultades estarían entonces 
sin sentido ni valor alguno, lo que no es legal suponer. 

3° Que aunque es verdad que según el dicho poder, D, 
Patricio Martinez debe firmar los contratos que hiciera Leo- 
nard en virtud del poder, no es menos cierto que pnede 
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decirse que por sus término*, Martines debía firmar el con- 
trato que ae le preséntala, y que esta cláusula, mas que una 
facultad, impone una obligación á Martínez. 

4° Qne no siendo por otra parte esencial para el arren- 
damiento la escrituración y estando autorizado Luonurd 
para arrendar, debe confirmarse esa interpretación, basada en 
que de otra manera se haría ilusoria la facultad acordada y 
se llegaría á dejar sin validez el poder en parte, contra lo* 
principios de interpretación. 

Por estas consideraciones, fallo declarando que debo absol- 
ver, como absuelvo de la demanda á Manuel ('¡res, qim 
en en contra dedujo 1). Patricio Martínez, con costas á este 
último. Hágase saber original y repónganse los sellos. 



Viitoa y consideranda: 

1* Que 6B una regla de interpretación fundada en notoria 
equidad y sana crítica, que nunca deben entenderse las fa- 
cultades conferidas al mandatario en sentido contrario al 
interés y derechos del mandante. 

f Que conforme á esta regla, la cláusula del poder que 
faculta á Leonard para que pueda contratar por el precio, 
términos y condiciones que crea convenientes una casa al- 
tos y bajos, de propiedad de la esposa del mandante 1>. Pa- 
tricio Martínez, procediendo en tal caso el apoderado i co- 
municar al «poderdante, quien deberá firmar la correspondiente 
escritura de locación* debe entenderse en el sentido de que 
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Martínez, se reserva el derecho de aprobar el contrato y que 
sin su firma no puede este existir. 

3° Que no habiendo pues, Martinez prestado bu aproba- 
ción ni querido firmar el contrato do arrendamiento cele- 
brado por Leonard con I>. Manuel Cires, queda este nulo 
aunque lo haya firmado el mandatario, de conformidad con 
io dispuesto por al artículo 63 del título del mandato del 
Código Civil. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
fs y satisfechas las costas y repuestos los sellos del vuél- 
vanse. 

JOSÉ BA HltOS PAZUS. — J. B, GO- 
II OSTIA (i A . — j . DOMINGUEZ. — 
S. H. LASPIUR. 



■ 



A*0 1877 



CAUSA I 

£í /fa/ico Nacional contra D. Enrique C. Becker, 
por cobro ejecutivo de pesos 



Sumario.- No exponiéndose excepciones en la citación de 
remate del juicio ejecutivo, debe este llevarse adelante. 

Coro.—]). Eduardo Argerich, por el Banco Nacional, inició 
ejecución contra D. Enrique C. Becker por el cobro de una 
letra do cambio, valor do 2,000 $ fts. 

Notificado el mandamiento, Becker espuso: «que no tenia 
dinero para efectuar el pago, por lo que el oficial de Justicia 
trabó embargo en unas maderas del referida Becker, que se 
encontraban en oí corralón de D. Samuel B. Halle, consisten- 
tes en tres pilas de altura de 5 á vaTas de tablones de ce- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 
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día, y como depositario quedó O. C, H. Sanford. La diligencia 
esta firmad* por el oficial de Justicia, el actuario* el ejecutado 
y el depositario. 

Posteriormente en unas posiciones, el ejecutado confesó que 
esas maderas habían sido dadas á Halle en cuenta corriente y 
que su valor cufia 4c $ a/e. 

Citado de remate el ejecutado y no habiendo 
clones, se dictó el siguiente. 



r*ll« del Jaea 4e lewlm, 

Buenos Airea, Noviembre 8 de 1876. 

No habiéndose opuesto D. Enrique C. Becker á la ejecución, 
con escepcion legal, Uevéso adelante hasta hacer al acreedor 
cumplido pago con los bienes embargados intereses y costos, 

Albarradn. 

Notificado el ejecutado, apeló para ante la Suprema Corte, 
alegando como fundamento del recurso que no eran de su pro- 
piedad los bienes embargados. 

- 



Buenos Airet, Enero 18 de 1877. 
Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja cincuenta y una, satisfechas las de la instan- 
cía y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BABIUM PAZOS. — J. DONlNSQCl. — 
i. M- LASPÍim. 



* 
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CAI/KA II 



//. Pedro L. iiamayo, contra D. Juan D. Maradona, incidente 

sobre competencia. 



Sumario.— VA fuero de un pleito entre mandante y man- 
datario, suTge de la vecindad de las partes; y alendo estos 
de distintas provincias corresponde á la jurisdicción federal. 



Caso.— D. Juan de León en representación do D. Pedro 
L. Iiamayo, empresario de las Mensajerías Iniciadoras, de- 
mandó ante el Juez Federal en San Juan, á D. Juan de 
Dios 31 arad una, agente en aquella ciudad la suma de 171 $ 
29 es. bolivianos, saldo do laa cuentas de la empresa en el 
mes de Marzo de 1870. 

Convocados á juicio verbal, Maradona declinó jurisdicción 
diciendo que aun cuando Kamayo era vecino de otra Pro- 
viñeta, el crédito que se le cobra no procedía de negocios he- 
cho» en el domicilio del demandante ni con él si nú de la 
Agencia de San Juan que tenia su domicilio en la Provin- 
cia, que por consiguiente del origen de la deuda no surtía 
el fuero nucionul Binó el provincial. 

Corrido traslado D. Luis Cavillotti por Kamayo contestó 
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que el pleito era entre vecinos de diferentes Provincias y el 
crédito en su origen era de una operación de jurisdicción 
nacional, por lo que la causa correspondía al Juez de Sección, 
según el artículo 3 de la ley de jurisdicción nacional. Pidió 
se rechazara el artículo con costas. 

falla del Jnei de geeeien 

San Juan, Octubre 4 de 1876. 

Vistos: y considerando especialmente que la cuestión pro- 
movida en este juicio se refiere & los derechos y obligaciones 
procedentes del mandato entre el mandante y el mandatario, 
en cuyo caso debe estarse para surtir el fuero a la vecindad do 
las personas que hacen parte en el juicio, de conformidad á 
lo dispuesto articulo segundo* inciso segundo de la ley de juris- 
dicción del caíorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, fallo este incidente, declarando no haber lugar & la in- 
hibición de este juzgado solicitada por el demandado Mam- 
dona, en su escrito de fs. 8, con costas. En su consecuencia 
comparezca él mismo el sábado 7 del corriente por sí ó apo- 
derado á contestar la demanda verbal interpuesta por el apo- 
derado de D. Pedro L. Ramayo. 

Morcillo. 

De este auto apelo Maradona, y el Tecurso se le otorgó en 
relación. 

Falle de la ««presta Verte. 

Buen» Aires, Enero 23 de 1877. 
Vistos: por sus fundamentos se conürma con coatas el auto 
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apelado de foja diez; satisfechas las de la instancia y Te- 
puestos los sellos, devuélvanse. 



El itanco Racional contra />. José M. Layos, incidente sobre 

competencia. 



Suma rio. — Todos los asuntos en que el 



Caso. — D. Eduardo Argeiich por el Ha neo Nacional, inició 
ejecución ante elJuzgario Federal en Bueno* Aire*, contra l). 
José M. Lagos, por 2900 pesos fuertes importo de una letra de 
cambio. 

Notificado el auto de solvendo, Lagos promovió artículo de 
incompetencia, alegando ojie él era argentino y vecino de Hue- 



iüSÉ BARROS PAZOS. — J. DOMINGUEZ, — S. 



H. LASI'llJt. 



CAUNA III. 




T. IX. 
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nos Airea y que el Banco no era mas que una petBona jurídica, 
un establecimiento mercantil, sujeto á la jurisdicción provin- 
cial. 

Corrido traslado, Argerich contestó que el punto estaba ya 
resuelto por el Juzgado en el caso de Vülanueva con el Banco 
Nacional, en que se había declarado que eran de Jurisdicción 
Nacional todos los asuntos de dicho Banco. Pidió so rechazara 
el artículo con costas. 

P*ll« *el Jura de Seeelen. 

Bneno» Aires, Setiembre 29 de 1876. 

Do conformidad á lo pedido en la solicitud que precede y a 
lo Tesuelto por la Suprema Corte en la causa de Villanueva, llé- 
vese adelante el auto de solvoudo librado á f repóngase. 

Albarracin. 

lall* 1* «uprern» Corte 

Buenos Airea, Enero 23 de 1877. 

Vistos ¡ por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja once vuelta ; satisfechas las de la instancia y 
Tespuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSE BARROS PAZOS*— J. DOMINGUEZ. — 
S. M. USPIUR. 
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CAUSA IV 



El Procurador Fiscal contra los Conjueces de la mesa recep- 

irtamcnto da .{rauco, par infracción 

de la 




Sumario. — En las infracciones «lela lt-y Nacional tic Elec- 
ciones, la falta de intención culpable exime de pena á los acu- 
sados, y aún á aquel que propuso, sin probarla, una escepcion 
de otra clase. 



en el si 



Fallo del 



En la ciudad de la Rioja á JO días del mes do Julio de 1876, 
comparecieron ante el Sr. Juez Nacional, y 

Vistos y considerando : i a Que el Procurador Fiscal demanda 
á los Conjueces Titulares y Suplentes, D. Justo de la Vega, 
D. Leovino Quinteros, D. Estauroülo Nieto, D, Manuel Vega, 
D. Domiciano Niz, D. Sinecio Quinteros, D. Angel Vicente 
Vega, D. Ramón Agüero, D. Pascual Obiedo y D. Juan Vicente 
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Allende, por infracción a" los artículos 19 y 21 de la ley Na- 
cional de Elecciones. (Acta de f. I 1 y 2 a ). 

2 11 Que los demandados Vega, Niz y Allende y los apodera- 
dos de D. Ramón Agüero, Leovino Quinteros, Estauroíilo Nieto, 
alegan la falta de intención criminal al instalar la mesa es- 
crutadora en Anillaco, por ser este la cabeza dul Departa- 
mento, haberse allí practicado los Hejistros Cívicos en todas 
las elecciones nacionales desde la vigencia de la ley de la ma- 
teria y haber declaraciones de la Cámara de Diputados sobre 
su alcance y espíritu con motivo de la elección de uno de 
sus miembros. (Esposiciones de f . 6 y 12). 

3 o Que á petición Fiscal se declararon rebeldes los acusados 
Manuel A, Vega, Angel Vicente Vega y Pascual Obiedo, por 
no haber comparecido á contestar la demanda en el término 
del emplazamiento. (Auto de f . Svta). 

4 U Que el apoderado de Cinecio Quinteros ha alegado la 
ausencia de su representado del Departamento, desde antes que 
ee le nombró conjuez, hasta después de la elección, 

5 o Que aunque corresponde al CongTeso juzgar de la validez 
ó nulidad de la elección de sus miembros, es atribución es- 
elusiva del Poder Judicial la interpretación y aplicación en 
los casos contenciosos, de las leyes que aquel dictase en la 
turma de la Constitución. (Artículo 100 de la Constitución Na- 
cional). 

6 o Que designando el artículo 10 de la ley Nacional de Elec- 
ciones, los puntos en que debe practicarse la elección, los 
Conjueces acusados han debido concurrir á uno ú otro, no 
obstante la disposición del artículo 30 de la ley provincial 
de 12 de Diciembre de 1869, que designa á la Villa de Ani- 
llaco como cabeza del Departamento de Arauco. 

7 o Que ademas el artículo 19 de la ley electoral no designa 
para efectuar la elección el lugar en que según las disposicio- 
nes de los poderes de las Provincias (que no se han dictado) 
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debia estar instalado el Juzgado do Paz, sinó en los portales 
en donde funciona aquel con adquioscencia de dichos poderes. 

8 o Que no obstante lo espuesto, no existiendo resolución 
Judicial sobre el caso sub judice y constando de las declara- 
ciones de fs. 13 y 14, é informe del Escribano actuario de f. 14 
vta. haberse acostumbrado á practicar las elecciones j Regis- 
tros Cívicos Nacionales con pocas escepciones en el lugar de 
Anillaco ; es evidente que no hay faltu de intención criminal 
en los acusados, nacida dc t la errónea interpretación que desde 
la vigencia de la ley nacional se lia dado á la ley Provincial 
citada, el concurrir A formar mesa en el lugar de Anillaco, 
pues íjuc consta do publicaciones oficiales que la Cámara ele 
Diputados ha aceptado la elección de uno do sus miembros 
sin observación alguna, que fué practicada en dicho lugar. 

í)' Que habiendo D. Cinecio Quinteros en la diligencia de 
f. 33, ratificado las actuaciones practicadas por D. José V. de 
la Vega en su defensa, no ha justificado íaescepcion que opuso 
este al contestar la demanda en la audiencia de fecha I o do 
Abril ppdo. ; pues que las declaraciones de fs. 25, 2ü y 27 
no solo caracoli de valor jurídico por haber sido tomadas en 
contravención al artículo i 8 do la Constitución Xacional y 
al 120 de la ley de procedimientos, sínó también porque de 
ellas aparece acreditado todo lo contrario de la mencionada 
escepcion. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo y 
declaro: I o Que absuelvo i los Sres. I). Justo do la Vega, 
D. Domiciano Xiz, D. Leorino Quinteros, D, Estaurofilo Nieto, 
D. Ramón Agüero, D. Manuel A. Vega, D. Angel V. Vega, 
D. Pascual Ohiedo y D. Juan V. Allende, do la demanda; y 2 o 
Que de conformidad ¡i lo dispuesto por el artículo 54 do la ley 
de elecciones, condeno á D. Cinecio Quinteros á la multa de 
doscientos pesos fuertes ó en su defecto un mes de prisión con 
las costas causadas en la parte en que hubiera intervenido en 
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la presente causa y sicndi tas domas á cargo respectivamente 
de los que. las hubieren causado ; repónganse los sellos y há- 
gase saber en el original, con ío que terminó la presente, que 
la firmó el Sr, Juez con los comparecientes por ante mí, de que 
doy fé ; 

Man loqueo Molina. — Santiago Gordi- 
UfK — J. Vicente de la Vega. — G. 
San ¡toman. — Salvador de la Co- 
lina. — Basilio Escalante, Escribano 
Nacional. 

Esta sentencia fué apelado por Quinteros y por el Procura- 
dor Fiscal. 

VISTA DEL SU. PROCURADOR GHSBÜAfc 

Suprema Corte: 

Buenos Aires. Enero 18 J« 18T7. 

Encuentro justa la ruzon por la que el Juez de Sección ab- 
suelve á los Conjueces acusados, y creo que la sentencia en 
esta parte no debió apelarse por el Procurador Fiscal. 

La misma Tazón comprendo at Suplente Sinecio Quinteros, 
aunque al principio se amparó de otra. 

El Juez de Sección lo condena ú la multa de la ley. 

La unidad y seriedad del juicio, exijen en mi opinión, que 
la absolución lo comprende también, aunque no ha compare- 
cido i proseguir su apelación ; y pienso por lo tanto que la 
Suprema Corte, teniendo conocimiento del asunto, podría re- 
solver así, al devolver los autos. 

Cártos Tejedor. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aira, Enero 35 de 1877. 
Visto: por los fundamentos del auto apelado, se confirma 
este en la parte que absuelvo a los Conjueces nombrados en el 
acta de foja treinta y tres vuelta, revocándose en cuanto con- 
dena al Conjuez Suplente D. Sí necio Quinteros, por encon- 
trarse en las mismas condiciones que los absueltos, como lo 
reconoce y solicita el Sr. Procurador General y devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. DOMINGUEZ. — 
S. M, LASPIUR. 



1). Carlos San llaman, contra varios vecinos de la Rioja, por 
infracción de la ley nacional de elecciones. 



Sttmario, — No probándose los hechos en qne se funda una 
acción, el acusado debe ser absuelto con costas al acusador. 

Caso,— Los hechos y el derecho alegados están esplicados 
en el 
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r»lio del Jue« 4* SwpIoh. 



Rioja, Octubre 16 de 137G. 



Vista la demanda interpuesta por D. Cárlos San Riman, 
contra el Juez de Paz I). Arcén io Llanos, capitanea D, Da- 
vid Gómez y Rosario Ascurra y los coujueces escrutadores 
D, José J. Luna, D. Genaro Soria, Sccundino Soria y Eu- 
genio Ascurra, sobre infracciones de la ley nacional de eleccio- 
nes, en Ta que se practicó el C do febrero próximo pasado para 
un Diputado al Congreso de la Nación: y considerando en 
cuanto í los hechos ; I o Que el actor solicita se les condene 
A los acusados ú la multa de treinta onzas de oro y las costas 
procesales como autores de los hechos siguientes : I" Haberse 
instalado la ine-a en la estancia del Juez de Paz distante ocho 
leguas de la cabeza ¿él Departamento y cinco de la Parro- 
quia; 2*» Haberse negad- 1 el Juez de Paz a contestar una nota 
«le un Juez de Distrito, en que le preguntaba á qué punto 
se hacia la convocatoria de la elección que se lo ordenaba 
para que concurrieran los ciudadanos a sufragar; 3 C Haber 
el Juzgado de Paz y capitán Gómez hecho ostentación de 
fuerza armada reuniendo la fuerza como d treinta varas del 
lugar de la elección; Haber los conjueces aceptado sufragios 
a algunos ciudadanos que presentaban boletas de calificación, 
falsificadas unas y otras informales; 5* Haber varios ciuda- 
danos votado sin haberse inscripto en el registro cívico, pre- 
sentando boletas de calificación falsificadas; G* Haber el Juez 
de Paz Llanos, inscripto en el Registro Cívico varios ciudada- 
nos que no se han presentado A inscribirse; 7 o Haber el ca- 
pitán de milicias Ascurra citado militarmente su compañía 
para llevarla á votar, amenazando i los ciudadanos que no 
querían concurrir ; 8* Haberse negado los escrutadores á con- 
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signar en los registros electorales la falta de número del re- 
gistro y nombre del sufragante que so observaba en los votos, 
no obstante las reclamaciones quo hizo el ciudadano D. Mar- 
celino Reyes. (Pedimento do fs, 1 á 3 reiterado á f, 17). 

2" Que el Dr. Luna en su esposícion de f. 17 solicítala 
absolución de sus representados con las costas procesales, 
fundado: 1° En que la elección se practicó en uno de los 
puntos designados por la ley que es en los portales del Juzgado 
do Paz; 2" En que el Juez de Paz no ha recibido la nota 
del Juez de Distrito ¡i que se refiere la acusación ¡ 3 o En que 
la fuerza nacional estuvo acuartelada y no salió un solo sol- 
dado durante la elección ; \" En quo era falso el cargo por 
haber sido presentadas las en'» fijaciones antes de sufragar los 
ciudadanos á loa representantes del partido de oposición y 
quo los que figuraban en los autos, aun suprimiendo las fal- 
sificadas y presentadas á los escrutadores, pertenecían á los 
partidarios del acusador, lo que al aceptarlas probaba buena 
fe ; 5 o En que es falso el cargo, por estar inscriptos los ciuda- 
danos ¡1 que se refiere la acusación, ignorando con escepcion 
de uno de ellos, si se presentaron a* la mesa A sufragar ; 
tí" En que es falso el cargo por haberse escusado probable- 
mente los ciudadanos A q^ic el se refiere por la falta de ins- 
cripción,, para sufragar por el candidato del acusador ; 7 o En 
que el capitán Ascurra 'no lia citado su compañía, porque no 
ha estado autorizado para ello, habiendo concurrido volun- 
tariamente algunos ciudadanos «i sufragar; 8 o En que era falso 
este último cargo. 

3 o El Procurador Fiscal no ha deducido acción contra los 
acusados a mérito de tener antecedentes que pudieran servir 
para comprobar los hechos de la acusación (esposicion de f. 19). 

Y considerando en cuanto al derecho: 1" Que designando 
el artículo 19 do la ley nacional de elecciones los portales 
del Juzgado de Paz como uno <lo los puntos en que deben 
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practicarse las elecciones, el apoderado de tos demandados 
ha demostrado que sus representados han observado dicha 
prescripción al justificar plenamente con el informe de fs. 55 
vuelta qne la estancia denominada «Pozo Cercado* 6 «Bella 
Vista» en donde se hw la elección de Febrero próximo pa- 
sado, era el ¡ciento en que funcionaba el Juzgado de Paz por 
disposición del Poder Ejecutivo de la Provincia, y por lo tanto 
aunque los con jueces no tienen la atribución de variar ad ií- 
bitum el local de la elección; en el presente caso, consta de 
confesión de partes, informe del actuario de fs. 38 y decla- 
raciones corrientes de fe. 23 á 31 y 34 i 35 vuelta, que el lugar 
del «Pozo Cercado» asiento del Juzgado, es un punto central 
entre las dos principales poblaciones Chopes y Ulapea del 
Departamento : que allí se ha practicado el registro Cívico 
durante dos años cuyas calificaciones han presentado los dos 
partidos á la mesa escrutadora y finalmente que ambos han 
concurrido á sufragar, circunstancias que los escusa de toda 
responsabilidad criminal. 

2 f Que designando el artículo ÍQ de la ley de elecciones 
el local en que esta debo practicarse, no es de la atribución 
del Juez de Paz fijarlo al dar publicidad al decreto de convo- 
catoria; pues que sus funciones se reducen esclusivamente á 
autorizar el acto de la instab cíon de la mesa escrutadora, 
concurriendo paTa este fin con los encargados de formarla. 
(Artículo 12 de ley citada). 

3 o Quo del informe de f . 39 vuelta y declaraciones citadas 
consta que la fuerza que acampó el dia de la elección en el 
cPozo Cercado», recorría el Departamento por órdenes supe- 
riores, la cual ha permanecido desarmada durante la elección 
sin que uno solo de los soldados haya tomado la mas pe- 
queña participación para impedir el Ubre ejercicio del sufragio; 
y que por lo mismo, la sola presencia de la fuerza nacional 
durante la elección, no cae bajo la acción de la ley penal que 
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designa los hechos que deben juzgarse como punibles. (Artícu- 
los 54 á 58 de la ley citada). 

4* Que habiendo sido negados por el apoderado de los 
demandados los hechos en que se fundan los capítulos cuarto, 
quinto, sesto y séptimo de la demanda, el acusador no ha 
comprobado su existencia, para el efecto do aplicar á sus 
autores las penas prescriptas por la ley de la materia. 

5 o Que así mismo el Sr. San Román no ha probado con 
la declaración do D. Marcelino Reyes, corriente íi f. 28, el hecho 
de haber recibido la mesa escrutadora los votos sin el nombro 
de los sufragantes y numero do) rejistro, negándose á con- 
signar en los rejistros electorales estas circunstancias cuando 
fueron requeridos para ello, pues que siendo singular dicha 
declaración no merece plena fé en juicio. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando fallo v 
declaro que absuelvo A los acusados de la demanda, con costas, 
y mígase saber, con lo que terminó la presente que la firmo 
el Sr. Juez con los comparecientes, por ante mí, de que doy fé. 

Sajador de la Colina. — Mardoquea Mo- 
lina . — G. San Roman.—F. Luna.— fía- 
sitio Escalante, Escribano Racional. 

fallo a> ta ftaprema Carie. 

Buenos Aires. Febrero 1* de 1877. 
Vistos por sus fundamentos y de conformidad con lo pedido 
por el Señor Procurador General cu su precedente vista se 
confirma con costas el auto contenido en elactade foja cincuenta 
y ocho, satisfechas las costas de la instancia y repuestos los 
sellos devuélvanse, 

JOSÉ BARBOS PAZOS. — t. DOMIN- 
GUEZ. S. H. LASPIUR. 
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CAUSA VI 



Clavel y Dejean, contra la Municipalidad de 
sobre indemnización de 



Sumario. — i° La concesión de un radio hecha ú una Em- 
presa de Mercado por la Municipalidad, sin haberse esta obli- 
gado á mantener por sí el libre goce de ese radio, tiene que 
ser hecha valer por la Kinpresa Concesionaria. 

2° Esta no puede hacer cargos a la Municipalidad, por ra- 
zón de no haber quedado libre el goce del radio durante la 
concesión, si rió en el caso de alegar y probar que tal cosa ha 
sucedido por algún acto propio ó imputable á la Municipalidad. 



Caso. — El caso está ampliamente esplicado en el siguiente : 
Falla del Juei Seccional. 

Rueños Aires, Noviembre 15 de 1876. 

Vistos los autos seguidos por D. Luis Clavel y D. Benigno 
Dejean con la Municipalidad de esta ciudad, por cobro de per- 
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juicios por falta de cumplimiento de un contrato y de que 
resulta lo siguiente : 

lM¿ue los espresados Sres. Clavel y Dcjean celebraron con 
la Municipalidaden28de Febrero de" 1802, un contrato para 
la construcción del Mercado de Comercio, estipulando en él 
las dimensiones de las obras á ejecutar, tiempo de la dura- 
ción y concesiones que se hacían á los contratistas. 

2 " Que en el artículo tercero se establece que la Municipa- 
lidad concede ú los Empresarios el radio de seis cuadras para 
que dentro de él no se permita la venta en puestos de carne, 
pescado ó verduras. 

'3 a Que modificada la forma del pago por un segundo con- 
trato de fecha 4 de Mayo de 1808, se estableció espresamente 
por el artículo 6" que quedaba en vijencia la concesión del 
radio espresado en el contrato anterior. 

4 o Que concluido el Mercado, los Empresarios viendo ocu- 
pado este radio, ocurrieron á la Municipalidad para que les 
mantuviese en el goce de sus derechos, reclamación que no pro- 
dujo resultado. 

5 o Que presentándose posteriormente al Juzgado de Sección, 
se mandó desalojar á los puesteros, lo que no cumplió la po- 
licía por haber rehusado la Municipalidad dar el radio. 

6* Que con estos antecedentes se puso la demanda de f. 26 
en que se espone, que habiendo pagado con puntualidad por 
parte de la Empresa las obligaciones que se impusó, no se ha 
cumplido por la Municipalidad el compromiso contraído por 
el artículo 3 o del contrato, con relación al radio cedido, falta 
ú omisión que le ha perjudicado notablemente en la esplota- 
cion del negocio del mercado. 

7 o Que la Empresa del Mercado de Comercio ha gastado en 
su construcción la suma de un millón de pesos y otro millón 
ha pagado en cambio del radio de seis cuadras que la Muni- 
cipalidad se comprometió á cederle y que no ha hecho efectivo 
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hasta el presente. Que por esta causa no lia cobrado los de- 
rechos de que corresponden a los 40 ó 50 puestos que la Mu- 
nicipalidad ha consentido dentro del radio cedido, perjuicios 
que equitativamente estima en un millón de pesos, a cuja res* 
titucion debe ser condenada la Municipalidad, con mas las 
costas. 

8* Que comunicado traslado de la demanda á la Municipa- 
lidad, esta contestó á f. iO pidiendo su absolución también en 
costas, fundada en que al acordarse por la Municipalidad la 
concesión del radio de seis cuadras para no permitir puestos, 
solo se comprometió á dictar la ordenanza del caso. Que cor- 
respondía á la Empresa el haber hecho valer sus privilejios 
contra los terceros que violaban esos privilejios y que asilo 
bahía entendido la Empresa misma, deduciendo acción contra 
dichos tercer os j como lo tiene confesado, y que sino la llevó A 
efecto, debía culparse á sí misma y de ninguna manera á la 
Municipalidad como parto contratante. Que no es veTdad que 
la Municipalidad se negara á determinar el radio, puesto que 
se encuentra determinado en el contrato mismo y que tratán- 
dose de la ejecución de ese contrato, no era la parte interesada, 
sinó los jueces quienes debían declarar cuál era el alcance de) 
radio de seis cuadras contenido en el contrato. 

T considerando: 1° Que la presente cuestión versa soutc 
la interpretación de la cláusula tercera del contrato y su apli- 
cación. 

2 o Que por los términos mismos del artículo 3 o del contrato 
de 1862, y el artículo (i 1 del de 1868, que espresan que la Mu- 
nicipalidad concede al mercado un radio de seis cuadradas, se 
ve que se trata de una obligación de hacer que la Municipa- 
lidad cumplió, con dictar las medidas necesarias para su eje- 
cución, lo que ha verificado, dictando la ordenanza correspon- 
diente para los demandantes, como lo dice el representante de 
la Municipalidad, no hallándose en este punto contradicho, 
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sind corroborado por d demandante quo en parte alguna reco 
3» Que tratándose de nn privilejio 6 escepcion acordada á 

e 53? 2£ h IC , spctftr ' y cn este ras ° * 5*«ES£ 

presa de. Mercado de Comercio, | quien se había acordado el 
SÍT dC apetencia ennn radio dl^ 

rtfLMí? EmPTeSa mÍSmi1 ' ante el Juez Xa. 

1; 2ss coni0 ,o tiene ím > <*»** ta Si 

S2T cu d , C r P " ndÍ<, °' 7 C3ta S ha co, - 

Sí S ??: nUCTo c<mtratn cim ]a m «»- ¡ n- 

iidud en 1868, comento d f. . . h , ratifl^io quc „ U((la) ,.' , 
vigencia I. concesión del radio espresado 1. 2, . , 
reconocer h Municipaiidad ^58 
conos de esa oldusula desde que, según % dcman 5 
amaejon por el desnlojo de lo, puesteros intrusos &££ 
lugar después de abierto el Mercado al püblico. 

6" Que aun cuando no se tratase do un nrivüeiin ™ i„ e. 
unto dicha, sin, de un verdadero arrenda^T S , 
Mumcpalos, la Municipalidad como locador, no estarü W 
gada d garantir al lectorio de las vias do echo de W 3 " 

an^Y? í y™ "° **» -úcont™ 

m Z r u ch08 ( " r,ic '"° * títttI ° » £S£ 

Cod.go &„!). p U e 3 no „ trata de « . 

estos l ZZ **? ta " m « impedimento basado en 
estos ultnnos derechos, el que se ha puesto d la Empresa 2 

presa m.sma, concod.endo que 1. „sisten«¡a de los puestero, 



384 FALLOS DE LA SUPREMA COATE 

era infundada, como porque así fué declarado eu el juicio que 
interpusieron ante el Juez de Sección j inas particularmente 
porque dicha resistencia de los puesteros, so fundaba, según 
se deja comprender en la demanda, en el derecho personal y 
comun á todo habitante de la República de ejercer libremente 
su industria, lo que no importaba, ni puede comprenderse 
como un derecho especial a la cosa, exijido entre las escep- 
ciones enumeradas al final del precedente considerando. 

7" Que no es verdad que la Municipalidad no haya deter- 
minado el radio de las seis cuadras, pues, so encuentra esta 
determinación contenida literalmente en el contrato, y que si 
en la ejecución del contrato hubiese sido necesario lijar el 
alcance de esta concesión, no era una de las partes contra- 
tantes, como ©Ta la Municipalidad, sino á la autoridad judicial 
á quien incumbia determinarla, una vez producido el caso 
judicial. 

Por estas consideraciones, fallo absolviendo á ía Munici- 
palidad de la demanda entablada por los Sn-s. Clavel y Dejean, 
repónganse los sellos y notifíquese original. 

Isidoro Atbarracm. 



Fallo de la Suprema Corte. 



DuenoB Airea, Febrero 1" de 1877. 

Tistos y considerando: Primero, Que no resulta de los con- 
tratos en copia presentados á fojas dos y seis, que la Munici- 
palidad se haya obligado especialmente á mantener por si á la 
Empresa del Mercado del Comercio en el libre goce del radio 
de seis cuadras que le eoncedia, contra la ocupación de cual- 
quiera que intentase establecer dentro de él un puesto de 
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abasto, ni tampoco tí dictar ordenanza alguna sobre el parti- 
cular. 

Segundo. Que la Empresa, que pudo y debió haber publicado 
el contrato para hacer conocer de todus la concesión, no lo 
hizo. 

Tercero. Que dicha concesión hecha á la Empresa por la Mu- 
nicipalidad en virtud de la autoridad pública que para ello le 
asistía, se ha convertido por el hecho en un derecho privado, 
que solo á los concesionarios correspondía defender y hacer 
valer. 

Cuarto. Que estos así también lo entendieron, cuando ocur- 
rieron al Juzgado de Sección solicitando el desalojo de los 
intrusos, juicio que en seguida paralizaron voluntariamente 
después de haber obtenido el correspondiente mandamiento 
para el efecto, y sin que entonces hubiesen requerido cosa 
alguna de la Municipalidad si se creian con derecho para ello. 

Quinto. Que la fijación, por otra parte, del radio que recien 
ahora vienen i demandar, cuando está para vencerse el largo 
término del contrato, es impertinente por innecesaria, pues 
esta bien determinado en el contrato mismo al fijarle el límite 
de seis cuadras, y cuando no se exijió si se creía necesario, al 
reformarse el primitivo contrato de mil ochocientos sesenta y 
dos por el de mil ochocientos sesenta y ocho. 

Seslo. Que, por último, no se ha alegado y probado por los 
Empresarios que la concesión de Tadio haya sido violada ó in- 
terrumpida poT acto alguno propio é impotable á la Municipa- 
lidad» único caso en que la presente demanda contra ella habría 
sido procedente. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, se confirma ésta con costas, y satisfechas los de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse estos autos. 

JOSE BAILRQ8 PAZOS. — J. DOMINGUEZ.— 
S. H. LASPIUB. 
f. IX . g7 
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CAUSA VII* 



Dewto Hermanos contra D. Jaime Walsh, Capitán del Bergan- 
tín inglés *Zuleita*,por daños procedentes de averias en ta 
carga. 



Sumario. — i a En los daños de la carga, se presume la 
culpa del Capitán, y á él incumbe la prueba de las escepcio- 
nes, menos en el caso en que el cargador afirme que la causa 
de la avería consiste en el mal estado del buque, para na- 
vegar. 

En este caso la prueba de dicha afirmación corresponde 
al cargador, máxime cuando el capitán tiene el certificado de 
una compañía de espertes del puerto de procedencia de haber 
estado el buque en buen estado de navegar. 

3 o El informe de la Cámara Sindical de la Bolsa, que á los 
certificados del Llojd Americano no se acuerda en esta plaza 
la misma fé que & otros, para buques con destino á Europa, 
no desvirtúa el mérito de aquellos para buques con destino á 
este puerto. 

4 o Para desvirtuarlo, debe probarse que el buque ha nave- 
gado sin contra tiempos de mar, ó que los defectos del buque 
no pudieron ser notados por los peritos del Lloyd Americano. 

5 o El informe pericial al respecto, no ordenado, ni ratifica- 



HE JUSTICIA NACIONAL 387 

da judicialmente, y en oposición al cual existe una protes- 
testa del Capitán ante el Cónsul Inglés de accidentes de 
mar sufridos en la travesía, no puede constituir dicha prueba. 

Caso. — El caso se halla espuesto en el siguiente: 



Fallo del «un Seccional 



Buenos Aires. Setiembre 25 de 1876. 

Vistos estos autos seguidos por los Sres. Devoto Hermanos 
contra el Capitán del bergantín Inglés «Zuleika» por avería en 
un cargamento de harina traído de Ni: o va- York, Estados-Uni- 
dos y de que resulta. 

I o Que cu Enero de 1875 el capitán del «Zulcika,» roció ¡ó 
en Xuova-York, para trasportar á Buenos A i rus , á la consig- 
nación de los Sres. Devoto Hermanos, en el «Zuleika». la 
cantidad de 2905 barriles do harina en buena condición, se- 
gún conocimiento de f. 1. 

2 U Que llegando en Abril á este puerto el cargamento di- 
cho, los consignatarios procedieron ü la descarga, encontran- 
do la mercadería en mala condición d con averías, por lo que 
solicitaron el reconocimiento pericial que se ordenó á f, 5. 

3* Que los peritos á f. 9 afirmaron que las averías provenian 
del agua que ha penetrado en la bodega por falta de calafates 
al costado de ambos lados en la parte alta en la cubierta y 
barragantes. 

4° Que en vista de esto y siendo el Capitán responsable de 
los daños que sufra la carga y que no provenga de vicio de 
la cosa, culpa del cargador 6 fuerza mayor, los Sres, Devoto 
Hermanos dedujeron demanda a f, 11 por la indemnización 
de esos perjuicios. 
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5° Que corrido traslado de la demanda el Capitán sostiene 
que no es por su culpa sino por accidentes de mar que la ave- 
ria se ha producido; que el buque fué inspeccionado por el Lloyd 
de Nueva-York obteniendo patente de estar en buen estado, tra- 
ducida a f. 50 que se acompaña á f. 17 legalizada por el Cónsul 
Americano eu esta, y que para obtener esta patunte el buque 
fué préviamente reparado como constaba del mismo certiü- 
cado. 

6 o Que recibida esta causa a* prueba sobre la falsedad de 
la patente del Lloyd de Nueva-York, sobre que las patente 
de esta asociación no bastaban para rertiíicar el calado del 
buque en el puerto de su procedencia, sobre que el buque no 
estaba apto para emprender viage en el momento de partiT de 
Nueva-York, y que la avería se babia producido por fuerza ma- 
yor, se ha rendido el informe de la Cámara Sindica) á f. 89, 
certificado del Cónsul Argentino en Nueva-York á f. Oí, certi- 
ficado del Lloyd Americano de f. 59 y protesta de f. 61. 

Y considerando ; I a Que aunque por el artículo 1067 del 
Código de Comercio invocado por los demandantes, el Capitán 
es responsable para con los cargadores de toda especie de cul- 
pa por los daños que sufra la carga, á menos que provenga de 
vicio propio, fueTza mayor ó culpa del cargador y por consi- 
guiente es á cargo del Capitán la prueba de la escepcion, ha- 
biéndose aceptado por los demandantes que la falta del capitán 
consistía en el presente caso en que el «Zuleika» no estaba 
en estado de hacer la travesía, era á cargo de los mismos la 
justificación de este estremo. 

2? Que para conseguirlo solo se ha ofrecido el informe de 
la Cámara Sindical de Comercio que dice que á los certifica* 
dos del Lloyd Americano que tiene el «Zuleika* no se les 
acuerda en esta plaza la misma fí que á los del Lloyd Inglés, 
del Hejistro Italiano y del Vcritns Francés, para buques que 
cargüen^Sra Europa, lo que no importa negar que merezcan 
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fé en el comercio esos certificados ni menos que no sean acep- 
tados cuando son espedidos para buques que hacen el viaje de 
Estados-Unidos á este puerto. 

3 o Que imponiéndose al Capitán por el artículo 1081 del Có- 
digo de Comercio el deber de hacer reconocer por peritos, 
antes de tomar carga, si el buque está en buen estado de na- 
vegar, se deduce que á este reconocimiento se ha de procedi-r 
de conformidad ¡L las ordenanzas ú practicas vigentes en el 
puerto de la procedencia, y no en el del destino del buque; y 
por consiguiente no es de dudarse que el eertiíicado del Lloyd 
Americano, ha de ser bastante en Nueva- York, como da hecho 
se confirma con el certificado del Cónsul Argentino en ese 
puerto, que dice que la Asociación Lloyd Americano, goza de 
buena reputación con las compañías de seguros marítimos en 
esa plaza, de lo que se desprende que el capitán ha cumplido 
con esc deber, pues viene provisto del certificado de esa aso- 
ciación de espertos. 

4" Que este certificado de visitar £ inspeccionar aunque no 
es hecho absoluto, echa sobre el que lo impugna la carga de 
probar que no es exacto, y hasta que se haya rendido esa 
prueba, hace presumir no solo que en el momento de la par- 
tida estaba el buque en estado de navegar sinó que las averías 
posteriores observadas en la travesía se deben á accidentes de 
mar, según doctrina común; y por consiguiente los demandan- 
tes han debido establecer en el presente caso y por esta razón 
que el «Zuleika* ha navegado siu contratiempo ó que las fal- 
tas observadas en el calafateo y ajuste de los costados no ha 
podido ser notado por los pentos del Lloyd Americano. 

5 o Que aunque para la prueba en contrario del certificado 
de visita es admisible la dé presunciones, el dictámen de f. 8, 
en que basa el demandante su acción no puede estimarse 
como pericial en cuanto al origen de la avería, pues no habían 
sido autorizados los firmantes sinó para apreciar los daños 
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(artículo 1246 del Código de Comercio) ni ha sido ratificado 
en la estación de la prueba, ni por último puede cohonestarse 
con otras constancias del espediente. 

6 o Que consta de autos que el Capitán del «Zulcika» se pre- 
sentó ante el Cónsul de su nación (f, 6i) y protestó de los 
accidentes de mar que habían sobrevenido al bergantín en la 
travesía, de conformidad á lo prescrito en el artículo 1099 
del Código de Comercio y que esa protesta y declaración no 
contradicha hacen presumir legalmente la existencia de loa 
accidentes que denuncian, hasta que no se pruebe lo contrario, 
y contra esa presunción no puede hacerse valer las conjeturas 
de loa peritos de f. 8 que parten del hecho contrario de que 
el buque no sufrió esos accidentes, habiendo navegado siempre 
con vientos favorables á su rumbo. 

7 o Que aunque los demandantes han alegado que el «Zulei- 
ka* debió solicitar y no solicitó el certificado del Lloyd Inglés, 
de que había un agente en Nueva- York, lo que hace presumir 
que no estaba en estado de navegabilidad ; contra esta presun- 
ción milita lo expuesto en el considerando tercero y el hecho 
no desconocido por los demandantes de que el buque fué pré- 
viamente reparado, no habiéndose por otra parte intentado 
probar que al Znleika se le hubiera negado esa patente ó sea 
certificado por el Lloyd Inglés, 

Por estas consideraciones fallo absolviendo al Capitán del 
Zuleika D. Jaime Walsh de la demanda deducida contra él por 
los Señores Devotto Hermanos y ordenando en consecuencia 
que se levante el embargo trabado en el flete y su entrega a 
dicho Capitán con mas los costos del juicio. Hágase saber 
orijinal y repónganse los sellos. 



Isidoro Aibarracin. 
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Eftll* de 1» Suprema Certe 

BnenoB Aires, Febrero 8 de 18T7. 
Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento veinte, y satisfechas y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

i. B. PAZOS — J. B. GOBOSTIACA. 
— 8, H. LASPIUR. 



CAVIA VIII. 



Roteo Piaggio é hijos, contra Jaime Ltavallol é htjot t por reco- 
nocimiento de obligación: sobre incompetencia y defecto 
legal en ta demanda. 



Stttnario. — Í a El capitán ó armador puede demandar al 
cargador ante el Juez de su domicilio para que reconozca la 
obligación de pagarte el fleto de la carga que no embarcó, 
según contrato, una voz llegado eí buque A su destino. 

2? La discusión sobre si bastan al objeto del demandante 
ciertos documentos, sin acompañar la póliza del fletamento, 
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pertenece al fondo de la cuestión y no puede dar lugar n una 
eecepcion dilatoria. 

Cojo.— El caso resulta claro del siguiente: 
Fallo del Sueu «errlonnl. 

Buenos Aires, Setiembre 14 de IS76. 

Vistos en el incidente sobre las escepciones dilatorias de 
incompetencia, de no hallarse acompañada la demanda con la 
póliza de fletamento y de no deberse el flete por no haber 
concluido el viage, deducidas por los Srcs. Llavallol e* hijos y, 
considerando : 

i a Quería [demanda deducida por los Sres. Rocco Piaggio é 
hijos, no Tersa sobre obligaciones provenientes do los conoci- 
mientos, sino" precisamente de que no se cumplió por Llavallol 
c hijos la obligación de cargar lo que hubiese motivado que se 
dieran por esa carga los conocimientos cuya falta se objeta. 

2 o Que los conocimientos no se firman sinó después de 
entregar la carga (art. H98 del Código de Comercio) y por 
tanto exijir su presentación, antes de la demanda en que se 
dice que la carga no fué entregada, es contra ley. 

3 o Que la presente demanda ha sido instruida con los docu- 
mentos de f . . . á f . . . los que una vez reconocidos importarían 
una confesión que suple la falta de los conocimientos, 

A" Quo en la demanda deducida no se pide el flete sinó eí 
reconocimiento de la obligación de pagarlo : y por tanto es 
inaplicable el artículo 1248 invocado por la parte de Llavallol, 
tanto mas cuanto que el consignatario ó armador no podría 
hacer efectivo ese derecho en el puerto del destino del buque, 
desde que la parte cargada debe devolverse á la presentación 
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de los conocimientos, y no habría así carga que responsabilizar 
por el defecto de no haberse entregado la que debió, y en tal 
caso el domicilio del dcndor de la obligación surte el fuero y 
da la jurisdicción. 

5 o Que el no haberse vencido la obligar-ion no es una escop- 
cion dilatoria ni sou admisibles en juicio mas que las dilato- 
rias enumeradas especialmente en el artículo 73 de la ley de 
Enjuiciamiento, 

Por estas consideraciones fallo no haciendo lugar á las excep- 
ciones opuestas por los Sres. Llavallol 6 hijos en la presente 
demanda y ordenando en consecuencia contesten directamente 
á la demanda, con costas. Hágase saber original y repóngan- 
se los sellos. 

Isidoro AJbarractn. 

Buenos Aires, Febrero 10 de 1877. 

Vistos y considerando: que la demanda de Rocco Fiaggio é 
hijos, según aparece esplicada y corregida en el escrito de foja 
diez y ocho no tiene por objeto hacer efectiva la acción que 
confiero el artículo mil doscientos diez y seis del Código de Co- 
mercio, sinóque los demandados reconozcan la obligación de pa- 
gar el flete correspondiente a la carga que no embarcaron. Con- 
siderando poT otra parte que, instruida la demanda con los 
documentos de fojas una á tres, sin que exista póliza de fleta- 
mento, ui otro* conocimientos que los firmados por la carga 
recibida en el vapor, toca al fondo de la cuestión decidir si esos 
documentos bastan 6 no para su objeto i por estos fundamentos 
y los concordantes del auto apelado, se confirma, sin especial 
condenación en las costas del artículo, en atención á haber sido 
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promovido con anterioridad al espresado escrito de foja dies 
y ocho, satisfechas las costas y repuestos los sellos devuélvan- 
se los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J B. GOROST1AGA. 
— J. DOMINGUEZ. — S. M. LASPTOR. 




D. Juan Car levar o t con el Fisco Nacional y D. José Carlevaro, 
sobre tercería de dominio y revocación de enagenacion 



Sumario, — De la petición del ejecutante que á la acción 
reivindicatoría de un tercero opone el fraude de la enagena- 
cion pidiendo su revocación, debe darse traslado á este, so 
pena de nulidad. 



Caso. — El Fisco Nacional ejecutó a D. José Carlevaro por 
el importe de una letra, ante el Juzgado Federal de Entre- 
Bios. 

En 12 de Marzo de 1875 se dictó el auto de sokend», que 
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fué notificado al deudor en 5 do. Mayo. En 12 del misiro se 
libró el mandamiento de embargo, cuya diligencia fué come- 
tida por oficio al Juez de Paz de Concordia. En 5 de No- 
viembre so trabó embargo en una casa denunciada por de D. 
José Carlevaro, quien protestó que dicha casa era de D. Pedro 
Calvento. 

Trabado el embargo, D. Juan Carlevaro entabló tercería 
de dominio fundado en dos escrituras de venta, la primera de 
D. José Carlevaro, á favor de D. Pedo Cálvenlo en 12 de 
Junio de 4875, y la segunda do esta á su favor en 11 de 
Noviembre de 1875. 

Conferido traslado al Procurador Fiscal, este pidió algunas 
diligencias para hacer constar las fechas del auto de solvendo, 
embargo» &. t y on seguida opuso que las ventas de 12 de 
Junio y 11 de Noviembre de 1875 debían ser revocadas por 
haber sido hechas en fraude de los derechos del Fisco. 

El Juez de Sección, llamó autos, y ordenada la espedieiou 
de un certificado, para mejor proveer, dictó el siguiente: 

Fnll« del Jne* fteecUanl. 

Paraná, Junio 9 de 187tJ. 

Vistos que el presente jnirio de tercería de dominio inter- 
puesto por D. Juan Carlev.iro en la ejecución seguida, á instan- 
cia del Procurador Fiscal, contra D, José Carlevaro por la 
cantidad do cuatro cientos ochenta y tres pesos fuertes con 
85 ctvs. que adeuda al Fisco poT letTas protestadas, resulta 
que las escritoras en que se arguye derecho de dominio ó do 
propiedad en la casa embargada, fueron celebrados la de f. 8 
el 12 de Jonio de 1875, y la de f. 10 el 11 de Noviembre del 
mismo año; y ellas por sus fechas, según lo que espolie el 
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Procurado! Fiscal en su vista de f. 21, con referencia al espe- 
diente de ejecución, y lo acredita el informe que por última 
providencia de fecha dos del presente mes de Junio, ha espe- 
dido el actuario, aparece que la primera fué otorgada á los 
tres meses de iniciada la ejecución contra D. José Carlovaro y 
al mes y dias que le había sido notificado el decreto de sol- 
vendo i y que la segunda lo fué también al mes y veinte y un 
dias en que por reiterada providencia de trece de Agosto del 
mismo año le volvió d ser notificado el citado decreto y seis 
dias después de que se hallase trabado el embargo sobre la 
cosa de que hoy se reclama por un tercero alegando un de- 
Techo escluyente; y 

Considerando: 1° Que por esta demostración que arrojan 
los autos ejecutivos y la fecha de otorgamiento de las citadas 
escrituras de la venta de la casa perteneciente al ejecutado D. 
José Carlevaro, se comprende que ha habido intención de de- 
fraudar al Fisco, deBde que no poseyéndose otros bienes, se 
hizo la venta de lo único que se tenia cuando ya se hallaba 
iniciada la ejecución. (Código de Comercio, artículo 229). 

Esto eon respecto á la primera venta hecha por el mismo 
ejecutado. 

2 o Que el otorgamiento de la segunda escritura de venta se 
verificó cuando ya la casa se hallaba embargada, sin que en el 
momento de trabarse este, ni después, se hubiese reclamado 
pero ni protestado por el que según la primera escritura, á D. 
Pedro Calvento ya era dueño de ella y antes bien so consintió 
el embargo, como lo manifiesta el silencio guardado. 

3 fl Que por tales consideraciones ante dichas, no pudiendo 
la casa que ha sido objeto de las dos sucesivas ventas, ser el 
objeto de esos dos actos jurídicos en la forma que se presenta 
por ser el único bien de un ejecutado primero, y segundo por 
hallarse intervenido judicialmente por un mandamiento de 
embargo, circunstancias que hacen nulas dichas escrituras, 
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mucho mas si se considera el perjuicio causado cou ellos á los 
derechos del Fisco, (Código Civil, artículo 10, Tít. 2 o , Sec, 2\ 
Libro 2 o ). 

4° Que ademas por lo que aduce el Procurador Fiscal en su 
escrito de f. 21 las dos escrituras con que se ha interpuesto la 
tercería han sido hechas con fraude de un acreedor ejecutante 
según lo qnc prescribe el artículo 19, Cap. 2 U , Tít. 2 o , Sec, 2", 
Lih. 2 o , Código Civil. 

Por tales fundamentos definitivamente juzgando: declaro 
revocadas las escrituras citadas de f. 8 á f. 10, y por lo tanto 
sin valor ni efecto la tercería de dominio interpuesta por D. 
Juan Carlevaro, con costas; debiendo llevarse adelante la eje- 
cución contra D. José CaldevaTo según la sentencia de remate 
que ya se tiene formulóla, en caso que no se apelare de la 
resolución. Itepónganse los sellos. 

Antonio Zarco. 

Carlevaro apeló, y en la esprcsion de agravios hizo notar que 
el auto apelado eTa nulo, por no habérsele dado traslado de la 
petición fiscal sobre la rescisión de las ventas. 

VISTA DEL SEflQR PROCURADOR GENERAL. 

4 

Suprema Corte: 

Buenos Airea, Julio 6 de 1876. 

El auto de Junio I o es evidentemente nulo, porque, en un 
juicio ordinario como ol de tercería, debió darse traslado do la 
vista fiscal *l opositor, antes de pronunciar sentencia. 

Una nulidad como esta, que afecta esencialmente el pro- 
cedimiento es de orden público, y no puede considerarse alla- 
nada por el asentimiento del interesado que recibió la notifica- 
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eion sin reclamar, pero que lia reparado su error en la cspresion 
de agravias. 

Creo, pues, que debe declararse nulo todo lo obrado desde 
entonces, devolviéndose loa autos al Juez Seccional para que 
sustancie en forma el proceso deade esa actuación. 

C. Tejedor. 
FftlU de la ftuprcm» Corle. 

Buenos Aires, Febrero 10 de 1877. 

Viatos y resultando: que de las diligencias de prueba prac- 
ticadas antes de estar trabado el juicio, así como de lo pedido 
en su mérito por el Procurador Fiscal á foja veinte vuelta, no 
se ha corrido traslado al tercer opositor escluyente como cor- 
respondía, tratiindoso de un juicio ordinario, y que por con- 
siguiente la sentencia de foja veinte y cuatro se ha pronuncia- 
do sin ser oída la parte opositora, contra lo dispuesto por el 
artículo cincuenta y nueve de la ley nacional de procedi- 
mientos; de conformidad con lo pedido por el señor Procura- 
dor General, se declaro nulo todo lo obrado desde aquella 
actuación esencial omitidn, devolviéndose estos autos al Juez 
de Sección para que sustancie el proceso conforme á derecho. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — I. D. CO- 
ROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
S. M, LASPtUR. 
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CAUSA X 



D. José Pando con D. Modesto Barañao, sobre desistimiento 

de compra. 



Sumario. — i* Perfeccionada la compra, queda el compra- 
dor obligado al pago del precio, y no puede resistirlo, a menos 
de tener motivos fundados por la reivindicación de un tercero. 

2* El que posée una cosa como dueño, tiene título bastante 
para venderla. 

3* Vendiendo una cosa en remate sin condición alguna, el 
comprador queda obligado, salvo su acción contra el martiliero, 
si no espuso el negocio con verdad y claridad. 

4* El Juzgado de Sección no puede aceptar un juicio sobro 
la legalidad de una declaratoria de heredero hecha por un 
Juez de Provincia. 



Caso. — En una ejecución seguida por D. David Spinetto, 
contra D. Modesto Barañao por cobro de pesos, se remató ju- 
dicialmente una casa propiedad del ejecutado, adjudicándose 
á D. José Pando por la suma de 138,500 ps. m/o. 

No habiéndose hecho oposición sobre la venta, el Procurador 
Ceretti, por el ejecutante, pidió que se aprobara la venta, y que 
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se intimara al comprador que oblara el precio para cst endór- 
sele la escritura. 

Proveído de conformidad y notificado el comprador D. Jos<5 
Pando espaso que recien podia examinar los títulos porque 
nntes no se habían agregado á los autos; que dichos títulos 
tenían defectos que los hacían inaceptables. Que esa propiedad 
la tuvo el ejecutante por herencia de sus padres D. Modesto 
Barañao, según consta de los autos respectivos ; que en esos 
autos existen las partidas de defunción de D a Mana Martines; 
y de D. Modesto Barañao que se dice casado con D° María 
Martínez de Carriego, la de casamiento de D. Modesto Bara- 
ñao con D' María -Udefonsa Martínez y por último la de bau- 
tismo de Pablo Modesto hijo, de D. Modesto Barañao y de D* 
María Carriego. Que estas partidas en que hay tantas contra- 
dicciones en los apellidos fueron las que sirvieron para hacer 
la declaratoria de heredero á favor de D. Modesto Barañao, 
debiendo ademas hacer presente que no fueron citados por 
edictos, herederos y acreedores, como era necesario para que la 
declaratoria tuviese la calidad de único y universal heredero. 

Que con esos antecedentes y ante tal confusión de apellidos 
no es posible sabeT eon seguridad cuál es el del dueño de la 
propiedad ni la declaratoria se hizo en forma, por cuyos mo- 
tivos no tiene el deber de aceptar como buenos dichos títulos. 
Que ademas, la finca no se encontraba en el mismo estado que 
cuando la compró, pues la destruían diariamente sus ocupantes. 
Pidió se aceptase el desistimiento que hacía de la compra» 

Corrido traslado, el ejecutante contestó que el título era 
bueno y hábil para transferir el dominio; que la finca fué 
comprada por el padre de Barañao hace mas de treinta años 
á B. Eduardo Espinosa y D* Tránsito Rodríguez ; que falle- 
cidos los padrea del ejecutado, este fué declarado único y uni- 
versal heredero por el Juez de la sucesión después de presen- 
tadas las partidas necesarias y de aprobada una información 
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que produjo D. Modesto para justificar que bus padres uo 
dejaron otros sucesores ó herederos. Que el Juez Nacional 
carecía de facultad para atacar Ja declaratoria de heredero 
hecha por el de la Provincia con arreglo á las leyes provin- 
ciales ; que en las sucesiones directos de padres á hijos no se 
exije ni es necesaria la citación por edictos j que el llamado á 
los presuntes acreedores nada significa, ni aunque existiera 
alguno de ese tiempo lejano, tendría derechos reales contra la 
propiedad vendida. 

Que no es cierto lo que se observa respecto al detrimento de 
la finca, ni aunque lo fuera, esa no seria Tazón para no oblar 
el precio ni para rescindir el contrato, pues la finca le seria 
entregada libre de inquilinos y en el mismo estado que tenia 
cuando la compró. 

Pidió no se hiciera lugar al desistimiento y se ordenara al 
comprador oblar el precio dentro de tercero dia. 

Falla del Jun de gceelan 

Buenos Aires, Noviembre 4 de 1876. 

Vistos y considerando; 1* Que perfeccionada la compra, 
queda el comprador obligado al pago del precio y no puede resis- 
tirla, á menos de tener motivos fundados por la reivindicación 
de la cosa por un tercero (artículo 104, título 3 o , libro 2 o , 
Código Civil), que en el presente caso no se invocan, y la com- 
pra se halla perfeccionada y aprobada. 

2 o Que no se niega que Barañao sea dueño de la finca ven- 
dida, ni que tenga la posesión, lo que es bastante para que pueda 
vender y obligarse á la entrega, 

3 a Que por otra parte, la venta en remate se ha hecho sin 
condición alguna, y por consiguiente, es culpa del comprador, 
que no se haya impuesto préviameute ú los títulos y aunque 
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se hubiese garantido por el martiliero que los títulos eran 
buenos, esto daría acción al comprad ot contra el martiliero por 
no haber espuesto el negocio con verdad y claridad, pero no 
contra el Tendedor ó qníen representa hoy sus derechos, como 
se halla declarado en el fallo de la Suprema Corte, pronun- 
ciado en causa de D* Isabel Hernández contra Banini, 

4° Que el Juez de la testamentaria es el único habilitado 
para declarar y reconocer á los herederos, y por consiguiente 
declarando el Sr. Barañao tiene que ser reconocido tal ante la 
Justicia Federal, sin que pueda trabarse juicio sobre esto ante 
esta jurisdicción. 

Por estas consideraciones, fallo no haciendo lugar con cos- 
tas al desistimiento de la compra y ordenando que el fcom- 
prador consigue dentro del tercero dia el precio de la compra 
en el Banco Nacional. Hágase saber original y repóngase el 
sello. 

Isidoro Átbarraein. 
Ful!» ú# I» luprrMi Cmrf 

Buenos Airei, Pobrero 17 da 1877, 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja ciento noventa : satisfechas estas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAIOS- — J. B, CO- 
noSTIAGA — J. DOMINGUEZ. — S. M. 

LAsriua. 
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CAUSA XI 



Jorge Calonich y oíros contra Matti y Viera, por cobro de 
salarios; sobre fianza de arraigo, 

■ 

- 

■ 

Sumario. — i" Los estrangeros que no son transeúntes no 
están obligados ú arraigar d juicio que entablan. 

2° No son tales los que ejercen en el país una profesión, arte 
u oficio. 



Caso. — Jorge Calonicli y otros demandaron ¡í Matti y Piera 
por sueldos devengados en el servicio prestado én los vapores 
Jinny, líate y Helvetia de la propiedad de los demandados. 

Estos, antes de contestar la demanda, pidieron se obligase 
A los actures a dar la lianza del artículo 74 de la ley de proce- 
dimientos, por ser estrangeros. 

Los actores contestaron: I o que eran domiciliados en el país, 
como lo demostraba la misma demanda, cuyo objeto era el 
pago dé servicios prestados en el país; 2° que ellos tenían pro- 
curador, quien era responsable de las costas judiciales, única 
cosa de la que podían pedir garantía los señores Malti y Piera. 
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Fallo del Juei Seccional. 

Buenos Aire*, Noviembre 8 d¿ 1876. 

Vistos estos autos solire arraigo del juicio promovido por 
los Sres. Matti y Piera, en demanda por sueldos que tienen 
deducida contra ellos por los patrones de los buques «Kate, 
Halvccia y Fanny ». 

Y considerando ; i* Que el espíritu del artículo 74 que auto- 
riza la escepciou aducida se funda en la facilidad de los deman- 
dantes de eludir las indemnizaciones de una demanda maliciosa 
ó temeraria como lo tiene reconocido la Suprema Corte. 

2 o Que desde que por jurisprudencia común el procurador 
se hace responsable de las costas y á esto se reduce la indem- 
nización en caso de ser temeraria ó maliciosa la demanda con lo 
que está salvado el objeto de tal prescripción. 

3° Que aunque son estrangeros los ocurrentes demandan 
por sus sálanos en servicios profesionales, y este mero hecho 
les dá domicilio en el lugar en que ejerzen su profesión, y esa 
profesión se baila confesada. 

Por estas consideraciones, no ha lugar á la escepcion y con- 
ístese derechamente a* la demanda: Hágase saber origina', 
y repónganse los sellos. 

Isidoro Alharracin. 

Folio de lo Suprema Corle 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1877. 

Vistos : Resultando que los demandantes no son transeún- 
tes, puesto que aquí tienen establecida su residencia y ejercen 
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su profesión, arte ú oficio, como lo acredita el hecho de haber 
estado al servicio del demandado en el ejercicio de sus respec- 
tivas profesiones y por cuyo motivo le cobran salarios: por 
este fundamento y los concordantes de la sentencia apelada se 
confirma esta, con costas, y satisfechas las de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse, 

JOSÉ BARROS PAZOS. —J, B. GOROSTIA- 
GA. — J. DOllIKGülZ, — S. M. LAS- 
PIUR. 

— 



CAUSA XII. 



Don Juan Ranjel con D. Daniel Barreda, por cobro de pesos. 



Sumario.— Sí el apelante no espresa agravios en el término 
de la ley, se declara desierta la apelación á la primera rebeldía 
que acuse el apelado. 



Cato.— En autos seguidos por D. Juan Ranjel contra D, Da- 
niel Barreda por cobro de pesos, Ranjel apeló y se le concedió 
el Tecurso libremente. No habiendo espresado agravios en el 
término de la ley, el apelado le acusó rebeldía y se espidió 
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certificado haciendo constar que el término fijado estaba 
vencido. 

Falle de I» Suprema Verte. 

Buenos A ¡res, Febrero 17 de 1877. 

Por loque resulta del precedente certificado y ¿mérito de 
lo dispuesto en el artículo doscientos diez y siete de la ley de 
Procedirnientos, declárase desierta la apelación. Devuélvanse en 
consecuencia los autos previo pago de costas y reposición de 
sellos, por el apelante, 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOROSTIAGA.— 
J. DOMINGUEZ' — S. N. LASPIUR. 
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CAUSA XIII. 



Don Francisco Cheppi contra Dona Gertrudis L. de Lasada , 

por cobro de pesos. 



Sumario.— Sí el apelante no espresa agravios ene! término 
legal, se declara desierta la apelación á la primera rebeldía que 
acuse el apelado. 

Caso.^ En autos seguidos por D. Francisco VAv ppi contra 
Doña Gertrudis L. de Lozada por cobro de pesos, el primero 
apeló j el recurso se le otorgó libremente, No habiendo espre- 
sado agravios en el término legal, la apelada acusó rebeldía. 

Falla fle la Suprema Ciarte 

■ 

Buenos Airas, Febrero SO de 1877. 

Por lo que resulta del precedente-certificado, declárase de- 
sierto el recurso, y satisfechas las costas por el apelante y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ B AlinOS PAZOS. — J. B. CO- 
HOSTIACA. — S. M. LASPIUB. 
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CACHA XIV. 



D. Laureano Gordon contra D, Pablo Rotjona, por cobro de 
pesos; sobre competencia. 



Sumario.— El cobro de honorarios y comisión procedentes 
de un convenio particular, no puede considerarse como un 
incidente del juicio A que ellos se refieren. 

Caso.— D. Laureano Gordon cobró áD. Pablo Bojona la 
suma 20,000 ps. m/c* según convenio, por honorarios de pro- 
curador y comisión de fianza dada en un juicio en el cual 
Gordon representó áBoyona ante el Juzgado Nacional. 

Falle riel Juta BeecleH*! 

Bueno* Airoi, Noviembre 10 de 1876. 

Basándose la acción a deducirse en convenios y actos aje- 
nos al juicio en que se ha transado, justifiqúese la competen- 
cia y ae proveeré. 

Albarracin. 
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Fallo de la fluprent» Corle. 

Buenos Aires, Febrero 22 de 1877. 

Vistos por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apeladu de foja siete vuelta, j satisfechas estas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOROS- 
TIAGA. — S. H. LASPNR. 



CAUSA XV. 



&. José Badaracco é hijo contra D. Andrés l igua te, por co- 
bro de pesos; sobre competencia. 



Sumario, — No puede deducirse declinatoria de jurisdicción 
antes de entablarse la demanda. 



Caso, — D. José Badaracco é hijo presentaron una cuenta 
con conforme de D. Andrés Vignale, intitulada así; 
« D. Andrés Vignale á José Badaracco é hijo por Zumaca, 
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Flor del Hio, debe * y pidieron el reconocimiento del con- 
forme. 

Vignale dijo que la causa no pertenecía al fuero federal, 
porque las partidas de la cuenta no eran por artículos sumi- 
nistrados a la zumaca, sino por mercaderías generales» 

VHb *cl Ji» S«ccIm»1 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 187ft. 

T vi: tos : estando suscrito el documento de foja primera 
por la firma e Andrés Vignale » y existiendo, según princi- 
pios generales de derecho, la presunción legal, de que debe 
ser tenida por auténtica mientras no sea contradicha ¡ y por 
otra parto no habiendo aún juicio iniciado, no ha lugar á lo 
solicitado por la parte de Vignale, é intímese á este, compa- 
rezca á practicar el reconocimiento ordenado, señalándose al 
efecto el Martes próximo á las dos de la tarde ; y cítesele 
con arreglo al artículo ciento diez de la ley de procedimien- 
tos. Repónganse los sellos. 

A tharracin. 
Fallo *e 1* Inprcna Corte. 

Buenos Aires, Febrero 22 de 18T7. 

Vistos por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja quince vuelta y satifechas y repuestos los 
sellos devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAIOS.— I. B. COROSTUCA. 
-S. M. LA5PIUR. 
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CAUSA XVI. 



D. Lorenzo Vacie contra i). Domingo Iparrfigttirre, por cobro 
de pesos. Incidente sobre pruebas 



Sumario. — Xo puede interponerse recurso alguno del auto 
revocatorio ó confirmatorio recaído sobre solicitudes de re- 
posición de las providencias puramente interiocutorias. 

Caso. — Kn los autos seguidos ante el Juez Federal en Bue- 
nos Aires por D. Lorenzo Facie contra D. Domingo Iparra- 
gulrre sobre cobro de pesos, el Juzgado puso la causa á 
prueba. 

Vencido el término de la ley, y puesto por el actuario el 
certificado correspondiente, el Procurador Barcos por Iparra- 
guirre eepuso que se le liabiu hecho saber que los autos esta- 
ban en la oficina para alegar de bien probado. 

Que como estaban pendientes algunas diligencias de prue- 
ba cuya demora no le era imputable, pedia se mandase sus- 
pender el término para alegar hasta que se hubiesen evacua- 
do las diligencias ordenadas. 

Al mismo tiempo decía que para apoyar la prueba rendida, 
pedia se librase oficio al Juez de Paz de San Fernando para 
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que notifícase á Facie compareciera á absolver posiciones y se 
solicitase del gobierno de la Provincia ad afeetum videndi un 
espediente seguido ante él. 

WmU* M Jd» de Seeeton, 

* 

Buenos Airea, Octubre 7 da 1976. 

Estando vencido el término probatorio, no ha lugar. 

Ugarrisa. 

El Procurador Barcos pidió revocatoria de esta providencia, 
y sustanciado el recurso fué rechazado. 

La misma parte apeló entonces y el Juez le concedió apela- 
ción en relación. 

WmUm *« la S«pr«m» C«rt« 

Buenos Aires. Febrero 31 de 1877. 

Vistos: No pudiendo interponerse recurso alguno del auto 
revocatorio ó confirmatorio recaído Bobre solicitudes de repo- 
sición de las providencias paramente interlocutor ias, según lo 
dispuesto por el artículo doscientos cinco de la ley de procedi- 
mientos, devuélvanse los autos, prévio pago de costas y repo- 
sición de sellos por el apelante. 

JOSÉ BARROS PAZOS, — J. B, GOItOS- 
T1AGA. — i. DOMINGUEZ. — S. M. 
LASPJUR. 
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CAUSA XVII. 

I 

los Doctores D Paulino Llambi Campbell y D. Jacinto 
Susviela contra D. Pascual Quesnel é hijo, por cobro 

de honorarios 



Sumario. — I o El que alega la excepción de pago debe pio- 
larla, 

2 o No es una prueba la confesión del acreedor de haber 
recibido algunas cantidades á cuenta de otros créditos. 

3* Xo es facultativo en el deudor imputar una entrega á una 
deuda ilíquida de fecha posterior cuando había otra anterior. 

^so, — En unos autos seguidos por D. Pascual Quesnel 6 
hijo con la Municipalidad por cobro de pesos, quedó ejecuto- 
riada una regulación de honorarios por 1450 $fs. á favor de 
los Dres. Susviela y Llambi Campbell. 

Dictado auto de solvendo á petición délos acreedores, Ques- 
jiel, pagó 250 jfs. correspondientes al Dr. Susviela, alegando 
que no podía pagar el todo de lo que correspondía al Dr. Llam- 
bi porque este tenia recibidos á cuenta 5000 m/c. 

Hecha saber esta manifestación, los acreedores espresaron 
que el hecho era falso pues lo que suponía dado á cuenta había 
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sido por honorarios correspondientes á asuntos seguidos ante 
los Juzgados Provinciales, y sobre todo que no era la oportuni- 
dad de oponer excepciones. 

El juicio ejecutivo se siguió hasta la citación de remate, en 
cuyo estado el deudor reprodujo la excepción de pago parcial 
cuyo hecho fué negado por los ejecutantes. 

La causa fué abierta ¿ prueba sobre la excepción de pago, y 
con la rendida se dicto e¡,te 

r»il« del Jfuex de- ftceeUn 

Bacnoa Aire*, Oclubre 28 de 1876, 

Vistos en el incidente sobre pago opuesto por Quesnel en la 
•jecuciou de honorarios. 

Y considerando: I o Que el que alega pago debe probarlo: 
y en el presente caso aunque se ba confesado por los deman- 
dantes que han recibido algunas cantidades de Quesnel, se ha 
establecido igualmente que tenia contra este otros créditos 
pendientes por honorarios á mas del que cobran. 

2* Que aun esponiendo que no se hubiera probado, como lo 
está, que los pagos mencionados se hablan hecho por cuenta de 
otros honorarios que los que se cobran, Quesnel ha debido pro- 
bar que la imputación de lo* pagos hechos fué á cuenta de los 
que iban á devengarse, pues siendo esas entregas anteriores 
del 23 de Setiembre en que se hizo liquido y exigible el crédi- 
to por estos honorarios, el deudor no pudo imputarlos á su vo- 
luntad á créditos ilíquidos (artículo 51 r título del pago. Código 
Civil). 

3 o Que la parte de Quesnel no ha producido prueba para 
desvirtuar esta presunción. 

Por estas consideraciones fallo no naciendo lugar á la escep- 
ciou deducida y ordenando se lleve adelante la ejecución hasta 
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hacerse pago del capital, intereses y las costas de esta articu- 
lación. Hágase saber original y repóngase el sello. 

Isidoro Albarracin. 

WmUm 4* l» «uprema C«rt«, 

Buenos Airea, Febrero de 1877, 
Vistas ¡ por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento setenta y tres; satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS.-J. „. COROSTIAGA. 
— 8. M. LASPIÜR. 



VAVHA XVIII 



l>- Antonio M. Suanz, contra O, Juan l>. López, por cobro 
de pesos. Incidente sobre competencia. 

Sumario --En las acciones personales el Juez competente 
es el del domicilio del reo, y siendo las partes vecinos de 
distintas provincias, lo es de sección. 

Caso. D, Antonio M. Juárez, vecino de Santa-Fé se pre- 
sentó ante el Juez Federal de Entre-Rios con los siguientes do- 
comentos: -I- Un contrato priado celebrado entre Juárez y 
el Br.gadier General D. Juan P. López con fecha 7 de Junio 
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de 1806. En él aparece que el General López había vendido 
i Snarez en años anteriores un Campo en la Provincia de Santa 
Fé; que posteriormente los linderos D. Miguel Madrid y Don 
Tomás Amstromg habían pedido mensura de sus propiedades 
ante los Jueces de la Provincia, cuya mensura había casi absor- 
vido el campo vendido por López á Juárez; que en cumplimiento 
del deber que tenia López de salir á laevicciony saneamiento 
del campo vendido j no pndiendo hacerlo personalmente, auto- 
rizaba á Juárez para que defendiese en su propio nombre bus 
derechos* quedando obligado á indemnizarle las costas, costos, 
daños y perjuicios que le ocasionasen dichos pleitos, compro- 
metiéndose ademas á dar á Juárez los fondos necesarios para 
sostener dichos asuntos, abonando las cantidades que este 
jira se contra el otorgante. 

2 o Una cuenta por 6,086 $fts. 84 es. por gastos hechos 
en dichos pleitos. 

Con estos documentos dijo que á fin de preparar la acción 
que mejor correspondiera á su poderdante, pedia se hiciera 
comparecer al General López, vecino de Entre-Rios, para que 
reconociera los documentos espTesados. 

Proveído de conformidad y no habiendo comparecido el Ge- 
neral López, fué declarado en rebeldía y decaido su derecho. 

En este estado Juárez pidió se condenara al deudor al pago 
déla suma cobrada de acuerdo con el artículo 185 de la ley 
de Procedimientos, por estar legítimamente comprobado el 
crédito. 

Falla M Jum *e 8eecl«n. 



Paran*, Noviembre 4 de 1876. 
Vistos y considerando: que lo que motiva los presentes 
obrados resulta de cargos que proceden de gastos hechoi por 
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costas causadas en asuntos judiciales que ha» versado ante el 
Juzgado ordinario de la ciudad del «osario, cuentas de fs. 4, 
9 y iS que por el principio jurídico, muy reconocido en la prác- 
tica que toda demanda llevada por costas ó como precedente do 
estas no puede tener lugar sino ante el mismo Juzgado que 
hubiese conocido en lo principal de la causa quedas produce; 
que, aun cuando 1). Juan Pablo López, como reciño de esta 
Provincia, pudiese ser llamado tí juicio, ante este Juzgado de 
Sección, por un vecino de otra, en mérito de lo que dispone el 
artículo 2°, inciso 2° de la ley de jurisdicción y competencia, 
no corresponde que lo sea en el presente caso en razón de ser 
seguido por costas, como se deja dicho, que siendo procedentes 
de un litis, se considera como accesorio de lo principal, en quo 
ya se lia entendido por un Juzgado ordinario, sin que tejf- 
t unamente le sea dado conocer á este Juzgado de Sección 
conforme ú lo que también dispone la misma ley nacional 
citada en el articulo 14. 

Por tales fundamentos que nacen sin efecto las providencias 
anteriores, declárase incompetente este Juzgado para entender 
en vi presente asunto. Tómese razón en el libro que se lleva 
de resoluciones y devuélvase. 

¿tarro. 

Falla de I» *a»rrm* ( urlt, 

Buenoa Airei, Febrero 27 de 1877. 
Vistos, considerando : Primero. Que la demanda interpuesta 
por Juárez contra el General Don Juan Pablo López, en el 
Juzgarlo Pederá! de E nlro-Kios, tuve por objeto exijir el 
cumplimiento de las obligaciones que dicho López se impuso 
en el contrato celebrado entre ambos en la escritura púLílea 
do foja primera. 

t. ix, m 
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Segundo. Que este juicio ninguna conexión tiene con los se- 
guidos pot Juárez en el Rosario contra Arastrong y otros en 
que Lope» no tomó parte. 

Tercero. Que siendo personal la acción que JuaTez ha en- 
tablado contra López ha debido deducirla ante el Juez del 
domicilio del demaudado, que de autos consta ser el pueblo 
del Diamante perteneciente á la Provincia de Entre-Rios; por 
estos motivos se revoca la sentencia apelada de foja treinta, y 
se declara que el Juez de Sección da dicha Provincia es com- 
petente para conocer en la demanda de que se trata, y satis- 
fechas las costas y repuestos los sellos devuólvanse. 

JOSE BARROS PAZOS. — J, B. GO- 
ROSTUGA.— J. DOMINGUEZ, — S. 
K. LASP1UR. 
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CAUSA XIX. 



D. Joaquín Homero contra D. Pedro Várela, por cobro de 
pesos. Incidente sobre competencia 



Sumario, — i" Protestado por falta de pago á su vencimien- 
to un pagaré al portador, no es trasmisible sino* por cesión. 

2" Tara surtir el fuero federal es necesario que el dereclio 
que se disputa pertenezca originariamente y no por cesión ó 
mandato á ciudadanos estr angeros ó vecinos de otras provin- 
cias respectivamente. 



Caso. — En 3 de Junio de 1875, l). Pedro Várela firmó en 
Montevideo, como garante de l). Evaristo Olivera, un vale al 
portador por 4657 oro pagadero á los cuatro meses. 

Este documento fue protestado por falta de pago á su ven- 
cimiento. 

Posteriormente 1). Joaquín Romero, argentino, tenedor del 
documento pidió ante el Juez de Sección que Várela, oricutal, 
reconociera su firma. 

Declarado el reconocimiento en rebeldía, Romero inició eje- 
cución que se tramitó hasta la citación de remate, en ano 
estado Várela dedujo como previa su excepción de incompeten- 
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cía y para el caso que no fuese aceptada, la do inhabilidad del 
título. 

Fundó la incompetencia diciendo que el documento que fir- 
mó en Montevideo como garante de I). Evaristo Olivera conte- 
nía una obligación á pagarse en aquella ciudad, de donde Oli- 
vera y el exponento son vesinos. 

Que el artículo 8 de la ley sobre jurisdicción nacional exijo 
que el derecho que se disputa pertenezca originariamente y no 
por cesión ó mandato ¡i personas que hayan podido ocurrir a la 
justicia nacional. 

Que el pagaré no es de Romero, sinó de O, Getting, estran- 
gero t como los firmantes, y que Getfcing lo había llamado para 
cobrarle antes de iniciar el juicio. 

Que el documento habia sido proste^tado en Montevideo y la 
prosteta se ocultaba para que el J ueü ignorase la procedencia, 
, el derecho originario del pagaré al portador. 

Que aun cuando puede probar todos estos hechos, le basta 
hacer notar que no se ha cumplido la ley nacional que manda 
justificar previamente el fuero. 

Que no ha podido demandársele en Unenos Aires, porque so- 
lo reside aquí accidentalmente sin ánimo de permanecer, te- 
niendo sus bienes en Montevideo, en donde también se contrajo 
la obligación. 

Que no siendo endosablo el documento, solo contiene una 
obligación civil, artículo 916 del ('ódigo do Comercio, que ha 
debido demandarte ante el otro Juez que estaba de turno en 
el mes que se inició el juicio. 

Fundo la inhabilidad del título en que el documento se dio 
por reconocido, en virtud de una citación que llama nula, por- 
que se le citó el 25 para el 20 cuando el artículo 1 10 de ta ley 
<te procedimientos dispone que la citación se haga con un día 
de intérnalo. 

Corrido traslado Romero contestó: Que nada importa el ca- 
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ráctcr en que el ejecutado firmó el vale pues es deador solidario 
según los artículos Gil y 012 del Código do Comercio. 

Que probado como está que el esponente.es argentino, nada 
importa á los efectos del fuero, que los anteriores tenedores 
hayan sido estrangcros, pues los vales al portador se trasmiten 
por la simple entrega y el portador puede ejercer los mismos 
derechos que si hubiese sido oncebido a su nombre individual. 

Qul' Várela no puede sostener que está domiciliado en Mon- 
tevideo ruando tiene aquí su familia, á lo que se agrega que 
un vale por una cantidad de dinero dá derecho al tenedor para 
demandar al deudnr dunde se <mi v.a entre. 

Respecto déla inhabilidad del titulo dijo que aun suponien- 
do que hubiese sido citado con un dia de anticipación el vicio 
quedaría subsanado por la esplícita confesión de ser suyo el 
documento presentado. 

Pidió se rechasara las excepciones, con costas. 

Fallo del Jan ■> «rrrlon. 

Dueños Aires, Noviembre 8 de ltfJ6. 

Vistos : en el incidente sobre incompetencia deducida por 1). 
Pedro Várela en ia ejecución que sigue contra él 1). Joaquín 
K. Romero, y considerando: i" Que siendo jurisdicción de 
excepción la que ejercen los tribunales nacionales, y no siendo 
en ningún caso prorogable á cosas y personas ajenas á ella, la 
excepción de incompetencia puede alegarse y debe resolverse 
con anterioridad en cualquier juicio, y en cualquier estado de la 
causa que se deduzca, como esta resuelto por diferentes fallos 
de la Suprema Corte. 

2" Que por el artículo 010 del Código de Comercio, los vales, 
u pagarés al portador son equiparados cu un todo á las letras 
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de cambio ó pagarees á la órden, con la sola excepción de que 
en sa trasmisión no es necesario el endozo, y basta la simple 
entrega para que se entienda hecho al nombre individual del 
portador, de que se deduce que, siendo esencialmente comercia- 
les las letras ó pagaron á la urden, lo son igualmente los vale* 
al portador, como el presente, y por consiguiente, el asunto °s 
de naturaleza mercantil, y de la jurisdicción de este Juzgado, 
sin que se halle sujeto A turno, como lo alega el ocurrente. 

3 o Que por el inciso S° del mismo artículo 916, Código ci- 
tado, se vé que la entrega, ó sea la posesión del título importa 
la propiedad pam el tenedor, y pues so reputa por ese hecho 
como estendido a nombre indivinal, y por tanto, no tiene Lugar 
la cesión ó mandato alegado por el ejecutado» puesto que el que 
presenta el vale ea su verdadero propietario. 

Por estas consideraciones, fallo no haciendo lugar á la ex- 
cepción de incompetencia deducida, y ordenando en consecuen- 
cia sigan los autos segun su estado. 

Repónganse los sellos, y notifíquese original. 

Isidoro Albarracin. 

De este auto apeló la parte de Vartíla y el recurso so le 
otorgó en relación. 

ralle fie I» Kuprema Carie. 

Bueno» A i reí. Febrero 27 de 1877. 

Vistos : confesándose en el precedente escrito que Don O. 
Getting era dueño del documento de foj i primera al tiempo 
de protestarse ; que no se ha negado que dicho Uetting 8ea 
estrangero ; que después de protestar el documento no ha po- 
dido obtenerlo el demandante sinó por cesión (artículo ochocien- 
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tos doce del Código de Comercio) y requiriendo el artículo oc- 
tavo de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les nacionales, para surtir el fuero federal, que el derecho que 
se disputa perteuezca ordinariamente y no por cesión ó man- 
dato á ciudadanos estrangeros ó vecinos de otras provincias 
respectivamente. Por estos fundamentos <c revoca el auto 
apelado de foja treinta y cuatro y se declara que la Justicia 
Nacional ea incompetente para conocer en esta causa; satisfe- 
chos las costas de la instancia y repuestos los sellos, devuél- 

JOSÉ HA REIOS PAZOS. — J. DOMINGUEZ. — 
S. M. LASPIUK. 



CAUSA XX. 



Lúa Cinolh y C* contra Z ¡merman, Fair y C% y 
Tudor por cobro de pesos, incidente 




Sumario.—!* excepción de arraigo del juicio no puede de- 
ducirse contra un comerciante estranpero domiciliado en la 
misma ciudad donde reside el demandado. 



. — ■ ' 
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Caso.— Don Luis Cinollo y C" espusieron ante el Juez de 
Sección: que por órden de la razón Matti y Piera íiabion prac- 
ticado la descarga del vapor * General \* tizar* desde Noviem- 
bre de 1875 hasta Abril de 1870, debiéndoseles para esta 
cansa la suma de 76,933 # m/c. según la cuenta adjunta con 
el conforme de dicha razón social. 

Que siendo los propietarios del vapor los so ñores Z i mer- 
man, Foir y C", y Moore y Tudor, y Matti y Viera simples c<tn- 
íúg naturios de él, entablaba contra dichos propietario* formal 
demanda ordinaria y pedían fuesen condenados al pago de la 
suma espresada con intereses y costas. 

Corrido traslado, el Procurador Doy henar el por los deman- 
dados, propuso excepción dilatoria de arraigo del juicio. Dijo 
que sus representados no conocían ni la persona ni el nombre 
de los demandantes; que la demanda era una de tantas ma- 
quinaciones de Matti y Piera para defraudarlos ¡ que solicita dos 
datosrespecto a los demandantes han averiguado que sonextrau- 
geros sin constarles si estimó no domiciliados en esta; que ante 
estos antecedentes no puede aceptar el juicio sin antes exigir 
el arraigo que asegure sus resultas, de acuerdo con la ley. 

Corrido traslado del articulo, los demandantes respondieron 
que tantoZimennan,FairyC fl , como Moore y Tudor, conocían su 
nombre, su persona y su domicilio, pues han tenido relaciones 
comerciales con ellos; que hace mas de 9 años que están esta- 
blecidos en esta plaza como consignatarios de buques y como 
agentes de trasportes marítimos, habiendo practicado pura los 
demandados diferentes trabajos ; que si los demandados no re- 
cordaban estos hechos, pudieron averiguar si era cierto el 
domicilio señalado en la demanda; que ademas Cinollo fué 
nombrado junto con Moore y Tudor, inspector de la razón Mat- 
ti y Piera, en el espediente en que estos solicitaron morato- 
rias, habiendo hablado con él antes de presentar el escrito en 
traslado, y habiendo asegurado Moore y Tudor en la jurisdir- 
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cion proviocial que elesponente no sabia escribir, hechos todos 
que demuestran conocerlo. Pidieron 8tí rechazara la articula- 
ción, con costas. 

Con la prueba producida se dictó este 



•Iri Juez de 



Buenos Aires, Diciembre 1» de 1876. 
Vistos: resultando de la compulsa practicada y cuya dcli- 
gencia corre a f. 48 que los SS. Zimerman, Fair y C\ y Moore 
y Tudor lian niantenid» relaciones comerciales con la casa de 
Luis Cinollo y 0¡ que igualmente resulta de Jas declaraciones 
contestos de los testigos D. Carlos Kamayon, D. Guillermo Mat- 
tiy D. Florencio Xuñez, probado el arraigo del demandante, 
y por último resultando del informe evacuado por la Exma. 
Cámara de Apelaciones de la Provincia que los demandados 
fueron nombrados con ol demandante como inspectores en el 
juicio de moratorias seguido por los señores Matti y Piera, 
lo que prueba que aquellos no ignoraban el domicilio ó" la 
casa de Cinollo; por estas consideraciones fallo declarando 
que los señores Zimerman, Fair, y O, y Moore y Tudor no han 
probado las excepciones opuestas, debiendo en su consecuencia 
contestar derechamente la demanda en el término legal, siendo 
á cargo de los demandados las costas de este incidente. Ke- 

hídoro Alfiarracin. 

MtiÜm de I» Auprem» C.rtr 

Buenoi Aires. 

Vistos: por sus fu mámenlos, se confirma ron 
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apelado de foja sesenta y dos vuelta; satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B. GOftOS- 
TIAGA. — J. DOMINGUEZ. — S. M. 
LASPIL'R. 



■ 

CAUSA XXI 



Ftartoti y Diaz, contra ÍK Juan Invernizzi, sobre falsifica- 
ción de procedimientos patentados. 



Sumario. ~ i" Una patente de invención no puede enten- 
derse concedida por cada uno de los procedimientos en par- 
ticular empleados para la elaboración de un producto, sino 
por el conjunto de ellos que es lo que forma el sistema y cons- 
tituye el invento. 

2° Para hacer uso de los derechos que acuerda la ley de 
patentes contra terceros, es* necesario demostrar que se em- 
plean los mismos procedimientos. 

Caso. — En 28 de Junio de 1872, los Sres. Iiartoli y Diaz, 

de invención por le término de 10 aros, 
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para la fabricación de qnesos mantecosos, consistiendo el 
invento en un líquido especial para cuajar la leche, un siste- 
ma especial para salar la masa cascífera y por la aplicación 
de algunos aparatos paTa reunir y cortaT la musa del queso. 

En Julio de 1876, Bartdí y Diaz, ocurrieron al Juzgado de 
Sección esponiendo : que D. Juan Invornizzi tenia estableci- 
da en el pueblo de Merlo una fábrica de queso, que espendia 
con el nombre de queso porteño y en forma cuadrada en vez de 
la circular de los mantecosos, en cuya elaboración empleaba 
el mismo método privilegiado á su favor, y principalmente su 
sistema de salasen. 

Que importando esto una falsificación de su industria paten- 
tada, entablaba formal demanda contra D. f nan Invernizzj, 
y pedia se le condenase al pago del máximun de la multa que 
establece el artículo 53 de la ley de ii de Octubre de 1864. 6 en 
su defecto prisión, con pérdida de los objetos falsificados, y 
á la indemnización de los daños y menoscabos sufridos por loa 
exponentos y las costas del juicio. 

El Juez de Paz de Merlo, comisionado por el de Sección 
para notificar la demanda, remitió i este á pedimento de los 
interesados, una muestra del queso que se fabricaba en el 
establecimiento de Invemiazi. 

Contestando la demanda Invemizzi, pidió se rechazara osta 
con espresa condenación en costas. Dijo : que ni la ley ni la 
patente otorgada á Bartoli y Diaz, prohibían á otros la ela- 
boración del queso mantecoso, siempre que el procedimiento 
que se emplee no sea el patentado ; quo el queso porteño que 
fabrica el esponente ni es mantecoso ni en su elaboración se 
emplea el procedimiento privilegiado de los demandantes. Que 
la patente otorgada A favor de Bartoli y Diaz es paTa la fabri- 
cación de un líquido que sirve para cuajar la leche, por un sis- 
tema especial para salar la masa eascjfera, y para la aplicación 
de algunos aparatos, todo destinado á la fabricación de queso. 
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Que el sistema empleado por el espolíente es diferente pues 
que, en primer lugar no emplea el líquido inventado por 
Bartoli y Diaz para coagular la lecht, sinó que usa el cuajo 
de ternero 6 de cordero que recibe de Italia y lo emplea sólida- 
mente según el sistema ordinario | de todos conocido; que en 
segundo lugar por el sistema de los demandantes no se desna- 
ta la leche y los esponentes la desnatan ; que en tercer hipar 
los demandantes salan el queso por ese sistema especial de 
salasen que describen, y los esponentes lo salan después de 
estar fabricado el queso, esparramando la sal en la superficie, 
según el sistema común, y linalmente que los demandantes se 
sirven del aparato descrito en su solicitud á la Oticina de Pa- 
tentes y el espdhentc solo se sirve de dos tachos de campana 
sin aparato alguno á vapor. 

En segó ida se puso la causa A prueba y con la rendida se 
dictó este 

titilo del Juez de Hwlon 

Buenos Aire», Diciembre 1* de lfflfi. 

Y vistos estos autos iniciados por demanda de los Kres. 
Bartoli y Diaz, contra I>. Juan ínvcrnizzi por falsificación 
do procedimientos patentados á su favor para la fabricación 
de quesos mantecosos, de los que Tesulta, que entablada la 
demanda por Bartoli y Diaz, la lian fundado en los derechos 
que les acuerda la patente por el término de diez años, que los 
fué acordada en 1874 paTa el empleo de un líquido de su in- 
vención, destinado á servir de cuajo para salar la masa cásea 
por medio de salmuera en ebullición y el empleo de algunos 
aparatos descritos por Iob solicitantes y destinados á simpli- 
ficar las operaciones de la fabricación, según ío que se halla 
prolijamente detallado en la solicitud, informe y patente cor- 



DE JUSTICIA NACIONAL 429 

ricntes á f. i*; que el demandado en su contestación ha opues- 
to como medio de defensa el empleo en la fabricación de los 
quesos que espende con el nombre de «Porteño», procedi- 
mientos diferentes de los patentados á favor de Bartoli y Díaz; 
que en el embargo efectuado por el Juez de Paz de Merlo, de 
acuerdo con el artículo 58 de la Ley de Patentes de Inven- 
ción de 1804, se tomaron y remitieron á este Juzgado tres 
muestras de elaboración que se hacia en el establecimiento 
representando dos de ellos, quesos en estado completo de con- 
fección y la tercera la masa preparada para ser sometida á las 
últimas operaciones ; que recibida la causa á prueba sobre el 
único punto de la defensa, á saber, la diversidad de los proce- 
dimientos empleados en ambas fabricas; el demandante ha pro- 
ducido las pruebas que resultan de las declaraciones de loa tes- 
tipos Luis Uuarnazzi, f. 34; Joan Aros, f. 35; Alejandro Va- 
lente, f. 38; Santiago Mamez, f . C7| y Nicolás Cagriaui, f. 42, 
quienes contestando á ia2" pregunta del interrogatorio def. 33, 
describen el sistema de fabricación de Invernizzi, aseverando 
que emplea el agua salada en ebullición para salar la masa del 
queso; de Aquiles Colombo, f, 39; Pablo Rossi, f. 4-1 ; que so 
vendia indistintamente uno y otro producto; la de Fernando 
Dirube, f . Ctí ; que la casa á su cargo compraba el queso 
« Porteño * y lo vendía por mantecoso ; la de los testigos exa- 
minados en Dolores que testilican la diferencia de forma en 
los quesos de una y otra fábrica y el informe del perito Fa- 
rodiá f. 90; que el demandado ha presentado la prueba que 
resulta de las declaraciones de los testigos, Tomás Bcrgaña, 
f. 5tí; Pedro Agrestosi, f. 58; 1). Bautista Pirovano f . 60 ; y 
Gregorio del Pau, f. 02; que testifican el empleo de la sal mo- 
lida para salar los quesos, 

Y considerando : i° Que siendo evidente, según resulta 
de la inspecciun de la patente acordada á los Sres. Bartoli y 
Díaz que el empleo de salmuera en ebullición para salar la 
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masa del queso, está patentado á su favor, constituyendo uno 
de loa objetos principales del privilegio acordado. 

£> Que habiéndose limitado 1>. Joan Invernizzi & negar el 
empleo de este medio y los demás patentados a favor de Bai- 
toli y Diaz, la cuestión $ub judice es meramente de hecho, re- 
ducida á averiguar si el demandado emplea 6 nú en la confec- 
ción del queso que espende con el nombre de « Porteño », el 
sistema de salason por el agua salada en ebullición. 

3" Que las decoraciones citadas establecen plenamente es- 
te hecho. 

4° Que los testigos presentados por el demandado, sí bien 
testifican el no empleo de este sistema de salason, refiriéndo- 
se sus declaraciones á establecer un hecho negativo tienen 
menos fuerza que las del demandante que declaran la eiis- 
tencia de un hecho que dicen haber presenciado, cual es el 
empleo de la salmuera caliente. 

5° Que además los testigos del demandado no están confor- 
mes sobre el punto importante del estado preciso de la con- 
fección en que se emplea la sal en grano, diciendo alguno que 
después de hechos los quesos, los otros que antes, y todos ellos 
que se emplea el suero caliente, que han podido confundir 
muy bien con la salmuera puesto que que no son inteligentes en 
la materia, y han presenciado accidentalmente la fabricación, y 

(V Que á eíto se agrega el informe del perito Farodi, f. 90, 
quien encontrando la sal igualmente distribuida en la masa 
del queso, concluye, contra lo declarado por los testigos de In- 
vernizzi, que no puede obtenerse este resultado empleando la 
sal molida y haciendo la salason por la corteza del queso ; 
por estos fundamentos, fallo declarando que los demandantes 
Bartoli y Diaz han probado su acción contra D, Juan Inverni- 
zzi por falsificación de procedimientos patentados ó su favor, 
y de acueTdo al artículo 53 de la ley de Octubre de (804, con- 
dénase á este último á una multa de quinientos pesos fuertes 
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que será distribuida como lo previene el artículo 60 de la 
misma, sin perjuicios de la indemnización de daños y menos- 
cabos para lo que quedan espeditas las acciones de loa dam- 
nificados. Hágaso saber, repónganse los sellos. 

Andrés ügarriza. 

tallo de I» Suprema Corte 

Bueno« Airee, Mario 3 de 1877. 

Víalos y considerando: Primero. Que ti patente de ínven- 
con concedida ú los señores Bartoli y Diaz, lo La sido, según 
en ella misma se espresa, por el sistema de procedimientos 
para la fabricación de quesos mantecosos cuya descripción 
el loa han presentado y viene adjunta á la patente, f ornando 
parte de ella. 

Segundo. Que según esa descripción, la base del sistema 
consiste * en la estraccion de la parte acida del suero sin des- 
natar la leche, por cuyo principio obtienen este producto ; 
dulce, inodoro y mantecoso », y se practica con los elementos, 
y por los procedimientos allí especificados, de los que los 
principales son, según dicen ahora en su escrito de demanda 
un líquido especial para cuajar la leche, un medio especial 
de salar la masa cascífera, y la aplicación de algunos apara- 
tos para reunir y cortar la masa del queso. 

Tercero. Que la patente no puede entenderse concedida 
por cada uno de los procedimientos en particular, sinó por 
el conjunto de ellos que es lo que forma el sistema y consti- 
tuye el invento. 

Cuarto. Que los demandantes no han probado que Inver- 
nizzi emplee para la fabricación del « queso porteño • el sis- 
tema de procedimientos que les ha sido á ellos privilegiado, 
ni siquiera en la parte que dicen ser la base de dicho sistema. 
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Quintó. Que aun admitieudo como probado que Inverniza i 
usara para salar la masa de la salmuera caliente, lo mismo 
que Iob demandantes, o de la agua hirviendo con sal, no cons- 
tituyendo este hecho un invento, su prueba sena sin impor- 
tancia. | 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada y 
se declara absuelto de la demanda al demandado. Satisfe- 
chas las costas de la instancia y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

JOSÉ BARROS PAÍOS.— J. B. GOROSTlAGA. 
— I. DOMINGUEZ - S. H. LaSFICR. 



CAI* A XXII 



I). Basilio CiítaTthTcontra la Sociedad del periódico « L'Ope- 
rajo Italiano*, por cobro de pesos, stére competencia. 

Sumario. — *i° Las sociedades anónimas no autorizadas no 
tienen personería jurídica, y por ellas son personalmente res- 
ponsable sus Administradores. 

2 o Siendo estranjeTos estos, no pueden ser demandados por 
otro estraujero ante la Justicia Nacional. 



Caso. 



DE JUSTICIA NACIONAL 

— El caso se lialla csplicado en el siguiente 



Fulla del Jan Seeelonal 

Bueno» Aires, Octubre 25 de 1876. 

Vistos los autos seguidos por 1). Basilio f'ittadini, contra 
la Empresa del « Operario Italiano », por cobro de una suma 
prestada, de que resulta lo siguiente: 

t u Que en 5 de Agosto de 1875 la Sociedad Anónima del 
diario c L'Operajo Italiano*, recibió en préstamo de D. B. 
Oittadiui la cantidad de 5.00G pesos moneda corriente, firmando 
el pagan' el Presidente de dicha Corporación I). tí. Alippi y 
el Secretario I). Agripino Jeuse. 

2^ Que en 13 de Noviembre de f875 I). Ií. Cittadini, se 
presentó al Juzgado de Comercio de la Provincia, pidiendo el 
reconocimiento de tirina, siguiéndose los demás trámites eje- 
cutivos. 

3 o Que en 1(i de Marzo de 1870 el Juez de Comercio se de- 
claró incompetente, ocurriéndose en consecuencia á este Juz- 
gado. 

4 o Que iniciado de nuevo el procedimiento ejecutivo y li- 
brándose embargo, este se ejecutó en una prensa de la imprenta 
del citado diario y en tiempo se opuso el ¡>r. Alippi, la ex- 
cepción do incompetencia. 

5 o Que recibida la causa á prueba á f. S5, para justificar 
que la Sociedad del « Operario Italiano » no es anónima y que 
los socios son cstranjeros, se ha rendido por el dentante la que 
aparece del contrato de f. 60, reconocida ú f 78 y el certi- 
ficado de f. 80 vta, y por el demandante el de f , 74. 

Y considerando: i" Que por el artículo O* de la Ley de Ju- 
riwdiecion solo se consideran como argentinas las sociedades 
t, jx. iiü 
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anónimas creadas y ejerciendo sus negocios en alguna de las 
Provincias. 

2 o Que la existencia de las sociedades anónimas solo prin- 
cipia desde el dia en que fueran autorizadas por el Gobierno, 
artículo 10 del título de las personas jurídicas del Código 
Civil y artículo 405 del de Comercio. 

3 o Que la Suciedad de que se trata no ha sido rcjistrada por 
el Poder Ejecutivo, ni publicada como lo prescriben los arti- 
cule 1 - 405 y 407 del Código de Comercio, formalidades que se- 
gún los términos de este artículo son esenciales, 

4° Que los actos ó contratos de loe Administradores ante- 
riores á la fecha de la regularizaron de los Estatutos de la 
Sociedad, les obligan personalmente (artículo 408, Código de 
Comercio) puesto que ellos no han ignorado, ni po iido ignorar, 
qne para regularizar la Sociedad faltaban condiciones que no 
se habían llenado, y que en este caso el juicio contra el Sr, 
Alippi se trabaría entre dos estraujeios para conocer del cual 
carece de jurisdicción la Justicia Nacional ¡ fallo declarando 
que es incompetente este Juzgado para conocer de la presente 
causa, repónganse y notifíquese original. 

Isidoro Álbarracin. 
Fall* de I* Suprema C orle. 

Buenos Aires, llano 6 de 1877. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de foja ciento tres vuelta, con costas, y satisfechas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BAimos PAZOS. — J. tí. conos ru- 
fa. — J. DOMIKCUfcZ. — S. M. LAS- 
E'IIR. 



CAUSA XXIII 



D. Hoque Cañizo rontra IK Mujuvt ¡huteniitri, por 



Sumario.— La excepción de inhabilidad do] título, opuesta 
contra una escritora pública de plazo vencido que contiene can- 
tidad liquida un moneda corriente, base cierta para su reduc- 
ción á metálico, es infundada aunque se alegue que sus cláu- 
sulas se prestan á diversas mtepretaeiones. 



Caso.— D. Miguel Bancal ar i compró á D. Hoque Cainzo un 
campo en 1.308,800 # m e. 

En Agosto de 1875 Bancalari quedaba debiendo del precióla 
suma de 300,000 y con escritura pública se obligó á pagar á 
rainzo en 31 de Diciembre de 1875 aquella suma, é intereses 
del 10 por ciento enn la cláusula de deber hacer al vencimiento 
el pago p/i oro al cambio de 25 ¿ m/c. por uno, cualquiera que 
fuera el cambio en la fecha del pago. ¿ 

Vencido el término ; Cainzo demandó ejecutivamente en ju- 
nio de 1876 el pago de 12,000 pesos fuertes en oro por séroste 
el equivalente de 300,000 £ m/c. al cambio en oro de 25 $ por 
uno. 
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Se intimó el pago, y Hancalari opuso la inhabilidad del títu- 
lo, diciendo que la cláusula citada se prestaba á diversas inter- 
pretaciones, y no habia base fija de liquidación. 

» 

Fallo del Jnei ftrevlonnl. 

Bunios Aires, Diciembre 2 do L8TÍG. 

Vistos: en el incidente sobro inhabilidad del título dedu- 
cido por el señor Bancal ari en la ejecución que sigue contra 
él D. Roque Cainzo, j 

Considerando:— I o Que aunque se ha alegado la inhabilidad 
del título no se ha observado la forma ■ i el contenido do la oblir 
gaeion, limitándose la parte de líancalari á hacer valer que la 
cláusula relativa de pago se presta á interpretaciones diversas. 

2 o Que esta cláusula dice literalmente «r/íie el deudor debe- 
rá efectuar elpQQO en oro al camino de 2,7 ($ m "cj por uno» y 
no cabu interpretación cuando los términos de la cláusula son 
claros y precisos y cuando, como en el caso ocurrente, no se alegan 
hechos que pudieran modificar el sentido ó alterar su contenido. 

3 o Que no puede decirse en vista de la cláusula trascrita, que 
el documento no contiene base de liquidación como lo exige el 
artículo 248 de la Ley de Enjuiciamiento; pues no solo está 
espresa sinó que la operación necesaria para practicarla os de 
las mas vulgares y fáciles del cálculo; y esa liquidación practi- 
cada por otra parte en ot auto do solvendn, no ha sido objetada. 

4° Que no habiéndose aducido hechos es innecesaria la prueba. 

Por estas consideraciones fallo no haciendo lugar á la excep- 
ción de inhabilidad del título aducida, y ordenando en conse- 
cuencia se lleve adelante el procedimiento ejecutivo hasta ha- 
cerse el pago del capital, intereses y costos que se cobran. 

Hágase saber original y repóngase el sello. 

Isidoro Albarracin. 



F»ll* d* lft ftuprem* < urlr. 



Buenos Aires, Mano 8 Je 1877. 



Vistos: No siendo fundada la excepción de inhabilidad del 
título, única opuesta por el ejecutado, desde que el documento do 
foja primera es una escritura pública d* plazo vencido, que con- 
tiene cantidad liquida en moneda corriente, y base cierta p;ira 
su redacción á metálico ; por estos fundamentos y los concor- 
dantes del auto apelado, se confirma con costas, satisfechas las 



El Itr. h. iniimio llattitana, «mira i). Aftgfil Cagfiotetíi; 



JOSÉ RAIIHGS PAZOS. — i. B. GOROSTJAGA.- 
1. ÜOMiriCUEZ. — S, M. USIMUH. 
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Sumaría, — La Suprema Corte no puede conocer en ape- 
lación do las demandas por menos de 200 pesos fuertes. 
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Cojo. — En una causa en que el Dr. Battilana demandaba 
la suma de 80 pesos fuertes contra D. Angel Cagnoletti, por 
honorarios, y que fué elevada en apelación á la Suprema Corte 
por un incidente, se dictó este : 

ft'ail» ae I* Suprema Corle 

Buenos Aire», Harto 8 ik 1877. 

Vistos: no excediendo la cantidad demandada de doscientos 
pesos fuertes, y no pudiondo la Suprema Corte conocer por 
apelación de las sentencias definitivas y de todo auto que tenga 
fneTza de definitiva en las cau is civiles cuyo valor no exceda 
de esa suma ; devuélvanse, previa satisfacción de costas y re- 
posición de sellos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. B, GO- 
BOSTIACA. — J. DOMINCIE/.— S. M. 
LASPIUR. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



439 



CAUSA XXV. 



íi. Alfonso Terribile, contra Nevares, Casares y Santa Coloma, 
por cobro de pesos, incidente sobre embargo. 



Sumario. — No podiendo cumplirse tina providencia del 
Juez de Sección de que se ha apelado, la apelación queda sin 

efecto. 

Cojo. — En Octubre de 1876, I). Alfonso Terribíle por una 
parte y por la otra ü. José María Nevares, D. Rodolfo N. 
(."usares y D. Tomas Kauta Coloma, celebraron un contrato de 
disolución de una sociedad sobre construcción del Ferro-Carril 
al Bragado, en el cual el primero cedió a los segundos el con- 
trato que tenia con el Directorio del Ferro-Carril del Ueste y 
todas las acciones, derechos, etc, que tuvieran en virtud de 
dicho contrato. 

Por el artículo 3 o , Casares, Nevares y Santa Coloma, se 
hicieron cargo de pagar deudas á varios, provenientes de 
trabajos hechos, por la suma de 310,000 $ m, c . 

En Diciembre de 1876, Terribile demandó á los cesionarios 
el cumplimiento del contrato en lo relativo á las cláusulas del 
artículo 3 o ; y en un otrosí pidió se librase oficio al Directorio 
del Ferro-Carril riel Oeste para que detuviera á la orden del 
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Juzgado la cantidad de 310,000 $ m/ c . do la suma que próxi- 
mamente debian recibir los cesionarios. 

rallo del Juca de Seeelan 

Buenos Aires, Diciembre 26 de 1876. 

En lo principal traslado, al segundo punto líbrese el oficio 
solicitado bajo la responsabilidad del ocurrente. Repóngase el 
sello. 

Álbarracin. 

Después de dictado este auto, el Juez de Sección recibió un 
oficio del Presidente del Directorio del Ferro-Carril en ojie le 
comunicaba que no podía embargar la suma en cuestión, por- 
que dichos empresarios eran deudores al i' erro-Carril. 

Fallo de la Suprema Corle. 

Buenos Aires, Mano 8 de 1877. 

Vistos: habiendo quedado sin objeto la apelación interpuesta 
por la contestación dada por el Presidente del Directorio del 
Ferro-Carril del Oeste á foja diez y ocho, devuélvanse estos 
autos para que se evacué el traslado pendiente, previo pago de 
costas y reposición de sellos. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — J. R. COltOS- 
T1AGA. - S. H. LASPIUR. 
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Don Adrián Cazm contra Don Angel ttruga ¿hijos, sobre 
cumplimiento de un contrato é indemnización 
de perjuicios. 

Sumario.— i° Si un contrato de locación de servicios no pue- 
de cumplirse por fuerza mayor empleada por el locatario contra 
el locador, aquel es responsable de los perjuicios que ocasionan 
¿i este. 

2* La indemnización comprende en este caso el valor de la 
obra ejecutada, los mal eriales preparados y las ganancias y 
utilidades que se podia prometer del contrato. 

3 U Los documentos privados son prueba contra quien loa 
presenta y no contra el contrario que los contradice. 

4 Ü Una detención arbitraria se indemniza con una cantidad 
correspondiente á la totalidad de las ganancias que cesaron 
para ti paciente basta su completa libertad. 

Caso.— La discuciou de esta causa esta esplicada en el 

r»ll* del Jnei de fteeclen. 

Buenos Aires, Setiembre 15 de 1876 
Vistos: estos autos seguidos por Don Adrián Cazús contra 
Brugo é nijos, por indemnización de daños y perjuicios prove- 
t. ix, 31 
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Dientes de falta de cumplimiento do un contrato de provisiones 
para el vapor Vene zia, y por una detención arbitraria en el Ro- 
sario de Santa Fé, y de que resulta: 

i° Que en Noviembre de 1874 celebraron un contrato por el 
término de un ano, entre las partes litigautcs, por el cual se 
comprometió Cazús A hacer la proveeduría del vapor para la 
mesa de pasageros y tripulación por una cantidad lija por cada 
uno, pagadera al fin de mes ^documento f. I.) 

2 o Que después de dos meses fué bajado de ¡i bordo del Ve- 
nezíay preso en el Rosario de Santa i*V por orden de los seño- 
res Ilrugo í hijos, quedando imposibilitado para cumplir el 
contrato por culpa fie los dueños del vapor. 

3" Que no habiéndole pagado las provisiones hechas en No- 
viembre y Diciembre y retenídosele i mas las mecaderías que 
tenia para hacer el suministro de í i ñero, venia en demandar su 
valor, y ademas como indemnización de daños y perjuicios por 
la provisión el importe de la menta de f. 3. 

4 o Que corrido traslado de la demanda lirugo e hijos niegan 
que seles deba por provisiones hechas, que ellos sean respon- 
sables de la prisión y por tanto do la falta de cumplimiento 
del contrato. 

5 o Que en este estado se recibió la causa ¡í prueba sobre la 
justificación de las partidas de las cuentas de f. 3 por las provi- 
siones suministradas y daños y perjuicios provenientes de la 
prisión y consiguiente falta de cumplimiento del contrato y 
sobre la ilegalidad de la detención en el Rosario y responsabi- 
lidad de los señores Brugo é hijos en ese acto. 

6 J Que á este objeto se ha rendido la prueba instrumental 
fs. 31 y 72, el informe de f. 50 y posiciones de f. Cl y la testi- 
monial de fs. 87 álOI vta. 

Y considerando:— Í° Que están contestes las partes en que 
el contrato de provisión def. 1 dejó de cumplirse por haberse 
detenido á f'azús, eu el Rosario, en virtud de arresto ordenado 
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por la capitanía de aquel puerto a petición del comisario del 
vapor Yenczia. 

2* Quede la declaración de Francisco Turquino que hacia las 
veces de comisario, resulta que pidió Ja prisión deCaíÚS por orden 
y autoridad de Hrugo, gerente y súciode la casa Brugoé Hijo.*, 
que se hallaba ¡i bordo del Yenezia; estando esto último confir- 
mado por el informe de la capitanía del Ií osario á f. 50 y por 
tanto es impertinente la cuestión de si el comisario podia ó te- 
nia poderes para obligar á los dueños 6 armadores por respon- 
sabilidades civiles, debiendo bastar la justificación, deque estos 
dieron la orden ó autorización para saltarlos á la responsa- 
bilidad dicha. 

3' Que no puede dudarse que Hrugo dió úrden al comisario 
parapediT la prisión de I'azús, teniendo cu consideración que, 
bailándose á burdo, no podia privarse al vapor del servicio, que 
este último prestaba sin su úrden 6 consentimiento ; que así lo 
consigna}' ha ratificado el comisario Tarquino sin que Bnigo 
baya pretendido impugnar lu que el testigo Cayetano (¡arbana- 
que asegura que Tazas fué remitido preso después de una con- 
ferencia entre lirugo, í'azús y el comisario; y finalmente en que 
no se procedió ri Ja libertad de í'azús, sinó después que los se- 
ñores Hrugo dirigieron á i), Henito del Puerto el telegrama de 
f, T2 diciéndole que no tenían inconveniente, en que fuese 
puesto en libertad dicho í'azús. 

4" Que esto mismo confirma el hecho de que habiendo pre- 
tendido lirugo é lujos sostener que la prisión fué por deuda de 
Cazas áDou JoséFortiui, ni lo han probado, ni han intentado 
hacerlo, siendo así .que por la naturaleza del hecho debían ha- 
ber constancias de carácter publico, que comprobasen el origen 
de esa prisión ó detención. 

5" Que son responsables á la indemnización de daños y per- 
juicios del contrato de locación de servicio los que por su culpa 
motivaron su inejecución ; y en este caso no habiéndose proba- 
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do por los se ftores Unigo (• hijos qu« pidieron se obtuviera la 
detención de Caxús con derecho, ó pnr causales jualificadas, 
liona que concluirle que la detención fué arbitraria y sin culpa 
por Caxiis. 

6' Que la indemnización comprende en este caso el valor de la 
obra ejecutada ó sea provisiones suministradas, los materiales 
preparadosy las ganancias y utilidades que se pedían prometer 
del contrato, 

7" Que con rcUcion ¡i las provisiones suministradas se hallan 
determinadas por los estados Ó, P, 7, y X que han sido presen- 
tados y reconocidos por el comisario del vapor como formulados 
por el mismo, 

8 o Que nunque en esos estados figura como abonada ú Ca- 
zús la partida de 1 12 8 fts. no hacen fe contra él y el la ha 
negado, no confesando haber recibido sino una parte que estima 
en sesenta y ocho pesos fuertes. 

9 o Que no habiéndose negado por los demandados que al se- 
parar á Cazús del servicio de proveedor, dejara este materiales 
preparados, y siendo por otra parte presumible pues el vapor 
venia de viaje, tiene que aceptarse el hecho y sn estimación, y 
tiene que considerarse como no impugnada la partida primera 
de la cuenta de f, 3, deducidas las provisiones hechas, lo que 
hace un valor de 378 $ fts y 20 centavos. 

10° Que solo han sido reconocidas como recibidas a cuenta 
las partidas especificadas a fs, i, 2 y 3, como á deducir á favor 
de los sefioTca Brugo c" hijos. 

i I o Que en cuanto á la detención arbitraria como un acto 
ilícito ó un delito civil, la indemnización que puede pedirse 
consiste únicamente en una cantidad correspondiente á la tota- 
lidad de las ganancias que cesaron para el paciente hasta su 
completa libertad artículo 22, De los delitos contra las perso- 
sonas, í'ódigo Civil) j estas .ganancias están comprendidas 
en la indemnización por inejecución del contrato, constando á 
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mas que los gastos ocasionados por Caxús fueron pagados por 
Brugo. 

Que las partes han consentido en que se estime por pe- 
ritos las ganancias referidas y lian pasado por su dictamen, que 
los avalúan en 90 pesos fuertes mensuales á f; 120. 

Por estas consideraciones folio ¡ que los señores Brugo é hi- 
jos paguen á Don Adrián Cazúsá lo* diez dias de la liquidación 
el importe que resulte en la deducción de las provisiones sumi- 
nistradas, material acumulado y ganancias reconocidas en este 
fallo, de Jas partidas pagadas como se contiene á foja 123 vuel- 
ta, con mas lus intereses desde la demanda y cortas d* I juicio, y 
en su consecuencia comparezcan las partes á practicar el nom- 
bramiento de un contador, ejecutoriada que sea la presente. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 



Ir »llo de la Kupreitm Corte-. 



Vistos : por sus 
tenna aprlada de foja 
de la instancia, 



Buf ims Air»*. M*rzo 10 de 1877. 

; ia con costas la sen- 





Ios sellos, devuélvanse. 

JOSÉ BAftBOS PAZOS.— J. B. GOHOSTJA- 
CA. — J. DOMINGUEZ. — S. M. LA8- 
PIUR. 
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tí. Máximo Par fu ti, contra la Municipalidad del Rosario de 
Satlta-Pé, paf rubro de pesos 



Samario. — Í Las reglas de buena interpretación prohiben 
dar á un documento obligatorio una que conduzca á dejar á 
voluntad del deudor la época do cumplirla, 

2 a Vn documento se interpreta no solo poT los término* en 
que está concebido, si nú por los demás documentos y aute- 
cedeutos con que guarda relación y de qm b emana. 



Caso. — La discusión de esta causa está detallada en el 

■ 

* 

Falle del Ju» dr ttreelon 

Rosario. Noiii-iudre 18 ilu 1HT<¡. 

Yistos estos autos seguidos entre D. Máximo l'arfait y el 
Procurador Municipal por cobro de un pagaré otorgado á favor 
de aquel, por la corporación que este representa, resul ,1 lu 
siguiente: Parfalt y la Municipalidad rescindieron el contrato 
que tenían celebrado para la construcción del Matadero l'óbliio 
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bajo las condiciones y obligaciones recíprocas qnc estable- 
cieron en el contrato rescisión corriente en copia de fs. 19 á 
22. l^ntro las obligaciones qne contraía la Municipalidad á 
favor de PaTfait está lo contenido Sil la base 4", de otorgarlo 
el pagaré de f. 2 que hoy se cobra, por los intereses ya dcs- 
vriHjartos por Parfait desde el 27 de Setiembre de iHlTt hasta 
la fecha de la rescisión, 21 de Agosto de 1876; pagan' que so 
le abonará por la Municipalidad al plazo en que se paguen esos 
intereses en general. Mas al redactar este documento se hizo 
de este modo; *así que se pague los intereses devengados, 
por los títulos de la Municipalidad di l Rosario, pagará ú la 
* urden de I). Máximo PaTfait. la suma de 102» S 03 ets, fuertes 
por intereses de la segunda cuota que se le ha reconocido á 
dicho señor en representación de la Empresa del Matadero 
Público en la rescisión del contrato de aquella obra». 

Ahora bien, llegado el raso de que la Municipalidad prin- 
cipiase ií pagar ú estuviese ya pagando esos intereses devenga- 
dos á los tenedores de esos títulos, lo que consta por la misma 
esposicion del Presidente á f. i vuelta, como también consta 
poT esa misma exposición que l'arfait era uno de sus acreedores 
llamados para pagársele, se presentó este tí cobrar su docu- 
mento, y el Presidente se resistió á abonárselo por no estar 
Vencido según dice, y no ser ía Oportunidad de cobrarlo, por 
los términos de su' redacción, fon . yo motivo se lia pre- 
sentado aquel demandando judicialmente su pago, 

Y considerando: \ n que las reglas de buena interpretación, 
la ley y el buen sentido prohiben dar á un documento obliga- 
torio una interpretación que ronduzca á lo nulo y absurdo, 
como seria hacer depender el cumplimiento de una obligación 
de la misma voluntad del obligado; algo mas, de la falta do sos 
deberes; como resultaría si Parfait solo tuviera derecho de 
cobraT á la Municipalidad, cuando esta, debiendo p;igar li sus 
acreedores, no lo hubiere hecho desde el primero hasta con el 
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última de los tenedores de sus títulos de crédito; pites de esa 
manera y con ese modo de glosar no solo pudiera condenar al 
silencio el derecho de Parfait, sino bosta hacerlo sucumbir 
postergando Indefinidamente el cumplimiento de cualquiera de 
sus deberes, para con todos ó algunos de sus acreedores, baju 
el imperio de su sola voluntad ó de la de alguno de ellos, que 
no le cobrasen por omisión ó cualquier otro motivo; interpreta- 
ción tan poco racional, como moral, y que minea piulo entrar 
en la mente de los contrátanos al otorgar el coutraWqiic dio 
origen al documento que se cobra; tanto nías, cuanto que el 
pagaré que debia firmarse procedía de derechos ya adquiridos 
por Parfait, cuando se hizo ese convenio; artículo lo", Código 
Civil, título *I>e las obligaciones condicionales^. 

2° t|ue el absurdo de esa interpreta- ion U n conocí' y con- 
fiesa, como no podia ser menos, el mismo Procurador de la 
.Municipalidad á f. i6 sin que se concilla como entonces des- 
conoce al mismo tiempo la perfecta eficacia y oportunidad dei 
cobro del documento de Parfait desde que se habia cumplido 
el plazo ó si se quiere la condición contenida en él; contradic- 
ción en que casi también incurre el mismo Presidente en la 
neta de protesta de f. 1. 

3 o yue un documento se interpreta no solo por los térmi- 
nos en que él está concebido en sus diversas cláusulas, sinó 
por los demás documentos y antecedentes con que guarda rela- 
ción y de que emana; razón por la cual, m alguna duda ofre- 
ciese el que nos ocupa, bastaría ver los términos del contrato 
rescisorio que le dio origen, en el que se dice que la Munici- 
palidad su lo nbonaria ti Parfait, o¿ plazo qMsepagWt esoi 
intereses en f/t'fwrat ; es decir claramente que el acreedor que- 
daba en cuanto á la oportunidad de ser pagado, en el mismo 
rol general y no inferior á T-s demus acreedora de esos inte- 
reses; y si pues ellos habian sido llamados para pagárseles, 
pudo concurrir Parfait con ellos y no debió ser rechazado por 
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una escepeion tan ínespliratjle como injusta; de modo que al 
decirse en el pagaré de f. 2; asi que se pague los intereses & r 
ha querido decirse, cuando sea oportuno y deba pagarse á 
todos, se pagara á Parfait también; y no después que se haya 
jiagado á todos absolutamente reciou se pagará ú Parfait; lo 
que no es verosímil que este como se ha dicho, quisiera haber 
convenido; y que por tanto, no puede suponerse lo hubiese 
hecho. (Artículo 7 n del mismo título y Código), 

•i" Que. tan debió comprender el mismo Presidente que 
fucila y 110 esta era la mente del contrato y del documento, 
y que Labia llegado el momento de la eficacia de este, como 
que confusa que quiso abonar ¡í Parfait una tercera ¡tarlr de 
su importe; lo que de otru modo no habría podido hacerse sin 
faltar á sus oMígaciones ; pues no podía ofrerer el ab no ni de 
una tercera parir ¡i un acreedor de plazo no vencido en su 
juicio, estando impagos los de plazo vencido; tanto mas cuanto 
que, no se espirea ese rasgo de indebida generosidad en el 
estado de constante litigio en que de min-ho tiempo atrás so 
bailan I» Municipalidad y Parfait ; en la situación nada des- 
Bahogada de esa coTporaeion. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
título de las obligaciones condicionales del Código Civil, y de 
las doctrinas de sus notas ilustrativas, se declara vencido en la 
fecha de su protesta e) plazo en que la Municipalidad debió 
abonar A D. Máximo Parfait el documento que se cobra, con 
costas, Y téstense los palabras subrayadas á f. 27 vuelta, de 
las posiciones de Parfait, apercibiéndosele séri imente por 
haberlas emitido, sin serle necesario para la defensa da sus 
derechos. Repónganse los sellos antes de notilicarse esta 
sentencia. 

Fmelon Zttriria. 



El representante ue la Municipalidad apeló. 
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F*ll« de la Nuprema Corle. 

Buenos Aire», Marzo 15 de 1877. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas ta 
sentencia apelada de foja cuarenta y seis; satisfechas las de 
la instancia y repuestos los sellos devuélvanse los autos. 

JOSÉ BAHROS PAZOS. — J. B. CO- 
ROSTI AG A. — 1. DOMINGUEZ.- - S. M- 
LASMLH. 



< 4 l H 4 XXVIII. 



I). Jase 1 Siseo contra la Compartía Argentina de Seguro*, so- 
bre abandono del buque «Filántropo» y cobro de seguro. 



Sumario. — i" En los seguros, la póliza es la ley He los 
contratantes. 

2" El contenido de la protesta hecha por el Capitán sobre 
las causas de un naufragio tiene á su favor la presunción de 
ví-rdad, máxime si es ntti&oado por el Capitán y testigos. 
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3 o Hay lugar al abandono del buque asegurado, cuando se 
prueba que no se halle en estado de navegar. 

¥ La prueba de que puede ponerse á Hoto gastando me- 
nos de las tres cuartas partes del valor asegurado, está á 
cargo del asegurador, 



Caso. — El caso se halla espuesto en el siguiente 
r*Uo dri Jiin S«ttUn«l, 

filiónos Airci, Noviembre 3 do 1876. 

Vi jilos es tus autos seguidos por 1). José Si si -o, como dueño 
del bergantín goleta nacional «Filántropo» contra la compa- 
ñía Argentina de Seguros, por abandono, y de que resulta. 

I" Que el veinte y nueve de Abril de mil ochocientos se- 
lenta y tres, emprendió viage para Ful agones, asegurado por 
la compañía nombrada <m las tres cuartas partes de su va- 
lor üjado en ocho mil pesos fuertes (polizr» de f. (i). 

2" Que en treinta de Marzo '1 «Filántropo; por accidentes 
de mar, que se mencionan, pérdida del timón, anda, deterioro 
en el velamen y fractura, se viÓ obligado á encallar y encalló en 
truequen tirande», partido ue Necoohoa, para salvarlos pa- 
saderos, carga y tripulación protestado f. 18). 

3 o Que en vista do ello, hallándose el buque en estado de 
iunavegabilidad tanto por lo espuesto, como por haber queda- 
do arrojado en tierra; venia su propietario, habiendo por lo 
dalias llenado las condiciones de dar aviso á los asegurado- 
res y prestado el capitán iodos los cuidados que demandaba 
l i conservación del buque y carga, hacer abandono del buque 
y pedir el pago del seguro. 

4 o Que corrido traslado de la demanda, el representante 



452 



FALLOS DE LA SITUE» A COH IE 



de la compañía aseguradora alegó que no so 1c habia dado la 
noticia oportuna del siniestro, ni el capitán había tomado 
medidas para saltar ó conservar los cosas aseguradas, que no 
se habia justificado previamente que los gastos para reparar 
y poner a flote al «Filántropo» subieran de tres cuartas par- 
tes del valor del buque, sinó mucho después del suceso; que 
la protesta ha debido ser forjada ex profeso para defraudar 
á la compañía, pues no refiriéndome al libro de navegación de 
á bordo, no es presumible que pueda dar detalles tan minu- 
ciosos como los que menciona ; que la protesta ha debido ser 
lirmada por todos los tripulante* ; que no es de presumirse la 
fractura porque en Quequen <¡randc no hay roías Krmiíliras 
que son las únicas en que pueda producirse y que por tanto 
el siuiestro se reduce á una avería gruesa de que no es res- 
ponsable la Compañía. 

5 fl Que corrido traslado de los documentos acompañados 
por la compañía, Siseo replicó que se había presentado untes 
del término prescripto por el artículo 1-iOI del Código de Co- 
mercio; que la protesta según el artículo iü!*7 del mismo 
Código es bastante justificativa para el abandono, que en las 
Costas del Sud hay rocas sean ó no graníticas en que ha lúa 
chorado y hedióse un rumbo el «Filántropo» y que no estaba 
encallado en agua sin ó en tierra firme lo que lo hacia innave- 
gable. 

íl° Que en este estado el Juzgado abrió la causa jí prueba 
sobre el fraude ú falsedad en la protestado f. !, tí i el « rilan- 
tropo* pudo ser puesto á flote y seguir su destino con menor; 
costo que el de dos terceras partes del valor asegurado, y si 
el capitán ó dueño había prestado al «Filántropo» los cuida- 
dos de conservación hasta intimarse el abondono y dado cuen- 
ta oportuna del siniestro. 

Y considerando: i* Que por el articulo veinte y tres de la 
póliza que et la ley de tira contratantes, solo se requiere para 
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indemnizar, los documentos que acreditan que ha ocurrido 
la amia ó perdida por algunas de las causas de que respon- 
dí- la compañía ; y Kisco lia presentado como tal ta protesta 
<!<■ f. I, eslemfiila ante el Juez de. Paz de Xecoehca, cu la que 
se establece el hecho de la pérdida y la causa de la misma, 
producida por un temporal; y por consiguiente, A estar en 
forma, y no impugnarse por el asegurador, se ha cumplido 
con Jo proscripto por el artículo citado. 

8? Que aunque es verdad que ] m capitanes tienen la obli- 
gación de llevar á bordo un libro diario de navegación, no es 
necesario para justificar la verdad de los hechos pasados á bor- 
do (artículo mi] noventa y siete) ni los are i de utos del via- 
je (artículo '¡guíente) quedando a las partes interesadas pedir 
su exhibición / q, u , st . l t . s f je copia; y por consiguiente el 
asegurador en este raso, que negaba ¿ contradecía lo asevera- 
do por el capitán en su protesta, ha debido pedir su presenta- 
ción, sin lo que esa protesta ó declaración debe tenerse por 
verdadera. 

3" Que aunque la parte hace notar que la protesta viene 
sin fecha y se ha dicho por el Juez de Paz que se había 
estendido á solicitud del asegurado Sr. Siseo, su tenor literal 
■■omprueba que es hecha por el capitán Prion; y de los docu- 
mentos acompañados á f. SI presentados por los asegurados 
se comprueba que es hecha en cuatro de Junio, sin que los 
hechos de terceros puedan por otra parte comprometer el del 
asegurado; como seria la falta ú defecto en el Juez de Paz 
de no poner fecha y de confundir el nombre del que formuló 
la protesta. 

*■ Que la falta de noticias del siniestro alegado por los 
seguros, se halla desvirtuada por la exhibición por parte de 
los mismos de los documentos antes citados y aun en el caso 
da no estado, esa falta es penada por el artículo 008 y J37g 
del Código de Comercio con los daños y perjuicios, pero no 
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con la anulación del derecho de abandono que acuerda el con- 
trato de seguro; y que las mismas considerar iones son apli- 
cables á la falta de cuidados para salvar e! buque y la carga. 

5 a Que si bien es verdad que para que haya lugar al aban- 
dono es necesario que el barainíento del buque lo inhabilite 
para navegar (artículo 1394 Código de Comercio), los hechos 
asegurados en la protesta y ratificados por declaración unáni- 
me de los testigos comprueban que el «Filántropo» se halla 
barado en tierra firme y haciendo agua y por consiguiente 
inhabilitado para navegar por simples reparaciones ú traba- 
jos comunes á las embarcacioLes desde que cuantío menos 
seria preciso arrojarlo al mar lo que constituye uno de los 
trabajos extraordinarios de Ins astilleros de construcción. 

6 o Que aunque para que el abandono sea obligatorio para 
el asegurador, es necesario que haya imposibilidad «le poner 
A ti ote el buque con un gasto menor de las tres cuartas partes 
del valor en que esté asegurado ; la posibilidad de poner a 
llotc con este gasto debe establecerse por el hecho mismo de 
continuar el viage (articulo 1SÜÜ f Código citado) ó en <u de- 
fecto debe establecerse por la prueba que rindan los asegu- 
radores; pues de lo contrario ha de estarse á que el baru- 
miento es completo, y no puede salvarse de él sin gasto menor 
del que ae fija por el articulo Í'M para que se considere tal, 
con mas Tazón desde que tratándose de una excepción, el que 
la alega y A quien favorece debe establecerla:}' en el presente 
caso las compañías nada han intentado para justificar quo el 
«Filántropo» pudo seguir navegando con un gasto meuor del 
de las tres cuartas partes del valor asegurado. 

7 U l¡ue en vez de esta prueba consta por el conturin por 
el informe del Juez de Paz (de f, 132) que estaba completa- 
mente perdido, y era imposible echarlo al agua por el lugar 
en que había barado ; por las declaraciones de los testigos y el 
informe citado, que no habia elementos ni peritos para hacer- 
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lo en el distrito en que naufragó, que el buque había per- 
dido las andas, timón y sufrido pérdidas de velas; que las 
compañía* aseguradoras de la carga pagaron el valor asegu- 
rado por creer innavegable al buque, y los cargadores no ase- 
gurado* no dedujeron acción alguna contra el capitán ó 
armadores, y por último que los aseguradores ni antes ni des- 
pués de notificado el abandono lian intentado ponerlo á Uo¿e, 
y todas estas circunstancias sou fuertes presunciones de la 
iiinavcgabilidad, que á falta de otra prueba autorizan al Juez 
para apreciar que el «filántropo» no ba podido ponerse en 
«stado de continuar sus viages con menos costo que el de las 
tres cuartas partes del valor asegurado. 

8" Que aunque no se ha establecida de un modo pericial 
que el importo de las reparaciones excedía de tres cuartas 
partes del valor asegurado, por las preguntas de las Compa- 
ñías aseguradoras se desprende que solo se han obtenido efec- 
tos por el «Filántropo» encallado, de valur de treinta mil 
pesos moneda corriente, á f. üi, lo que baria creer que la pér- 
dida era superior á las tres cuurUs partes del valor asegurado 
(GOÜO pesos fuertes) y con mas razón del valor estimado 
(8,000 pesos fuertes) y aunque esta apreciación no es conclu- 
Vente debe tenerse un cuenta desdo que es ofrecida por los 
mismos aseguradores, y no se lia presentado otra en contrarío, 

9" tjuc l;i presunción de fraude alegada contra la protesta 
por entrar esta en detalles que es cosa imposible retener en 
la memoria, no es justilicada, desde que no se ha justificado que 
faltase al capitán el diario de la navegación 6 que no hiciese 
la protesta con ese diario á la vista, y por consiguiente debe 
creerse por el contrario que así lo practicó, por ser esta una 
presunción legal. 

10. Que lo mismo debe decirse que la presunción que se 
quiere establecer de no haber en el lugar del siniestro rocas 
en que pudiera chocar el * Filántropo*, pues se halla contra- 
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dioho por el hecho mismo del rumbo, sobre que declaran los 
testigos y por el informe del Juez de Paz de Necochea que 
dice hallarse el lugar del siniestro lleno de ipeñascos». 

11. Que aunque es verdad que el capitán dice en la protes- 
ta que por la salvación de todos dírtjio el buque á la costa, no 
puede estimarse el hecho como avería gruesa desde que no se 
acordó deliberadamente producir el daño que podría salvarlos 
(Artículo 1476, Código de Comercio), ni este era necesario siuó 
un medio aconsejado por el arte náutico tomado por el capitán, 
en virtud de sus facultades: y por tanto no puede es ij irse 
como lo pretenden los aseguradores que se compruebe con el 
acta el acuerdo. 

12. Que por las declaraciones de los testigos r informe del 
Juez de Paz han comprobado que después del siniestro el capi- 
tán y tripulación ss ban ocupado de prestar al buque y ¡1 la, 
carga la asistencia, requerida por el derecho. 

Por estas consideraciones fallo: (Jue la Compañía Argenti- 
na de Seguros, pague á I». José Siseo, á los diez días de ejecu- 
toriada la presente el valor asegurado del ilántropn» en la 
póliza de f. 6, con lus intereses legales desde la demanda y 
costa del juicio dando por válido el abandono, veri lirado por 
el último á favor de la primera. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Áibarracin. 



rallo df I* MuprfiHH r*rtr. 

Buenoi Airo», Mana 17\íe 1877, 
Vistes ¡| por sus fundamentos se con firma con costas la sen- 
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tenciu apelada de foja ciento sesenta y una; satisfechas las de 
la instancia y repuesto* los sellos devuí-lvaase los autos. 

JOSÉ BARROS PAZOS.— J, B. GOROSTIAGA.— 
J. DOMINGUEZ. — S. M . LASP1UB. 



CAUSA 



D. Ilcrmóyenes Ponía amira f). Manuel Villalobos, sobre 
rendición de cuentas y tobro de pesos 



Su murió. — i" El depositario de bienes embargados en cau- 
sa criminal en la que se ha sobreseído en virtud de ley pos- 
te.rior do amo istia, tiene derecho á (pie se le abonen sus hono- 
rarios y los gastos conservatorios hechos, contra el dueño de 
los bienes. 

2" El mismo depositario es responsable solamente del cui- 
dado de la cosa depositada, y no de lu i| 11 e esta pueda producir 
con un trabajo especial. 

3" El está autorizado adornas á vender lo indispensable para 
sufragar los gastos necesarios de Conservación, siempre que la 
venta sea hecha á los precios corrientes ú mejores. 



Caso. — El caso se batía etpuesto en oí siguiente 
t. II, 3-2 
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rail* leí Jbh *eeel*a»l. 

Mendoza, Julio 15 de 1876. 

Vistos: D. Hermógenes Pontis deduce demanda contra D. 
Manuel J. Villalobos, sobre rendición do cuentas de la admi- 
nistración de unos bienes que le fueron embargados por decre- 
to de este Juzgado, recaído en causa criminal que se 1c siguió 
por participación en la rebelión acaecida el año 1874 y que 
fueron depositados en poder de dicho Villalobos. 

Resulta que presentada por Villalobos la cuenta corriente 
á f . 13 de la cual aparece que Pontis le es deudor por la suma 
de trescientos treinta y vn pesos cincuenta y dos y medio 
centavos bolivianos, este último la desconoce, sosteniendo no 
estar obligado á abonar honorarios de depositario por no haber 
sido condenado & pagarlos en juicio y no haber personalmente 
tampoco por su parte encomendado ¡i nadie la administración 
de sus bienes; y acompaña la contracuenta corriente Ai... .de 
la cual A su vez aparece acreedor de Villalobos por la suma do 
dos mil doscientos siete posos, setenta y cinco centavos, valor 
de deterioros causados en la finca embargada, y de dos anima- 
les vacunos y doscientos tres y media fanegas do trigo que le 
faltan, f que pide se le manden abonar con sus intereses y 
costas. 

Corrido traslado de la contrademanda, Villalobos insiste en 
la procedencia de las partidas de la cuenta presentada por su 
parte, y sostiene que no debe hacerse lugar ú la demanda de 
Pontis^ manifestando no ser causante ni responsable por con- 
siguiente do perjuicio alguno de los que cobro este último, 
haber dispuesto con autorización judicial de los dos animales 
cuyo valor se les cobra, y encontrarse ademas en especie á 
disposición del demandante el trigo que también se le cobra, 
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con excepción de treinta y dos y medio fanegas que tuvo que 
vender durante su administración para atender á gastos de la 
misma. 

La cansa fué abierta á prueba. 

í considerando: 1" Que es un principio general do derecho 
que los gastos necesarios á la guarda y conservación do una 
cosa afectan á la cosa misma, y son debidos y tienen que ser 
satufechos por el dueño de ella ó aquel á quien se adjudique la 
misma. 

2° Que el sobreseimiento recaído en la causa criminal se- 
guida al demandante, no ha podido alterar los efectos do aquel 
principio ni modificar en nada las obligaciones contraidas en- 
tre el mismo demandante, procesado en aquella causa, y el 
demandado como depositario judicial de los bienes embarga- 
dos, obligaciones nacidas del cuasi-contrato llevado á cabo 
entro ambos en razón de los hechos propios de aquel que die- 
ron lugar al embargo de los bienes en cuestión y consumados 
con anterioridad al sobreseimiento. 

3' Que no habiendo por otra parte la ley Nacional de amnis- 
tía, en virtud de la cual se sobrecayó en la causa criminal se- 
guida al demandante, declarado obligado al Fisco ó impuesto 
sobre él el deber de satisfacer los gastos judiciales ocasionados 
de antemano por la iniciación de los juicios Á que dió lugar la 
rebelión última, ni tenía otro objeto por stl naturaleza, que 
impedir la prosecusion de dichos juicios y la aplicación de las 
penas que ellos pudieran motivar, debe entenderse que dichos 
gastos son solo á cargo de la parte que inmediatamente los 
causó. 

4° Que de los precedentes considerando resulta que es in- 
contestable el derecho del ex-depositario al abono de sus bono- 
rários y espensas hechas para la guarda y conservación de los 
bienes embargados contra i] dueño de ellos á quien se ha man- 
dado 
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B° Que en cuanto i las observaciones hechas por la parte de 
Pontis á la cuenta presentada por Villalobos, que le han ser- 
vido para fermular la contra-cuenta de f.... y que se refiere 
á deterioros producidos en los bienes embargados por negli- 
gencia del depositario; i la falta de doscientas tres y media fa- 
negas de trigo; á la de los animales vacunos; á los intereses 
de valor de estas especies desde el día en que debió entregar- 
los; y finalmente á la producción de la finca que calcula por lo 
que pudo obtenerse con su arrendamiento; debe tenerse en 
consideración, 

V Que Pontis no ha justificado que se le haya producido 
perjuicio alguno por hecho ó culpa del depositario como es de 
verse por la contestación de sus propios testigos á la 3 a pregun- 
ta del interrogatorio presentado por su parte» de la cual apare- 
ce que el último ha mantenido siempre con cuidado el cuche 
que se dice deteriorado; sin que por otra parte resulte que este 
hayasido devuelto realmente eu tal condición; y que á esto se 
agrega que del auto de embargo corriente á f. Ü3 del espedien- 
te traído á la vista aparece que lo i cerco- de la linea que tam- 
bién se dicen deteriorados se hallaban en mal estado al tiempo 
del embargo, sin que por otra parte Pontis huya justificado 
que el incendio ó quemazón de una parte de ellos huya sido 
por culpa de Villalobos. 

2 1 Que el cx-depositaria ha manifestado desde su contesta- 
ción á la demanda que. todo el trigo embargado, cuya falta sir- 
ve de fundamento á la I* partida dé la cuenta de f..., á escep* 
cío. de treinta y dos y media fanegas que euagenó para 
atender á los gastos de conservación de los demás bienes, esta- 
ba en especie á disposición de Pontis, quien ha resistido reci- 
birlo; y coasta ademas del acta de desembargo corriente á f.... 
y del recibo judicialmente reconocido á f..,. quu si dicho trigo 
no fué entregado en el acto de verificarse aquel, fué debido 
solo á una circunstancia imprevista, y no imputable al deposi- 
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tariu, consistente en que el trigo se hallaba colocado enn cono- 
oimiento de este Juzgado, como se vé i f. 30 del espediente 
traído á la vista, en un establecimiento de molino, cuyo admi- 
nistrador, por ausencia del dueño, no se creyó autorizado á 
entregarle. 

3" Qíie si bien el depositario dispuso sin autorización judi- 
cial de las treinta y dos y media fanegas de trigo á que hace 
referencia el considerando anterior, consta sin embargo de su 
menta no impugnada en este particular por el demandante, que 
su valor fué invertido en gastos do conservación de los bienes 
depositados y que la venta, á estar a las declaraciones de los 
testigos D. Antonio Villegas y l). Hilario Correa y al informe 
del .Juez de Paz I). Juan Zalazar, se hizo por un precio mayor 
del corriente en la época en quo ella se verüicó. 

4" Que del espediente mandado agregar consta que el mismo 
depositario procedió judicialmente autorizado á la enagenacion 
de los dos vacunos, cuyo valor se cobra, y de la cuenta de f. ... 
tampoco impugnada tm esU, que su valor fué invertido en los 
objetos pura que se autorizó la venta; á saber, en gastos do 
conservación de los bienes embargados. 

5" Que como se desprende de los considerandos anteriores, 
el depositario no lia incurrido en mora para 1l entrega de las 
especies depositadas, ni es deudor por consiguiente de los inte- 
reses que por tal causa se preteuden. 

6 n Que el demandante no ha justificado que la finca fuera 
susceptible de mayor producción que la obtenida por el de- 
mandado, según se ve por las partidas relativas de I¡i cuenta 
de f. 13; quede las declaraciones producidas por este último 
resulta que la finca no era adecuada para el mantenimiento 
de los animales de propiedad del primero; y finalmente, que 
el depositario solo está obligado legalmente á cuidar bien de 
la cosa depositada pero no á responder de lo que ella pueda 
producir con un trabajo especial. 
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Por estos fundamentos definitiva nente juzgando declaro: 
lejftímas y de abono por D. Hermójenes Pontis las partidas de 
la cuenta de f. iZ con escepcion de la relativa al honorario del 
depositario D. Manuel J. Villalobos que se fija en la suma de 
doce pesos mensuales y la cual detierá serle abonada en su to- 
talidad en término de diez días, y desobligado á dicho deposi- 
tario de toda responsabilidad verificado q>e haya el demandan- 
te la entrega del trigo que se halla aun á su cargo y que deberá 
efectuar inmediatamente de ejecutoriada la presente resolución 
sin especial condenación en costas. 

el 



Caliste de la Torre. 



Buenos Aires, Sarao 20 de 1877. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelada de foja setenta y uno, satisfechas los de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse los autos, 

JOSÉ BARROS PAZOS — J. B. COROS - 
T1ACA. — J. DOMINGUEZ. — S. H. 
LASPIUR. 
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CAUSA XXX, 



Ei Banco Nacional contra D. Luis G. Balcarcepor cobro de 
pesos, incidente sobre competencia. 



Sumario.— !• La justicia federal es competente para enten- 
der en toda acción contra ó en favor del Banco Nacional. 

2" Del auto pronunciado por el Juez de Sección en una excep- 
ción de incompetencia, hay siempre apelación para ante la 
Suprema Córte. 



Crtso.— Don Lorenzo Rodríguez en representación del Banco 
Nacional inició una ejecución ante el Juez Federal en Buenos 
Airea contra D. Luis G. Balcarce por cobro de 10,600 & fte. 
provenientes de una letra. 

Notificado el auto de softendo, Balearse espuso que no creia 
que el Jaez fuera competente para entender en el juicio, porque 
la obligación que contrajo con el Banco obligaba i este a seguir 
el fuero del demandado, por cuya razón, declinando de jurisdic- 
ción, pedia que el Juez se declarara incompetente ó se conce- 
diera apelación para ante la Suprema Corte. 
Corrido traslado, el procurador del Banco contestó que este 
derecho ya estaba resuelto en el caso del Banco con 
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Villannera en el que se declaró qne todas las causas en que 
dicho Banco fuera parte, eran de la competencia nacicnal, y 
que debiendo en caso» idénticos dictarse idénticas resoluciones, 
pedia qne no se hiciera lugar con costa» al artículo. 

Fallo del Jnei Seccional. 

Buenoi Aire», Octubre 19 de J876. 

Vistos: Habiéndose resuelto por la Suprema Córte en causa 
del mismo Banco con Villa nueva, qne la justicia federal es 
competente para entender en toda acción contra ó en favor del 
Banco Nacional, nu lia lugar á la excepción ni á la apelación 
deducidas- 

Isidoro Albarracin. 
rallo de la Suprema Corte 

Ittienos Aires, Marzo 2Í de 1877. 

Vistos: por los fundamentos de la sentencia de esta Supre- 
ma Córte, á que se refiere el auto apelado y de que se agregara 
testimonio, se confirma este con costas; satisfechas Astas y 
repuestos I03 sellos devuélvanse. 

JOPÉ BAM109 PAZOS. — I. B. GO- 
OSTIA*, A. — J. DOHOTGUEZ.— 
S. H. LASFIUB, 



D. Mauricio Ambroxetti. contra Ppdro Servo y otros, sobre 
soborno y falsa declaración. 



Sumario. — Solo en el caso en que la declaración de un tes- 
tigo ofrezca indicios graves de falsedad ó de soborno, debe 
ordenarse bu prisión. 



Caso. — D. Mauricio Ambrosetti, armador de la Goleta 
Luisa, naufragada en las aguas del Paraná Guazú, en los autos 
seguidos contra la compañía Lloyd Suizo, por D. Cándido To- 
dros, espuso: Que había sabido que los testigos sobornador 
Pedro Servo y Antonio Trois y otros marineros habían de- 
clarado que el espolíente habia ordenado que se prendiese fuego 
al buque; que siendo falso el hecho y habiendo graves indicios 
de soborno y falso testimonio, pedia de acuerdo con la pres- 
cripción del artículo de la ley de Procedimientos, que se 
decretase la prisión, bajo la responsabilidad del esponente, de 
las personas nombradas y mandase sacar testimonio para 
pasarlo al Juez Nacional en lo criminal. Que en el caso que 
no se hiciera lugar á la prisión, lo que daría tiempo á los cul- 
pables para fugar, pedia se le dieran los testimonios y certi- 
ficados del caso para usar de su derecho ante quien corres- 
pondiera. 
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Valí* *>1 Smmu de »ee*i«n 

Buenoi Aire», Febrero & de 18T7. 

Ocurra donde corresponda. 

Albarracin. 

r 

WUm de la Bnpren» 

Buenoi Airo llano 22 de 1917. 

Vistos : no siendo aplicable al presente caso la disposición 
de! articulo ciento treinta y cuatro de la ley de procedimientos, 
se confirma con costas el auto apelado de foja cuatro vuelta ; 
satisfechas las de la instancia y respuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — I . E. COROS - 
TUGA. — S. H . LASPfUR. 
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CAVIA XXXII. 



D. Eugenio Carreras, contra .Hassa y Bernasconi sobre falsifi- 
cación de patente de invención. 



Sumario. — i° Concedida patente de invención por el uso 
csclusívo de un aparato para obtener un resultado determina- 
do, no puede ¿1 ser empleado por otros con el mismo fin. 

2 o Otra patente espedida con posterioridad por el mismo 
aparato es nula. 

3° Si el medio empleado con posterioridad constituyese un 
perfeccionamiento del patentado antes, puede ser conservado 
por un certificado de adición. 

4° Habiendo la Oficina de Patentes concedido la segunda 
previo exámen y sosteniendo con posterioridad que no existe 
analogía entre los dos aparatos patentados, no es sostenible 
que los que obtuvieron patente con posterioridad hayan pro- 
cedido de mala té y que deban ser condenados como falsi- 
ficadores. 



£7í.ío. — D. Eugenio F. Carreras se presentó ante el Juz- 
gado de Sección, esponiendo: que según constaba de la pa- 
tente de invención que acompañaba, había obtenido privile- 
gio por el termino de diez años para la explotación de un 
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aparato para sacar agua, denominado la Bonaerense, inven- 
tado y perfeccionado por él, recayendo el privilegio sobre el 
modo de volcar el balde. 

Que por la misma Oficina Nacional del ramo, se había ex- 
pedido también otra patente de invención por otra máquina 
para sacar agua, la • Mazziniann * á favor de los Sres. AInssa 
y Bernasconi, consistiendo su invento en el modo de bajar y 
subir el balde, que se opera por un sistema automático. 

Que al usar su privilegio Mas su y Bernasconi, no se habían 
limitado á comprender su invento sobre el modo de sacar el 
balde, sino que también habian aplicado el volcador de la in- 
vención del esponente. 

Que una vez que tuvo conocimiento del ln^ho, hizo presente 
á Massa y Bernasconi la usurpación que liacian, y animado 
del mejor deseo exigió solo que modificasen su aparato, su- 
primiendo el volcador. 

Que todos los esfuerzos empleados habian sido inútiles, ha- 
biendo ello3 manifestado que no modificarían su máquina, 
mientras no les fuera ordenado por la autoridad competente. 

Que en seguridad su derecho la ley le acuerda acción para 
acusar como falsificador al que lo defraude, debiendo este ser 
castigado con una multa de 50 á 500 pesos fuertes y pérdida 
de todos los objetos falsificados. Pidió invocando el art. 53 
de la ley de 41 de Octubre de i86i, se condenase á Massa 
y liornas con i al máximun de la multa que la ley señala, pér- 
dida de los objetos falsificados y pago de daños y perjuicios. 

Acompañó á la demanda la patente á que hace referencia. 

Corrido traslado, Massa y Bernasconi pidieron se rechaza- 
ra la demanda con expresa condenación en costas. Digeron 
que el sistema empleado por ellos para volcar el balde, no 
es el de la c Bonaerense », sino el de las máquinas á vapor 
oscilantes, diferentes á aquel. 

Que el sistema de Carreras, consisto en un aparato que des- 
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cansa sobre un eje, y que es invertido en el sentido solicitado 
por la fuerza que eleva el balde, volviendo á recuperar su posi- 
ción vertical, solicitado el aparato por una tira de goma que 
tira en un sentido inverso á la fuerza que solicita el balde ; que 
por con siguiente, til movimiento de vaivén del aparato volcador, 
es producido por la fuerza que sube el balde, haciendo á su vez 
estirar la goma y por la fuerza de esta una vez que ha cesado 
aquella para adquirir su longitud normal; de manera que el apa- 
rato solo vuelve á tomar su posición vertical cuando cesa la fuer- 
za que solicita el balde, é indispensablemente retrocede en sentí* 
do inverso al que antes tenia. Resultando entóneos que el peda- 
zo de goma, tirando siempre puesto que ha sido puesto en 
juego, deja el aparato en la posifion vertical y el balde des- 
ciendo recien entonces, debido á su peso y por cesar la fuer- 
za que lo solicitaba. 

Que por el contrario en el invento del esponente, el balde 
obedece á un sistema automático, y el modo de volcar consis- 
to cu un aparato que gira también sobre un eje, que es soli- 
citado por una sola y única tuerza ; que el soleyse invierte y 
lotos la posición vertical, simplemente debido todo á un movi- 
miento del timón que muda en el cilindro alternativamente 
el movimiento de los baldes, siendo solo el peso de estos que 
hace tomar la posición vertical al aparato volcador, cuando ha 
sido dejado en libertad pur la fuerza que lo solicitaba. 

Que el aparato voleador del espolíente, no es mas que la 
aplicación de un medio conocido á un nuevo invento y este 
medio no es descubierto por la Bonaerense, sino que se en- 
cuentra empleado desde muchos años atrás en las máquinas 
de vapor oscilantes, en las que se encuentra esc medio apli- 
do á las cajas donde funcionan los émbolos sin usarse para 
nada de pedazos de goma. 

Que la ley de patentes de invención en su nrt, 3* estable- 
ce, que son descubrimientos ó invenciones nuevas, los nuevos 
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medios y ta nueva aplicación de medios conocidos para la ob- 
tención de un resultado. 

Que entóntjs puede considerarse bajo dos aspectos la cues- 
tión : I o considerando aisladamente la volcada y 2 o conside- 
rándola unida á la máquina. 

Qoe en cuanto al primero, Carreras no puede sostener que la 
volcada que los esponentes han puesto en su máquina, sea la 
misma que la suya pues ha quedado demostrado que son dife- 
rentes. 

Que en cuanto al segundo punto, debe recordar que su pa- 
tente no es por la volcada, si nú por el aparato que se mueve 
automáticamente, resultando en t úneos que aún en el caso en 
que la volcada fuera igual, no babria lugar á la falsiiicacion 
porque el invento de los esponentes se encontraría en la apli- 
cación de un medio conocido para la obtención do un resul- 
tado. 

Acompañó á la contestación la patente á que so refiere en 
ella. 

Con una inspección ocular acoir ,»añado do un ingeniero me- 
cánico, le dictó este 

Valí* del Juei de Beeelon. 

Buenos Aire*, Mareo 21 tic 1876. 

m 

Vistos: estos autos seguidos por D. Eugenia Carreras, con- 
tra Massa y Beruasconi, por falsificación ó abuso de una pa- 
tente de inTencion de una máquina para sacar agua, y de lo 
que resulta lo siguiente : i» Que en primero de Abril de 1868 
■e concedió patente de invención por diez años á D. Eugenio 
Felipe Carreras de un aparato denominado « La Bonaerense ■ 
para sacar agua, recayendo el privilegio sobre el tnodo de en- 
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cerrar el balde en ttn armazón de fierro, que se melca con 
aquel, j ir and o al rededor de un eje excéntrico. 

2* Que en 25 de Enero de 1875 loe Sres. Juan Massa y 
Juan Bernasconi, pidieron y obtuvieron patente de un aparato 
para sacar agua que lleva por nombre «Mazzinianat. 

3* Que en 27 de Febrero del mismo año D. Eujenio Carreras 
demandó á los espresados Massa y Bernasconi por falsificado- 
res ; y espuso que la máquina <Mazziniana> de dichos Sres. 
ha aprovechado su invento, que le pertenece emplearlo esclu- 
sivamente por efecto de la concesión. Que en ella han aplica- 
do no solo al modo de encerrar el balde sinó que también em- 
pican el mismo volcador de la invención del demandante; que el 
abuso de falsificación de un invento produce acción civil y que 
se pena con una multa de 50 á 500 pesos fuertes, pérdida de 
los objetos falsificados y las indemnizaciones correspondientes, 
según el artículo 53 de la ley de 11 de Octubre de 1864. 

4 o Que corrido traslado de la demanda, espusieron los de- 
mandados : Que la máquina de Carrerae consiste en el modo 
de volcar el balde. Que el empleado por ellos, es completa- 
mente diverso 6 mas bien que es el usado en las máquinas á 
vapor oscilantes. Que en la e Bonaerense » la elevación y des- 
canso del balde se produce á mas de la fuerza de acción sobre 
el eje, por una tira de goma que lo atrae en sentido inverso, 
restituyéndole la posición vertical, una vez que ha cesado la 
fuerza. Que en la «Mazziniana» el volcador descansa también 
en un eje, que se mueve automáticamente, él solo se invierte 
y toma la posición vertical por un movimiento del timón; quo 
este es el sistema que se usa en la3 cajas á vapor oscilantes, 
donde están las embolas. Que la ley de patente de invención 
establece que son descubrimientos é invenciones nuevas los 
nuevos medios y la nueva aplicación para la obtención de un 
resultado y ya ee considere el volcador aisladamente» ya unido 
á la máquina, ch diferente. Que el privilegio concedido no es 
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por la volcada, sinó por el aparato que ae mueve automática- 
mente, y aún cuando la volcada sea igual, no había falsificación, 
porque el invento se encontraría en la aplicación de un medio 
conocido para la obtención de un resultado. 

5 o Que el Juzgado para mejor proveer ordenó el reconoci- 
miento de f . 72. 

Y considerando: I o Que de la inspección ocular, como del 
informe del perito, resulta que no existe en el sistema de vol- 
car el balde la diferencia alegada por la parte de Mussa y Ber- 
naBconi, qne consistía en suponer, que el balde era solicitado 
en la «Bonaerense» por una tira de goma, mientras que en la 
cMazziniana» se hacia por la sola fuerza, que solicitaba la 
ascención del balde, siendo asi que una y otra obedecen 
i esta única y última fuerza ; lo que se halla corroborado por 
la patente de invención de la «Bonaerense)) 

2 o Que de esta misma inspección é informe se desprende que 
los baldes en una y otra máquina de sacar ¡igua giraban sobre 
el mismo eje excéntrico, funcionando el volcador de la misma 
manera sobre un armazón de Herró, que aun cuando de dife- 
rente hechura reconocía el mismo principio de acciou : lo que 
para los lines de la ley de patentes hace que la «Alazziniana,» 
como posterior en su patente, aparezca empleando para sacar 
agua el invento patentado á Carreras para volcar los baldes 
en su máquina la «Bonaerense.» 

3° Que aunque se ha alegado que el sistema de la « Mazzi- 
niana» de volcar los baldes, era un medio común y conocido de 
las máquinas á vapor oscilantes, no bastaría este hecho suponien- 
do su exactitud para desvirtuar los derechos de Carreras, desde 
que por el art. 3 o de la ley nacional de patentes la aplicación de 
medios conocidos para la obtención de un resultado, pueden ser 
objeto de un invento y lo habia sido en el caso actual desde que 
Carreras lo aplicó & las máquinas de sacar agua, en lo que no se 
había empleado hasta la fecha de la concesión de la patente. 



II F, JI STIC1A ÜAMOMI. 



4° Que la patento acordada al ttr. Carreras es sobre la ma- 
nera de encerrar y volear los ha Mes. y siendo la acordada íí los 
Sres. Massa y Bélriáscétíi por la fuerza automática para et 
usti de lns baldes se ve claramente ijue, como posterior, no 
es esta tu Tención sino una adición ó mejoramiento do iuventu 
i*n la>: máquinas de cstiaer agua de los pozos, y que por consi- 
guiente no lian podido esplotar los fcres» Massa y I'crnaseoni 
sin pagar la prima á que se refiere el art. 29 de la ley de 
1 'atente citada, y hacer la explotación en concurrente con el 
inventor, según el artículo siguiente, 

5* Que ai'm cuando se han deducido las acciones civil y cri- 
minal* careciendo este Juzgado de competencia para resolver 
>ohre la última, corresponde únicamente resolver la primera, 
declarando la nulidad de la patente y la indemnización de da- 
ños y perjuicios. 

Por estas consideraciones fallo declarando: Que los Sres. 
Massa y Bernasconi no tienen derecho ¡í emplear el volcador 
que usan en su máquina denominada «La Mazziniana* y nula 
la patente, que se les acuerda, y oiiligadojs en consecuencia á 
indemnizar al Kr. barreras los daños y perjuicios, que por esa 
esplotacion se le han irrogado y al pago de las costas de este 
j atrio, quedando a salvo su derecho para la acción criminal 
y el de los demandados para pedir certificado de adición ó per- 
feccionamiento. H opongan se los sellos y uotifíquese con el 
original, comunicándose al misino tiempo á la Glicina de Pa- 
tentes. 

isithrn Mbat-racin. 

La Suprema Corte, después de sustanciada la causa, nom- 
bro* al ingeniero mecánico 1K Marcos Mané para que practicase 
n tt nuevo reconocimiento de ambas maquinas y espidiera in- 
forme sobre los puntos que se le indicó, y con su pericia á la 
vista se dictó el 
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Fallo de I» Suprema Corte. 

lluenoa Aires, Marzo Í2 tío JH77. 

Vistos y considerando : Primera, (¿ue en primero de Aljril 
<!c mil ochocientos sesenta y ocho fué concedida por el térmi- 
no de diez añosa Don Eugenio Carreras la patente de inven- 
ción de foja primera, por un apar/uto para sacar agua, denomi- 
nado «La Bonaerense » T y recayendo el privilegio úiiicaiu<.*Mr 
« sobre el modo de encerrar el baldo en un armazón de liierro, 
que se vuelca con aquel, girando al rededor du un eje excén- 
trico!; cuya patente fué adicionada en dos de Junto de mil 
ochocientos setenta y cuatro, por el certificado de foja dos. 

Segundo. Que en veinte y cinco de Enero de mil ochocientos 
setenta y cinco fué concedida también por el término de diez 
años á Don Juan Mnzzn y Don Juan lieruaseoni, la patente de 
invención de foja treinta y cinco, por un aparata para sacar 
agua de los pozos, titulado la t Mazziniana », seguir se detalla 
en la descripción escrita y planos adjuntos á su solicitud. 

Tercero. Que del dictamen pericial dudo á foja ciento cua- 
renta y siete, por el Ingeniero Mecánico, Don Marcos Mafté, 
á* consecuencia del nuevo reconocimiento que, para ilustrar 
mejor su juicio sobre la cuestión ele hecho que se agita en 
esta causa, mandé practicar esta Suprema C'érte, resulta: que 
el aparato llamado volcador, tiene en dichas dos máquinas 
patentadas, los mismos movimientos, que está formado poÉ 
montantes de hierro que llevan en su parte superior una 
polca, y que descansan sobro un eje al rededor del cual todo 
el sistema toma un movimiento circular alternativo é inter- 
mitente, y que en ambas máquinas, el balde no está encerrado, 
sinó que se apoya sobre una traviesa de hierro que lleva el 
volcador en su parte inferior, sustituido en la « Mazziniaua > 
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en su esencia d mismo medio empleado en 
la «Bonaerense*. 

Cuarto. Que quedando asi establecido que el mlcntfor 
los baldes di' la máquina e Aíazziniana es esencialmente el 
4 o0 I» * bonaerense » ; y fine constando también 

4*6- él privilegio do invención acordado ;i Don Eugenio Carte- 
ras, por sn 

sivo de este aparato, 
¡t los señores Mazza y 
medio ya 

tjttiitfo. <jue sin emb; 
no tenia el earáeler de una 




•» consiste en el uso cselu- 
eoneedida 
¡«-ación del mismo 




i na * Mazziniana-, 
> ó do una nueva 
aplicación industrial, después W funcionaba la cllonaeren- 
se», y no pedia poj tanto ser patentada, hay razón para creer 
que el votcwfar que ella usa, constituye un ^r/te4wfll&^ 
susceptible d<- ser i-onservaáo i- .t un cérlifieajo 3e adieiea 
desde que según el mismo dictamen pericial antes citado, aun- 
que tiene los mismos movimientos que id de la « lionaerense», 
•■jecuta no obstante el mayor número y las mus perfecta* fun- 
ciones t¡ í 3 . allí determinan. 

.SVjf/o. Que desde que la OñeM de Patentes concedió á los 
señores Mazza y Hernasconi la de foja treinta y cinco por su 

aparato para sacar agua, previo t -\& m ( . OJll(1 ](l exjge d artf _ 

«ii!» trece, de la ley de once de Octubre de rail ochocientos 
sesenta y cuatro, sobre patentes de invención, y desde que la 
misma Oficina sostiene todavía en su informe de foja ciento 
cuarenta y uno vuelta • que no existe otra analogía entre los 
dos aparatos patentados por ella, que el fin para que son in- 
ventados», no es üostenibleque los señores Mazza y liemas- 
conj hayan procedido de mala fé, ni que deban ser perseguidos 
7 condenados como falsificadores. 
Por estos fundamentos y los concordante de la sentencia 
( " u 1 ; ' «*inco. se coiifir;aa esta en la parte 
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solamente, que declara nula la patente concedida íi los señores 
Mazza y Bernasconi, y deja á salvo la acción de estos para 
solicitar un certificado de adición ó perfeccionamiento. Comu- 
niqúese esta resolución al Comisario dn la Utirirci de Patentes, 
para que la publique en la forma prese riptsi por la ley ; y pre- 
via satisfacción do costas y reposición do sellos devuélvanse 
los autos. 



W. Paats y O contra tL fíruno (JidnUum, por cobro 



Sumario.— Manifesté nd o el deudor de una letra de cambio 
en el acto del protesto que esta dispuesto á pagar en una elasc 
determinada de moneda, y liecba consignación al not i lie árcele 
el auto de solvendo en e&a misma especio, que acepta después el 
acreedor, las costas judiciales son á cargo de este. 

Caso. —Don Federico Sacuz por W. Paats y O inició una 
ejecución contra I). Ilruno Quintana por el valor de dos paga- 
rúes, importantes 7G1 $87 cts. fuertes. En las escrituras de 
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protesta consta que Quintana esposo que no pagaba en uro 
j>orcj ni ■ cuando «reptó la obligación Io nizo con arreglo á la ley 
del curso forzoso y que estaba pronto á abonar en billetes 
me hi lieos de usa misma ley, 

Notificado el ante de soliendo, Quintana consignó en el Hun- 
co á la orden del Juez 780 fts. y espuso que los acreedores 
se negaban ;í recibir, pretendiendo que se les pagase en oro y 
que siendo ilegal esa exigencia, pedia se declarase bien beeha 
la consignación . 

MI Juez, con fecha Noviembre 12, mandó hacer saber la con- 
signación, y el 21 la parte de Paats y O es puso que habiendo 
terminado el asunto pedia se hiciera regulación de honorario y 
tasación de costas, formándose en seguida la planilla por el 
actuario. 

Hecha la liquidación con una suma de 885 # 82cts. fuertes, 
Sacnz por Paats y C pidió se librase olicio al Banco para que 
se le en I regase la suma depositada y así se ordenó. 

Posteriormente la misma parte espreso qúe estando h celia la 
liquidación ilc tos gastos que debía abonar Quintana pedia se 
le intimase el jingo dentro de tercero dia, y el Juez proveyó 
como se pedia. 

Notilicatlo Quintana espuso que Paats y ('* habían iniciado 
una demanda injusta, de la que liabian desistido con formándose 
con el pago en notas metálicas que los espolíenles habían ofre- 
ndo desde un principio y que liabian oonsignado cu el acto que 
se les notificó el auto do solvendo. Que habiendo sido los gastos 
ocacionados por la pre tención ilegal del contrario, pedia so les 
ordenase pagarlos. 

Corrido trasladóla parte do Paats y 0* contestó que desde 
el protesto los gastos pertenecían al deudor remiso. 

Que la ley del juicio ejecutivo establece para todo caso la 
condenación en costas, que por consiguiente Quintana era 
quien tenía que pagar los gastos, y pidió que así se declarase. 
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Frailo del Jun de Seerlon. 



Huertos Aires. Enero 21 de i 877. 
Vistos y considerandos que son ú cargo di»l deudor de uta 

l'tra pndrstada los gas. tus del protesta V robro, y nlli' aunque es 
verdad que se ha hecho consignación de I¡i cantidad cobrada. 
ii*t lo lia sido espontáneo y anterior al cobro, siuó en vitud de 
una ejecución, por lo que la eonsig nación no puede alegarse 
con los electos de pago entre lo- que los gastos de la eonsig- 
nacion son ¡í cargo del que la resiste, si fuere vencido • fallo 
que las costas causadas son á cargo del ejecutado. 
Hágase saber original y repóngase el sello. 



Fallo df Ih Suprema Corte. 

Buenos Aires. Marzo 2i ilc 1R77. 

Vistos: resultando de autos que el causante de las instas ha 
sido la parte de Pnats y C n por cuanto consta do la escritura 
d» protesta que el ejecutado manifestó <-tpie atando ae<*f>fú la 
t letra lo hizo con arreglo á la ley de mmo forzoso, y qm 
« ctttá pronto ó pagaría en tul tetes mofó lieos de esa misma 
i le;/ ¡/no en oro,* que en esa misma especie de moneda con- 
signo la cantidad adeudada luego que le fué notificado el áutü 
desolvetido; y que el ejecutante desistió posteriormente de ra 
oposición, recibiendo en pago de su crédito la cantidad consig- 
nada en la misma especie de moneda en que se consignó; se re- 
voca por estos motivos el auto apelado de foja veinte y oojii) 



vuelta y 80 declara pe todas lttS costas causadas cu este juicio 
son á cargo del ejecutante; satisfechas las tic la instancia y re- 
s, devuelva n so los autos. 

josf; imuins pazos.— í. n, gorostuga, 

— J. DOMIKGÜBZ.— S. M. LASPUIH. 



t: A VHA X X X I V. 



//. Solano (¡¡ornes contra H. Anfonma Tabón da , por acción 

pitul de hurto. 



Sumario. — i" El conocimiento de una causa por acción ci- 
vil de hurto deducida por un vecino de una Provincia, contra 
un vecino de o, ra, corresponde ¡í la .jurisdicción federal. 

2° El valor de liaciciidas consumidas p'*r fuerzas movilizadas 
en servicio de la Nación, si bien puede importar un cargo con- 
tra el Gobiorno Nacional, no lo es contra el .Tefe de esas fuer- 
zas <iue no precedió con fraude ni encubiertamente ni lucró 



ffljw. — D. Ramón R. Bravo en ropToscntacion de I). Sola- 
no ííumcz neiitriú al Juzgado de Sección en Santiago del Estero 
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esponiendo : que en el año 1867, D. Antonino Taboada había 
lturtiido a su poderdante mil cabezas de ganado vacuno, cien 
mnlas, cincuenta yernas cien cabras y ovejas según consta en la 
.sumaria información acompañada* valorando el todo eu la suma 
de 23,850 # bs. ó invocando ios artículos 20, 27, 28 y 30 cap. 
ÍJ", tít. **, see. 2 a , lib. 2". C. C. entabló demanda contra 01, & 
Un deque fuese condenado al pago de dicha pautidad con costas 
daños é intereses. 

Justificado el fuero federal por la distinta vecindad de Un 
partes y corrido traslado, i>. Manuel Uoro4iaga pot Taboada 
prouioviú artículo de incompetencia, el cual fue rechazado, y 
habiéndose ausentado el apoderado sin sustituir, el poder en re- 
beldía del demandado, se puso la cansa ú prueba sobre el hurto 
de doscientas cabezas de gnntdo vacuno, de cien muías, y de 
cien ¡mímales entre cabras y ovejas cometido por I). Antonjin. 
Taboada en bienes de 1). Solano < ¡ornes, especificándose la 
calidad de hacienda y sus edades, 

(Jun la prueba prud acida se dictó este 

Fallo del Jun tic- Srrrlon. 

■ 

Santiago del listero. Octubre 11 187U 

Y vistos ; los autos seguidos por D. Iíamon liosa liravo, en 
representación de D. Solano Gómez, contrae! ex-Oencral D, 
Antonino Tabeada por cobro de veinte y tres mil ocho ciento; 
cincuenta pesos bolivianos procedentes, de haciendas hurtad;; < 
á su representado, de los establecimiento-; denominados el c Sit- 
iados y «Punta del Negro» ; y considerando: 1" tJiiL- el conoci- 
miento y decisión de esta causa corresponde á los Tribunal* s 
Civiles por haber el demandante ejercitado la acción puramei:- 
te civil procedente del delito de hurto, arts. 31 y 40, cap. \ , 
sec. 2*, tít. 8", Hb, 2" del 0. 0, y c|uc por razón de las personas 



DK JUSTICIA ttlClOWAL 481 

y domicilio del demandado, os esto Juzgado el competente ¡tara 
entender en este juicio, art. 2\ Inc. 2", de la ley Nacional du 
Setiembre del 03, y asi. \% ttt. i rt , ser. 1\ lili. J° del G\ C. sin 
que ello imposto privar á ta Jurisdicción criminal, ya sea mili- 
tar 6 provincial, del conocimiento y decisión en la causa crimi- 
nal que por el mismo hecho y delito puede promoverse fart. 40 
y notaá los artículos 37 y 38 deí titulo y libro del <'. C. anPes 
citado), como lo lia ospuesto el representante, del ex-ücneral 
Taboada cu la audiencia anotada á f. 10 vta.— 2° Que de las 
declaraciones de los testigos I). Jusé Mercedes Salina 'de f. Hí 
vta. Miguel Moreta de f. HT» vía. : Desiderio Torres f. 88 ; Feli- 
ciano Martínez f. XK vta. José lg tl ,e ¡o t'ebullos f. 80 vta. Kmi'o- 
roso Toledo do t'. 00; Gaspar Pa^os de f. Oí ; ApoÜnario lleira 
de f.Üá: José Luis Vega de f. 93; Leandro Oliva de f. 01; Lino 
Pasos de f. 95; líasilio Barros de t 05 vta. Amadeo Torre du 
1*. Oti vta. presentados por l:i parte de Uravo, resulta únicamente 
justificado, que id año .sesenta y siete una división armada al 
mando del cx-tieneral IJ. Antoníno Taboada acampó en las es- 
tancias de propiedad de i>. Solano tíomez situadas en la Provin- 
cia de la Rioja, denominadas id .Salado y Punta del Negro? : 
que dichas fuerzas consumieron una parte y arrearon el resto de 
las haciendas cuya estimación se reclama: hechos que han sido 
aceptados por el representante del cx-Ueneral Taboada en la 
audiencia anotada á f. Ml7, con la ínodilicaeiun de haber el 
espresado cx-íteneral procedido, al movilizar dichas fuerzas, 
en cumplimiento de úrdenos superiores emanadas de la auto- 
ridad Nacional, para sofocar las montoneras que en esa fecha 
se levantaron en las Provincias de Cuyo, encabe zadas por l'eli] ■(• 
Várela, lo cual (ra público y notorio; y que habiéndose emisi- 
mido por las fuerzas mencionadas, las haciendas cuya estima- 
ción se recia ni a, si liten esto podía importar un cargo contra 
el Gobierne Nacional, de ninguna manera pedia serlo contra 
su representado en su carácter de simple particular. 3 o t^ue 
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ni pn los hechos relacionados ni en la prueba rjfüdtteida por 
la parte de ISravo, so encuentra constatado, qur> el ex-tt'Mieral 
D. Antoiiiuo Tabeada haya procedida con fraude y encubier- 
tamente en el consumo de las haciendas etiya estimación se 
demanda, ni tampoco que liayu pretendida lunar culi ellas 
ganando el dominio, uso 6 posesión de las mismas: circunstan- 
cias esencialmente necesaria* para la existencia de) delito de 
hurto de que se pretende hacerlo responsable, ley 1", tít. i i, 
Part. 7". 4" Que ten temió por origen la acción que se entabla 
por la parte do Bravo, un hechn ilícito cuya existencia no se ha 
justificado suficientemente, corresponde en justicia la abso- 
lución del denmudado ley 1", tít. 14, part. 3» y ti, tít. 8", lib. 
2°, R. V. Por estas consideraciones, h> espuesto cu hecho y de- 
recho y demás constante de autos, tallo definitivamente juz- 
gando, y declaro absuclto el ex-Ocneral 1>. Antonino Taboada 
de la demanda en su contra interpuesta pnr 1). Itamon liosa 
llravo en representación de los derechos de 1). Solano Cromes:, 
por cobro de veinte y tres mil ochocientos cincuenta pesos bo- 
livianos, valor de las haciendas que reclama. — llágase saber, 
y de conformidad ii lo dispuesto por el art. lí)G de la Ley de 
Procedimientos Nacionales, publiques*, y en oportunidad ar- 
chívese. 

Pedro Vázquez de A'oiwr. 
1» »w|»rrmii Corlr* 

Hílenos Aires. Mirco 21 (te 1H7~. 
Vistos : Por sus fundn meatos se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja ciento diez; satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

JOSf: IlAltllOS I'A/OS. — i. R, r,n- 
nOSTIAÜA. J, UOMl>GUEZ.— S. 
M. LASPlüB. 



im jt sucia NAaowu. 



Í'AUSA XXXV. 



/J'" 1 Manuela Vretei mutrtt IK l'eilm /Vrásc, por mhro fíe pesos. 
Incidente sobre personería 



Sumario, — - Una caria d<* fianza sntiro alquilares de una rasa 
su entiende estendida ;i favor ilel ¡iropicíario y no de quien 
firma por 01 eligiéndola. 



Caso. — T). Joaquín Homero por I>* Manuela <' re tel de- 
mandó, ante oí Juez Federal en Unenos Airo-, » 1». IVdro 
l'erissé la suma cíe J.HtK) $ m/ 5 por alquileres,, como fiador 
de 1>. Anlonjo Ferranti. 

La lianza fué estendida en una carta cmiíc-tacion :í otra 
ole la propietaria en que la exilia, pero firmaba esta última 
por A. D. Rocca pnr ^ti señora madre D* 11 .muela déte!. 
oldijürauaVe et Mador á favor de Itocca. 

Corrido traslado de ti demanda, Perisad pr. lovíú artículo 
previo, alocando falta de porsnm ri;i en ln d- , indante, por 
cuanto (lefia el espolíente* él no hithia salido ilt iador por «na 
casa de ella sino de propiciad de l>. Amoldo lincea, uo de- 
biendo mida á ella por cun^uiente, Según la misma carta coa 
que se le demanda. 

Corrido traslado del artículo, Homero por la aetora pidió > ■ 
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rcchazaríi este con costas. Dijo qik 1 llne-ni Hnníí pnr su señuia 
madre la carta exigiendo la fianxn, y que Perissé por tanto la 
dió á favor de dicha señora. Que siendo claro el sentido do 
la fianza, el deudor es temerario cu su opusioion y dehia pnr 
ello ser condenad» en costas. 



Vistos: en el incidente BQÍMpe falta de personería deducida 
por el demandado, y 

Considerando 1" Que del documento presentado ¡i f. i re- 
sulta que D. Amoldo líoeea, en nombre de L)° Manuela f retel, 
pidió la fianza que le fui- otorgada por el Sr. Pcrissc. 

2 o Que al concedérsela esta al pié de la carta en que Hocca 
iirmaba por su señora madre, la obligación se debe entender 
para con la persona por quien iirmaba líocea y no para con 
este. 

Por estas consideraciones fallo, no haciendo lagar á la escep- 
Cton deducida, ordenando se conteste derccli amenté á la de- 
manda, con costas. Hágase saber original y repóngase el sello. 



De este auto apeló Perissé y el recurso se le otorgó eu 
relación. 



Folio del Jim de fteeelon 



Bueno* Aires, Febrero 6 de 1877. 




rallo de I* ¿uprentn Corle 



Dítonui A ¡res. Mario á-i de 1877 
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apelado de foja diez y siete; satisfechas las de la instancia y 
repuesto* los sellos» devuélvanse. 

josé rumos pazos.— j. n. Gonos*riA~ 

CA. — J, DOMINGUEZ. — S. M. LAb- 



0. Cundido Todros contra fl Liot/d Suizo, par seguro; 
sobre ¡unjo de ía suma asegurada 



Sumario. — El pago comprendido en el art. 1393 del Cúd. 
de Cora, se refiere al capital de la suma asignada, y mi á sus 



Caso. — Resuelto el punto sobre linaza por los fallos de l;i 
Suprema í'urte de 10 y %\ de Kneru de 1877. por los cuales se 
deflaró que habí, i quedado sin fundamento por haberse orde- 
nado el depósito du la suma asegurada, y hecho esto por ol 
Lloyd Suizo, 1). Cándido Todros pidió se hiciera también el 
depósito de los intereses y costas. 
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Folio del Jufx Secelonol, 

Buonos Aires. Febrero 6 do 1877. 

Estando limado con el depósito la solicitud de f. y siendo 
los intereses Us nwratoriiis que han de declararse á la termi- 
nación de la < ansa y que no se comprenden en el artículo del 
L'údigo de i Vmercio que autoriza este pago provisorio, no ha 
lugar por ahora á la solicitud. 

Isidoro Alfoirracin. 

Futió de I» Suprema Corle. 

Hílenos Air-s. Abril 3 du 1KTT. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma n>n costas el au- 
to apelado de foja ciento cuarenta; satisfechas las de la ins- 
tancia y repuestos los sellos, du vuélvanse. 

JOSÉ BARROS PAZOS. — 4. ftOMlNGUEZ. — S. 
SI. LASPRil. 



